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Desde que se firmó la paz del Zanjón, nació para estas apartadas 
provincias un otden (Completamente nuevo y legal. Para regular la nue- 
va vida que Cuba comenzaba, se dictaron multitud de disposiciones en- 
caminadas á dirigir los distintos elementos políticos que de lleno entraban á 
formar la organización que se planteaba. 

La casa editorial La Propaganda Literaria entendió que prestaba un 
servicio de gran valia con recopilar todas \las disposiciones y decretos\que 
ema fiaron de las Autoridades á los finés ya diCkos\ De esta idea surgió 
la primera edición de El Libro del Ciudadano Español; pero las necesida- 
des siembre, crecientes de las ideas liberales, la necesidad de reconocer cada dia 
el principio de reciprocidad, germen del derecho; la sensatez y Cordura de que 
tan inequívocas muestras ha dado este pueblo en el ejercicio de todos los dere- 
chos reconocidos por la Ley fundamental del Estado, han sido causa de que el 
Gobierno metropolitano haya hecho extensivas d esta Isla cuantas disposiciones 
rigen en la Pe?iínsula con objeto de llenar tales necesidades y poner, al propio 
tiempo .f en práctica el principio de asimilación. 

No es de oportunidad el emitir aquí nuestro juicio sobre si es ó no viable 
este principio dentro de un sistema científico; dejamos tales cuestiones al deba- 
te diario que en la candente arena de la política tiene lugar entre los partidos 
militantes. Sólo diremos que, merced á él, la Isla de Cuba goza, desde hace 
diez años, de un régimen constitucional, que le garantiza el derecho de teunión, 
' de asociación, el de la libre emisión del pensamiento por medio de la prensa, 
. representación en Cortes, la vida provincial y municipal, y últimamente, el 
uicio oral y público, libertades que, la Madre Patria no ha alcanzado sino 
espués de más de medio siglo de sangrientas revoluciones. Se logró, además^ 
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dar solución al hufnanitario problema de la esclavitud, sin gran detrimento de 
¡a propiedad. 

JS I derecho, por su objeto, se divide e?i público y privado, cuyos términos 
á su vez se subdividen en internos y e memos, canónico, civil, mercantil, pe- 
nal y procesal. Obedeciendo, pues, á esta clasificación, aun cuando ?io estricta- 
mente, reimprimimos hoy El Libro del Ciudadano Español, agotado ha- 
ce tiempo, con el objeto de que pueda ser consultado utilmente por cüalquifr 
ciudadano. 

El primer tomo comprende las ?naterias reguladoras de los derechos po- 
liticos y administrativos, es decir, de las que determinan las relaciones con el 
Estado, por ser éste el único que tiene la ele:vada misión de realizar el derecho, 
dentro de la organización política, donde se encuentran los elementos para el 
completo desarrollo de los fines de la vida humana, do?tde existen, e?i una pa- 
labra, los gérmenes df su libre desenvolvimiento para^ alcanzar la realización 
de su fin, i 

Como cabeza de El Libro del Ciudadano Y^sva^oV ponemos la Cons- 
titución de la Monarquía^ fuente esencial de ftuestro derecho y reconocimiento 
de la personalidad del ciudadano^ donde nace la Soberanía y el Gobierno, á los 
que marca el límite de su ejercicio. En seguida transcribimos el texto de nues- 
tras leyes municipales y provinciales, en las que tiene que desenvolverse la 
vida de los pueblos. La municipalidad es el primer escalón en que se basa la- 
nacionalidad, y bien pudiera decirse que la felicidad de los pueblos tiene su 
euna en el progresivo desarrollo de su municipio. Después insertamos la 
Ley de Imprenta, la de reuniones públicas y la de asociaciones, siguiéndola 
como apéndice el capitulo 2? del libro 2? del Código Penal vigente en esta Isla 
y Puerto Rico, que trata "¿/<? los delitos cometidos con ocasión del ejercicio de, 
los derechos individuales garantizados por la Constitución.'^ No es preciso en- 
carecer la importancia de estas leyes: su conocimiento no es solo útil, sino nece- 
sario á todos, (i) ^ 

La de tolerancia de cultos, la de extranjería, la de creación del Ministe- 
rio de Ultramar y su reglamento interior, la de atribuciones de los Goberna- 
dores Civiles, la de división pfovincial de la Isla, la de secuestros, la de re- 
laciones comerciales, la' de supresión de pasaportes y la de expedición de títulos 
son leyes y decretos que constantefnente se tie?ie necesidad de consultar. 

La de beneficencia, la de licencia de caza ó pesca y uso de armas, la de 
policía de gobierno y la de tramitación de expedientes administrativos deben 
por su índole é importancia tener lugar e7i este volumen. 

Muchas leyes se han promulgado que amplían ó restringen el derecho 



(i) En la cutualtdad es objeto de una sustancial vefotma la Ley electoral, por cuyo 
motivo no la incluimos en el p7 es ente tomo, para publicarla con las modificaciones de que 
^ea objeto, como apéndice al segundo de esta obra. 
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individual reconocido y sancionado por la Co7istitución^ otras adjetivas nos 
han dado la forma de realizarlo^ y muchas han venido á variar en el orden 
civil ^ eji el político y en el administrativo y en el pettal, el derecho antiguo ^re- 
formándolo y mejorándolo en todos los círculos en que éste se desenvuelve. 

Pero toda esta reforma se ha realizado *por leyes aisladas que en tiempos 
distintos emanaban del poder legislativo, y que el ciudadano, primer interesa- 
do en su conocimiento, tenía que buscar en las Gacetas en que se publicaron 
ó en folletos no siempre fáciles de hallar. Necesario se hacía un libro que, re- 
cogiendo y recopilando Ih multitud de leyes nacidas en nuestro período consti- 
tuyente y esparcidas y diseminadas en los periódicos oficiales, viniera á sim- 
plificar su estudio y facilitar el conocimiento de las mismas. La codificación de 
las leyes es hoy la mira principal de los gobiernos, l^a forma mejor, más senci- 
lla y qiie hace más fácil y seguro su conocimiento por aquellos que no deben 
ignorarlas. La ley, es cierto, tiene que ser conocida por todos los ciuda- 
danos, pues tal es el objeto de su promulgcuión; pero ésto, que es lo legal, no 
se realiza en la práctica, desconociendo el individuo casi siempre su derecho, 
el modo de realizarlo y reclamarlo, su deber y el modo de cumplirlo. Las más 
de las veces esta ignorancia se debe á la dificultad de encontrar el t^xto de las 
leyes que nos. rigen y á la pasmosa prontitud con que se sucede7i unas á otras, 
derogándose incesantemente para volver á estar en vigor. 

Un vacio inmenso sentía el ciudadano ansioso de conocer el reconoci- 
miento de su personalidad, vacío que para lle?iarse traía U7i gasto de tiempo, 
paciencia y dinero invertidos en la busca de las sueltas leyes venidas después del 
año 1878. Hoy con El Libro del Ciudadano Español se facilita este es- 
tudio, pues e7i él se reune7i las leyes más necesarias de cont?cer y más difíciles de 
encontrar. El 7nérito de la obra que editamos, si es que obra puede llamarse esta 
recopilación, es escaso "ó ningu7io si se atiende a su valor científico y litera- 
rio, y grande si se juzga por las necesidades que llena y el bien que reporta. 
De sobra sabemos que 7io es completo nuestro trabajo, lejos de nosotros el pen. 
sarlo; pero cábenos al me7ios la satisfacción de haber aliviado en gra7i parte 
al ciudada7io de la penosa y pesadísima busca de leyes promulgadas ó hechas 
este7isivas á esta Isla y que tanto le importa conocer. 

No busca7nos aplausos que 710 7iecesitamos, ni satisfacemos una va7iidad 
que 710 tenemos: sólo nos 77iueve á publicar este libro el deseo de ser útil e 71 
algo, por poco que sea, á 7iuestro país, haciendo más fácil á sus nwra* 
dores el conocimiento de lo que puede7i y son, que es el modo de encami- 

ar los pueblos a su bienestar y progreso. Cada derecho hollado, descono- 
cido ó irrealizado y cada deber 710 cu7nplido es un paso atrás e7i el ca- 
mino de la libertad. La ley es la reguladora del derecho. Su co7ioci- 

'tiento es necesario para exigir su cumplÍ77iiento. ¡Ay del pueblo que 
desconozca sus leyes! Por fútiles que pa7'ezcan, trae7i con la ignorancia su re- 



I 



¡ajamiento moral y ¿o llera por sendero seguro al descojicierto y á la ruina, 
íbbre ciudadan» el que no sepa lo que debe y puede, pobre propietario y triste 
hoMbte los que ignoran el fundamento de su derecho y el principio de su deber. 
Creemos, ó queremos creer, que El Libro del Ciudadano Español fen- 
drá favorable acogida,pues á nadie podrá ocultarse su utilidad. No sólo á aque- 
llos que por sus títulos ó empleos tienen más que el resto de sus conciudadanos 
el deber de cofiocer el derecho vigente en las distintas materias que este abraza, 
sino d todos y cada uno de los individuos que forman ¡a nacionalidad espa- 
ñola importa mucho tener perfecto y cabal conocimiento de nuestro cuerpo 
legal. Esto se dificulta por no estar encerrados en obra alguna los distintos Re- 
glamentos, Reales Decretos y Reales Ordenes que nos rigen; y si á esto se une 
elespiritu poco investigador de nuestra raza¡ se comprenderá que la mayor parte 
de las veces pasen inadvertidas para ¿a mayor parte de los individuos, sien- 
do sólo sacudidas del polvo del olvido por los abogados á quienes interesa co- 
nocerlas, por los encargados de su observancia y por alguno que oti o estudio- 
so. El Libro del Ciudadano Español responde, pues, á estas necesidades 
y presenta Unidos en manuable volúme?i el texto de las mas importantes de 
nuestras leyes. 

Comprendemos en el segundo tomo de El Libro del Ciudadano Espa- 
ñol las leyes civiles y penales que regulan el ejercicio de estos derechos. Las 
leyes sobre matrimonio en sus dos formas de civil y canónico; la del Registro 
Civil cotí su Reglamento, la de Caza, la de Casación, Propiedad intelectual y 
los Reglamentos sobre pago de Derechos Reales, Concesión de marcas de fá- 
bricas, de Bolsa y Registro Mercantil, la división judicial de la Habana y el 
juicio oral y póblÍco„que no podían ser olvidados y vienen juntos á constituir 
la segunda y ultima parte de la obra queedita La Propaganda Literaria. 

. Junio de 1889. 
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BoRstitucion de k MonaFquia Española, 

PUBLICADA EN 30 DE JUNIO DE 1876 



TITULO PRIMERO. 

De los españoles y sus derechos. 

Artículo I? Son españoles: 

Primero Las personas nacidas en territorio español. 

Segundo. Los hijos de padre ó madre españoles, aunque hayan nacido 
fuera de España. 

Tercero. Los extranjeros que hayan obtenido carta de naturaleza. 

Cuarto. Los que sin ella, hayan ganado vecindad en cualquier pueblo 
de la Monarquía. 

La calidad de español se pierde por adquirir naturaleza en país extran- 
jero y por admitir empleo de otro Gobierno sin licencia del Rey. 

Att. 2® Los estrangeros podrán establecersie libremente en territorio 
español, ejercer en él su industria ó dedicarse á cualquiera profesión, para 
cuyo desempeño no exijan las leyes títulos de aptitud expedidos por las 
Autoridades españolas. 

Los que no estuvieren naturalizados, no podrán ejercer en España cargo 
alguno que tenga anexa autoridad ó jurisdicción. 

Art. 3? Todo español está obligado á defender la patria con las armas^ 
cu|indo sea llamado por la ley, y á contribuir, en proporción de sus habe- 
res, para los gastos del Estado, de la provincia y del Municipio. 

Nadie está obligado á pagar contribución que no esté votada por las 
Cortes ó por las Corporaciones legalmente autorizadas para imponerla. 

Art. 4? Ningún español, ni extranjero, podrá ser detenido sino en los 
isos y en la forma que las leyes prescriban. 

Todo detenido será puesto en libertad ó entregado á la Autoridad judi- 

il, dentro de las veinticuatro horas siguientes al acto de la detención. -*% í 

Toda detención se dejará sin efecto ó elevará á prisión, dentro de las 

tenta y dos horas de haber sido entregado el detenido al Juez compe- 

nte. 
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La providencia que se dictare, se notificará al interesado dentro del 
mismo plazo. 

Art. 5? Ningún español podrá ser preso sino en virtud de mandamien- 
to de Juez competente. 

El auto en que se haya dictado el mandamiento se ratificará ó repondrá, 
oido el presunto reo, dentro de las setenta y dos horas siguientes al acto 
de la prisión. 

Toda persona detenida ó presa sin las formalidades legales, ó fuera de 
los casos previstos en la Constitución y las leyes, será puesta en libertad á 
petición suya ó de cualquiera español. La ley determinará la forma de 
proceder sumariamente en este caso. 

Art. 6y Nadie podrá entrar en el domicilio de un español, ó extranjero 
residente en España, sin su consentimiento, excepto en los casos y en la 
forma expresamente previstos en las leyes. 

El registro de papeles y efectos se verificará siempre á presencia del in- 
teresado ó de un individuo de su familia, y en su defecto, de dos testigos 
vecinos del mismo pueblo. 

Art. 7? No podrá detenerse ni abrirse por la Autoridad gubernativa la 
correspondencia confiada ál correo. 

x\rt. 8? Todo auto de prisión, de registro de morada ó de detención de 
la correspondencia será motivado. 

Art. 9? Ningún español podrá ser compelido á mudar de domicilio 
ó residencia sino en virtud de mandato de Autoridad competente, y en los 
casos previstos por las leyes. 

Art. I o. No se impondrá jamás la pena de confiscación de bienes, y 
nadie podrá ser privado de su propiedad sino por Autoridad competente y 
por causa justificada de utilidad pública, previa siempre la correspondien- 
te indemnización. 

Si no procediere este requisito, los Jueces ampararán, y en su caso rein- 
tegrarán en la posesión al expropiado. 

Art. II. La religión católica, apostólica, romana, es la del Estado. La 
Nación se obliga á mantener el culto y sus ministros. 

Nadie será molestado en el territorio español por sus opiniones religio- 
sas, ni por el ejercicio de su respectivo culto, salvo el respeto debido á la 
moral cristiana. 

No se permitirán, sin embargo, otras ceremonias ni manifestaciones pú- 
blicas que las de la Keligíón del Estado. 

Art. 12. Cada cual es libre de elegir su profesión y de aprenderla co- 
mo mejor le parezca. 

Todo español podrá fundar y sostener establecimientos de instrucción ó 
de educación, con arreglo á las leyes. 

Al estado corresponde expedir los títulos profesionales, y establecer las 
condiciones de los que pretendan obtenerlos, y la forma en que han de 
probar su aptitud. 

Una ley especial determinará los deberes de los profesores y las reglas 
á que ha de someterse la enseñanza en los establecimientos de Instruccióii 
pública costeados por el Estado, las provincias ó los pueblos. 

Art. 13, Todo español tiene derecho: 

De emitir libremente sus ideas y opinionos, ya de palabra, ya por escri- 
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to, valiéndose de la imprenta ó de otro procedimiento semejante, sin suje- 
ción á la censura previa. 

De reunirse pacíficamente. 

De asociarse para los fines de la vida humana. 
, De dirigir peticiones individual ó colectivamente al Rey, á las Cortes y 
á las Autoridades. . 

El derecho de petición no podrá ejercerse por ninguna clase de fuerza 
armada. 

Tampoco podrán ejercerlo individualmente los que formen parte de una 
fuerza armada, sino con arreglo á las leyes de su instituto, en cuanto ten- 
ga relación con éste. ^ 

Art. 14. Las leyes dictarán las reglas oportunas par^ asegurar á los 
españoles en el respeto recíproco de los derechos que este título les reco- 
noce, sin menoscabo de los derechos de la Nación, ni de los atributos 
«senéiales del poder público. 

Determinarán asimismo la responsabilidad civil y penal á que han de 
quedar sujetos, según los casos, los Jueces, Autoridades y funcionarios de 
todas clases, que atenten á los derechos enumerados en este título. 

Art. 15. Todos los españoles son admisibles á los empleos y cargos 
públicos, según su mérito y su capacidad. 

Art. 16. Ningún español puede ser procesado ni sentenciado sino por 
el Juez ó Tribunal competente, en virtud de leyes anteriores al delito, y en 
la forma que éstas prescriban. 

Art. 17. Las garantías expresadas en los artículos 4?, 5?, 6? y 9? y pá- 
rrafos primero, segundo y tercero del 13, no podrán suspenderse en toda 
la Monarquía, ni en parte de ella, sino temporalmente y por medio de una 
ley, cuando así lo exija la seguridad del Estado, en circunstancias extraor- 
dinarias. 

Solo no estando reunidas las Cortes y siendo el caso grave y de notoria 
urgencia, podrá el Gobierno, bajo su responsabilidad, acordar la suspen- 
sión de garantías á que se jefiere el párrafo anterior, sometiendo su acuer- 
do á la aprobación de aquellas, lo más pronto posible. ^ 

Pero en ningún caso se suspenderán más garantías que las expresadas 
*eñ el primer párrafo de este artículo. 

Tampoco los Jefes militares ó civiles podrán establecer otra penalidad 
•que la prescrita previamente por la ley. 

TITULO IL 

De ¡as Caries. 

Art. 18. La potestad de hacer las leyes reside en las Cortes con el Rey^ 
Art. 19. Las Cortes se componen de dos Cuerpos colegisladores, en 
'iguales facultades: el Senado y el Congreso de l(bs Diputados. 

TITULO IIL 

Del Senado. 

Art. 20. El Senado se compone: 

'^rimero. De Senadores por derecho propio. 
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Segundo. De Senadores vitalicios, nombrados por la Corona. 

Tercero. De Senadores elegidos por las Corporaciones del Estado y 
mayores contribuyentes, en la forma que determine la ley. 

El número de los Senadores por derecho propio y vitalicios no podrá 
exceder de ciento ochenta. 

Este número será el de los Senadores electivos. 

Art. 2 1 . Son Senadores por derecho propio: 

Los hijos del Rey y del sucesor inmediato de la Corona, qiie hayan lle- 
gado á la mayor edad. 

Los Grandes de España que lo fueren por sí, que no sean subditos de 
otra Potencia y acrediten tener la renta anual de setenta mil pesetas, pro- 
cedentes de bienes propios inmuebles, ó de derechos que gocen la misma, 
consideración legal. 

Los Capitanes Generales del Ejército y el Almirante de la Armada. 

El Patriarca de las Indias y los Arzobispos. 

El Presidente del Consejo de Estado, el del Tribunal Supremo de la 
Guerra, el del Tribunal de Cuentas del Reino, el del Consejo Supremo de 
la Guerra, y el de la Armada, después de dos años de ejercicio. 

Art. 22. Solo podrán ser Senadores por nombramiento del Rey ó por 
elección de las Corporaciones del Estado y mayores contribuyentes, los 
Españoles que pertenezcan ó hayan pertenecido á una de las siguientes 
clases. 

Primero. Presidente del Senado ó del Congreso de los Diputados. í 

Segundo. Diputados que hayan pertenecido á tres Congresos diferen- 
tes ó que hayan ejercido la Diputación durante ocho legislaturas. 

Tercero. Ministros de la Corona. 

Cuarto. Obispos. 

Quinto. Grandes de España. 

Sexto. Tenientes Generales del Ejército y Vicealmirantes de la Arma- 
da^ después de dos años de su nombramiento. 

Séptimo. Embajadores, después de dos años de servicio efectivo, y mi- 
nistro» Plenipotenciarios después de cuatro. 

Octavo. Consejeros de Estado, Fiscal del mismo Cuerpo y Ministro y 
Fiscales del Tribunal Supremo y del de Cuentas del Reino, Consejeros del 
Supremo de la Guerra y de la Armada, y decano del Tribunal de las Or- 
denes militares, después de dos años de ejercicio. 

Noveno. Presidentes ó Directores de las Reales Academias Española,, 
de la Historia, de Bellas Artes de San Fernando, de Ciencias exactas, físi- 
cas y naturales, de Ciencias morales y políticas, y de Medicina. 

Décimo. Académicos de número de las Corporaciones mencionadas,, 
que ocupen la primera mitad de la escala de antigüedad en su cuerpo;: 
Irxspectores generales de primera clase de los Cuerpos de Ingenieros de 
Caminos, Minas y Montes; Catedráticos de término de las universidades^ 
siempre que lleven cuatro arios de antigüedad en su categoría y de ejerci- 
cio dentro de ella. 

Los comprendidos en las categorías anteriores deberán además disfrutar 
siete mil quinientas pesetas de renta, procedentes de bienes propios, ó de 
sueldos de los empleos que no pueden perderse sino por causa legal- 
mente probada, ó de jubilación, retiro ó cesantía. 

Undécimo. Los que con dos años de antelación posean una renta 
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anual de veinte mil pesetas, ó paguen cuatro mil pesetas por contribucio- 
nes directas al Tesoro público, siempre que además sean títulos del Beino, 
hayan sido Diputados á Cortes, Diputados provinciales ó Alcaldes en ca- 
pital de provincia ó en pueblos de más de veinte mil almas. 

Duodécimo. Los que hayan ejercido una vez el cargo de Senador an- 
tes de promulgarse esta Constitución. . Los que para ser Senadores en 
•cualquier tiempo hubieren acreditado renta, podrán probarla para que se 
les compute, al ingresar como Senadores por derecho propio, con certifica- 
ción del Registro de la propiedad que justifique que siguen poseyendo los 
mismos bienes. 

El nombramiento por el Rey de Senadores se hará por decretos espe- 
ciales, y en ellos se expresará siempre el título en que, conforme á lo dis- 
puesto en este artículo, se funde el nombramiento. 

Art. 23. Las condiciones necesarias para ser nombrado ó elegido Sena- 
tJoE podrán variarse por una ley 

Art. 24. Los senadores electivos se renovarán por mitad cada cinco 
años, y en totalidad cuando el Rey disuelva esta parte del Senado. 

Art. 25. Los Senadores no podrán admitir empleo, ascenso que no sea 
de escala cerrada, títulos ni condecoraciones, mientras estuviesen abiertas 
las Cortes. 

El gobierno podrá, sin embargo, conferirles dentro de sus respectivos 
•empleos ó categorías, las comisiones que exija el servicio público. 

Exceptúanse de lo dispuesto en el párrafo primero de este artículo el 
■cargo de Ministro de la Corona. 

Art. 26. Para tomar asiento en el Senado se necesita ser español, te- 
ner treinta y cinco años cumplidos, no estar procesado criminalmente 
ni inhabilitado en el ejercicio de sus derechos políticos, y no tener sus 
bienes intervenidos. * 

TITULO IV. 

Del Congreso de los Diputados, 

Art. 27. El Congreso de los Diputados se compondrá de los que nom- 
bren las Juntas electorales, en la forma que determine la ley. Se nombra- 
rá un Diputado á lo menos por cada cincuenta mil almas de población. 

Art. 28. Los Diputados se elegirán y podrán ser reelegidos indifinida- 
mente, por el método que determine la ley. 

Art.. 29. Para ser elegido Diputado se requiere ser español, de estado 
seglar, mayor de edad y gozar de todos los derechos ciyles. La ley de- 
terminará con que clase de funciones es incompatible el cargo de Diputado 
y los casos de reelección. 

Art. 30. Los Diputadois serán elegidos por cinco años. 

Art. 31. Los Diputados á quienes el Gobierno ó la Real Casa confie- 
m»>i'pensión, empleo, ascenso que no sea de escala cerrada, comisión con 
sueldo, honores ó condecoraciones, cesarán en su cargo sin necesidad de 
declaración alguna, si dentro de los quince dias inmediatos á su nombra* 
miento no participan al Congreso la renuncia de la gracia. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior no comprende á los Diputados que 
fueren nombrados Ministros de la Corona. 
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TITULO V. 

De la celebración y facultades de las Cortes. 

Art. 32. Los Cortes se reúnen todos los años. Corresponde al Rey 
convocarlas, suspender, cerrar sus sesiones y disolver simultánea ó separa- 
mente la parte electiva del Senado y el Congreso de los Diputados, con la 
obligación, en este caso, de convocar y reunir el Cuerpo ó Cuerpos di- 
sueltos dentro de tres meses. 

Art. 33. Las Cortes serán precisamente convocadas luego que vacare 
la Corona, ó cuando el Rey se imposibilitare de cualquier modo para el 
gobierno. 

Art. 34. Cada uno de los Cuerpos Colegisladores forma el respectivo 
reglamento para su gobierno interior, y examina, así las calidades de los- 
individuos que le componen, como la legalidad de su elección. 

Art. 35. El Congreso délos Diputados nombra su Presidente, Vice- 
presidentes y Secretarios. 

Art. 36. El Rey nombra para cada legislatura, de entre los mismos 
Senadores, el Presidente y Vicepresidentes del Senado, y éste elige sus^ 
Secretarios. 

Art. 37. El Rey abre y cierra las Cortes, en persona, ó por medio de. 
los Ministros. 

Art. 38. No podrá estar reunido uno de los dos Cuerpos Colegislado- 
res sin que también lo esté el otro: exceptúase el caso en que el Senado> 
ejerza funciones judiciales. 

Art 39. Los Cuerpos Col^isladores no pueden deliberar juntos, ni ea 
presencia del Rey. 

Art. 40. Las Sesiones del Senado y del Congreso serán públicas, y solo» 
en los casos que exijan reserva podrá celebrarse sesión secreta. 

Art. 41. El Rey y cada uno de los Cuerpos Colegisladores tienen la. 
iniciativa de las leyes. 

Art. 42. Las leyes sobre contribuciones y crédito público se presenta- 
rán primero al Congreso de los Diputados. 

Art. 43. Las resoluciones en cada uno de los Cuerpos Colegisladores 
se toman á pluralidad de votos; pero para votar las leyes se requiere la. 
presencia de la mitad más uno del número total de los individuos que lo^ 
componen. 

Art. 44. Si uno de los Cuerpps Colegisladores derechara algún proyec- 
to de ley, ó le negare el Rey la sanción, no podrá volverse á proponer 
otro proyecto de ley sobre el mismo objeto en aquella legislatura. 

Art. 45. Además de la potestad legislativa que ejercen las Cortes conr 
el Bey, les pertenecen las facultades siguientes: 

Primera. Recibir al Rey, al sucesor inmediato de la Corona y á la 
Regencia ó Regente del Reino, el juramento de guardar la Constitucióa 
y las leyes. 

Segunda. Elegir Regente <5 Regencia del Reino y nombrar tutpr al' 
Rey menor, cuando lo previene la Constitución. 

Tercera. Hacer efectiva la responsabilidad de los ministros, los cuales, 
serán acusados por el Congreso y juzgados por el Senado. 

Art. 46. Los Senadores y Diputados son inviolables por sus opiniones. 
y votos en el ejercicio de su cargo. 
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Art. d7. Los Senadores no podrán ser procesados ni arrestados sin 
previa resolución del Senado, sino cuando sean hallados infraganii, 6 
cuando no esté reunido el Senado, pero en todo caso se dará cuenta á 
este Cuerpo lo más pronto posible para que determine lo que corresponda. 
Tampoco podrán los diputados ser procesados ni arrestados durante las 
sesiones sin permiso del Congreso, á no ser hallados infraganii; pero en 
este caso y en el de ser procesados ó arrestados cuando estuvieren cerradas 
las Cortes, se dará cuenta lo más pronto posible al Congreso para su cono- 
cimiento y resolución. El Tribunal Supremo conocerá de las causas cri- 
minales contra los Senadores y Diputados, en los casos y en la forma que 
determine la ley. 

TITULO VI. 
Del Rey y sus Ministros, 

Art. 48. La persona del Rey es sagrada é inviolable^ 

Art. 49. Son responsables los Ministros. 

Ningún mandato del Rey puede llevarse á efecto si no está refrendado 
por un Ministro, que por solo este hecho, se hace responsable. 

Art. 50. La potestad de hacer ejecutar las leyes reside en el Rey, y su 
autoridad se extiende á todo cuanto conduce á la conservación del orden 
público en lo interior y á la seguridad del Estado en lo exterior, conforme 
á la Constitución y á las leyes. 

Art. 51. El Rey sanciona y promulga las leyes. 

Art. 52. Tiene el mando supremo del Ejército y Armada, y dispone 
de las fuerzas de mar y tierra. \ 

Art. 53. Concede los grados, ascensos y recompensas militares, coa 
arreglo á las leyes. 

Art. 54. Corresponde además al Key: 

Primero. Expedir los decretos, reglamentos é instrucciones que sean 
conducentes para la ejecución de las leyes. 

Segundo. Cuidar de que en todo el Reino se administre pronta y cum- 
plidamente justicia. 

Tercero. Indultar á los delincuentes con arreglo á las leyes. 

Cuarto. Declarar la guerra y hacer ratificar la paz, dando después 
cuenta documentada á las Cortes. 

Quinto. Dirigirlas relaciones diplomáticas y comerciales con las de- 
más potencias. 

Sexto. Cuidar de la acuñación de la moneda, en la que se pondrá su 
busto y nombre. 

Sétimo. Decretar la inversión de los fondos destinado á cada uno de 
los ramos de la Administración, dentro de la ley de presupuestos. 

Octavo. Conferir los empleos civiles, y conceder los honores y distin- 
ciones de todas clases, con arreglo á las leyes. 

Noveno. Nombrar y separar libremente á los Ministros. 

Art. 55. El Rey necesita estar Autorizado por una ley especial: 

Primero. Para enagenar, ceder ó permutar cualquiera parte del terri- 
torio español. ^ 

Segundo. Para incorporar cualquiera otro territorio al territorio es-^ 
pañol. 
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Tercero. Para admitir tropas extranjeras en el Reino. 

Cuarto. Para ratificar los tratados de alianza ofensiva, los especiales de 
comercio, los que estipulen dar subsidios á alguna potencia extranjera y 
todos aquellos que puedan obligar individualmente á los españoles. 

En ningún caso los artículos secretos de un tratado podrá derogar los 
públicos. 

Quinto. Para abdicar la Corona en su inmediato sucesor. 

Art. 56. El Rey, antes de contraer matrimonio, lo pondrá en conoci- 
miento de las Cortes, á cuya aprobación se someterán los contratos y esti- 
pulaciones matrimoniales que deban ser objeto de una ley. 

Lo mismo se observará respecto del inmediato sucesor á la Corona. 

Ni el Rey ni el inmediato sucesor pueden contrar matrimonio con per- 
sona que por la ley esté excluida de la sucesión á la Corona. 

Art. 57. La dotación del Rey y de su familia se fijará por las Cortes al 
principio de cada reinado. 

Art. 58. Los Ministros pueden ser Senadores ó diputados y tomar par- 
te en las discusiones de ambos Cuerpos Colegisladores pero solo tendráa 
voto en aquel á que pertenezcan. 

TITULO VIL 

De la sucesión á ¡a Corona, 

Art. 59. El Rey legítimo de España es Don Alfonso XII de Borbon. 

Art. 60. La sucesión al trono de España seguirá el orden regular de 
primogenitura y representación, siendo preferida siempre la línea anterior 
á las posteriores: en la misma línea, el grado más próximo al más remoto; 
en el mismo grado, el varón á la hembra; y en el mismo sexo, la persona 
de más edad á la de menos. 

Art. 61. Extinguidas las líneas de los descendientes legítimos de Don 
Alfonso XII de Borbon, sucederán por el orden que queda establecido 
sus Hermanas; su Tia, hermana de su madre, y sus legítimos descendien- 
tes, y los de sus Tios, hermanos de Don Fernando VII, si no estuvieren 
excluidos, 

Art. 62. Si llegaran á extinguirse todas las líneas que se señalan, las 
Cortes harán nuevos llamamientos, como más convenga á la Nación. 

Art. d^i' Cualquiera duda de hecho ó de derecho que ocurra en orden 
de la sucesión á la Corona se resolverá por una ley. 

Art. 64. Las personas que sean incapaces para gobernar, ó hayan he- 
cho cosa por que merezcan el perder derecho á la Corona, serán excluidas 
de la sucesión por una ley. 

Art. 65. Cuando reine una hembra, el Príncipe consorte no tendrá 
parte ninguna en el Gobierno del Reino. 

TITULO VIII. 

De la 7nenor edad del Rey y de la Regetuia. 

Art. 66, El Rey es menor de edad hasta cumplid diez y seis años. 
Art. 67. Cuando el Rey fuera menor de edad, el Padre ó la Madre del 
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Rey, y en su defecto- el pariente más próximo á suceder en la Corona; se- 
gún el orden establecido en la Constitución, entrará desde luego á ejercer 
la. Regencia, y la ejercerá todo el tiempo de la menor edad del Rey. 

Atr. 6S, Para que el pariente más próximo ejerza la Regencia, necesita 
ser español, tener veinte años cumplidos, y no estar excluido de la sucesión 
de la Corona. El Padre ó la Madre del K^y, solo podrán ejercer la Re- 
gencia, permaneciendo viudos. 

Art. 69. El Regente prestará ante las Cortes el juramento de ser ñel al 
Rey menor y de guardar la Constitución y las leyes. 

Si las Cortes no estuviesen reunidas, el Regente las convocará inmedia- 
tamente, y entretanto, prestará el mismo juramento ante el Consejo de 
Ministros, prometiendo reiterarle ante las Cortes tan luego como se hallen 
congregadas. 

Art. 70. Si no hubiere ninguna persona á quien corresponda de dere- 
cho la Regencia, la nombrarán las Cortes, y se compondrá de una, tres 6 
cinco personas. 

Hasta que se haga este nombramiento, gobernará provisionalmente el 
Reino el Consejo de Ministros. 

Art. 71. Cuando el Rey se imposibilitare para ejercer 'su autoridad, y 
la imposibilidad fuese reconocida por las Cortes, ejercerá la Regencia du- 
ra^ite el impedimento, el hijo primogénito del Rey, siendo mayor de diez 
y seis años, en su defecto, el consorte del Rey, y á falta de éste, los 
llamados á la Regencia. 

Art. 72. El Regente, y la P.egencia en su caso, ejercerá toda la auto- 
ridad del Rey, en cuyo nombre se publicarán los actos del Gobierno. 

Art. 73. Será tutor del Rey menor la persona que en su testamento 
Tiubiere nombrado el Rey difunto, siempre que sea español de nacimiento; 
si no le hubiese nombrado, será tutor el padre ó la madre mientras perma- 
nezcan viudos. En su defecto, le nombrarán las Cortes; pero no podrán 
^star reunidos los encargos de Regente y de tutor del Rey sino en el pa- 
riré ó en la madre de éste. 

TITULO IX. 



De la administración de justicia, 

* 

Art. 74. La justicia se administra en nombre del Rey. 

Art." 75. Unos mismos Códigos regirán en toda la Monarquía, sin per- 
juicio de las variaciones que por particulares circunstancias determinen las 
leyes. 

Ea %llos no se establecerán mas que un solo fuero para todos los espa- 
ñoles en los juicios comunes, civiles y criminales. 

Art. 76. A los Tribunales y Juzgados pertenece exclusivamente la po- 
testad de aplicar las leyes en los juicios civiles y criminales, sin que puedan 
ejercer otras funciones que las de juzgar y hacer que se ejecute lo juzgado. 

Art. 77. Una ley especial determinará los casos en que haya de exi- 
irse autorización previa para procesar, ante los Tribunales ordinarios, á 
las Autoridades y sus agentes. 

Art. 78. Las leyes determinarán los Tribunales y Juzgados que ha de 
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haber, la organización de cada uno, sus facultades, el modo de ejercerlas 
y las calidades que han de tener sus individuos. 

Art. 79. Los juicios en materias criminales serán públicos en la forma 
que determinen las leyes. 
• Art. 80. Los Magistrados y Jueces serán inamovibles y no podrán ser 

depuestos, suspendidos ni trasladados, sino en los casos y en la forma que 
prescriba la ley orgánica de Tribunales. 

Art. 81 Los Jueces son responsables personalmente de toda infracción- 
de ley que cometan. 

TITULO X. 

Z>e las Diputaciones provinciales y de los Ayuntamientos, 

Art. 82. En cada provincia habrá una Diputación provincial, elegida 
en la forma que determine la ley y compuesta del número de individuos 
que esta señale. 

Art. 83. Habrá en los pueblos Alcaldes y Ayuntamientos. Los Ayun- 
•^ tamientos serán nombrados por los vecinos á quienes la ley confiera éste 
derecho. 

Art. 84. La organización y atribuciones de las Diputaciones provincia-^ 
les y Ayuntamientos se regirán por sus respectivas leyes. 

Estas se ajustarán á los principios siguientes: 

Primero. Gobierno y direción de les intereses peculiares de la provin- 
^ cía ó del pueblo por las respectivas Corporaciones. 

Segundo. Publicación de los presupuestos, cuentas y acuerdos de las 
mismas. 

Tercero. Intervención del Rey, y en su caso de las Cortes, para impe- 
dir que las Diputaciones provinciales y los Ayuntamientos se extralimite» 
de sus atribuciones en perjuicio de los intereses generales y permanentes. 

Y cuarto. Determinación de sus facultades en materia de impuestos, á 
fin de que los provinciales y municipales no se hallen nunca en oposición 
con el sistema tributario del Estado. 

• 

TITULO XI. 
De las contribuciones, 

Art. 85. Todos los años presentará el Gobierno á las Cortes el presu- 
puesto general de gastos del Estado para el año siguiente y el plan de 
contribuciones y medios para llenarlos, como asimismo las cuentas de la 
recaudación é inversión de los caudales públicos, para su examen y^ 
aprobación. 

Si no pudieran ser votados antes del primer dia del año económico si- 
guiente, regirán los del anterior, siempre que para él hayan sido discuti- 
dos y votados por las Cortes y sancionados por el Rey, 

Art. Zd. El Gobierno necesita estar autorizado por una ley para dis- 
^^ poner de las propiedades del Estado y tomar caudales á préstamo sobre 

) el crédito de la Nación. 

; 
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Alt. 87. La Deuda pública está bajo la salvaguardia especial de la 
Nación. 

TITULO XIL 

De la^uerza militar, 

Art. 88. Las Cortes ñjarán todos los años, á propuesta del Rey, la. 
fuerza militar permanente de mar y-tierra. 

TITULO XIIL 

Del Gobierno de las provincias de Ultramar. 

Art. 89. Las provincias de Ultramar serán gobernadas por leyes espe- 
ciales; pero el Gobierno queda autorizado para aplicar á las mismas, con 
las modificaciones que juzgue convenientes y dando cuenta á las Cortes, 
las leyes promulgadas ó que se promulguen para la Península. 

Cuba y Puerto-Rico serán representadas en las Cortes del Reino en la 
forma que , determine una ley especial, que podrá ser diveráa para cada 
una de las dos provincias. 

ARTÍCULO TRANSITORIO. 

El Gobierno determinará cuando y en que forma serán elegidos los re- 
presentantes á Cortes de la isla de Cuba. 

Por tanto: 

Mandamos á todos nuestros subditos, de cualquier clase y condición que 
sean, que hagan guardar y guarden la presente Constitución, como ley 
fundamental de la Monarquía. 

Y mandamos á todos los Tribunales, Justicias, Jefes, Gobernadores y 
demás Autoridades, así civiles como militares y eclesiásticas de cualquiera 
clase y dignidad, que guarden y hagan guardar, cumplir y ejecutar la ex- 
presada Constitución en todas partes. 

Dado en Palacio á treinta de Junio de mil ochocientos setenta y seis. — 
YO EL REY. — El Presidente del Consejo de Ministros, Ministro interino 
de Hacienda, Antonio Cánovas del Castillo. — El Ministro de Estado, 
Fernando Calderón y CoUantes. — El Ministro de , Gracia y Justicia, Cris- 
tóbal Martin de Herrera. — El Ministro de la Guerra, Francisco de Ceba- 
Uos y Vargas. — El Ministro de Marina, Juan de Antequera. — El Ministro 
déla Gobernación, Francisco Romero y Robledo. — El Ministro de Fo- 
mento, Francisco Queipo de Llano. — El Ministro de Ultramar, Adelardo- 
López de Ayala. 
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TITXJIaO I. 

De los términos municipales y de sus habitantes. 
^ CAPITULO I? 

DE LOS TÉRMINOS MUNICIPALES Y SUS ALTERACIONES. 

Artículo I? Es Municipio la asociación legal de todas las per-^ 
senas que residen en un término municipal. 

Su presentación legal corresponde al Ayuntamiento. (2.) 
Art. 2? Es término municipal el territorio á que se extiende la ac- 
ción administrativa de un Ayuntamiento. 

Son circunstancias precisas en todo término municipal: 
I* Que no baje de 2,000 el número de sus habitantes residentes. 
2* Que tenga ó se le pueda señalar un territorio proporcionado á 
su población. 

(i) Gobierno General de la Isla de Cuta. — El Excmo. Sr. Ministro de Ultra- 
mar en telegrama del 25, recibido hoy, me dice lo siguiente: **S. M. el Rey se ha servi- 
do expedir con fecha 21 del corriente, el Real Decreto que sigue: — "Atendiendo á las 
razones que me ha expuesto el Ministro de Ultramar, de acuerdo con el Consejo de 
Ministros y en Tirtud de la autorzación que jconcede á mi Gobierno el artículo 89 de la 
Constitución de la Monarquía, vengo en decretar lo siguiente: — "Artículo i? Se pro- 
mulgarán y observarán en la Isla de Cuba, con carácter de provisionales, las leyes orgá- 
nicas municipal y provincial de la Península, modificadas según previene el artículo Sg^ 
de la Constitución de la Monarquía,— Art 2? Mi Gobierno dará cuenta á las Cortes de 
este Decreto, en cumplimiento del artículo citado. — Dado en Palacio á veintiuno de Junio 
de mil ochocientos setenta y ocho. — Alfonso. — El Ministro de Ultramar, José Eldua- 
yen." — Y acordado por este Gobierno el inmediato cumplimiento del Real Decreto que 
precede, se publica en la Gaceta^ así como las leyes á que el mismo se refiere, para los 
efectos consiguientes. — Habana 28 de Junio de 1878. — Arsenio Martinez de Campos. 

(2) Por resolución del Gobierno General de 3 de Julio de 1879, se dispuso se con- 
siderasen como Ayuntamientos de primera clase los de las capitales de Departamento 'y 
Comandancias generales; de segunda, los de las cabeceras de jurisdicción, antiguas 
Tenencias de Gobierno; y de tercera clase los restantes. 
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3^ Qufe pueda sufragar los gastos municipales obligatorios con los re- 
cursos que las leyes autoricen, (i.) 

l^odrán subsistir los actuales términos municipales que tengan Ayun- 
tamiento, aun cuando no reúnan la circunstancia prevenida en el número 
primero de este artículo. 

Art. 3? Los términos municipales pueJen ser alterados. 

1? Por agregación total á uno ó varios términos colindantes. 

2? Por agregación de parte de un término, bien sea para constituir 
por sí ó con otra ú otras porciones, Municipio independiente, ó bien pa- 
ra agregarse á uno ó á varios términos» colindantes, (2.) 

Art. 4** Procede la supresión de un Municipio y su agregación á otro 
ó á varios de sus colindantes: 

I? Cuando por carencia de recursos ú otros "motivos fundados lo 
acuerden ó soliciten los Ayuntamientos y la mayoría de los vecinos de los 
Municipios interesados. 

2? Cuando por ensanche y desarrollo de edificaciones se confundan 
los cascos de los pueblos y no sea fácil determinar sus verdaderos lí- 
mites. (3.) 

Art. 5? Procede la segregación de parte de un término para agregarse 
á otros existentes, cuando lo solicite la mayoría de los vecinos de la por- 
ción qne haya de segregarse, y pueda tener efecto sin perjudicar lof inte- 
reses legítimos del resto del Municipio nL hacerle perder las condiciones 
•expresadas en el artículo 2? 

La segregación de parte de un término para constituir uno ó varios 
Municipios independientes por sí ó en unión de otra ú otras porciones de 
otros términos colindantes, puede hacerse mediante acuerdo y solicitud de 
la mayoría de los interesados y sin perjudicar intereses legítimos de otros 



(i) Por Real Orden del Ministerio de la Gobernación de 26 de vSeptiembre de 
1885, se declaró flrme el acuerdo de la Diputación de Zamora, en el expediente instruido 
para trasladar á Vallesa la capitalidad del M unicipio del Olmo de Guarena por las razo- 
nes siguientes: 

Resultando: que según certificaciones en forma de 27 y 28 de Julio último, el Ayun- 
tamiento apordó la traslación, y que el término municipal de que se trata tiene 166 veci- 
nos, de los que 93 suscribieron en 24 del mes citado una instancia dirigida al Ayunta- 
miento, interesando que se lleve á cabo la medida, certificándose debidamente la 
vecindad de los solicitantes. — Considerando: que según repetidas Reales Ordenes, entre 
otras las de 8 de Octubre de 1879 y 13 de Julio de 1880, de las que arranca la jurispru- 
ciencia seguida en la materia, dictadas de acuerdo con el dictamen del Consejo de Estado, 
son ejecutivos los acuerdos de las Diputaciones provinciales sobre variación de capitalidad 
de los Municipios, cuando se dicten de conformidad con el de la mayoría del Ayunta- 
miento y la de los vecinos del término, cuyos requisitos concurren en el presente caso. 

(2) Por Real Decreto sentencia de 5 de Julio de 1883, se dispuso que corresponde 
al Gobernador de la provincia, y en su caso á la Comisión provincial como tribunal con- 
tencioso, determinar á qué término municipal corresponde un terreno cuya jurisdicción 
se disputan dos Ayuntamientos, sin perjuicio de la cuestión de propiedad. 

Por R. O. de 21 de Mayo de 18Í87, expedida por el Ministerio de la aobernacióii, 
se declaró que para trasladar á un pueblo la capitalidad de otro, deben observarse las mis- 
mas formalidades, en lo posible, que para alterar los distritos municipales, 

(3j Por R. O. de 12 de Julio de 1884, del Ministerio de la Gobernación, se decla- 
ró nulo un acuerdo de la Diputación provincial de Barcelona, que resolvió la agregación 
total del término de Santa María de Sans al de la capital de la provincia, por no resultar 
acreditado cuál era la voluntad de los vecinos de ambos pueblos. 
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pueblos, siempre que los nuevos términos- que hayan de formarse, reúnan 
las condiciones expresadas en el artículo 2? (i.) 

Art. 6? Ert cualquiera de los casos de agregación ó segregación, los 
interesados señalarán las nuevas demarcaciones de terrenos y practii:aráa 
la división de bienes, aprovechamientos, usos públicos y créditos, sin per- 
juicio de los derechos de propiedad y servidumbres públicas y privadas 
existentes. 

Art. 7? El Gobernador General de la Isla resolverá los expedientes 
sobre creación, segregación y supresión de Municipios y términos, previo 
informe del Gobernador y de la Diputación de la provincia. 

Su acuerdo será ejecutorio cuando fuere conforme con el dictamen de 
ia Diputación provincial. 

En caso de disidencia se elevará el expediente al Ministerio de Ultra- 
mar, que resolverá previa consulta del CoHsejo de Estado, 

Art. 8? Todo término Municipal forma parte de un partido judicial 
y de una provincia, y no podrá pertenecer bajo ningún concepto á distin- 
tas jurisdiciones-de un mismo orden, / 

Art. 9? Para hacer pasar un término municipal de uno á otro parti- 
-do, se instruirá expediente oyendo á los Ayuntamientos del pueblo y de 
las cabezas de partido, á la Diputación y al Gobernador. 



(i) R. o. Circular de 26 de Febrero de 1875, expresando las condiciones necesa- 
rias para solicitar la agregación y segregación de un término municipal, y expresando los 
documentos que deben acompañarse á las solicitudes referentes á ello. 

S. M. el Rey (q. D. g.) se ha enterado de las numerosas axposiciones dirigidas al 
Ministerio de la Gobernación por vecinos de diversas localidades en solicitud de que se 
<lisponga la segregación de algunas zonas del distrito municipal de que forman parte, ya 
para constituir Municipio independiente, ya para ser agregados á otros distintos del al 
xjue actualmente pertenecen; y la repetición de tales solicitudes, á la par que la falta de 
<3ocumentación que se nota en todas ellas, hacen precisa la adopción en reglas á que la 
última se ajust/B, y el recuerdo de que mientras la vigente Ley nyinicipal no sea derogada 
<5 reformada, es á las Diputaciones provinciales á quienes en primer término correspondo 
Ja resolución de este género de pretensiones. Basta mirar la Ley para formar juicio de 
los documentos que deben constar en esta clase de expedientes. Según su art. 5?, para 
que proceda la segregación de parte de un término municipal, son necesarios los requisi- 
tos siguientes: 

I? Que lo solicite la mayoría de los vecinos de la zona que haya de segregarse. — 
— 2? Que esta segregación no perjudique los intereses legítimos del Municipio. — 
3? Que no le haga perder las condiciones que marca el art. 2? de la misma ley. 

Es por lo tanto indispensable y debe V. S. cuidar con especialísima atención que en 
todo expediente de segregación obren los siguientes documentos: 

I? Instancia de todos los vecinos que piden la segregación.-^2? Certificación del 
Secretario del Ayuntamiento visada por el Alcalde y extendida á continuación de la» 
ñrmas, en que se haga constar la vecindad de los firmantes. — 3° Certificación del Secre- 
tario del Ayuntamiento, visada también por el Alcalde, del número total de vecinos del 
distrito municipal de que se trata. — ^4? Igual certificación respecto de la parte del térmi- 
no que se quiere segregar. — 5? Certificación de ambos A)runtamientos, caso de que la 
-segregación sea para agregarse á otro, relativa á la mancomunidad de pastds que los ve- 
cinos de la zona que se trate de segregar pudieran tener con cada uno de ellos, — 
69 Igual certificación extendida únicamente por el Ayuntamiento á que corresponda la 
íona que haya de segregarse, caso de que la segregación se pretenda para tomar Muñí- 
apio independiente. — 7? Informes de los Ayuntamientos interesados y de los de todos 
>s pueblos limítrofes. — 89 Un croquis del terreno. 

Por R. O. de 23 de Abril de 1880^ se resolvió á favor de 4a Diputación provincial. 
Matanzas previo acuerdo del Consejo de Estado, el expediente incoado sobre se- 
¿gación de territorio de los Ayuntamientos de Sabanilla del Encomendador y Alfon- 
XII, y su agregación al de Unión de Reyes en la Isla de Cuba. 
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El Gobernador General remitirá el expediente con su informe al Mi- 
nisterio de Ultramar, que resolverá con audiencia del Consejo de Estado. 

Art. 10? Los grupos de población, aunque tengan Ayuntamiento- 
propio, situados á una distancia máxima de 5 kilómetros del término de la 
Capital de ta Isla, ó de cualquier otra población que cuente igual ó mayor 
número de habitantes, podrán ser agregad')s á dichos términos, en virtud 
de Real Decreto, previa consulta del Consejo de Estado. 

CAPITULO 2- 

DE LOS HABITANTES DE LOS TÉRMINOS MUNICIPALES. 

Art. II. Los habitantes de un término municipal se dividen en resi- 
dentes y transeúntes. 

Los residentes se subdividen en vecinos y domiciliados. 

Art. 12. Es vecino todo Español emancipado que reside habitualmen- 
te en un término municipal y se halla inscrito con tal carácter en el pa- 
drón del pueblo. 

Es domiciliado todo Español que, sin estar emancipado, reside habi- 
tualmente en el término, formando parte de la casa ó familia de un vecino. 

Es transeúnte todo el que, no estando comprendido en ios párrafos. 
anteriores, se encuentran en el término accidentalmente. 

Art. 13. Todo Español ha de constar empadronado como vecino d 
domiciliado en algún Municipio, 

El que tuviese residencia alternativa en varios, optará por la vecindad 
en uno de ellos. 

Nadie puede ser vecino de más de un pueblo: si alguno se hallase- 
inscrito en el padrón de dos ó más pueblos, se estimará como válida la ve- 
cindad últimamente declarada, quedando desde entonces anuladas las an- 
teriores. 

Art. 14. La cualidad de vecino es declarada de oficio ó á instancia 
departe por el Ayuntamiento respectivo. 

Art. ij. El Ayuntamiento declarará de oficio vecino á todo Español 
emancipado que en la época de formarse ó rectificarse el padrón lleve dos. 
años de residencia fija en el término municipal. 

También hará igual declaración respecto á los que en las mismas épo- 
cas ejerzan cargos públicos que exijan residencia fija en el término auit 
cuando no hayan completado los dos años. 

Art. 16. El Ayuntamiento, en cualquier época del año, declarará ve- 
cino á todo el que lo solicite, sin que por ello quede exento de satisfacer las 
cargas municipales que le correspondan hasta aquella fecha en el pueblo 
de su anterior residencia. 

El solicitante ha de probar que lleva en el término una residencia efec- 
tiva contínua'dapor espacio de seis meses á lo menos. 

Capitulo 3? 

DEL EMPADRONAMIENTO. 

Art. 17. Es obligación de los Ayuntamientos formar el padrón de to- 
dos los habitantes existentes en su término, con expresión de su calidad de 
vecinos, domiciliados y transeúntes, nombre, edad, estado, profesión, rea- 
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dencia y demás circunstancias que la estadística exija y el Gobierno de- 
termine, (i i) ^ 

Art. 18. Cada cinco años se hará un nuevo empadronamiento, el 
cual será rectificado todos los años intermedios, con las inscripciones de 
oficio ó á instancia de parte, y las eliminaciones por incapacidad legal, de- 
función ó traslación de vecindad ocurridas durante el año. 

Los vecinos que cambien de domicilio, los padres ó tutores de los que 
se incapaciten y los herederos y testamentarios de los finados, están obliga- 
dos á dar al Ayuntamiento la declaración correspondiente para que tenga 
efecto la eliminación. 

Art. 19. Hecho el empadronamiento quincenal ó su rectificación 
anual, el Ayuntamiento formará dos listas en extracto; una que exprese las 
alteraciones ocurridas durante el año, y otra comprensiva de todos los ha- 
bitantes que resulten en el distrito al ultimarse la operación. 
Estas listas se publicarán inmediatamente. 

Art. 20. El empadronamiento y las rectificaciones se verificarán en el 
mes de Diciembre, y estarán así como las listas á disposición de cuantos 
quieran examinarlos en la Secretaría del Ayuntamiento los dias y horas 
útiles. 

En los quince dias siguientes el Ayuntamiento recibirá las reclamacio- 
nes que cualquier residente en el término hiciese contra*el empadronamien- 
to ó sus rectificaciones, y resolverá acerca de ellas en lo restante del mes, 
consignando en el libro de actas el acuerdo que tome respecto á cada in- 
teresado, á quien lo comunicará por escrito inmediatamente. 

" Art. 21. Contra estas decisiones de los Ayuntamientos procede el re- 
curso de alzada, para ante la Diputación provincial. 

El recurso será entablado ante el Alcalde, dentro de los tres dias si- 
guientes á la notificación escrita del acuerdo. 

El Alcalde remitirá sin dilación alguna el expediente á la Diputación 
provincial. 

La Diputación en término de un mes resolverá ejecutivamente en vis- 
ta de las razones alegadas por los interesados y el Ayuntamiento, y comuni- 
cará á éste' su fallo circunstinciado, después de lo cual, y hechas en la se- 
mana siguiente las rectificaciones á que hubiere lugar, se declarará ultima- 
do el [ adrón y se publicarán las listas rectificadas. 

Art. 22. El padrón es un instrumento solemne, público y fahaciente, 
que sirve para todos los efectos administrativos. 

Art. 23. Los Ayuntamientos remitirán á la Diputación en el último 
mes de cada año económico un resumen del número de vecinos domicilia- 
dos y transeúntes, clasificados en la forma que para el censo de población 
determine erGobernadoi: General de la Isla. 

CAPITULO 4- 

DE LOS DERECHOS Y DE LAS OBLIGACIONES DE LOS HABITANTES EN LOS 

TÉRMINOS MUNICIPALES. 

Art. 24. Todo el que recurra ala Autoridad municipal tiene derecho 



(i) Con circular del Gobierno General de 12 de Octubre de 1882, se remitió á los 
Tunidpios, el modelo del padrón que deben formar según lo prevenido en este artículo. 
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á exigir de la misma un resguardo, en el cual se haga constar la demanda 
ó la queja y )a fecha y la hora en que hubieren sido producidas. 

Art. 25. Todos los habitantes de un término municipal tienen acción 
y derecho para reclamar contra los acuerdos de los Ayuntamientos, así co- 
mo para denunciar y perseguir criminalmente á los Alcaldes, Regidores y 
Vocales de la asamWea de asociados en los casos, tiempo y forma que pres- 
criben las disposiciones de esta ley y las del Real Decreto y Reglamento 
de 12 de Setiembre de 1868. (i) 

Art. 26. Todos los vecinos de un pueblo están sujetos á las cargas 
que para los servicios municipales y provinciales se impongan, en la forma y 
proporción que determina esta ley. 

Si el pueblo tuviese bienes de aprovechamiento comunal, se observa- 
rán para su arreglo y distribución anual las disposiciones contenidas en el 
artículo 75 de la ley vigente en la Península. (2) 

El régimen, aprovechamiento y conservación de los montes munici- 
pales se sujetarán á la legislación del ramo. 

(2) Por R. D. de 21 de Junio de 1878, dictado por el Ministro de la Gobernación 
se negó la admisión de una demanda disponiendo que la vía contenciosa procede cuando 
las resoluciones administrativas hayan lastimado el derecho de un particular, lo cual no 
puede suceder tratándlpse dé un contrato al que no ha sido parte de él: que si bien por el 
artículo 25 de la Ley Municipal pueden los vecinos denunciar ciertos actos del Ayunta- 
miento, no tien?n personalidad ni autorización para impugnar las resoluciones del G^ . 
bierno que desestima la denuncia. ¡ 

El R. D. que se cita véase al final. - ¿ 

(2) El artículo 75 de la ley municípal vigente en la Península A que ss 

REFIERE ÉSTE DICE ASÍ: 

Art. 75. Es atribución de los Ayuntamientos arreglar para cada año el modo de di- 
visión, aprovechamiento y disfrute de los bienes comunales del pueblo, con sujeción á las 
siguientes reglas: 

I* Cuando los bienes comunales no se presten á ser utilizados en igualdad de condi- • 

dones por todos los vecinos del pueblo, el disfrute y aprovechamiento será adjudicado en 
pública licitación entre los mismos vecinos exclusivamente, previas las tasaciones necesa- 
rias, y la división en lotes ?i á ello hubiese lugar. 

2* Si los bienes fuesen susceptibles de utilización general, el Ayuntajniento verifi • 
cara la distribución de los productos, entre todos los vecinos, formando al efecto divisio- 
nes ó lotes que adjudicará á cada uno, con arreglo á cualquiera de las tres bases si- 
guientes: 

Por familias ó vecinos. 

Por personas ó habitantes. 

Por la cuota de repartimiento, si la hubiere. 

3? La distribución por vecinos se hará con estricta igualdad entre cada uno de ellos; 
sea cual fuere el número de los individuos de que conste su familia, oque vivan en sa 
compañía y bajo su dependencia. \ 

La distribución por personas se hará adjudicando á cada vecino la parte que le co- 
rresponda en proporción al número de habitantes residentes de que conste su casa ó fa- 
milia. 

La distribución por la cuota de repartimiento se verificará entre los vecinos sujetos á 
su pago, adjudicando á cada uno la parte que en proporción á la cuota repartida le corres- 
ponde. En este caso se adjudicará á los vecinos pobres exceptuados del pago una porción 
que no exceda de la que corresponda al contribuyente por cuota más baja. 

4? En casos extraordinaños, y cuando las atenciones del pueblo así lo exijan, pn< ' 
el Ayuntamiento acordar la subasta, entre vecinos, de los aprovechamientos comunal 
propiamente dichos ó fijar el precio que cada uno ha de satisfacer por el lote que le ha 
sido adjudicado. En todo lo referente al régimen, aprovechamiento y conservación de ' 
montes municipales, regirán la ley de 24 de Mayo de 1863 y el reglamento de 17 de ¡g 
mes de 1865, 
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Art. 2;. Para cuanto se refiere á la administración económica muñí-- 
-cipal y á los derechos y obligaciones que de ella emanan respecto á los re- 
sidentes, tendrán la consideración de propietarios por las fincas que labren, 
ocupen ó administren los siguientes. 

I? Los administradores, apoderados ó encargados de los propíeta- 
rrios forasteros, sin perjuicio de los casos siguientes; ya sea que por cuenta 
y en nombre de estos se hallen al frente de algún establecimiento agrícola» 
industrial ó mercantil abierto en el distrito, ó ya se limiten á la cobranza y 
recaudación de rentas. 

2? Los ccrionos, arrendatarios ó aparceros de fincas rusticas, residan 
"ó nó en el distrito los propietarios ó administradores. 

3? Los inquilinos de fincas urbanas, cuando estuvieren arrendadas á 
lina sola persona, y su dueño^ administrador ó encargado no residiese en el 
distrito. 

Art. 28. Los extranjeros gozarán de los derechos que les correspon- 
-dan por los tratados ó por la ley especial de extranjería. 



De¡ Gobierno y organización ie lo i munUiijpios. 

CAPITULO I*» 

DE LOS AYUNTAMIENTOS Y DE LAS JUNTAS MUNICIPALES. 

Art. 29. En todo término habrá un Ayuntamiento y una junta mu- 
nicipal. 

Art. 30. El gobierno interior de cada término municipal será éneo* 
mendádo á un Ayuntamiento compuesto de: 

Alcaldes. 

Tenientes. 

Regidores. 

El Ayuntamiento será elegido por los residentes en el término que 
tengan derecho electoral según el artículo 40, y en la forma que determi- 
nen las leyes. 

Art. 31. La formación de los presupuestos corresponderá á los Ayun- 
tamientos, y su aprobación á las juntas municipales. También pertenece 
á éstas el establecimiento y creación de arbitrios^en el tiempo y forma que 
esta ley ordena. 

Art. 32. La Junta municipal estará compuesta: 

I? De todos los individuos que debe tener el Ayuntamiento. 

2* De un número de Vocales asociados igual al de Concejales. 

Esta Asamblea será designada en la forma que expresa el capítulo 3? 
•de este título IL 

Art. 33. La revisión y censura de las cuentas de los Ayuntamíen* 
♦os corresponderá á las Juntas municipales. 

CAPITULO 2» 

DE LA. ORGANIZACIÓN DE LOS AYUNTAMIENTOS. 

Art. 34. El censo de población determina el número de Concejales 
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correspondiente á cada Municipio y su división en Tenientes de Alcalde y 
y Regidores: el núniero de Tenientes determina el de los distritos en que 
se divide cada término, y el número de residentes en cada uno de estos 
distritos, determina el número de barrios, de Colegios electorales y de 
Secciones de cada Colegio, todo conforme á los siguientes artículos. 

Art. 35. El número de Concejales, Distritos y Colegios se ajustará á. 
la siguiente escala. 



Hasta 500 habitantes 

501 á 800 

801 á 1. 000 ••! 

1. 001 á 2.000 

2.001 á 3.000 

3.001 á 4.000 

4.001 á 5.000 

5.001 á 6.000 

6.001 á 7.000 

*j 001 á 8 000 

8.001 á 9.000 

9.001 á 10.000 

10.001 á 12.000 

12.001 á 14.000 

14.001 á 16.000 

16.001 á 18.000 

18.001 a 20.000 ..• 
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2 3 
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2 5 

3 4^ 
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4 5 
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4 5 

4 5 
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De 20,000 residentes en adelante, no se hará más variación que la de 
aumentar un Regidor por cada 2,000 hasta que el Ayuntamiento llegue al 
número máximo de treinta Conséjales. 

Los distritos en que se divida cada término serán próximamente igua- 
les en numero de habitantes. 

Art. ^6, Cada distrito se dividirá en barrios cuando por el número de 
sus habitantes ó por circunstancias locales así' lo exigiese el buen servicio 
municipal. 

Los barrios de cada distrito ser.ln próximamente iguales en población 
y cada barrio quedará comprendido en un solo distrito. 

Todo arrabal separado del casco de la población, así como cualquierj 
otra parte del término municipal apartado del mismo casco, ha de constitui. 
barrio, sea la que fuere su población. 
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En cada barrio habrá un Alcalde nombrado por el Alcalde de entre 
los electores que tengan su residencia fija en la demarcación, (i) 

El Alcalde podrá separar libremente á los Alcaldes de barrio. 

En los pueblos á que se refiere el capítulo 2? del título 3? de esta ley 
<3esempeñarán las funciones de Alcaldes de barrio los Presidentes de las 
juntas que deben elejirse, como previene el mismo capítulo^ y no podrán 
ser removidos sino por las causas que se expresan en esta ley para los Te- 
nientes de Alcalde. 

Art. 37. Los términos municipales, se dividirán en tantos colegios 
electorales como el Ayuntamiento crea conveniente, con tal que no sean 
menos que el numero de Tenientes de Alcalde y que un mismo Colegio no 
forme parte de diferentes distritos. En los pueblos que no ex:cedan de 
<3oo vecinos se constituirá una sola mesa. 

El Ayuntamiento podrá dividir los Colegios en tantas Secciones como 
sean necesarias para facilitar la libre emisión del sufragio, siempre que el 
número no exceda del de Alcaldes de barrio. (2) 

Los grupos de población rural, que según esta ley , deben formar ba- 
rrios, constituirán Sección si excediesen de 800 vecinos. 

Art. 38. La primera división del término en distritos, barrios, colegios 
y secciones se hará en conformidad á las siguientes reglas: 

I* El Ayuntamiento acordará la división, y la hará pública en la 
'Gaceta de la Sabana y por medio de los periódicos oficiales de la provincia 
y de la localidad ó por edictos en su defecto. 

2* Los vecinos y domiciliados del término pueden hacer dentro del 
mes siguiente, á contar desde la fecha de la publicación del acuerdo, las re- 
damaciones que contra éste creyesen oportunas. 

3* Si no hubiese reclamación alguna, el acuerdo será ejecijtivo finali- 
zado el plazo antedicho: si las hubiese, el Ayuntamiento las examinará y 
remitirá informadas juntamente con la copia certificada del acuerdo de di- 
visión, al Gobernador de la provincia dentro de los quince dias siguientes á 
la espiración del plazo. 

4* El Gobernador, oída la Diputación, que examinará los anteceden- 
tes y reclamaciones, resolverá lo que proceda en cuanto á los puntos á que 
'éstas se contraigan, y comunicará su acuerdo dentro de un mes desde que 
le fuere remitido el expediente. 

Art. 39. Hecha la división de un término municipal, conforme á las, 
prescripciones de esta ley, no podrá alterarse hasta pasado dos años por lo 
menos, y solo en el caso de que por el trascurso del tiempo no corresponda 
á las condiciones y circunstancias anteriormente expresadas, y nunca en los 
tres meses que preceden á cualesquiera elecciones ordinarias. 

El expediente de variación dará principio por iniciativa del Ayunta- 
jniento, y seguirá por los mismos trámites expresados en el artículo anterior. 

Art. 40. Serán electores los que determine la ley electoral. 



(i) Resolución del Gobierno General de 4 de Febrero de 1882, disponiendo de acuer- 
do con el Consejo de Administración que el nombramiento de Alcalde de barrio, debe 
recaer en uno de los electores del mismo barrio. 

(2) Por R, O. del Ministerio-de la Gobernación de 25 de Abril de 1887, se resolvió 

que no existe inconveniente legal en que rija otra nueva distribución de Colegios electora- 

;s para la renovación bienal de los Concejales salientes que laque rigió al ser estoa elegidos» 
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Art, 41. Serán elegibles ios electores que además de llevar cuatro años- 

por lo menos con resiUencia fija en el término municipal, reúnan las condi- 
ciones que se determinan por la ley electoral, (i) 

Art. +z. Se procurará que á cada colegio electoral corresponda elegir 
cuatro concejales, ó el númeru que más á éste se aproxime. Cada elector 
votará únicamente dos Concejales cuando hayan de elegirse tres en el cole- 
gio electoral, tres cuando cuatro, cuatro cuando seis, y cinco cuando siete. 

Promulgada esta ley, se procederá á formar las listas electorales con 
arreglo alo prevenido en los párrafos anteriores, s-jjetándolas en su forma- 
dÓD, plazos y demás requisitos y trámites á lo que determine la ley electoral. 

Art. 43. En ningún caso pueden ser concejales: 

1? Los Diputados provinciales ó á Cortes y los Senadores. 

3? Los Jueces de paz, Notarios y otras personas que desempeñen car- 
gos públicosdeclaradosincompatiblescon el de concejal por leyes especiales. 

3? Los ^ue desempeñen funciones públicas retribuidas, aun cuando 
hayan renunciado el sueldo. Los catedráticos de Universidad ó de Insti- 
tuto podrán ser concejales en las poblaciones donde desempeñen sus des- 
tinos. 

4" Los que directa 6 indirectamente tengan parte en servicios, con- 
tratas ó suministros dentro del término municipal por cuenta del Ayunta- 
miento, de la provincia ó del Estado. 

5° Los deudores como segundos contribuyentes á los fondos munici- 
pales, provinciales- ó generales contra quienes se haya expedido apremio. 

6? Los que tengan contienda administrativa 6 judicial pendiente con 
el Ayuntamiento ó con los establecimientos que se hallan bajo su depen- 
ciaó administración. 

Para el desempeño de los cargos de Teniente de Alcalde ó Síndico se 
necesita saber leer y escribir. 

Pueden excusarse de ser Concejales: 

1? Los mayores de Co años y los físicamente impedidos. 

2? Los quehayan sido Senadores, Diputados á Cortes, Diputados 
provinciales y Concejales hasta dos años después de haber cesado en sus 
respectivos cargos. 

Los Concejales cesarán en sus cargos si dejaren de tener las condicio- 
nes que marca esta ley, (2) 

(i) PorR, O. del Ministerio de k Gobernación de 31 de Mano de 1887, se diapus» 
nepoeden ser elegidos concejales los que reciben sueldos de los Ayontamienlos, debien-^ 
do optar entre nno y otro cargo, por ser incompatibles. 

(2) Resoludún del Gobierno General de 11 de Octubre de 1888; 

"Énel expediente de alzada interpuesto por D. Amador de Rojas yD. Mariano Baca- 
llao, contra acuerdo gobernativo, revocatorio del del Ayuntamiento de Placetas, que dis- 
Siso cesaran en sus cargos cinco Concejales de dicha Corporaciún, el Excnio. Consejo de 
dministración se ha servido emilír el siguiente dictamen; 

"Excmo. Sr.: — Ha examinado el Consejo los antecedentes relativos al recarso de 
alzada interpuesto por D. Amador Rojas y D. Mariano Bacallao, contra providencia del 
Gobierno Civil de Santa Clara, que revocando un acuerdo del Ayuntamiento de Placetas 
dispuso, con arreglo al antepenúltimo párrafo, articulo 43 de la Ley Muulctpal que ce^ 
sarán en sus cargos cinco Concejales de dicha Corporación. Los Concejales aludidos & 
iean D. Enrique V. Villar, D. Agustín Rojas, D.;;,Arca(Íio Conde, D. Rosendo Peréi y 
J). Mariano Bacallao, quedaron excluidos de las listas electorales; Rojas por acuerdo dd 
AyuntajDiento, adoptado al hacer la última rectificación de las listas electorales, y los de- 
íriás en virtud de fallo dicta ■ ' ' ...-.■ 



dictado en e! mistno período por la, Audiei 



^ 
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Cada Colegio nombrará el número de Concejales que le corresponda 
proporcionalmente al de sus electores. •" 

Las secciones de cada Colegio votarán el mismo número de Concejales 
señalados á ésie. 

Art. 44. Las elecciones municipales se harán en la primera quincena 
del undécimo mes del año económico. 

Art. 45. Los Ayuntamientos se renovarán por mitad de dos en dos- . 
años, saliendo en cada renovación los Concejales más antiguos. 

En los casos de renovación ordinaria ó extraordinaria, la elección de 
los Concejales se hará por los mismos Colegios electorales que hubieren he- 
cho la de los salientes. 

Art. 46. Se procederá á la elección parcial, cuando medio año antes 
por lo menos, de las elecciones ordinarias, ocurran vacantes que asciendan 
á la tercera parte del número total de Concejales. 

Si las vacantes ocurriesen después de aquella época y ascendiesen al 

ese fundam ento, y entendiendo que era aplicable al caso el antepenúltimo apartado del ar- 
tículo 13 de la Ley Municipal, el Gobernador, que vino á conocer del asunto por virtud de 
la apelación de un vecino contra acuerdo del A v untamiento favorable á los Concejales, 
resolvió en el sentido indicado. Irrevocable el fallo de la Audiencia, y teniendo en cuen- 
ta que, según el artículo 43 de la Ley Municipal, los Concejales cesarán en sus cargos si 
dejaren de tener las condiciones que marrca esa Ley; considerando que conforme á su ar- 
tículo 41, no pueden ser Concejales los que no tengan la cualidad de electores, es evidente 
que excluidos los cuatro Concejales precitados, de las listas de electores, perdieron éste 
carácter é incurrieron en el caso de incapacidad que establece el artículo 43, puesto que 
dejaron de tener la condición que marca el 41. Respecto á Rojas, se halla en análogas 
circunstancias; el acuerdo de exclusión de las listas que centra él adoptó el Ayuntamiento 
y que se hizo firme, lo privó también de la cualidad de elector, de suerte qué vino á que- 
da rcomprendido en las disposiciones de los artículos 43 y 41, como sus' compañeros. JPor 
otra parle, ni el Ayuntamiento de Placetas, ni los Concejales interesados, á excepción de 
Bacallao, han reclamado contra la providencia del Gobernador, y D. Amador de Rojas no 
1*6$ alta que tenga personalidad para deducir la reclamación de que es autor, ó si la tiene 
ao se ha justificado. El Consejo, pues} opina que procede confirmar la providencia del 
Gobernador." 

'*Y habitndo acordado S. E., en 4 del corriente, de conformidad con el preinserto- 
dictamen, de si superior orden se publica en la Gaceta Oficial para general conocimiento, 
— Habana 11 de Octubre de 1888. — Albetto de Quintana." 

INCOMPATIBILIDADES. 

É, O. de 1 de Septiembre de 1871. — Dispone que los cargos de Relatores de Au- 
diencia y Escribanos de Cámara son incompatibles con los de Concejal y Diputado pro- 
vincial. 

R, O. 13 de yurdode 1871. — Los Militares en situación de reemplazo no pueden ser 
Concejales. 

Arís. III, Ii2y 1:3 í/er /í? Ley Ofganica del Poder judiciaU — Son incompatibles los 
cargos de Jueces y Magstrado, con los de Diputados Provincial, Alcaldes y Regidores. 

R. O. de 18 de Octibre de 1879. — Son incompatibles los cargos de Fiscal Mtmicipaí 
y Concejales. 

COMPATIBILIDADES. 

R. O. de II de Dicien^re de 187 1. — El cargo de procurador es compatible con el de 
Concejal. 

R* O. de 20 de Abril de iSjz. — Los maridos de las Maestras Municipales pueden ser 
Concejales. 

Por R. O. de 5 de Junio de 1882, se acordó con arreglo á lo dispuesto en 
€l artículo 13 del Reglameito vigente qne los cargos de Cónsules y Vice-Cónsules 
<iue desempeñen los ciudadan(^ españoles es compatible con los de Diputados provinciales 
y cargos Municipales. — Resolución dictada en caso de D, Patricio Sánchez, Diputado Pro- 
vincial de Pinar del Rio, nombndo Agente Consular del Imperio de China en dicha prO- 
ráicia* 
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número indicado, serán cubiertas interinamente hasta la primera elección 
ordinaria por los que el Gobernador de la provincia designe de entre los 
que en épocas anteriores hayan pertenecido por elección al Ayuntamiento. 
Art. 47. Los Ayuntamientos darán cuenta de las antedichas vacantes al 
Gobernador, el cual, en el preciso término de diez dias, mandará proceder 
á la elección dentro de un plazo que no baje de quince ni exceda de vein- 
• te, contados desde que el acuerdo sea comunicado al Ayuntamiento res- 
pectivo. 

Art. 48. Para los efectos de esta ley, y en cuanto al turno de salida 
serán considerados los electos, en el caso de vacantes, como los Conce- 
jales á quienes reemplacen. 

Art. 49, Los alcaldes serán nombrados por el Gobernador General 
de entre los Concejales de los Ayuntamientos respectivos, á propuesta en 
terna de las mismas corporaciones. 

Cuando el Gobernador General crea conveniente á los intereses de la 
localidad no aceptar ninguno de los propuestos, podrá nombrar Alcalde á 
persona que reúna condiciones para el desempeño del cargo, aunque no 
pertenezca al Municipio. 

Asimismo podrá el Gobernador General separar á los Alcaldes cuando 
considere que existe causa justa para ello. 

Los Alcaldes disfrutarán el haber que se les señale, con cargo al presu- 
puesto Municipal, (i) 

Art. 50. Los Tenientes de Alcaldes serán nombrados en igual forma 
que los Alcaldes; ñero en ningún caso podrá recaer el nombramiento en 
quien no sea Concejal. I?l Gobernador General puede acordar su remo- 
ción y remplazo por otros Concejales. 

Art. 31. Los Alcaldes se presentarán sin pérdida de tiempo en el 
Ayuntamiento reunido al efecto y recibirán la posesión del que cesare ó de- 
sempeñase interinamente el cargo. 

Art. 52. Cuando haya de constituirse la Corporación municipal, el 
Alcalde la convocará al efecto y dará la posesión á los Tenientes de Alcal- 
de y Concejales. El Presidente é individuos del Ayuntamíe»to anterior^ 
concurrirán á este acto para recibir á los nuevos Concejales, y se retirarán 
después de quedar éstos instalados en sus cargos. 

Art. 53. Constituido el nuevo Ayuntamiento y baje la presidencia 



(i) Por resolución del Gobierno General de 3 de Julio de 18^ se dispuso que la fa- 
cultad de señalar el haber que los Alcaides han de disfrutar, con anégloálo que prescribe 
este artículo sei de la competencia de dicho Gobierno previa propuesta de las Corporacio- 
nes respectivas rechazándose de sus presupuestos la partida correspondiente al saeldo 
del Alcalde, si en ello no hubiera recaído la aprobación de la Aw'f^ridad Superior. 

R. O. de II de Mar/o de 1880. — Disponiendo de acuerd^>con lo informado por el 
Consejo de Estado. Que el haber señalado por la Ley á los Alcft^ldes tiene todos I(»s carac- 
teres de la retribución ó sueldos de que gozan los demás func^narios de la Administra- 
ción y por lo tanto que el abono del referido haber en los cas^s de ausencia ó enfermedad 
se verifique como si se tratase de cualquiera otro empleado ^ la Administración pública 
á excepción de cuando se nombre, con arreglo al artículo i t^y un Alcalde interino, que no 
pertenezca al Ayuntamiento, pues entonces habrá de dividiese el expresado haber entre 
ambos, ó sea entre el mismo interino y el propietario. 

R. O. de 18 de Octubre de 1880, se aclaró la anterior p. el sentido de que ni los Tenien 
tes de Alcalde ni los demás individuos del Ayuntamiento^n ningún caso deben cobrar suel 
do aun funcionando como Alcaldes interinos. 

/ 
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-del Alcaide, procederá á la elección de uno ó dos Concejales que con el 
nombre de Procuradores — Síndicos representen á la Corporación en todos 
los juicios que debe sostener en defensa de los intereses del mismo Muni- 
cipio, y revisen y censuren todas las cuentas y presupuestos locales. 

La elección será secreta y por papeletas, que se depositarán en una 
iirna, y quedarán elegidos los que obtengan la mayoria absoluta del núme- 
ro total de individuos presentes. En caso de empate decidirá la suerte, (i) 

Art, 54. Inmediatamente señalará el Ayuntamiento los días y horas 
«n que haya de celebrar sus sesiones ordinarias, que no serán menos de una 
por semana, con lo cual se dará por terminada la sesión inaugural. 

Art. 55. En el mismo dia, el Alcalde nombrará de entre los electores 
ú los Alcaldes de barrio. Los nombrados, desempeñarán el cargo de Al- 
caldes de barrio hasta la próxima renovación del 'Ayuntamiento, si antes 
«10 fuesen separados por el Alcalde. 

Art. 56. El Alcalde dará conocimiento á la Corporación municipal 
«n la sesión inmediata, de los nombramientos de Alcaldes de barrio á que 
■se refiere el artículo anterior. ^ 

Art. 57. En la segunda sesión fijará el Ayuntamiento el número de 
Comisiones permanentes en que ha de dividirse, confiando á cada una to- 
do los negocios generales de uno ó más ramos de los que la ley pone á su 
cargo, y determinando el número de individuos de que han de componerse. 

Tomado el acuerdo, se procederá inmediatamente á la elección de per- 
sonas en votación secreta y por papeletas, quedando elegidos los que obtu- 
vieren mayor número de votos, y decidiendo la suerte en caso de empate. 

Art. 58. En el trascurso del año podrá nombrar el Ayuntamiento 
cuando lo estime conveniente, comisiones especiales, que serán elegidas 
como las permanentes, pero cesarán concluido que sea su encargo. 

Cuando un Teniente de Alcalde ó Síndico fuere electo para una co- 
misión, será su presidente. 

Art. 59, Los Concejales y los individuos de la Asamblea de vocales 
-asociados son reelegibles. 

Dejarán de serlo si incurrieren en algunos de los casos de incompati- 
bilidad. 

Art. 60. La investidura de Teniente de Alcalde ó Síndicos y los car- 
gos de Concejales, de Vocales asociados y de Alcaldes de barrio son grar 
tuitos, obligatorios y honoríficos. Los Tenientes de Alcalde y Regidores 
no tendrán como tales tratamiento alguno especial. 

El Alcalde, los Tenientes y los Alcaldes de barrio usarán como símbo- 
lo de su autoridad, las insignias que el reglamento determine. (2) 

« 
(i) Citculaf de II de Agosto </<? 1879 

*'ElExcmo. Sr. Gobernador General, de aouerdocon lo informado por el Excmo. Con 
sejo de Administraci'^n se ha servido resolver, que siempre que resulte empate entre los 
■Concejales propuestos para el mismo lugar, en las ternas que los Ayuntamientos han de 
formar para el nombramiento de Alcaldes y de Tenientes de Alcaldes, decida la suerte 
<iuien ha de ocupar el lugar coarespondiente de aquellos en analogía coa lo que previene 
la Ley Municipal vigente en su artículo 53 y el 84 de la provincial al tratar de la elección, 
de Síndicos y Concejales, respectivamente. — Lo que de orden de S. E. se publica en la 
Gacela Oficial^ para general conocimienio. — Habana 11 de Agosto de 1879. El Secreta- 
rio del Gíobierno General. — yoaquin Carbonell. 

(2) Resolución del Gobierno General de 19 de Junio de 1882 disponiendo que los Al 
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CAPITULO 3? 

DE LA ORGANIZACIÓN DE LA JUNTA MUNFCIPAL. 

Art. 6 1. La Junta Municipal se compone del Ayuntamiento y de los 
vocales asociados en número igual al de Concejales, designados de entre ios 
contribuyentes del distrito. 

Art. 62. Pueden ser designados para este objeto, todos los vecinos que- 
hayan de contribuir por repartimiento á sufragar las cargas municipales: y 
donde no hubiese repartimiento, los que paguen contribución territorial y 
sobre la industria, comercio y profesiones. 

Quedan, sin embargo, exceptuados los que no tengan capacidad para 
ser Concejales, los que lo fueren á la sazón, sus asociados y sus parientes- 
dentro del cuarto grado, y los empleados y dependientes del Ayuntamiento» 

En los pueblos que no excedan de 2.000 habitantes la exclusión por 
parentesco se limitará al segundo grado. 

Art. 63. La designación se hará por sorteo entre los contribuyentes- 
repartidos en secciones, en conformidad á las reglas siguientes: 

i? El número de secciones será determinado en una de fes cuatra 
primeras sesiones del año por cada Ayuntamiento, en conformidad al ve- 
cindario del pueblo y á la cuantía y clase de riqueza, del mismo, no siendo 
en ningún caso menor que el de la tercera parte de los Concejales. 

2? Ingresarán en cada sección los vecinos ó hacendados cuya profe- 
sión ó industria tengan entre sí más analogía, con arreglo á las agremiacio- 
nes y clasificaciones para el pago» de las contribuciones directas, de suerte 
que los individuos de una misma clase contributiva no formen parte de sec- 
ciones diferentes. Los vecinos que contribuyan por más de un concepto^ 
ó acumulen dos ó más industrias, ingresarán en una sección á su elección» 

3? En las poblaciones donde no se pueda hacer distinción de clases 
por ser uniforme el concepto contributivo de sus habitantes, ó no tener ra- 
mos industriales cuya importancia exija la formación de una sección espe- 
cial, el repartimiento de éstas tendrá lugar por calles, barrios ó parroquias.» 

Esto mismo se verificará cuando alguna ie las secciones formadas se- 
gún la regla anterior resultare tan numerosa que comprenda por sí sola el 
cuarto de los Vocales asociados de la Junta muuicipal. 

4V A cada sección se designará el número de Vocales ó asociados 
que corresponda en proporción al importe de las contribuciones que pa- 
guen todos sus individuos. 

Art. 64. El Ayuntamiento antes de finalizar el primer mes de cada aña 
económico publicará el resultado de la formación de secciones, contra el 
cual puede reclamar cualquiera interesado en el término de ocho dias para 
ante la Diputación provincial. . 

La Diputación resolverá necesariamente dentro de los quince dias si- 
guientes, y su acuerdo será ejecutivo en los dos años sucesivos. 

Art. 65. Ultimada así la formación de secciones, el Ayuntamiento ea 
sesión pública anunciada con dos dias de anticipación en la forma ordina- 
ria, y una hora antes, en el mismo dia, á toque de campana, procederá al* 

csddes usen bastón de care y con puño de oro y bellotas y cordón de oro y morado; los Te- 
nientes de Alcaldes bastón de caña de india con el puño igualmente de oro y bellotas y- 
cordon de plata y morado y los Alcaldes de barrios caña de indias con puño de matfíl y 
bellotas con cordón de seda negra. 
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sorteo de los Vocales asociado^ entre las secciones, y hará inmediatamente 
publicar el resultado. 

La Junta deberá quedar definitivamente constituida dentro del segun- 
do mes del año económico. 

Los elegidos desempeñarán su^ cargo durante el respectivo año eco- 
nómico, 

Art. 66. El Ayuntamiento admitirá y resolverá en término de ocho 
días las excusas y oposiciones, procediendo á nuevo sorteo, si hubiese lugar,, 
sin perjuicio del recurso de alzada para ante la Diputación provincial 

Art. 67. Cuando ocurra una vacante en el número de Vocales aso- 
ciados, se procederá á nuevo sorteo con las formalidades del artículo 65 á 
fin de que siempre esté completo su número. 



Be la Administración Municipal, 
CAPITULO 1? 

DE LAS ATRIBUCIONES DE LOS AYUNTAMIENTOS. 

Art. 68, Los Ayuntamientos son corporaciones económico-adminis- 
trativas, y solo pueden ejercer aquellas funciones que por las leyes les están 
cometidas. 

Su tratamiento es el impersonal. 

Art. 69. Es de la competencia de los Ayuntamiento el gobierno y 
dirección de los intereses peculiares de los pueblos con sujeción á las leyes, 
y en particular cuanto tenga relación con los objetos siguientes: 

I? Establecimiento y creación de servicios municipales referentes ai 
arreglo y ornato de la vía pública, comodidad é higiene del vecindario, fo- 
mento de sus intereses materiales y morales y seguridad de las personas y 
propiedades á saber: 1 

1. Apertura y alineación de calles y plazas y de todas clases de vías, 
de comunicación, (i) 

2. Empedrado, alumbrado y alcantarillado, 

3. Surtido de aguas. 

4. Paseos y arbolados. 

5. Establecimientos balnearios, lavaderos, casa de mercado y raa- 
taderos. 

6. Ferias y mercados. 

7. Instituciones de instrucción y servicios sanitarios. 

8. Edificios municipales, y en general todo género de obras públicas 
necesarias para el cumplimiento de los servicios, con sujeción á la legisla- 
ción especial de obras públicas 

9. Vigilancia y guardería. (2) 

(1) Por circular del Gobierno General de 29 de Diciembre de 1887, se recordó álos 
Ayuntamientos el deber en que estén de observar estrictamente el Reglamento de 22 de 
Diciembre de 1857 en los expedientes que se refieran á apertura y cierre de Caminos y 
Serventías públicas. 

(2) Él Reglamento vigente para la creación y régimen de los Guardas de Campo ^ es 
el apilado per R. O. de 19 de lebrero de líí8'?, y reproducido en la Gaceta de 14 de 

Marzo de 188S ^^ ^ 
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2? Policía urbana y rural, ó sea cuanto tenga relación con el buea 
orden y vigilancia de los servicios municipales establecidos; cuidado de la 
vía pública en general, y limpieza, higiene y salubridad del pueblo. 

3? Administración municipal, que comprende el aprovechamiento, 
cuidado y conservación de todas las fincas, bienes y derechos pertenecien- 
tes al Municipio y establecimientos que de él d,ependan, y la determina- 
ción, repartimiento, recaudación, inversión y cuenta de todos los arbitrios 
é impuestos necesarios para la realización de los servicios municipales. 

Es obligación de los Ayuntamientos la composisión y conservación de 
los caminos vecinales En cuanto á los caminos rurales, los Ayuntamien- 
tos obligarán á los interesados en los mismos á su reparación y conserva- 
ción. 

Para lograr tan útiles objetos acordarán los medios en Junta de aso- 
<:iadcte para los vecinales, y en Junta de interesados para los rurales. 

Los Gobernadores velarán por el cumplimiento de esta parte tan inte- 
sante de la Administración en virtud de las facultades que les conceden las 
leyes. 

Art. 70. Es obligación de los Ayuntamientos procurar por sí ó con 
los asociados, en los términos que más adelante se expresarán el exacto 
cumplimiento, con arreglo á los recursos y necesidades del pueblo, de los 
fines y servicios que, según la presente ley, están cometidos á su acción y 
vigilancia, y en particular de los siguientes: 

I? Conservación y arreglo de la vía pública. 

2? Policía urbana y rural. 

3? Policía de seguridad. 

4? Instrucción primaria. 

5? Administración, custodia y Conservación de todas las fincas, bie- 
nes y derechos del pueblo. 

6? Instituciones de Beneficencia. 

Los acuerdos municipales relativos á ferias y mercados, vigilancia, po- 
licía de seguridad, instrucción primaria é institutos de beneficencia necesi- 
tan la aprobación previa del Gobernador. 

En los asuntos que no sean de su competencia, están igualmente obb*- 
^ados á auxiliar la acción de las Autoridades generales y locales para el 
cumplimiento de aquella parte de las leyes que se refieran á los habitantes 
del término municipal ó deba cumplirse dentro del mismo, á cuyo efecto 
procederán en conformidad á lo que determinen las mismas leyes y los re- 
glamentos dictados para su ejecución. 

Art. 71. Para el cumplimiento de las obligaciones de los Ayunta- 
mientos corresponden á éstos muy especialmente las atribuciones siguientes: 
' I* Formación de las ordenanzas municipales de policia urbana y 
rural. 

2* Nombramiento de sus empleados y agentes en todos los ramos 
conforme á esta ley y otras especiales, (i) 

(i) Circular del Gobierno General de 14 de Julio de 1880, disponiendo que á los 

Ayuntamiento corresponde el nombramiento y separación de los Médicos Municipales. 

•*Con esta fecha se dice al Gobernador Civil de esta provincia lo que sigue: 

**Excmo. Sr,: — Visto el oficio de V. E. de 21 de Abril último, remitieado con apoyo 

copia autorizrda del acuerdo tomado por el Ayuntamiento de Güines, con fecha 19 de 

Marzo anterior, oponiéndose á elevar á Y, E. el expediente para la provisión de la plaza 
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Los agente de vigilancia municipal que usen armas dependerán exclu *^ 
sivamente del Alcalde en su nombramiento y separación. 

3* Establecimiento de prestaciones personales. 

Art. 72. Las ordenanzas municipales de policía urbana y rural que 
los Ayuntamientos acuerden para el régimen de sus respectivos distritos^ 
n») serán ejecutivas sin la aprobación del Gobernador, de acuerdo con la 
Diputación provincial, (i) 

En caso de discordia, si el Ayuntamiento insiste en su acuerdo, la 
aprobación en los puntos á que aquella se refiera, corresponde al Goberna^ 
dor General, previa consulta al Consejo de Administración. 

Ni en ellas ni en los reglamentos y disposiciones que los Ayuntamien- 
tos formasen para su ejecución, se contravendrá á las leyes generales del 
país. 

Art. 73. Las penas que por infracción de las ordenanzas y reglamen- 
tos impongan los Ayuntamientos, sólo pueden ser multas que no excedan 
de diez pesos en las capitales de provincia y localidades de igual población,, 
cinco en las de partido y pueblo de 4,000 habitantes y tres en los restantes, 
con el resarcimiento del daño Causado é indemnización de gastos y arresto 
de un dia por duro fen caso de insolvencia. 

Para la exacción de estas multas se procederá en conformidad á lo 
dispuesto en los artículos tSr, reglas 1% 2*.y 3^?, 182 y 184. El Juez de 
paz desempeñará las funciones que en el artículo 184 se encomiendan al 
de primera instancia. 

Contra la imposición gubernativa puede el multado reclamar ante el 
Ayuntamiento y entablar en su caso el recurso á que se refiere el artícu- 
lo 183. 

Art. "74. Es atribución de los Ayuntamientos el nombramiento y se- 
paración de todos los empleados y dependientes pagados de los fondos 
municipales, y que sean necesarios para la realización de los servicios que 
están á su cargo, con^^as excepciones establecidas en esta ley. 

Los funcionarios destinados á servicios profesionales, tendrán la capa- 
cidad y condiciones que en las leyes relativas á aquellos se determine. (2) 

Art. 75. La prestación personal se concede como auxilio para fo- 
mertar las obras públicas municipales de toda especie. Los Ayuntamien- 



de Médico municipal y forense de dicho punto, según previene la circular de 30 de Sep- 
tiembre de 1873, en razón á que por los artículos 71 y 74 de la Ley municipal vigente se 
confiere á los Ayuntamientos la facultad de nombrar y separar á todos los empleados y 
dependientes pagados de sus fondos, aunque sean profesionales, y á que dicha Ley en su 
disposición primera adicional deroga todas las anteriores relativas al régimen municipal; 
el Excmo. Sr. Gobernador General, conformándose con lo informado porelExcmo. Con- 
sejo de Administración al servirse aprobar el acuerdo del citado Ayuntamiento de Güines, 
ha tenido por conveniente resolver, que siendo los Médicos municipales empleados de sus 
respectivos Ayuntamientos, á éstos corresponde su nombramiento, así como su separación, 
previos los requisitos y trámites establecidos en la Ley municipal vigente. — Lo que de or- 
den de S. E. comunico á V. E. para su conocimiento y efectos correspondientes. 

Lo que de orden de S. E. se publica en la Gaceta para general conocimiento. Haba- 
na 14 de Julio de 1880. Joaquín Carbonell. 

{\) Resolución del Gobierno General de 29 de Diciembre de 1879, previniendo á 
los Ayuntamientos la obligación en que están de formar las Ordenanzas Municipales de 
sus respectivos términos. 

(2) Véase la circular del Gobierno General de 14 de Febrero de 1880 que se inserta 
como nota al artículo 71. 

e 
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tos tienen facultad para imponerla á todos los habitantes mayores de i6, y 
menores de $a años, exceptuando á los acogidos en los establee i mien tos de 
caridad, los militares en activo servicio y los imposibilitados para el tra- 
bajo. 

El número de dias no excederá de 20 a) año ni de 10 consecutivos, 
siendo redimible cada uno por el valor que tengan los jornales ea cada lo- 

Fuera de los casos de obras públicas que en este artículo se expresan, 
no podrá exigirse prestación ni servicio personal de ninguna clase, incu- 
rriendo en responsabilidad el Alcalde ó Tenienle que así lo hiciere, (r) 

Art, 76. Los Ayuntamientos, con autorización y aprobación del Go- 
bernador, pueden formar entre sí y con los inmediatos, asociaciones y co- 
munidades para la construcción y conservación de caminos, guardería ru- 
ral, aprovechamientos vecinales, y otros objetos de su exclusivo interés. Es- 
tas comunidades se regirán por una junta compuesta de un Delegado por 
cada Ayuntamiento, presidida por un vocal que la junta eÜja. 

La junta formará las cuentas y presupuestos, que serán sometidos á los 
municipales de cada pueblo, y en defecto de aprobación de todas ó de algu- 
nas, al Gobernador, que resolverá oyendo á la Comisión provincial. 

Art. 77. El Gobernador General cuidará de fomentar y protejer por 
medio de sus delegados las asociaciones y comunidades de Ayuntamientos 
para fines de seguridad, instrucción, asistencia, policía, construcción y con- 
servación de caminos, aprovechamientos vecinales ú otros servicios de ín- 
dole análoga. Estas comunidades serán siempre voluntarias y estarán re- 
gidas por Juntas lie delegados de los Ayuntamientos, que celebrarán alter- 
nativamente sus reuniones en las respectivas cabezas de los distritos muni- 
cipales asociados. 

Cuando se produzcan reclamaciones contra la administración de di- 
comunidades, serán resueltas por el Gobernador General con audien- 
el Consejo de Administración, salvo siempre las cuestiones de propie- 
que quedan reservadas á los Tribunales de Justicia. 
Art. 78, Los Ayuntamiento pueden representar acerca de los negó- 
le su competencia al Gobernador, al Gobernador General, al Gobier- 
á las Cortes. 

Fuera del caso en que representen en queja del Alcalde, del Goberna- 
I de la Diputación, habrán de hacerlo por conducto del primero; y de 
siempre que se dirijan al Gobierno ó á las Cortes. 
51 en el término de ocho días no dieren curso las dos autoridades pri- 
mente citadas á las representaciones de los Ayuntamientos podrán és- 
ípetirlas en queja directamente. 

Si en el término de dos meses no les diere curso el Gobernador Gene- 
lodrán los Ayuntamientos repetirlas en queja al Ministro de Ultramar 
as Cortes en su caso. 

Art 79, Todos los acuerdos de los Ayuntamientos en asuntos de sil 
letencia son ejecutivos, salvo los recursos que determinan las leyes, 
Art. 80. Necesitan la aprobación del Gobernador, oida la ComisiÓD 
.ncial, para ser ejecutivos, los aciierdos que se refieran á lo siguiente: 
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I? Reforma y supresión de Establecimientos Municipales de Bene- 
íicencia é Instrucción. 

2V Podas y cortas en los montes municipales con sujeción á las leyes 
y reglamentos. 

Art. 81. Las enagenaciones y permutas de los bienes municipales se 
•acomodarán á las reglas siguientes: 

i^ Los terrenos sobrantes de la vía pública y concedidos al dominio 
particular, y los efectos inútiles pueden ser vendidos exclusivamente por el 
Ayuntamiento. * 

2* Los contratos relativos á los edificios municipales, inútiles para el 
•servicio á que estaban destinados y créditos particulares á favor del pueblo, 
necesitan la aprobación del Gobernador oyendo á la comisión provincial. 

3* Es necesaria la aprobación del Gobernador General, previo in- 
forme del (le la provincia y de la Comisión provincial, para todos los con- 
tratos relativos á los demás bienes inmuebles y derechos reales del Muni- 
cipio, (i) 

Art. 82. Es necesaria la autorización de la Diputación provincial pa- 
ra entablar pleitos á nombre de los pueblos menores de 4.000 habitantes. 

El acuerdo del Ayuntamiento ha de sqt tomado en todo caso previo 
dictamen conforme de dos Letrados. 

No se necesita autorización ni dictamen de Letrados para autorizar 
los interdictos de retener ó recobrar, y los de obra nueva ó vieja, ni para 
«eguir los pleitos en que el Ayuntamiento fuese demandado. 

Art. 8^, Siempre que por cualquiera de los casos enumerados en los 
artículos anteriores sea preciso obtener la aprobación del Gobernador de la 
provincia ó del Gobernador General, el Alcalde cuidará de remitir los an- 
tecedentes dentro de un plazo que no exceda de ocho días contados desde 
la fecha del acuerdo. 

Art. 84. Los Ayuntamientos en todos los asuntos que según esta ley 
no les competen exclusivamente y en que obren por delegación, se aco- 
modarán á lo mandado por las leyes y disposiciones generales que á ellas 
se refieran. 

Art. 85. Los Juzgados y Tribunales no admitirán interdictos contra 
las providencias administrativas de los Ayuntamientos y Alcaldes en los 
asuntos de su competencia. 

CAPITULO IL 

DE LA ADMINISTRACIÓN DE LOS PUEBLOS AGREGADOS 
Á UN TÉRMINO MUNICIPAL. 

Art. S6. Los pueblos que formando con otros término municipal, 
tengan territorio propio, aguas, pastos, montes ó cualesquiera derechos que 
les sean peculiares, conservarán sobre ellos su administración particular. 

Art. 87. Para dicha administración nombrarán una Junta, que se 
compondrá de un Presidente y de dos ó cuatro Vocales, elegidos directa- 
mente uno y otros por los vecinos del pueblo y de entre ellos mismos. 

(i) Véase el Real Decreto de 3 de Junio de 1880 y las Reglas á que se deben ajas* 
tarse los Empréstitos Municipales que se insertan al final de esta Ley. 
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Vocales para los pueblos de 6o ó más vecinos, y dos 
or el vecindario. 

^a elección de Presidente x Vocales indicados se hará con 
electoral, pero en un solo día y sin que tniscuvran más de- 
asesión del Ayuntamiento del término, el cual cuidará de 



ílegidos los tres ó cinco individuos para la Junta, corres- 

3 de Presidente á quien haya obtenido más votos, y si hu- 

cidirá la suerte, 

eran tachas para la elección de individuos (\s la Jnnta, con 

lo respectivo, las mismas que establece esta ley para los- 

iles. 

íl Ayuntamiento del término respectivo inspeccionará la 

lartiiiuUr á que se refiere este capítulo, bien por su inicia ti- 

ud de dos ó más vecinos del pueblo interesado, 

^a administración y la inspección expresadas, así como los 

iligaciones de la Junta y de sus Vocales, se arreglarán alas. 

e la presente ley, en todo !o que no se halla determinado 

CAPITULO II r. 

MES V DEt, MODO DE FUÍíClOfíAE LOS AYUNTA MíENTOS, 

.as sesiones de los Ayuntamientos tendrán que ser públicas 
se trate de cuentas, presupuestos y otros objetos relaciona- 
se anunciará en los sitios de costumbre tos dias y horas en 

gar precisamente, pena de nulidad, en las casas Consisto- 
casos de fueraa mayor. 

.os Tenientes de Alcalde y Regidores están obligados á. 

almente á todas las sesiones ordinarias y extraordinarias, no 

¡lista causa, que acreditarán en sii caso, 
asistencia hace incurrir por cada vez en una multa cotí 

iente escala: 

ueblos de 20.000 á más habitantes $ 3 

más de 15.000 2 

más de 8,000 - .... 1 ..'. 

emás ., - 40 

lición es aplicable á los Vocales de la Junta municipal; pc- 

rán por cantidad cuádruple respecto A la primrea y doble de 

la segunda. 

,os Alcaldes, Tenientes y Regidores tienen todos voz y vo- 

s y acuerdos del Ayuntamiento. 

ente responsables por los acuerdos que autorizen con su v<*- 

itngún concepto les sea permitido abstenerse de emitirlo. 

..a presidencia del Ayuntamiento corresponde al Alcalde. 

iresidirán los Tenientes y á falta de todos el Regidor Deca- 

por el orden de mayor de edad. 

ador preside sin voto cuando asiste á las sesiones del Ayun- 
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Art. 97. El Alcalde podrá convocar á sesión extraordinaria cuando 
lo juzgue oportuno y debe hacerlo siempre que se lo prevenga el Goberna- 
dor, ó lo reclame la tercera parte de los Concejales. 

Art. 98. En toda convocatoria para sesión extraordinaria se expresa- 
rán los asuntos que hayan de tratarse en ella, y no podrá el Ayuntamiento 
ocuparse de ningún otro en la misma sesión. 

Las convocatorias se harán con un dia de anticipación por lo menos, 
á no ser en los casos de mayor ui^encia, y quedarán sujetos los acuerdos á 
ratificación en la sesión inmediata. 

Art. 99. TSda sesión con carácter de ordinaria fuera de los dias se- 
ñalados, conforme al artículo 54 de esta ley, asi como cualquiera extraor- 
dinaria no convocada por el Alcalde en la forma y con las circunstancias 
que previenen los artículos anteriores, ó en que se tratare de un asunto no 
anunciado en la convocatoria, es nula y de ningún valor, y nulos también 
los acuerdos en ella tomados. 

Art 100. Para que haya sesión se requiere la presencia de la mayoría 
del total de Concejales que según esta ley deba tener el Ayuntamiento. 

Si en la primera reunión no hubiere número suficiente para acordar, 
se hará nueva citación para dos dias después, expresando la causa, y los 
que concurran pueden tomar acuerdo' cualquiera que sea su número, (i) 

Art 101. Todo asunto sobre que haya de resolver el Ayuntamiento 
será primero discutido y luego votado. 

Se entiende acordado lo que votaren la mitad más uno de los indivi- 
duos presentes en sesión. 

En caso de empate se repetirá la votación en la sesión próxima; ó en 
la misma si el asunto tuviese el carácter de urgente á juicio del Alcalde; y 
si aquél se reprodujete, el voto de éste será decisivo. Si el Gobernador de 
la provincia presidiera accidentalmente, decidirá también el voto del Al- 
calde ó de quien hiciere sus veces. 

Art. 102. Las votaciones serán nominales cuando no se trate de 
asuntos relativos á los mismos Concejales ó á personas de su familia den- 
tro del cuarto grado, en cuyo caso serán secretas, debiendo salir de la se- 
sión mientras se discuta y vote el asunto el Concejal interesado. 

Art. 103. De cada sesión se extenderá por el Secretario del Ayunta- 
miento un acta eu que han de constar los nombres del Presidente y demás 
Concejales presentes, los asuntos que se trataren y lo resuelto sobre ellos, 
el resultado de las votaciones y la lista de las nominales cuando las hu- 
biese. 

Siempre constarán en el acta la opinión de las minorias y sus funda- 
mentos. 

El acta será firmada por los Concejales que concurrieron á la sesión 
por los presentes cuando se dé cuenta de ella, y por el Secretario. 

El acta déla sesión inaugural década Ayuntamiento será firmada por 
todos los que á ella concurran, expresando los que no saben firmar. 

Art. 104. El libro de actas deL Ayuntamiento es un instrumento pú- 



(I) Por R. O. del Ministerio de la Gobernación de 23 de Agosto de 1878, se de 
Haró que cuando el número de Concejales sea menor al celebrar la sesión que la mitad 
Das uno de los que según la ley deba tener el Ayuntamiento, no puede considerarse vá- 
ddamente constituida la corporación, ni tomar acuerdo ni resolución alguna. 
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blíco y solemne: ningún acuerdo que no conste esplícita y terminantemen- 
te en el acta á que se reñere tendrá valor alguno. 

Este libro estará extendido en papel del spUo correspondiente y todas 
s'js hojas llevarán la rúbrica de! Alcalde y el sello del Ayuntamiento, 

Art, 105. A fin de cada mes en las capitales de provincia y de parti- 
do y pueblos que tengan más de 4.00a habitantes, y de cada trimestre ea 
los demás, se formará por el Secretario un extracto de los acuerdos tama- 
dos por el Ayuntamiento durante el misfio; yaprobado por la Corporación, 
se remitirá al Gobernador de la provincia para su inserción en el periódico 
oficial, » 

Art. 106. Las reglas anteriores se aplicarán á las actas y sesiones de 
la junta municipal. Se llevarán sus actas en libros separados de las del 
Ayuntamiento, y con análogas formalidades, precauciones y requisitos, sal- 
vo lo en contrarío dispuesto por esta ley. 

Art. 107. Los trámites de instrucción y discusión no servirán nunca 
de excusa á los Ayuntamientos para dilatar el cumplimiento de las.obliga- 
ciones que las leyes imponen. 

CAPITULO IV. 

DE LAS FUNCIONES ADMINISTRATIVAS DE LOS ALCALDES, TENIENTES, 
SÍNDICOS, REGIDORES Y ALCALDES DE BARRIO. 

ArL to8. El Alcalde Presidente de la Corporación municipal lleva 
su nombre y representación en todos los asuntos, salvo las facultades con- 
cedidas á los Síndicos, (i) 

Art. 109. Corresponde al Alcalde: 

I? Presidir con voto las sesiones y dirigir las discusiones. 

2? Cuidar, bajo su responsabilidad, de que se cumplan por el Ayun- 
tamiento las leyes y disposiciones de sus superiores gerárquicos, 

3? Corresponder á nombre del Ayuntamiento con las autoridades y 
particulares que fuese necesario. 

Art. iro. Corresponde también al Alcalde, como Jefe de la adminis* 
tración municipal: 

1° Publicar, ejecutar y hacer cumplir los acuerdos del Ayuntamiento 
cuando fueren ejecutivos y no mediare causa legal para su supresión; pro- 
cediendo, si fuese necesario, por la vía de apremio y pago, é imponiendo 
multas, que en ningún caso excedan de las que establece el artículo 73, y 
arresto por insolvencia. 

2? Suspender la ejecución de los acuerdos del Ayuntamiento en los 
casos prescritos por los artículos 167 y 168 de esta ley. 

3? Trasmitir al Gobernador los acuerdos del Ayuntamiento que re- 
quieren la aprobación superior para ser ejecutivos.- y publicarlos, ejecutar- 
los y hacerlos cumplir cuando la obtuvieren. 

(i) Por tesoludún del GobiernoGeneral deacuerdocon loinformadopor el ^. 
sejo de Administraciún se declaró improcedente una demanda promovida por el Ayu 
miento de la Habana, por haberse presentado fuera del tiempo legal, toda vez qne la n 
ficadún administrativa de las resoludoncs debe contarse desde que se comunique 4 
corporaciones 6 i los particulares. 
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4? Dar curso á las exposiciones que los Ayuntamientos hiciesen con- 
forme á lo prevenido en el artículo 78. 

5? Dirigir todo lo relativo á la policia urbana y rural, dictando al 
afecto los bandos y disposiciones que tuvieren por conveniente, conforme á 
ias ordenanzas y resoluciones generales de la materia, (i) 

6? Dirigir y vigilar la conducta de todos los dependientes del ramo 
cíe policia urbana y rural, castigándoles con suspensión de' empleo y sueldo 
hasta 30 dias, y proponer su destitución al Ayuntamiento, cuando no pu- 
diese acordarla por sí mismo. 

7? El ejercer todas las funciones propias de Ordenador y Jefe de la 
inversión de fondos municipales y su contabilidad. 

8? Inspeccionar, activar y dirigir en lo económico y gubernativo las 
obras, establecimientos de Beneficencia y de Instrucción pública costeados 
por fondos municipales, con sujeción á las leyes y disposiciones para su 
•ejecución. 

9? Cuidar de que se presten con exactitud los servicios de vagajes, 
.alojamientos y demás cargas públicas. (2) 

10. Presidir los remates y subastas para ventas, arrendamientos y 
-servicios municipales, salvas las disposiciones de las leyes. (3) 

(i) Por R. O. del Ministerio de la Gobernación de 15 de Julio de 1878, se declaró 
-que las acciones que se ejerciten en defensa de derechos civiles, no deben deducirse ante 
la Administración sino ante los Tribunales: que si bien las cuestiones de policia urbana, 
corresponden á los Ayuntamientos, las disposiciones que así lo determinan, debe incoarse 
cuando la resolución apelada dimana de un Alcalde, teniendo aplicación el caso las faculta- 
•des que les confiere el número 5 artículo 114 de la Ley Municipal (En Cuba es número 5 
■del artículo no,) para velar por la observancia de las Ordenanza^ locales, si éstas" prohi- 
ben el acto que se pretendía .ejecutar. 

(2) Real Orden de 23 de Marzo de 1883, resolviendo de acuerdo con el Consejo de 
Estado en Pleno, que no es obligación Municipal el pago de Cuarteles Municipales. — Re- 
solución dictada en virtud de negativa del Ayuntamiento de la Habana á abonar los alqui- 
leres de los Cuarteles de Milicia. 

(3) La legislación vigente en ésta Isla sobre subastas y remates, de servicios de las 
Diputaciones Provinciales y Ayuntamientos, es el Real Decreto Reglamento de 4 de Ene- 
ro de 1883 y la R. O. de ii de Agosto de 1882, sobre publicación de anuncio sobre su- 
bastas. 

Véase la siguiente resolución del Gobierno General, 

Ayuntamientos, 

La Sección de lo Contencioso del Excmo. Consejo de Administración se ha servido 
emitir el siguiente dictamen. -^ 

**Excmo. Sr.: Vista la demanda interpuesta ante esta Sección por el Sr. D. Carlos 
de Zaldo á nombre y con poder de la Sociedad Rafecas y C* como mandatario de la suce- 
sión de D. Felipe Lombeda, contra resolución de V. E. que confirmó decisiones anterio- 
res del Ayuntamiento de la Habana y Gobierno Civil de la provincia, por las cuales se ne- 
gó á los demandantes el abono de intereses que reclamaban á dicha Corporación por la 
demora en el pago de cierta suma, importe de suministros de cal hidráulica hecho para las 
obras del Canal de Vento. — Resultando en lo pertinente para informar sobre la proceden- 
cia del recurso: que conforme se indicaba en el esclarecimiento de la presente consulta, 
la demanda se dirije contra providencia de V, E. (jue negó á los demandantes el abono de 
-ntereses procedente de la demora en el pago de cierta cantidad que les adeudaba el Ayun- 
tamiento por el suministro de cal hidráulica para las obras del Canal de Vento; que la Sec- 
ción como parecer motivado opinó que la demanda era inadmisible, ya porque la actora na 
"labía justincado su personalidad, ya para que pueda ser materia contenciosa los contratos 
elebrados por la Administración, es wecesario no solo que recaigan sobre una obra ó ser- 
icio público, sino que éstos sean objeto directo é inmediato del contrato, lo cual no suce- 



36 LIBRO DEL CIUDADANO ESPAÑOL. 



II. Corresponderse con el Gobernador y con las demás Autoridades 
y Corporaciones de la provincia en todos los asuntos de su competencia 
gubernativa y administrativa, haciéndolo por conducto de aquel cuando- 
hubiere de entenderse con los de otras provincias ó con el Gobernador Ge- 
neral; y desempeñar cuantas funciones le confieran las leyes y reglamentos. 

Art. III. Donde sólo hubiere un Teniente, el Alcalde y el Teniente- 
fcndrá cada uno á su cargo uno de los distritos en que se halla dividido- 
el término municipal 

Donde hubiere más de un Teniente, los distritos se dividirán sólo en- 
tre los Tenientes. 

Art. 112. Los Tenientes ejercerán, cada uno en su distrito, las fun- 
ciones que la ley atribuye al Alcalde, bajo la dirección de éste, como Jefe- 
superior de la Administración municipal. 

- Los Alcaldes de barrio están á las órdenes de los Tenientes, y ejercen- 
la parte de funciones administrativas que estos les deleguen. 

Art. 113. El Alcalde necesita licencia previa del Gobernador para 
ausentarse de su distrito, y si al concederla no nombrase un Alcalde inte- 
rino, remplazará á aquel durante su ausencia, el Teniente á quien corres- 
ponda, según su numeración. 

Los Tenientes y Regidores necesitan licencia del Ayuntamiento para 
ausentarse de su término por más de ocho dias; pero en caso urgente, po- 
drá el Alcalde autorizar la ausencia de los Tenientes, dando aviso al que^ 
haya de remplazarles. 

Aun cuando la ausencia haya de ser menor de ocho dias los Tenien- 
tes y Regidores lo comunicarán por escrito al Alcalde. 

Art. 114. Los Alcaldes de barrio no pueden ansentarse nunca del 
de su cargo por mas de 24 horas sin licencia del Alcalde, quien designará 
la persona que los remplace durante su ausencia. 

día en el caso actual, y que la representación de la actora ha impugnado dicho parecer,, 
alegando que el carácter con que deducía el recurso contencioso la sociedad demandante,, 
estaba reconocido por el Ayuntamiento y acreditado además en el expediente gubernativo,. 
y que por Real Decreto de 25 de Diciembre de I869 y 5 de Mayo de 1876, se había decla- 
raao que el suministro de materiales para obras públicas también, en cuyo concepto eraft 
materia contencioso-administrativa los contratos que se celebraran sobre el particular. — 
Considerando que los términos del artículo 60 del Reglamento de 30 de Diciembre de 
1840 son absolutos, y que según ellos á ninguna demanda que carezca del requisito de la 
justificacióíi documental de la personalidad que se atribuya el que comparezca en juicio co- 
mo parte en representación agena^ se dará curso, piena de nulidad. — Considerando: que la. 
3w:tora no ha suplido la falta indicada, apesar de habérsele hecho notar en el parecer mo 
távado de la Sección. — Considerando: que la jurisprudencia en repetidas decisiones de 
competencia ha sentado la doctrina de que se hizo mérito en el parecer motivado respecto 
á la procedencia de la vía contenciosa en materia de contratos celebrados por la Adminis- 
tración. — Considerando; que si bien la actora alega que está aclarado por dos Reales De- 
cretos que el suministro de materiales para obras públicas constituye un servicio público, 
aparte de que la vaguedad de los términos de la cita no ha permitido comprabar su ¡exac- 
titud, siempre que resultaria que sería indispensable acreditar que el objeto de contrato en, 
cuestión fué el suministro de material para una obra pública y entonces cabría fijar si era 
é no la Administración competente para conocer de la demanda.— Considerando: que tam- 
poco se ha hecho esa justificación por la actora, no obstante el precepto del artículo « 
del citado Reglamento de 30 de Diciembre de 1846.— La Sección como parecer definiti ve 
opina que esta demanda es inadmisible." 

*'Y de conformidad con el preinserto dictamen, vengo en declarar inadmisible la d 
manda de referencia, y firme la resolución gubernativa contra que se apela. 

Habana 4 de Enero de 1888. — Sadas Marin 



LET PROVISIONAL MUNICIPAL 37 

II I ■ ■ - I ■ — ^^-^ — ^— fc 

Art. 115. Los Tenientes de Alcaldes serán remplazados por el Regi- 
-«dor Decano, y los demás, según el orden que establece el artículo 96. 

Art. 116. No pueden los Concejales, sin licencia del Ayuntamiento, 
-ausentarse en dia de sesión ordinaria ó extraordinaria, ni por más tiempo 
que el que medie entre dos ordinarias. 

Sólo se concederá licencia á la par á la cuarta parte del número total 
de Concejales. 

Art. 117. Los Concejales desempeñarán sus funciones dentro del 
término municipal á que pertenecen, sin que para su ejercicio puedan ser 
obligados á salir de él. 

CAPITULO V. 

DE LOS SECRETARIOS DE AYUNTAMIENTO. 

Art. 1x8. Todo Ayuntamiento tendrá un Secretario pagado de sus 
fondos. 

El nombramiento corresponde al Gobernador, á propuesta en tema 
<le Ayuntamiento, previo concurso. 

Art. 119. Para ser Secretario se necesita ser español, mayor de edad 
-estar en el pleno goce de los derechos civiles y politicos, y poseer los cono- 
•cimientos de la instrucción primaria. 

No pueden ser Secretarios en propiedad ni interinamente: 

I? Los Concejales del mismo Ayuntamiento. 

2? Los Notarios y Escribanos en tanto que desempeñen las fundo- 
nes propias de estos cargos. 

3? Los empleados activos de todas clases. 

4? Los particulares 6 facultativos que tengan contratos ó compro- 
misos de servicios con el Ayuntamiento ó común de vecinos. 

S? Los que directa ó indirectamente tengan parte en servicios, con- 
tratas ó suministros dentro del distrito municipal, por cuenta de éste ó de 
la provincia. ^, 

6? Los que tengan pendiente cuestión administrativa ó judicial con 
el Ayuntamiento ó con los establecimientos que se hallen bajo su depen- 
dencia ó su administración. 

7? Los deudores á fondos municipales como segupdos contribu- 
yentes. 

El cargo de Secretario es incompatible con todo otro cargo áiuni- 
cipal. (i) 

Art. r2o. Los Alcaldes pueden suspender á los Secretarios, dando 
al Gobernador cuenta documentada para su conocimiento y aprobación. 
La destitución s&rá válida cuando lo acuerden la dos tercera partes de la 
totalidad de los Concejales, en cuyo caso se informará al Gobernador, re- 
mitiéndole copia del acta. 

El Gobernador, mediando causa grave, podrá también suspender 6 



(i) Por R. O. Jel Ministerio de la Gobernación de 22 de Junio de 1886 se resolvió 
:uerdo con el Cossejo de Estado, que no pueden ser Secretario en propiedad ni inte- 
nente los Concejales del mismo Ayuntanuento. 
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etarioB de Ayuntamiento, dando parte al Gobernador 

erdo del Gobernador en los dos casos expresados, podrá 

lo ante el Gobernador General, quien resolverá oyendo 

ainistración, 

is obligaciones de los Secretarios de Ayuntamiento son: 

1 voz ni voto á todas las sesiones del Guerpo municipal 

de la cnrrespondeocia y de los expedientes en la forma y 

¡dente se lo prevenga, 

: el acta de cada sesión, leerla al principio de la siguien- 

; sea hacerla trascribir fielmente en el libro destinado al 

le recojer las firmas, como previene el artículo 103, y es- 

ira en el lugar correspondietite. (1) 

los expedientes para los trabajos de tas comisiones y la 

tntamiento. 

tajo su firma en cada expediente la resoluciiín del Ayun- 

r las minutas de los acuerdos y resoluciones del Cuerpo 
i Comisiones en su caso. 

los expedientes, anotar las resoluciones y extender las 
lerdos del Alcalde, cuando no hubiese Secretario ' espe< 

r de todos los actos oficiales del Cuerpo municipal y del 
hubiese Secretario especial y expedir las certificaciones 1 

3aigo para ser elevadas requieren el Vto. Bno. del Al- 
vigilar á los empleados de la Secretaria de ques es Jefe, 
á las juntas periciales, sin retribución especial, en la for< 
ramientos y repartos. 

¡era otro encargo que las leyes le atribuyan ó el Ayunta- 
; dentro de la esfera y objeto de su empleo, (3} 
ionde no hubiere Archivero, será cargo del Secretario cus- 
:1 Archivo municipal. Formará inventario de todos los 
ntos, y lo adicionará cada año con un apéndice, del cual, 
itario, remitirá copia con el Vto, Bno, del Alcalde á la. 

a los Ayuntamientos en que no hubiese Contador será 

úa del Tribunal Supremo de il de Noviembre de 1878, se acordó in- 
ue determina el artículo 314 del Código Penal, los Secretarios de 
en copias de las actas de sesiones, suponiendo la asistencia de Gonce 

asistido á ella y por,coiisiguiente no constar en el acta sus firmas aun 

producido peijuido, 

I mismo Tribunal de 18 de Junio de 1879, se acordfi incurrían ea 
¡termina el número 7? del articulo 314 del Cúdieo Penal, por ejtten- 
a acta sin que esta resulte extendida en el libro de sesiones del Ay. 

de Q de Julio del Ministerio de la Gobernación se dispuso que 
amientos no son responsaUes de las laltas de lo^ Ayuntamientos; 
le retraso de servicios, merecen la suspensiós temporal que el Gol 
i decretar. 
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cargo del Secretario llevar los registros de entradas y salidas de cuadales, 
autorizar los libramientos y tomar razón de las cartas de pago. 

Art. 1 24. Los Ayuntamientos pueden imponer á sus Secretarios las 
correcciones disciplinarias que tengan por conveniente, dentro de sus facul- 
tades, por faltas ó abusos que cometiesen en el ejercicio de su cargo y no 
diesen lugar á encausamiento criminal. 

Art. 125. Los Secretarios de Ayuntamiento lo serán del Alcalde; pe- 
ro en la capital de la provincia y pueblos de igual ó mayor número de ha- 
bitantes, el Alcalde tiene facultad para nombar un Secretario especial cu- 
yo sueldo será determinado por la Junta Municipal. 

Art. 126. Los Secretarios de Alcaldia, donde los hubiere, quedarán 
en cuanto á responsabilidad, igualados á los del respectivo Ayuntamiento> 
salvas las diferencias consiguientes en la parte de atribuciones. 

Art. 127. El Secietario del Ayuntamiento lo será de la junta muni- 
cipal. 

TITTJILiCi ITT- 

Be la Hacienda Municipal. 

CAPÍTULO- 1? 

DE LOS PRESUPUESTOS MUNICIPALES. 

Art. 128. Son aplicables á la Hacienda municipal las disposiciones 
del Decreto de 12 de Septiembre é instrucción de 4 de Octubre de 1870, 
dictadas para el régimen de la administración económica y contabilidad de 
Ultramar. 

£1 año e<:onómico municipal será el mismo que rija para los presu- 
puestos y cyenta generales de la Isla de Cuba, 

Art. 129. Los Ayuntamientos formarán, todos los años un presupues- 
to que comprenda los gastos que por cual(Juier concepto hayan de hacerse 
y los ingresos destinados á cubrirlos. Al efecto constituirá de su seño una 
de las Comisiones permanentes de que habla el artículo 157. (i) 

Art, 130. Los presupuestos anuales ordinarios contendrán precisa- 
mente las partidas necesarias, según los recursos del Municipio, para aten- 
der y llenar las obligaciones á que se refiere el párrafo i? artículo 70 de es- 
ta ley; los servicios establecidos de entre los que según el artículo 69 sean 
de competencia de los Ayuntamientos; los gastos que en virtud del párrafo 
2* del citado artículo 70 expresen clara y terminantemente las leyes como 
obligatorios^ y además los siguientes: 

I? Personal y material de las dependencias y oficinas. 

2° Pensiones, censos y cargas de justicia que pesen sobre los fopdos 
municipales, así como las deudas reconocidas y liquidadas, y réditos y con- 
secuencias de contratos. 

3? Fomento de arbolado. 



(i) Por circular del Gobierno General de 22 de Mayo de 18S0, se dispuso el exac" 
> cumplimiento de lo dispuesto sobre formación de presupuestos. 
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4' MedLo 
ec tas poblac 

5? Suscrición al Boletín O/ieial de la provicia en todos los Ayunta- 
mientos, y á la Gaceta de la Habana en las cabezas de p,art¡do y pueblos 
que excedan de 2,000 habitantes. 

6? Contingente del Municipio en el repartimiento provincial. 

7? Una partida para imprevistos y calamidades públicas que no ex- 
ceda de diez poi ciento del presupuesto de gastos. 

8? Las impresiones anuncios y demás necesarios para la publicidad 
de los actos municipales. 

Art, ^31. Los gastos comprendidos en los presupuestos municipales 
serán cubiertos con los ingresos, recargos y arbitrios autorizados por esta 
ley y demás disposiciones vigentes. 

Art. 133. Los ingresos serán: 

Rentas y productos procedentes de bienes, derechos ó capitales que 
por cualquier concepto pertenezcan al Municipio ó á los establecimientos 
de Benelicencia, Institución y otros análogos que de él dependan. . 

Arbitrios é impuestos municipales sobre determinados servicios, obras 
é industrias, así como los aprovechamientos de policía urbana y rural, y 
multas é indemnización por infracción de las ordenanzas municipales y 
bandos de policia. (1) 

Un repartimiento general entre todos los vecinos y hacendados ea 
proporción á los medios ó facultades de cada uno para cubrir los servicios 
municipales en la totalidad ó en la parte á que no alcancen los anteriores 
recursos, fz) 

Impuesto sobre artículos de comer, beber y arder. 



(i) Por resotuciún del Gobierno Genernl de 19 de '^Marzo de iSSo, se.dispuso es 
tátt exento del arbitrio "Morcas de Cartaajes" las carretas ; carretones que las ñncas de 
campo destinan al tiro de sus frutos. 

(I) Por Rs. Os. de 5 y 17 de Mayo de 1881 se eitimiú á los individuos de ejército'y 
marina del abono de cuotas por repa.rti miento Municipal. 

R. Q. de 4 de Marzo de iSSz, dictada de ;acaerdo con el Consejo de Estado ea 
pteno, se' dispuso en virtud de consulta sobre los tipos mixim^s con que tos Ariinl«- 
mientos pueden gravar las <iistinta5 clases d? la riqueza en esta Isla para establecer el re- 
partimiento general. — I? Que siendo ei repartiniiento general concedido como arbitrio 
á los Ayuntamient'U por el artículo 131 déla Ley Municipal vigente en Cuba, de distinta 
índole que los conlnhnyentes directos no pueden aceptarse sin alterar su naturaleza pro¡ns 
y sin menoscabo de los buenns principios los tipos máximos qoe para el mismo tiene es- 
tablecido pro vicional mente el Gobierno General en los que proponen los Negociados de 
dicha oficina ni el Consejo de Administraciún, ni el Gridual propuesto por las Direccio- 
nes de Hacienda de esa Isla ni del Ministerio. — 2? Que en consi iteración á la Índole es- 
Eecial de dicho repartimiento y teniendo en cuenta lo expuesto por las Direcciones de 
[acienda de esa Isla y del Ministerio debe ñjarse como Anteo máximo el seis ptH' 
ciento de las respectivas evaluaciones, sin distinción de clases ni riqueza y sin relación 
ninguna con las contribuciones por el Estado. — Y 39 Qite tratándose como se trata de 
un asunto que interesa sobremanera S laperfecti oreanización de la Hacienda Munidpal 
en Cuba, se dispone, que cuando no sean bastantes los recursos obtenidos con el seis por 
ciento se autoriza al Gobernador General á recargar dicho tip) en la proporción que fuere 
necesaria, previo [a instrucción por el respectivo Municipio de ua expediente extraordina- 
rio y especial en cada caso, con propuesta de medios para cubrir el déficit del Ayunta- 
miento, en vista de sus presupuestos de ingresos y gastos, y cuya remisión al Minis^ 
lio con arregla al articulo 150 de la Ley debe exigirsecon todo _rÍgor al expresado GO' 
bemador General de la Isla. 



'I 
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Los Ayuntamientos de poblaciones mayores de 200,000 habitantes, si 
renuncian al repartimiento general, podrán acudir á otros impuestos, recar- 
gos ó arbitrios además de los enumerados en las leyes, con la aprobación 
<iel Gobierno que oirá para concederla al Consejo de Estado, (i) 

Art. 133. Para cumplimiento del párrafo 2? del artículo anterior, se 
•observarán las reglas siguientes: (2) 

I* Podrá autorizarse el establecimiento de arbitrios solamente so- 
bre aquellas obras ó servicios costeados con los fondos municipales, cuyo 
aprovechamiento no se efectúe por el común de vecinos sino por personas 
ó clases determinadas, siempre que los interesados no le hayan adquirida 
anteriormente por título oneroso, así como sobre industrias que se ejerzan 
-en la vía pública ó en terrenos y propiedades del pueblo; entendiéndose 
•que, el Ayuntamiento no podrá atribuirse monopolio ni privilegio algu- 
no sobre aquellos servicios, sino en lo que sea necesario para la salubridad 
pública. 

2* En conformidad á lo dispuesto en el artículo anterior, puede au- 
torizarse el establecimiento de arbitrios sobre los objetos siguientes: 

Aprovechamiento y abastecimientos de agua para uso privado. 

(i) Por resolución del Gobernador General de 31 de Marzo de. 1880 se dispuso que 
una vez aprobados los Arbitrios Municipales por las autoridades se considerea permanen- 
tes para lo sucesivo. 

(2) Véase la siguiente resolución del Gobierno General, dictada de acuerdo con 
•el Consejo de Administración: 

En el expediente iniciado por el Ayuntamiento de Matanzas para crear un aibitrio de 
-cinco centavos diarios por cada res menor que ingrese en los corrales del Rastro, y se re- 
tire de ello? sin ser beneficiada, el Excmo. Consejo de Administración se ha servido emi- 
tir el siguiente dictamen: 

Excmo. Sr.: Con la comunicación de V. E. de 20 de Septiembre último se ha reci- 
bido el expediente iniciado por el Ayuntamiento de Matanzas para crear un arbitrio de 
<inco centavos diarios por cada res menor que ingrese en los corrales del Rastro y se reti- 
re de ellos sin ser beneficiadas. Determinó la moción el hecho de ingresaren gran na- 
viero las expresadas reses, extrayéndolas después sus dueños, bien porque no hayan po-- 
•dido ligarlas, ó porque se habían propuesto evitar los costos en depósitos particulares al 
transitar por la ciudad, con perjuicio de los fondos municipales, á virtud de los defectos 
-que causan y responsabilidad de los empleados que las custodian. Se hace constar ^ue 
d mgreso, que se [^propone, .'no constituye un arbitrio Municipal, que no estaría jusitft- 
«ado por estar gravado el artículo en derecho de matanza y el recargo del 25 por aento 
•sobre el impuesto de consumos, que percibe el Estado, sino el de venta de Propios, ea 
«concepto de alquiler de los locales construidos y entretenidos con fondos de la Corpora- 
ciónfnunicipal En la Junta Municipal se modificó la primitiva propuesta, que compren- 
•dfa las reses mayores y menores, con el fundamento de que estas últimas eran las que üm- 
<:amente ingresaban en el Rastro, sin el objeto de ser beneficiadas, retirándose las mayo- 
res, cuando no obtienen liga, sin pernoctar eh los corrales, con cuya modificación tué apro- 
bada la propuesta por dicha Junta y por la Comisión provincial. El Ayuntamiento de 
Matanzas no ha sido parco en sus arbitrios, habiendo utilizado cuantos autoriza el artículo 
«33 de la Ley Municipal No tíen«» este carácter el que se propone, y así se ha cuidado 
de considerarlo, porque de otra manera sería improcedente; y está justificada la mdemm- 
zación ¿el servicio que se jJresta, siempre que se verifique el depósito, pernoctando las re . 
ses en los corrales. La excepción, introducida para las reses mayores, debe ser extensiva 
a las menores, siempre que se extraigan inmediatamente que no obtuviesen liga. t.on. 
tales fundamentos, el Consejo entiende que es de consultarse la creación del ingreso como 
renta de Propios, y sólo en el caso de que se verifique el depósito, pernoctando las reses 
en los corrales, y á reserva de organizar su admínistríición 6 subasta. . ^ j- * 

Y habiéndose conformado S. E. en acuerdo de 8 del corriente con el preinserto dicta- 

en, de su seperior ordenase publica en la Gaceta Oficial para general conocimiento. 

tabana, 10 de Octubre de 18S8 Alberto de Quintana. 
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Alcantarillado. 

Establecimiento balnearios de aguas públicas. 
Guardería rural. 

Establecimiento de enseñanza secundaria, superior 6 especial. 
Licencias para construcción de edificios. * 
Matadero. 

Puestos públicos y sillas en plazas, calles, ferias, mercados y paseos. 
Alquiler de pesas y medidas. 
Almotacenía ó repeso. 
Enterramiento en los cementerios municipales. 

Coches de plaza y de servicios funerarios y carros de trasportes en el 
inteiior de las poblaciones. 

Expedición de certidoadones por actos del Ayuntamiento ó documen* 
tos que existan en sus archivos. 

Parte que concedan las leyes en la expedición de documentos de vi- 
gilancia, licencias de caza y pesca y de navegación y flote de los rios, y 
aprovechamientos de aguas. 

Y los demás análogos. 

3* En ningún caso pueden ser objeto de arbitrios los servicios si- 
guientes: 

Aprovechamiento y abastecimiento de aguas para uso comunal. 

Alumbrado público. 

Aceras y empedrados. 

Vigilancia pública. 

Beneficencia. 

Instrucción pública. 

Limpieza sin perjuicio de los aprovechamientos á que diere lugar. 

Y otros de igual naturaleza. 

4^ Asimismo podrá autorizarse la creación de arbitrios sobre la ven- 
ta de bebidas espirituosas ó fermentadas, bien sea en establecimientos 6- 
puestos fijos, ó bien por mercaderes ambulantes, tragineros ó por los mis- 
mos cosecheros ó fabricantes; sobre cafés, fondas, botellerías, posadas, hosper 
derias y otros establecimientos del mismo carácter; sobre casas de baños; so- 
bre toda clase de espectáculos públicos y sobre juegos permitidos y rifas^ 
en la parte que las leyes concedan á los Ayuntamientos. ^ 

5^ Los derechos de matadero se acumularán á los de consumos (cuaa 
do los hubiere,) y no podrán en junto exceder del 25 por ciento de confor- 
midad con el párrafo 2? regla i* del artículo 138; Donde no hubiese so- 
bre carnes derechos de consumo, solo se impondrá por derecho de matan- 
za una cantidad que jamás exceda del diez por ciento del valor de la res- 

6* Los arbitrios expresados en la regla 4* áe éste artículo salvo los 
relativos á casas de baños, espectáculos públicos, juegos y rifas, no seráa 
autorizados en el caso de existir los impuestos de consumos, pero los esta- 
blecimientos enumerados pueden ser en todo caso objeto de un arbitrio es- 
pecial por razón de vigilancia que no exceda del cinco por ciento de la- 
cuota que paguen por contribución directa. 

7^ Los arbitrios sobre industrias que se ejerzan en la vía pública na 
existirán cumulativameete con el repartimiento general, sin perjuicio de lo 
cual las cuotas que por éste concepto correspondan á los industriales pue» 
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den ser recargadas con un cinco por ciento por razón de arriendo ó uso de 
la vía. 

8* Las cuotas que se impongan á las industrias mencionadas en esta 
ley, que se hallen incluidas en las tarifas de la contribución industrial,, 
comercio y profesiones, no excederá» del 25 por ciento de la cantidad se- 
ñalada en ésta. 

Y 9* El pago de multas é indemnizaciones se hará en un papel es- 
pecial que la Hacienda emitirá para el caso, y entregará á los Ayuntamien- 
tos que lo soliciten, cobrando sobre él, por razón de sellos, un derecho que^ 
no exceda del diez por ciento de su valor nominal, 

Art. 134. La creación de cualquiera de los arbitrios que quedan ex- 
presados, se acordará por los Ayuntanjientos en unión con la junta de aso-- 
ciados, remitiéndose el expediente, por conducto del Alcalde, al Goberna- 
dor, el cual, previo informe de la Diputación, provincial, lo elevará con el 
suyo al Gobernador General para la resolución que proceda, (i) 

Art. 135. Para que pueda utorizarse el repartimiento general á que 
se refiere el párrafo 3? del artículo 132, se instruirá por el Ayuntamiento- 
un expediente con sujeción á las reglas que siguen: 

I* El repartimiento habrá de ser extensivo á las personas siguientes^ 
por todas las utilidades que tengan en el distrito, sea cual fuere su natu- 
raleza: 

Primero. A los vecinos del distrito municipal. 

Segundo. A los propietarios forasteros que según el artículo 27, ten- 
gan consideración de vecinos. (2) 

Tercero. A los que según el mismo artículo, tengan el concepto y la. 
consideración de propietarios. 

Cuarto. A los colonos, arrendatarios ó' aparceros de fincas rústicas^ 
que no residan en el distrito. 

Las utilidades que procedan de pensiones, intereses de capitales, suel- 

(i) Sentencia del Consejo de Administración, de 1 7 de Enero de 1888, declarando- 
inadmisible la demanda contenciosa promovida por D. José Granda y Miranda contra una 
resolución del Excmo. Sr. Gobernador General, por la que se declaró no debían cobrarse 
por el Ayuntamiento de Cienfuegos los arbitrios de matanza y corrales, sino en la forma 
acordada en 14 de Febrero de 1880, porque las autoridades Administrativas, tanto en ma~ 
teria de contribuciones, como en cualquier otro, pueden dictar ya sobre la Corma, ya so- 
bre la esencia de los mismos impuestos, disposiciones generales, y que esas nunca dan lu- 
gar al recurso contencioso, y que la anterior doctrina es aplicable al caso de referencia, 
supuesto que en la demanda se pretende tan solo, que sea declarado nulo el establecimien- 
to de un arbitrio municipal que se supone ilegal en el fondo y en la forma, y que en tal 
contíepto la declaración traida á la vía contenciosa ha debido llevarse en todo caso ante el 
superior gerarquico en la vía gubernativa del Gobernador General ó sea ante el Ministe- 
rio de Ultramar, y que las cuestiones de jurisdicción, como las de orden público que son, 
pueden y deben suscitarse y resolverse en cualquier estado del pleito. 

(2) Eepartimientos, Por resolución del Gobierno General de 4 de Julio de 1882. 
de acuerdo con el Consejo de Administración, se dispuso se considere como producto lí- 
quido imponible á las fincas rústicas por la contribución del repartimiento para acallar las. 
quejas de los propietarios forasteros, el importe de vez y media la renta que produzcan & 

SucUeran producir, y que para fijar esa suma se clasifiquen las tierras, según su calidad en 
¡ez clases ó categorías, asignando á la caballería de cada clase la siguientes cuotas: i? 
150 pesos. 2? 135. 3» 120. 4» 105. 5* 90. 6* 75. 7* 60. 8» 45. 9* 24, y 10* 
6 pesos. Sin que ni las fincas azucareras ni las demás rústicas, deban contribuir por otra 
concepto al repartimiento del cual se excluyen así mismo á los patrocinados y á los gana« 
dos que constituyan dotación de dichas fincas y se empleen en su labor y cultivo. 
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óo% 6 rentas públicas, serán imputadas á sus poseedcfres en el pueblo donde 
residan. 

Quedan exceptuados del repartimiento los pobres de solemnidad, los 
acogidos en los establecimiento de Beneficencia y las clases de tropa de 
tierra y mar. (i) 

2* Para fijarla utilidad imponible de cada contribuyente, se procede- 
rá con arreglo á las siguientes bases: 

Primero. A los propietarios de fincas urbanas se les valuará como 
utilidad imponible el importe de las rentas que por este concepto perciban 
ó las que pudieran percibir, atendidas la naturaleza y condiciones de las 
ñncas, si están ocupadas por ellos mismos ó por otros que no paguen 
rentas. 

Segunda. A los propietarios qu% labren fincas rústicas, ó en su caso 
los colonos, arrendatarios ó aparceros, se les imputará una suma igual á 
vez y media del importe de la renta que produzca la finca ó que pudiere 
producir, según los tipos medios del pueblo, si estabiese arrendada. (2) 

Tercera. Cuándo los propietarios de las fincas, ya sean rústicas ó ur- 
banas, no sean vecinos del distrito, se rebajará de la utilidad imponible un 
•quinto de la suma á que según las bases anteriores debiera ascender. 

Cuarta. A los que perciben sueldos, pesiones, censos é intereses de 
cualquiera clase ó procedencia, se les valuará como utilidad líquida el im< 
porte de estas sumas. 

Quihta. A los comprendidos en las tarifas de la contribución indus- 
trial, comercio y profesiones, se les valuará la utilidad imponible en propor- 
ción á la cuota que por tales conceptos satisfagan, no bajando de cinco 
ni excediendo de veinte veces el importe de la misma cuota, con arreglo k 
las escalas aprobadas para cada clase. 

Sexta. Los jornaleros ó braceros, y en general todos los que vivan 
de un salario eventual, contribuirán en razón de la tercera parte de la su- 
ma á que según costumbre de cada localidad puede alcanzar por término 
medio su haber durante el año. 

Sétima. Cuando no sea posible conocer la utilidad de algún vecino 
^e hará la evaluación, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 27 y regla 
3^ de éste, teniendo en cuenta los signos exteriores de la riqueza, tales co- 
mo el valor del inmueble, alquiler de la casa, números de criados y otros 
análogos. ' 

Octava. De la utilidad valuada á cada vecino ó hacendado, se de- 
ducirá en todo caso el importe de la contribución directa que pague al Es- 
tado. 

3^ La detención de la utilidad imponible se verificará por los mismos 



(i) Repartimientos. R. O. de 14 de Miyo de 1882, se ha dispuesto que los in- 
dividuos del clero están en el deber de contrHjuir con las cuotas que les correspondan en 
los repartimientos generales que acuerden los Ayu itamientos para cubrir el déficit de sus 
presupuestos. 

(2) Circular del Gobierno General de 6 de f Junio de 1883, disponiendo el exacto 
cumplimiento de la de 4 de Julio de 1882^ y que procedan con arreglo á ella á fijar la con- 
tribución á las fincas rústicas y que al imputarse la vez y media á que aquella se refiere, 
entiendan los Ayuntamientos que la suma igual al importe de la renta representa la con- 
dición y valor de la tierra y que la otra mitad representa el capital y el importe invertidos 
en fomentar la producción. 
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contribuyentes, reudidos en secciones en la forma que et capítulo 3?, título 
II de esta Ley dispone. 

Cada sección formará una relación que comprenda^ las utilidades «de 
todos sus individuos, procurando especificar en lo posible la naturaleza y 
número de los objetos que \)roduzcan. (i) 

Art. 136. Instruido el expediente de la manera expresada se remiti- 
rá por el Alcalde al Gobernador General que oir& antes de resolver á la Di- 
putación provincial. 

La aprovación del Gobernador conforme con la propuesta del Ayun- 
tamiento, y dictamen de la Diputación provincial, causará ejecutoria. 

En caso de disidencia con algunos de dichos cuerpos se remitirá el 
expediente al Gobernador General, que resolverá con audiencia del Con- 
sejo de Administrasión. 

Art. 137. Aprobado el repartimiento por el Gobernador ó por el Go- 
bernador General en su caso, se procederá á su exacción observándose las 
siguientes reglas. 

I* Los individuos de cada sección de contribuyentes, procediendo 
como Síndicos y reunidos en el Ayuntamiento, examinarán y comprobarán 
las relaciones de utilidad, resolviendo las reclamaciones á que bubiere lu- 
gar y fijando la cantidad imponible. 

La junta repartirá lo que á cada sección corresponda, bien sea por el 
tanto por ciento proporcional á la utilidad total valuada ó por categorías 
¿jas. 

2* Los Síndicos de cada sección verificarán y comunicarán el repar- 
timiento á los individuos de la misma. El Ayuntamiento resolverá las re- 
clamaciones á que este repartimiento diere lugar. 

3^ Todas las operaciones de evaluación y repartimiento serán publi- 
cadas en la forma ordinaria, y se comunicarán además en la Secretaria del 
Ayuntamiento á todo interesado que lo solicitare. 

4^ Contra las decisiones del Ayuntamiento y de la Junta de evalua- 
ción se establece recurso de agravios para ante la Diputación provincial. 
El recurso habrá de entablarse dentro los 1 5 dias siguientes á la publica- 
ción, y no obstará para el pago de la cuota repartida ínterin no recaiga re- 
solución definitiva. 

Tanto estas reclamactones, como las que se intenten por las operacio- 
nes de cada sección, habrán de fundarse en hechos concretos, precisos y 
determinados, aduciendo las pruebas necesasias para su justificación. 

5* El repartimiento comprenderá un tanto de aumento que no exce- 
da del seis por ciento de la cuota total, para gastos de distribución, cobran- 
za y partidas fallidas. 

Quedan exentos del pago de este aumento los contribuyentes que sa- 
tisfagan anticipadamente sus cuotas por trimestres, semestres ó anualidades^ 
en la Depositarías de las respectivas Municipalidades, y se les abonará en 
el segundo y tercer caso él tanto por ciento anual que se fije por razón del 
anticipo. 

(i) R. o. de 7 de Noviembre de 18&, disponiendo no deben formar clasificación es- 
pecial en los repartimientos Municipales las fincas azucareras, los ganados destinado al cul- 
tivo y los patrocinados sino que han de estimarse las primeras como fincas rústicas según 
sus utilidades y los segundos como datos para apreciar la utilidad imponible de las fincas á 
que están afectos. 
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6* Los propietarios y los colonos arrendatarios, aparceros ó inquili- 
nos, arreglarán por medios de contratos particulares la proporción en que 
-sobre cada uno h^ de pesar la cuota repartida á estos por razón de las ñn- 
ca*s, y la forma y tiempo de indemnizarse entre sí de esta cuota. A falta 
<ie contratos pueden los inquilinos retener al hacer el pago de la renta el 
importe total, y los colonos, arrendatarios ó aparceros los dos tercios de la 
cuota. 

Art. 138. Para el' cumplimiento del pánafo 4? del artículo 132 se 
instruirá expediente, observándose las reglas que siguen: 

I? £1 Ayuntamiento y asociados reunidos en junta determinarán las 
especies que han de ser objeto del impuesto de consumos, así como las ta- 
rifas por que se ha de regir su exacción y la forma en que ésta naya de 
hacerse. 

Las tarifas no excederán en ningún caso del 25 por ciento del precio 
medio del artículo en la localidad respectiva, según su clase. 

2? El impuesto solo podrá recaer sobre los frutos ó sobre las bebidas 
^que se consuman en cada pueblo, quedando absolutamente prohibido so- 
bre ellos y todos los demás cualquiera otro impuesto que embarace el tráfi- 
co, circulación y venta sean cuales fueren los nombres con que se intentara 
establecerlos, como derechos de piso ó tránsito, venta ó alcabala ú otro se- 
mejante. 

3? £n los pueblos que tengan Aduanas establecidas, los artículos ex- 
tranjeros, una vez nacionalizados por el pago de los derechos arancelarios, 
pueden ser objeto del impuesto municipal de consumos, dentro de las pres- 
cripciones de esta ley sobre el valor que tengan en la plaza, deducido el 
importe de aquellos derechos arancelarios. 

Art. 139. Instruido el expediente en la forma expresada, se remitirá 
por el Alcalde al Gobernador, el cual oyendo á la Diputación provincial, 
lo elevará con su informe al Gobernador General para la resolución que 
proceda. 

Art. 1 40. Establecido el impuesto de consumo sobre cualesquiera es- 
pecies de las aprobadas, corresponde al Ayuntamiento la fijación de las 
cuotas individuales y su exacción. 

El repartimiento comprenderá un tanto de aumento que no excederá 
del seis por ciento de la cuota total para los gaátos de distribución, cobran- 
za y partidas fallidas. 

Contra las decisiones del Ayuntamientos y juntas de asociados, ha lu- 
gar el recurso de agravios en la forma y manera que determina la regla 
cuarta del artículo 137. 

Art. 141. Terminado el año económico, quedan anulados los créditos 
abiertos y no invertidos durante su ejercicio. — Durante el período de am- 
pliación se terminarán las operaciones de cobranza de los arbitrios impues- 
tos, y las de la liquidación y pago de los servicios realizados durante el 
año. Las resultas que quedaren después de este período, serán objeto de 
un presupuesto adicional, previa las consiguientes liquidaciones, que se de- 
terminarán dentro del mes siguiente. 

Art. 142. Cuando para cubrir atenciones imprevistas, satisfacer algu- 
na deuda ó para cualquier objeto de importancia no determinado en el 
presupuesto ordinario sean insuficientes los recursos consignados en éste, los 
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Ayuntamientos formarán un presupuesto extraordinario én la misma forma 
y por el mismo procedimiento determinado para los ordinarios. 

Art. 143. Las deudas de los pueblos que no estuvieren aseguradas 
"Con prenda ó hipoteca,, no serán exigidas á los Ayuntamientos por los pro- 
cedimientos de apremio. 

Cuando algún pueblo fuese condenado al pago de una cantidad, el 
Ayuntamiento, en el término de diez días después de ejecutoriada la sen- 
tencia, procederá á formar un presupuesto extraordinario, á no ser que el 
acreedor convenga en aplazar el cobro.de modo que puedan consignarse 
«n los presupuestos ordinarios sucesivos las cantidades necesarias para el 
pago del capital y rédito estipulado. 

Art. 144. Si los recursos de que pueda disponer el pueblo no fueren 
■suficientes á cubrir sus deudas, ó no creyese el Ayuntamiento posible re- 
cargar las cuotas impuestas á los vecinos, y los acreedores no se conforma- 
sen con los medios que se les ofrezcan para solventar sus deudas, se remiti- 
rá el expediente, por conducto del Alcalde al Gobernador, que,^ oyendo á 
ia Diputación provincial y á los interesados, dispondrá lo conveniente pa- 
xa que tengan efecto los pagos, sin perjuicio de la coqapetencia de los Tribu- 
nales y Juzgados ordinarios para resolver acerca de la legitimidad y prela- 
ción de los créditos. 

Art. 145. No pueden ser aplicados al pago y cumplimiento de ser- ■ 
•vicios ú obligaciones permanentes los recursos procedentes de^ arbitrios de 
^carácter eventual transitorio. 

Art. 146. El proyecto de presupuesto, ya sea ordinario, adicional ó 
extraordinario, con la censura del Síndico, quedará expuesto al público en 
la Secretaria del Ayuntamiento por espacio de 15 días desde la fecha ea 
que se haga el anuncio en la forma ordinaria. 

Art. 147. El Ayuntamiento formará el presupuesto y lo aprobará la 
Junta municipal sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 156. 

Art. 148. La Junta Municipal se reunirá, previa citación y anuncio 
«Q los plazos y forma señalada en el artículo 65. 

Art. 149. Para formar acuerdo es necesario el voto de la mayoría 
absoluta del total de vocales que componen la Junta. Si no se reúne éste 
üúmero en la primera sesión se procedeiá á nueva convocatoria para ocho 
<iías después, y en ella formará acuerdo la mayoría de los concurrentes. 

En los pueblos menores de 800 habitantes formará acuerdo el voto de 
la mitad mas uno de los concurrentes, si éstos llegan á la cuarta parte poi^ 
lo menos del número total de vecinos que tengan derecho á componer la 
Junta. En caso de no reunirse este número se procederá con axreglo á lo 
dispuesto en el párrafo anterior. 

Art. 150. Dentro del segundo mes del año económico comunicaráa 
los Alcaldes al Gobernador el presupuesto aprobado, á fin de que pueda 
corregir las extralimitaciones legales, si las hubiere, (i) 

De los acuerdos del Gobernador podrán alzarse las Juntas municipa- 
les, elevando el recurso al Gobernador para que lo remita al Gobernador 



(i) Por resolución del Gobernador General de 26 de Septiembre de 1879 se dispuso 
qne na de ser en el mes de Marzo cuando los Ayuntamientos deben presentar en los GrO- 
oiemos de Provincia sus resplctivos presupuestos. 
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General, que resolverá sin pérdida de tiempo oyendo previamente al Con- 
sto de Administración. 

, _ Si quince dias antes de empezar el ejercicio del año económico no hu- 
biese resolución del Gobernador General, regirán los presupuestos aproba- 
dos por las juntas con las correcciones introducidas por el Gobernador- 
Los acuerdos de !a junta son también apelables ante el Gobernador cuan- 
do por ello se infringiese alguna de las disposiciones de laley, pero so!o cri 
la parte que contuviere la infracción. 

El Gobernador General resolverá sin pérdida de tiempo, oyendo pre- 
viamente al Consejo de Administración. 

Todos los Ayuntamientos remitirán al Gobernador General, y éste aV 
Ministerio de Ultramar, resúmenes de los presupuestos de gastos é ingresos, 
definitivamente aprobados, (i) 

Att, 151, El Alcalde podrá autorizar la ejecución dando cuenta al 
Gobernador, y sin perjuicio de los ulteriores recursos á quí según esta ley 
hubiere lugar, de los presupv.esto formados para atender á las medidas sa- 
nitarias de absoluta urgencia en las calamidades públicas y obras de carác- 
ter perentorio, cuando el importe no exceda de 50 centavqs por vecino ni 
de la tercera parte del presupuesio ordinario. 

Art. 15Z. Para hacer efectiva la recaudación serán aplicables los me- 
dios de apremio en primeros y segundos contribuyentes, dictados en favor 
de la Hacienda. (2) 

(i) Por resoloctón del Gobierno Genera! de 13 de Noviembre de 1879, se dispuso 
se lum de remitir los expresados resiímeneü por capítulos y por duplicado'^. 

Circular del Gobierno General de zi de Junio de 1883, recomendando el exacto c«m- 
plimienKi de lo dispuesloen este articulo sobre publicidad délos presupuestos, recnisián Jií 
Gobierno Ovil y envió de los Estados de ingresos y gastos al Gobierno General 

(2) Por resoludún del Gobierno General de 23 de Aliril de lS83 de acuerdo con el 
Consejo de Administración le ha dispuesto que los Ayuntamient ís al igual del Estado, 
pueden privar del ejercicio de sus fuTiciones á los contribuyentes comprendidos en los ar- 
tículos 109 y T To del Reglamento del Ijubsidio Industrial por los débitos de las cuotas con 
que figuren en los repartimientos. 

Resolución del recurso de queja establecido por el Alcalde Presidente del Ayunta- 
miento de la Habana contra resolución del Gobierno Civil de la Provincia sobre suspen 
EÍón del apremio incoado contra los causantes del arbitrio, "^nado de lujo." 



ia del mismo, se ha servido acordar lo si- 

I? Que la suspensión de la via de apremio tal como la decretó el Gobierno de la 
Provincia, es consecuencia legal necesaria de aliada que se tramita y de! depósito hecho 
en et Tesoro público según el articulo 152 déla Ley Municipal y demás disposiciones vi- 
gente'' para la Hacienda. 

29 Que la mencionada Aatoridad no se ha cutral imitado en sus facultades y atribu- 
ciones: val obraren la formaqne lo hizo dentrode los deberes que les son propios, ha 
o exceso que el Gobierno y el Municipio deben evitar siempre que les sea po- 

Que el Alcalde de la Habana, llevado de un celo excesivo en pro de los intereses . 
lies, no tuvo presente que las resolaciouCh del Superior sólo pueden ser modifica- 
la Autoridad que lo es en grado mSs alto de ambas y 

Que si bien el depúsitohecho en la Tesorería, en estoscasos debe estimarse efi- 
ne se trate de contribuciones ó arbitrios Municipales, i fin de favorecer el crédito 
treses del Ayunlaniienlo en cuanto sea posible, f no resultando en perjuicio dé- 
se proceda á trasladar, en calidad de depósito á las Cajas de la Corporación, las 
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CAPITULO II. 

DE LA RECAUDACIÓN, DlbTRIBUClÓN Y CUENTA DE LOS FONDOS 

. MUNICIPALES. 

Art. T53. La recaudación y admiaistración de los fondos municipales 
está á cargo de los respectivos Ayuntamientos y se efectuará por sus agen- 
tes y delegados. 

Art. 11^4. La distribución é inversión de los fondos se acordará men- 
sualmente por el Ayuntamiento con sujeción á lo propuesto. 
Art. 155. La ordenación de pagos corresponde al Alcalde. 
La inversión estará á cargo del Contador, donde lo hubiese, y en su 
defecto se ejercerá por un Regidor elegido por el Ayuntamiento. 

En las poblaciones cuyo presupuesto de gastos no baje de 20,000 pe- 
sos, habrá un contador de fondos municipales, nombrado por el Ayunta- 
miento entre las personas que reunieren las circunstancias que determine 
un reglamento especial. 

El mismo reglamento dispondrá todo lo referente á las clases y suel- 
dos de dichos funcionarios. » 

La separación de los Contadores municipales que fuesen nombrados 
con arreglo á sus disposiciones corresponderá á los Ayuntamientos, pero no 
será acordada^sino por causa grave y previo expediente. Los interesados 
podrán alzarse del acuerdo ante el Gobernador, que resolverá, oyendo á la 
Comisión provincial. 

Art. 156, Los Ayuntamientos nombran y separan libremente á los 
Depositarios y agentes para la recaudación de todas las rentas y arbitrios 
del Municipio. 

A las mismas corporaciones corresponde también señalar la retribu- 
ción que aquellos empleados hayan de disfrutar y las fianzas que deben 
prestar. 

Si en el pueblo no hubiese persona que quiera encargarse de la custo- 
dia de fondos, el cargo de Depositado será declarado concejil y obligato- 
rio; pero no llevará aneja la prestación de fianzas, y los gastos que origina- 
se serán de cuenta del Municipio. 

Art. 157. Los agentes de la recaudación municipal son responsables 
ante el Ayuntamiento, quedándolo éste en todo caso civilmente para el 
Municipio, caso de negligencia ú omisión probadas, sin perjuicio de los 
derechos que contra aquellos se pueda ejercitar. 

Art. 158. Todos los fondos municipales ingresarán precisamente en 
la Caja del Ayuntamiento, cuyas tres llaves custodiarán el Depositario, el 
Ordenador y el Interventor. 

Art. 159. El Contador ó el Concejal Interventor, auxiliado si fuese 
necesario por el Secretario y demás dependientes del Ayuntamiento, for- 



cantidades depositadas hoy en el Tesoro público para responder del arbitrio '^carruajes de 
lujo," reservándose la devolución de las mismas, ó el ingre.-o definitivo, pero cuando se 
resuelva la alzada pendiente en el Gobiei no Civil. 

Lo que de orden de S. E. se publica en la Gaceta Oficial para general conocimiento. 

Habana y Mayo 12 de 1888. — El Secretario del Gobierno Geneíal. Alberto de Quin- 
tana. 
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roarán las cuentas de cada ejercido en las épocas correspondi 
los documeaEos justiScativos serán sometidas al A.yuntatn¡ent 
sulta del Síndico. 

Art. 160, Fijadas deüiiitivamenle las cuentas por el ifl 
serán pasadas con el dictamen del Síndico y I03 documentos 
para sa revisión y censura á la Junta Municipal, 

Esta en el primer dia útil del segundo trimestre del añ( 
se reunirá en la casa del Ayuntamiento, bajo la presidencia 
asistiendo el Secretario, y nombrará una comisión de su sei 
examinando las cuentas, emita su dictamen en término que n 
ig días. 

Durante los 15 días que precedan á la reunión, estarán 1 
maniñesto en la Secretaría, y cualquier vecino puede examín: 
lar por escrito sus observaciones, que serán comunicadas á la 

Art. 161. Las sesiones que la Junta dedique á la discui 
men déla Comisión, serán presididas por un vocal que la mí; 

Art. i6z. Examinadas y discutidas las cuentas, y prací 
tas diligencias é información crea necesatias la junta, se reuni 
dar y votar por mayoría absoluta en dictamen definitivo. 

Este dictamen irá suscrito por todos iosconcurrentes,sca 
opinión particular, que pueden no obstante salvar por medie 
escrito, el cual, original qgedará unido al expediente, hacién 
asf en el acia. 

Art 163. Las juntas municipales se reunirán en la prin 
de Febrero para revisar y censurar las cuentas del año econó 
en la forma determinada por los artículos que preceden. 

Art. 164, La aprobación de las mismas, cuando los gas 
dan de 20,000 pesos corresponde al Gobernador, oída la Oor 
cial; y sí excediesen de esa suma, al Tribunal de Cuentas del 
informe del Gobernador y de la Comisión provincial. {1) 

Art. 165. Los Ayuntamientos publicarán al principio d{ 
tre un estado de la recaudación é inversión de sus fondos di 
terior. 

En las obras públicas que se hagan por Administración 
semanalmente nota de ¡os gastos causados, especificando el 
los jornales, materiales, vendedores, contratistas, sitio de la ol 
circunstancias análogas. 

En la Secretaría estarán .le manifiesto todo el año, en loí 
útiles, á cualquier vecino, y con especialidad á los vocales as< 
Junta municipal, las cuentas y documentos originales, de las ci 
tatniento permitirá sacar apuntes y copias. 

Las cuentas cuya data exceda de 20.000 pesos serán ira 
tractoque comprenda el dictamen de la Junta y las observacic 
tamiento, y se pondrán en venta pública. 

Art. 166I Los Ayuntamientos remitirán á los Gobernad 
pía íntegra, certificada por el Secretario, con el Vto. Bno. del 

(1) Por resolución del Gobierno General de 27 de Octubre de 188a 
aquel Centro Supecior es el conducto por donde deben remitirse al Tribuí 
del Reino, las correspondientes S los Ayantamientos de eit» Isla. 
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los presupuestos y cuenta definitivamente aprobados, con las actas litera- 
les de la Junta municipal. 



icü 



Becursos y responsabilidades que nacen de los actos de los 
¡;, ' Ayuntamientos, , 

í^ CAPITULO I. 

\i 

RECURSOS CONTRA LOS ACUERDOS DE LOS AYUNTAMIENTOS. 

isi . Art. 167. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo iio, el Alcalde 

ra. ^sla obligado á suspender por sí y á instancia de cualquier residente del 

pueblo, la ejecución de los acuerdos del Ayuntamiento en los casos si- 
-guientes: 

I o Por recaer en asuntos que, según esta ley ú otras especiales, no 
sean de la competencia del Ayuntamiento. "" 

2? Por delincuencia. 

La suspensión en uno y otro caso será razonada, con expresión con- 
«^creta y precisa de las disposiciones legales en que se funde. 

En los casos de incompetencia, infracción de la ley, perjuicio de los 
intereses generales ó peligro del orden público, el Alcalde suspenderá los 
acuerdos del Ayuntamiento, dando cuenta al Gobernador para la resolu- 
-ción que proceda. 

Art. 168. El Alcalde suspenderá también la ejecución de los acuer- 
dos á que se refiere el párrafo primero del artículo anterior, cuando de ella 
liubiese de resultar perjuicio en l^s derechos civiles de un tercero, sea ó no 
residente en el pueblo. 

La suspensión en este caso se acordará solamente cuando el interesado 
Jo solicitare, reclamando al mismo tiempo contra el acuerdo. 

Art. 169. La reclamación que autoriza el anterior artículo, se inter- 
, pondrá ante el Alcalde en el término de 30 dias contados desde la publi- 
^cación del acuerdo. 

El Alcalde bajo su responsabilidad personal, remitirá la alzada con su 
informe en el término de ocho dias al Gobernador, que resolverá con au- 
diencia de la Comisión provincial. 

Ari 170. Los que se crean perjudicados en sus derechos civiles por 
^ los acuerdos de los Ayuntamientos, haya sido ó nó suspendida su ejecu- 
ción en virtud de lt> dispuesto en los artículos anteriores, pueden reclamar 
contra ellos mediante demanda ante el Juez ó Tribunal competente, según 
lo que, atendida la naturaleza del asunto, dispongan las leyes. 

Kl Juez ó Tribunal que entienda en el asunto puede suspender por 

primera providencia, á petición del interesado, la ejecución del acuerdo 

apelado, si ya no lo hubiese sido, según lo dispuesto en el artículo 168, 

cuando á su juicio proceda y convenga á fin de evitar un perjuicio grave é 

Teparable. 

Para interponer esta demanda se concede un plazo de 3c días después 
\ notificado el acuerdo ó comunicada la suspensión en su caso, pasado 
euui sin haberlo verificado queda esta suspensión levantada de derecho y 
isentido el acuerdo. 
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Art. 171. Suspendido Ó apelado algún acuerdo en virtud de lo dis- 
puesto en los artículos anteriores, remitirá el Alcalde los antecedentes al 
Gobernador de la provincia en el término de 8 días para los fines á que 
baya lugar. 

Si la snspensión hubiese tenido efecto mediante el casq de delincuen- 
cia, el Gobernador pasará los anteceilentes dentro del mismo plazo de S 
días ai Juez ó Tribunal. 

Art, 172, Cuando el acuerdo se refiera á asuntos que por esta ley, la 
provincial ú otras especiales no estén sometidos á las corporaciones ó Au- 
toridades locales, el Gobernador, oida la Comisión provincial, dejando sub- 
sistente la suspensión del acuerdo, remitirá el expediente al Gobernador Ge- 
neral para su ulterior resolución. 

Art. 173. Cuando el Gobernador General creaque la suspensión no 
procede, la levantará inmediatamente y sin otro procedimiento, rcvocandc^ 
el acuerdo del de la provincia. 

En otro caso pasará el expediente al Consejo de Administración, cu- 
yo parecer oido, resolverá lo que proceda. 

También resuelve por sí y bajo su responsabilidad, cuando la urgen- 
cia del asunto no consintiese mayores dilaciones. 

La resolución será siempre motivada, y se publicará en la Gaceta de ¿a 
Habana y en el periódico oficial de la provincia. 

Art. 174. Contra la resolución del Gobernador General procede el 
recurso concencioso-adrainistrativo en la forma que las leyes determinen. 

CAPITULO n. ~ 

DEPENDENCIA V RESPONSABILIDAD DE LOS CONCEJALES Y SUS AGENTES. 

Art, 175. Los Ayuntamientos, los Alcaldes y los Regidores, en to- 
dos los asuntos que la ley no les cometa exclusiva é independiente, están 
bajo la autoridad y dirección administrativa del Gobernador de la pro- 
vincia . 

El Gobernador General es el Jefe Superior de los Ayuntamientos y el 
único autorizado pata trasmitirles las disposiciones del Gobierno que deban 
ejecutar conforme á las leyes, 

Art. 1 76. Los Ayuntamientos, Alcaldes y Concejales incurren en res- 
ponsabilidad: 

I? Por infracción manifiesta de ley en sus actos ó acuerdos, bien sea 
atribuyéndose facultades que no les competen, ó abusando de las propias. 

2" Por desobediencia ó desacato á sus superiores gerárquicos. 

3° Por negligencia ú omisión de que pueda resultar perjuicio á los in- 
tereses ó servicios que están bajo su custodia. 

Art, 177 La responsabilidad será exigible ante la administración ó 
ante ¡os Tribunales, según la naturaleza de la acción ú omisión que la mo- 
tive, y solo será extensiva á ios Vocales que hubiesen tomado parte ea 
ella. 

Art. 173. Sin peijuicio de lo dispuesto en los artículos 49 y 50 res- 
pecto de los Alcaldes y Tenientes de Alcalde, cuando éstos ó los Concej. 
les de un Ayuntamiento se hicieren culpables de hechos ú omisiones p 
nibles administrativamente, incurrirán según los casos, en las peaas 
amonestación, apercibimiento, multa ó suspensión. 
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Art. j 79. Procede la amonestación en los casos de error, omisión 6 
negligencia leves, no mediando reincidencia y siendo de fácil reparación el 
daño causado. 

Procede el apercibimiento en los casos de reincidencia, en falta repren- 
dida, y en los de exlralimitación de poder y abuso de faciiltades y negli- 
gencia cuyas consecuencias no sean irreparables ó graves. 

Procede la multa siempre que las leyes y disposiciones generales con 
arreglo á las mismas lo determinen, y en los casos de reincidencia en faltas 
<;astigadas con apercibimiento y de extralimitación, abuso de autoridad, 
negligencia ó desobediencia grave, que no exijan la suspensión ni produz- 
can responsabilidad criminal. 

Art. 1 8o. El máximun de la cuota de las multas que los Gobernado- 
res pueden imponer á los Alcaldes, Tenientes de Alcalde y Regidores por 
¡as faltas en que respectivamente incurriesen, y según lo prescrito en la 
pre*;vite ley, será proporcional al número de Concejales de cada pueblo en 
la forma siguiente: 

Núiqero de Concejales. Alcaldes. Regidores 



¿ á 7 
? á lo 


10 


pesos 


2 pesos. 


15. 


» 


2-40 „ 


II á 14 


20 


» 


5 


15 á 18 


25 


>> 


8 


19 a 21 


30 


}> 


10 „ 



Art. ihi. Para la imposisión y exacción de multas se observarán las 
, reglas siguientes: 

I? No se impondrá ninguna sin resolución por escrito y motivada. 
♦ 2? La providencia se comunicará por escrito al multado: del pago 
•se le expedirá el competente recibO: 

3® Las multas y los apremios se cobrarán en papel del sello corres- 
pondiente. 

4? Las multas serán precisamente pagadas del peculio particuUr de 
los multados.. 

5? Las inultas serán extensivas á todos los individuos del Ayunta- 
miento que según esta ley, sean responsables por el acto ó acuerdo que la 
motive: 

Art. 182. Para el pago de toda multa se concederá un plazo propor- 
cionado á su cuaiitia, y que no baje de diez dias ni exceda de veinte, pasa- 
do el cual procede el apremio contra los morosos. £1 apremio no será ma- 
yor de cinco por ciento diario del total de la multa, sin que exceda en nin- 
gún caso del duplo de la misma. 

Art. 183. Contra la imposición de la multa puede el interesado re- 
clamar ante el mismo Gobernador, pidiendo su alzamiento con las razones 
que lo justifiquen. 

Contra la providencia del Gobernador confirmando la multa impuesta, 
ocede el recurso por infracción de forma ante el Tribunal contencioso-ad- 
íriistrativo con sujeción á las leyes. 

Declarada improcedente la multa en definitiva se acordará la devolu-* 
n de su importe al interesado. 



I- ] 
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Art. 184. No se expedirán gubernativamente comisioDados de eje 
ciÓQ para hacer eteciivas las multas. 

Cuando los multados dejasen de satisfacer la multa no obstante 
apremio, el Gobernador oñciará al Juez de primera instancia del parti 
expresando la causa que ha motivado la imposición de la multa y la cu 
tía y liquidación de ésia, y requiriendo su autoridad para hacerla, efecti 

Et Juez procederá á la exacción por los trámites de la vfa de apren 

Art. 185. Los Gobernadores de las provincias podrán suspender á 
Alcaldes, dando de ello cuenta razonada al Gobernador General en el 
mino de ocho dias. > 

El Gobernador General levantará la suspensión ó acordará líbreme 
la separación del Alcalde sin ulterior recurso. 

Art. 186. Los Gobernadores podrán asimismo S'Jspender á los ' 
nientes de Alcalde y Regidores cuando cometieren extralimitación gr 
con carácter político y señaladamente en los casos que siguen: . 

I? Por haber dado publicidad al acto. 

2? Por excitar á otros Ayuntamientos á cometerlo. 

3? Por producir alteración en el orden público. 

También podrán acordar la suspensión cuando los Tenientes y 
Kegidores incurriesen en desobediencia grave, insistiendo en ella d^spué 
haber sido apercibidos y multados. 

Art. 187. La suspensión de los Tenientes y Regidores no exced 
de cuatro meses. 

Pasado este piazo sin que hubiese mandado proceder á la formac 
de causa ó á la destitución gubernativa, volverán los suspensas al ejerc 
de sus funciones, cesando en ellas los que les hubiesen reemplazado. 

Art. 1S8. Los Gobernadores de las provincias remitirán al Gobei 
dor -General en el termino de ocho diás los expedie>ites de suspensión. 

El Gobernador General, previa consulta del Consejo de Admínís 
ción y sin pérdida de tiempo, levantará la suspensión ó acordará la de 
lución gubernativa. 

Contra este acuerdo procede el recurso contencioso-admínistrativc 

Art. 189. En el caso de que exista responsabilidad criminal, el I 
bernador General remitirá los antecedentes al Juzgado de primera instar 
del partido á que corresponda el Ayuntamiento de que aquellos formen pa 

Los Juetes y Tribunales aplicarán en estos casos las disposiciones 
Código Penal. 

Art. rgo. Levantada la suspensión por el Gobernador General, c 
forme al artículo 188, ó absueltos los interesados de la responsabilidad 
minal, volverán á ocupar sus cargos, si durante el procedimienso no le 
biese correspondido cesar en ellos según el artículo 45, teniendo lugar 1 
pecto á los mismos lo dispuesto en el artículo 187. 

Art. 191. Los Concejales destituidos judicial ó gubernativamente 
taran inhabilitados para ejercer de nuevo el cargo durante seis años 
menos. 

Art. 192. Las vacantes ocurridas en el Ayuntamiento por suspeos 
6 destitución legal de sus individuos, serán cubiertas en la formaque d 
ne el artículo 46. 

Art. 193. La suspensión y separación de los Alcaldes de barric 
rresponde exclusivamente á los Alcaldes. 
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La suspensión no excederá de quince días. Las multas que se les im- 
pongan se reducirán á la mitad de las que quedan señaladas para los Con- 
cejales. 

La responsabilidad criminal en que incurrieren por razón de sus ^actos 
se hará efectiva ante el Juez de primera instancia conforme á lo que dispo- 
ne el artículo 189. 

El alzamiento de la suspensión ó la absolución judicial, en su caso, no 
les dá derecho, pero sí les rehabilita para ser repuestos en el cargo. . 

Art. 194. Todos los Agentes del Ayuntamiento por él nombrados y 
pagados están sujetos á su obediencia, y son responsables gubernativamen- 
te ante el mismo con sujeción á esta ley, y judicialmente ante los Tribuna- 
les para los delitos y faltas que cometiesen. 

Art. 195. Además de los recursos administrativos establecidos por 
la presente ley, cualquier vecino ó hacendado del pueblo tiene acción 
ante los Tribunales de justicia para denunciar y perseguir criminal- 
mente á los Alcaldes, Concejales y asociados, siempre que éstos en el es- 
tablecimiento, distribución y recaudación de los arbitrios ó impuestos se 
hayan hecho culpables de fraude ó de exacciones ilegales, y muy especial- 
mente en los casos siguientes: 

i" S¡ cualqn.iera de los Concejales y asociados, en el año que lo son, 
pagan una cuota menor por repartimiento, impuesto ó licencia, comparada 
con el año anterior al desempeño de su cargo, siendo igual ó superior la 
cantidad total repartible, á menos de probar que han sufrido en su riqueza 
disminución bastante á justificar aquella baja. 

2? Cuando el producto total de los repartimientos y arbitrios distri- 
buidos excediese de la cantidad presupuesta y seis por cieíito de recargo, 
autorizado por la regla 5* del artículo 137 de esta ley. 

3? Cuando las cuotas determinadas por los arbitrios fuesen superio- 
res á lo que la ley permite. 

4? Cuando establecieren y recaudaren cualquiera clase de impuestos 
no comprendidos en el presupuesto. 

Los Tribunales de Justicia, una vez probado el hecho, y sin perjuicio 
de lo dispuesto en el Código Penal, harán las declaraciones siguientes: 

Primer caso. Imposición de doble cuota á los culpables. 

Segundo y tercer caso. Anula,ción del repartimiento en loque exce- 
da á la cantidad autorizada y devolución de las recaudadas, con multa 
igual al sobrante mancomunadamente impuesta á los Concejales y asocia- 
dos culpables. 

Cuarto caso. Anulación del arbitrio impuesto y devolución de las 
cantidades recaudadas con multa igual á su importe exigida en la forma 
expresada en el caso anterior. 



I 



Gobierno politice de los distritos municipales. 

CAPITULO ÚNICO. 

Art. 196. El Alcalde es el representante del Gobierno, y en tal con- 
tó desempeñará todas las atribuciones que las leyes le encomienden,, 
ando bajo la dirección del Gobernador de la provincia conforme aque- 



A 



56 LIBRO DEL CIUI 



lias determinen, as( en lo que se refiere A la publicación y ejecución < 
leyes y disposiciones generales del Gobierno Suoremo, ó del Gobiern 
neral ó del Gobernador de la provincia y Diputación, como en lo to 
al orden público y á las demás funciones que en tal concepto se le 
fieran. (i) 

Art- 197. En todo lo relativo al gobierno político del distrito 
cipal, la autoridad, deberes y responsabilidad del Alcalde son indeper 
tes del Ayuntamiento respectivo, 

Art. 198. Los Tenientes de Alcalde, en sus secciones respec 
obran siempre por delegación y bajo la dirección del Alcalde, como 1 
sentante4el Gobierno en los mismos términos que aquel lo es en el 1 
to municipal. 

Art. 199. Los Alcaldes de barrio en los suyos respectivos ejer 
las funciones de gobierno político que con arreglo á las leyes delegari 
Alcaldes ó los Tenientes de Alcalde, conformándose en todo caso co 
disposiciones de los primeros y del Gobernador de la provincia. 



(1) Por Circular del Gobierno General de ai de Mnyo de 1S80, se decW6 < 
arliculo 6'! del Real Decreto de 9 de Tulio de 137S, sobre alrihuclones de los Gobe 
res Civiles estí delegado de hecho y derecho en los Alcaides Municipales. Véase 
Real Decreto que se insería en esle übro. 

Reglas dictadas por el Gobierno General en 19 de Abril de 1880 sobre fa/i 
Stguridad. 

La policia de segaridaí confiada en esta Isla á los Cuerpos de Policia de Oobi 
Orden Público, en las poblaciones, y í la Guardia Civil en los campos, de-iende pi 
dos los actos de servicio, del Excmo. Sr. Gobernador General, que es el Jefe Siipeí 
las mismas y de los respeclívos Gobernadores Civiles de cada provincia, i, quienes 
sentan, dentro de sus distritos, los Alcaldes Municipales, por virtud de la delegaciil 
le concede la Ley vigente.— En este concepto los cuerpos mencionados deberán ce 
rarse dependientes déla autoridad de los Alcaldes en los puntos en que presten sus 
cios con la excepción de que trata el articulo 27 del Reglamento orgánico de Policia • 
biemo para cuanto concierna á la consolidación del orden y severa observancia de le 
dos de buen Gobierno, dentro de los deberes que por sus reElamentos especiales le< 
prescrito!. — A lofl mismos Alcaldes debería los subaltem'>s ó funcionarios respectiv 
conocimiento diario de las novedades que ocurran, para que aqaeltos procedan en 
ma más conveniente. — Ipialmente se les dará cuenta de lodos las infracciones con 
que comf>etan ser corregidas por la vía gubernativa, para los prnpios fines.— Tod. 
funcionarios subalternos y demás indi vid «os de dichos Cuerpos de Setfuridad, rec 
rán la autoridad de los Alcaldes y les guardarán las consideraciones debidas, pndien 
rigirseí los mismos para todos losasuntos puramente de localidad que no reqnie 
conocimiento de sus Jefes ó del Gobierno Civil. 

(Víase el Reglnmenio de Polida de Gobierno, que se inserta en esle libro.} 
Cintila' de! CoHerno Ginerai áí 10 N.rvitmbti di iñn/ijando las atribuHents de I 
cuides en asunlas de adminislraciéH de justicia, materia ctimnal y formal que 
emplear los jueces al solidtat su cooperaeiéa. 

Visto el expediente íns'ruido con motivo de la cuestiún suscitada entre el Juíi 1 
mera instancia del partido de Gitines y el Alcalde del Municipio del mismo nom'iri 
ca de los deberes que en punto de Administración de justicia, en materia criminul 
cumbe cumplir á loi Alcaldes Presidentes de lo< Ayuntamiento-, de la [sla: el Eicin 
ííot Gobernador Ge-ierai, se ha servido acordar,de conf^rmida:! con lo informado 
Excmo. Consejo de Adrainístracion, quj en los Municipios en que existan funciona 
policia, á éstos incumbe exclusivamente el cumplimiento de las órdenes que los Jui 
primera instancia se sirvieren darles pata el mejor desempeño de su cometido; y qu 
podrán dirigirse á este efecto á los Sres. Alcaldes Municipales, reclamando su 
cuandn en el Municipio respectivo no existieran funciona ios de Póliza, debiendo 1 
cftsoemplear en sus comunicadones formascorteses, pusstoque se dirigen á la p 
Autoridad del Municipio, delegads det Gobierno de la provincia d: que forma part 
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DISPOSICIONES ADICIONALES. 

I* Quedan derogadas todas las leyes y disposiciones anteriores re- 
lativas al régimen municipal, (i) 

2* Ei Gobernador dictará, con arreglo á esta ley, los reglamentos 
necesarios para su ejecución. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS. 

I* Se procederá tan pronto como sea posible á la convocación de 
los Ayuntamientos actuales con sujeción á esta ley y á la electoral «de la 
Península, dictándose por el Gobernador General las disposiciones que 
fuesen necesarias al efecto. 

2° En tanto que no se publique la ley electoral á que se refiere el 
artículo 40, serán electores los que designa el artículo del mismo número de 
la ley municipal déla Península como contribuyentes, siempre que vengan 
pagando la cuota de cinco pesos y los demás que el citado artículo señala. 

Serán elegidos los que determina al ahículo 41 de la mencionada ley 
municipal de la Península Es copia, — El Secretario del Gobierno General 
R. Galbis. 



(i) Circular del Gobierno General de 31 de Agosto de 1878, resolviendo que la ptimeta 
de las disposiciones adicionales de la Ley Municipal deroga el Real Decreto de 26 de Fcbreto 
de 1867, sobre exacción de impuestos directos. 

En expedienti iniciado por la Diputación Provincial de Santa Clara, en consulta de si 
la primera de las disposiciones adicionales déla Lev Municipal vigente en esta Isla, dero- 
ga el Real Decreto de 26 de Febrero de 1867, por virtud del cual los Ayuntamientos han 
venido percibiendo los impuestos directos sobre las riquezas rústica, urbana é industrial^ 
el Excmo Sr. Gobernador General, oido el parecer del Excmo. Consejo de Administración 
se ha servido resolver lo siguiente: 

I? Que la primera de las disposiciones adicionales de la Ley Municipal vigente en 
esta isla, deroga el Real Decreto de 26 de Febrero de 1867, y en su consecuencia los 
Ayuntamientos no pueden continuar en la exacción de los impuestos directos que por el 
mencionado Real Decreto tenían concedidos sobre la riqueza rústica, urbana é industrial. 

2? Que los impuestos que se citan en el artículo i;<2 de la L ^y Municipal, son las 
cuotas á que alude la regla octava del artículo 143 y párrafo cuarto del 132. 

3? Que son ingjresos ordinarios de los Munxipros tod^s lo; que enumera el artículo 
132 de la Ley y detalla el 133, con sujeción al orden determinado en los mismos. 

4? Que las prescripciones de los artículos 136 y 137, son aplicables á los expedien- 
tes que para repartimiento deban formarse conforme al artículo 135 y que las Diputacio- 
nes provinciales al informar respecto de los citados expedientes, deben vigilar por que en 
los mismos se llenen todas las formalidades establecidas en la Ley. 

5? Que con la mayor urgencia se proceda á formar por cada Ayuntamiento el ex- 
pediente de repartimiento prescrito por el artículo 134 de la Ley, cifléndose en un todo á 
lo que acerca de este particular dispone el mencionado artículo y el 136, á fin de que que- 
den ultimados oportunamente para poder formar los presupuestos del próximo ejercicio 
economice de 1881 á 82, teaienioen cuenta esta clase de ingreso. 

6? Que los Ayuntamientos que no tuvieren aprobado el repartimiento general, po- 
drán continuar percibiendo durante el corriente aña económico de 1880 á 81 los impuestos 
sobre la riqueza rústica, urbana é industrial, autorizados por el Real Decreto de 26 de Fe- 
brero de 1067, debiendo, para el próximo ejercicio de 18S1 á 82 y sucesivos, cesar en la 
exacción de estos impuestos y percibir los ingresos provenientes del repartimiento y 

7? Que oportunamente se fijarán por este Gobierno General los tipos máximos que 
á cada clase de riqueza se pueda asignar en el repartí .Tiiento general. 

Lo que de orden de S. E. tengo el honor de comunicar á V. E. á fin de que tenga 
cumplido efecto lo dispuesto. — Dios guarde é V. E. muchos años. Habana3i de Agosto 
de 1873. yoaquin Catbonell, -* 

Ékcmo. Sr. Gobernador Civil de la provincia de 
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A coDtliiiucf¿a damoi tm Apíadlos bii qtia Inienunos varlaa di 
olonea diotadas desda la promnlgaclda de esta Loy á la feoba qas «i 
«Ignnosde ana praoaptos y que adamas dvlaaquetisiaaslntorcalado 
taxi» son da soma utilidad tanto para la* ofloiaas públicas como pa 
partloolares 7 que no hemos figurado tunbláti oomo notas, para qn 
más ficU su leotnra. 

Circular del QobUmo Qeneral di ag de Junio dei&if} aclarando y pret. 

do la manera de plantear el nuevo t ¿gimen Municipal. 

Con el Ün que los trabajos para el rápido planteamiento de la le 
nicipal no sufran retraso de ninguna clase, y se realicen con la dcbid 
forraidad en todos los pueblos de la Isla, el Excmo. Sr. Gobernado 

neral ha dispuesto haga presente á V algunas observaciones resp 

los artículos de la citada ley que requieren inmediato cumplimiento, \ 
la naturaleza de ios preceptos que envuelven, ya porque la primera i 
cuencia de las reformas es U demarcaci^ín de los futuros términos 
nicipalcs, para la consiguiente elección de los Concejales que han de 
tjituir los Ayuntamientos. 

El capítulo i", título 1° de la ley publicada en la Gaceta déte 
claramente las operaciones que son necesarias para la ñjación de los 
Clonados términos municipales, sea que queden subsistentes los actuí 
se creen otros nuevos, por reunir las condiciones prevenidas en el misr 
pitulo, para formar municipio aparte. 

Conviene pues, que dé V á la ley la mayor publicidad y 

la atención de todos los pueblos sobre la importancia del referido a 
I?, título 1?, para que puedan promoverse las instancias en soÜciti 
creación de nuevos términos municipales, cuyas instancias se elevan 
formadas con la exactitud y brevedad posible, en el plazo de un mes, 
festaTido el territorio, población con arreglo al último censo, recurso! 
nes, aprovechamientos y usos püblicos comprendidos en la segrcgací 
licitada; así como la parte de responsabilidad, créditos y derechos c 
correspondan, según la importancia que hoy tiene dentro del munic 

que pertenece. Se servirá V igualmente emitir informe razt 

en el mismo plaio, sobre la utilidad ó inconveniencia que pueda resul 
la aplicación del artículo lo á los grupos de población á qite se rene 
niendo presente para ello las circunstancias y condiciones que el artíc 
marca para !a agregación del territorio de un municipio á otro, ó á 
de los colindantes. 

Los expedientes relativos á la creación, segregación y suspensi' 
municipios y términos han de ser resueltos por este Gobierno Genera 

vio el informe de V. y dal Consejo de Administración, que, seg 

mandado en Real Orden de zS de Mayo último ha de sustituir po: 
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vez á todas las diputaciones provinciales; y en esto mismo hace preciso re- 
comiende á V para que por su parte lo haga á los Ayuntamientos y 

funcionarios que intervengan en dichos trabajos, la mayor imparcialidad; 
puesto que se trata de cimentar una nueva administración fecunda, por di- 
versos conceptos, en toda clase de beneficios para la vida local de los 
pueblos. 

Las dificultades que se presenten para el cumplimiento de, lo dispues- 
to serán contestadas sin pérdida de tiempo por este Centro, á cuyo efecto 

las comunicará V .por telégrafo, ó por los medios más rápidos de 

que pueda disponer, sirviéndose acusar recibo de esta circular. 

Habana 28 de Junio de 1878. — El Secretaño del Gobierno General, — 
R, Galbis, 

LISTAS ELECTOEALES. 

Decteto del Gobierno General de 9 de Agosto de 1878 ordenando la renovación 
de los Ayuntamientos y dictando reglas para el mejor cumplimiento de la 
mandado, • 

En cumplimiento del artículo 2? del Decreto de este Gobierno Gene- 
ral, fecha I? de Marzo último, se procederá á la renovación total de los 
Ayuntamientos con sujeción á la ley municipal provisional mandada pro- 
mulgar en esta Isla por Real Decreto de 21 de Junio y publicada en la 
Gaceta de la Mabana correspondiente al dia 30 del mismo, observándose 
para ello las dis[!)osiciones siguientes: 

Artículo I? La formación de las listas de electores y de elegibles pa- 
ra las elecciones de los Ayuntamientos y de las Diputaciones provinciales 
se ajustará á las prescripciones de la ley electoral de 20 de Agosto de 1870, 
modificada por la de 16 de Diciembre de 1875, y tendrá por base el padrón 
general de los habitantes de derecho formado en virtud de la Real Orden 
de 6 de Julio de 1877, con las alteraciones ocurridas desde i? de Enero 
hasta hoy, y las demás que procedan, teniendo en cuenta que, por esta vez 
se debe prescindir de la condición de llevar dos años de residencia fija co- 
mo cabeza de familia con casa abierta para ser elector y de cuatro para 
ser elegible, que dicha ley electoral exije en sus artículos 40 y 41, y variar 
además estos mismos artículos en el sentido de que para figurar como elec- 
tor ó elegible en todos los pueblos de cien vecinos en adelante, se necesita 
pagar cinco pesos anuales como contribuyente por cualquier concepto de 
impuesto directo. 

Art. 29 La formación y publicación de las listas se efectuará precisa- 
mente hasta el 15 de Septiembre próximo, y las reclamaciones de inclusión 
ó exclusión que se entablen por los vecinos que tengan á ellas derecho, an- 
te el Ayuntamiento, han de hacerse dentro de los tres dias siguientes hasta 
las doce de la noche del 18. 

Art. 3? Desde el 18 al 25 inclusive del mismo mes de Septiembre, re- 
solverán los Ayuntamientos sobre las citadas reclamaciones. 

Art. 4? Desde el 26 al 28 inclusive podrán reclamar los interesados 
que se crean agraviados con la resolución de los Ayuntamientos ante el Con* 
sejo de Administración en funciones de Diputación provincial, entregando 
las instancias al Gobernador Civil de la Provincia, quien las remitirá sin 
dilación ninguna á este Gobierno General para que á su vez lo haga al 
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Consejo cuyo Cuerpo las resolverá durante la primera quincena de Oc- 
tubre. 

Art. 5? Los recursos de apelación que se entablen ante la Audiencia, 
se entregarán por los interesados al Gobernador de .la respectiva Provincia 
que los remitirá sin demora á la Audiencia y ésta los resolverá, oyendo á 
las partes y al mmisterio fiscal, en la primera quincena de Noviembre. 

Art. 6? Desde el 25 al 30 de este mismo mes de Noviembre, se pu- 
blicarán las listas ultimadas, y se repartirán las cédulas electorales verifi- 
cándose las elecciones en los dias 6, 7, 8 y 9 de Diciembre en los términos 
prevenidos por la ley. ^ 

£1 10 se veiiñcará el escrutinio en los Colegios, divididos en secciones, 
y el 3 1 ei general del distrito municipal. 

Art. 7? Desde el 12 hasta el 15 se expondrán al público los nombres 
de los elegidos y se deducirán las reclamaciones que procedan y en el dia 
16 se reunirá el Ayuntamiento en sesión extraordinaria con los comisiona- 
dos de la Junta general de escrutmio, y decidirán sobre las reclamaciones 
presentadas. 

Art.«8? Hasta el 25 resolverá el Consejo de Administración las al- 
zadas que presenten en contra de los acuerdos de las Juntas extraordina- 
rias, y se devolverán á los Ayuntamientos, los cuales tomarán posesión de 
sus cargos el dia primero de Enero de i'S79. 

Art. 9? Si por cualquier circunstancia el Consejo no hubiese resuelto 
para ese dia las reclamaciones, ó no hubiesen llegado todavía resueltas á 
poder de los Ayuntamientos, tomarán posesión los elegidos ^proclamados 
por éste y por la Junta general de escrutinio en la sesión extraordinaria del 
16 de Diciembre, tanto en los pueblos donde hoy exista Municipio; como 
en los de nueva creación, sin perjuicio de lo que proceda en vista de la re- 
solución de aquel alto cuerpo. 

Art. 10 Al constituirse el dia i® de Enero próximo los nuevos Ayun- 
tamientos, propondrán en terna á mi Autoridad el Alcalde y Teniente de 
Alcalde según previene la ley en sus artículos 49 y 50, presidiendo interi- 
namente el Ayuntamiento, mientras elijo la persona que ha de desempeñar 
el primero de los cargos, el Concejal que haya obtenido más votos y en 
igualdad de estos entre dos ó más el de mayor edad. 

Art. II. Los Gobernadores Civiles de las Provincias, á quienes re- 
comiendo el más exquisito celo en cuanto se refiere al cumplimiento de este 
Decreto: cuidarán, tan luego como se verifique el escrutinio general en cada 
uno de los Ayuntamientos de la Provincia de su cargo y se hayan presen- 
tado las reclamaciones en contra, de remitir á este Gobierno relación no- 
minal de los Concejales elegidos expresando las protestas ó reclamaciones 
entabladas ante el Consejo de Administraci(5n á falta de Diputaciones 
provinciales. 

Art. 12. Las elecciones de Diputados provinciales tendrán lugar en 
los dias desde el 15 de Enero en adelante. Un decreto especial establece- 
cerá disposiciones claras para llevarla á efecto. 

Art. 13. Por la Secretaría de este Gobierno General se comunicarán 
las instrucciones necesarias para el mejor cumplimiento de este Decreto y 
se resolverán con urgencia las dudas que puedan ocurrir á los Goberna- 
dores Civiles de las Provincias. 

Habana 9 de Agosto de 1878. — Arsenio Martínez de Campos. 
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ALCALDES. 

Hesolución del Gobierno General de 2^ de Mayo de 1880, declarando ^^ Que 
el articulo 6** del Real Decreto de 9 de Junio de iSyS soóre atribuciones 
de los Gobernadores de Proidncia, eUá delegado en los Alcaldes; y que á 
estas Autoñdades y sus delegados compete, en ausencia de lapolicia de 
GobeirnOy la formación de las primeras diligencias criminales, 
Excmo. Sr. Gobernador Civil de Santa Clara: — Visto el oficio de V.E. 
de 4 del actual sobre competencia suscitada en cuestión de atribuciones 
entre el Alcalde Municipal de Sagua y el Juez de i* instancia del mismo 
lugar, por habérsele remitido al ultimo unos presos acusados de hurto, de- 
tenidos por un Alcalde de barrio, sin más justificación que un parte de lo 
ocurrido. — El Excmo. Sr. Gobernador General se ha servida disponer se 
diga á V. E. y á todos los Gobernadores de la Isla, que hagan compren- 
der á los Alcaldes Municipales de fuera de las Capitales, que en ellos está 
delegado de hecho y de derecho el artículo 6? del Real Decreto de 9 de 
Julio de 1878, que entre las obligaciones que impone á sus autoridades pa- 
ra el buen desempeño de la misma está la de instruir por sí mismos ó por 
medio de si:s delegados, las primeras diligencias, en los delitos cuya ave- 
riguación y descubrimiento se deba á sus disposiciones ó agentes, y que 
por tanto, en el ejercicio de sus facultades gubernativas, en el caso que ha 
dado lugar á esta consulta, y en todos los de su clase debió mandarse á la 
policia de Gobierno á que correspondiese el lugar de Jumagua, que forma- 
se las diligencias necesarias para justificar la denuncia de hurto que se ha- 
bía hecho, é instruirlas por sí, para entregarlas á la autoridad judicial con 
las personas detenidas, v nunca proceder como lo hizo. — Y que es más, que 
como se resolvió á V. E. en 31 de Marzo último, á su solicitud, el Alcalde 
de barrio debió hacer esas diligencias, por haberse acordado, conforme en 
la citada fecha se dijo á V, E. que allí donde no exista Policía de Gobier- 
no suficiente, ó en ausencia de ésta y á reserva de que se continuase por 
ella, iniciaren aquellos funcionarios las primeras diligencias en las causas 
criminales, por ser práctica de la Ley de Enjuiciamiento criminal que rige 
en la Península, y que también expidiesen los pases de ganado y demás do- 
cumentos de los mismos, y en los propios casos. 



Circular del Gobierno General de 20 de Agosto de i^^j^, disponiendo que los 

Alcaldes que egerzan algún mando local se eníenderd?i directamente 

con el Gobernador respectivo de la provincia. 

Instalados en las Capitales de las provincias de l'inar del Rio, Haba- 
na, Matanzas, Santa Clara, Puerto Príncipe y Santiago de Cuba los Go- 
biernos Civiles creados en virtud del Real Decreto fecha nueve de Junio 
último, publicado en la Gaceta de la Habana d^ 18 de Julio, el Excmo se- 
ñor Gobernador General se ha servido acordar: 

1? Que los Tenientes Gobernadores, Corregidores, Alcaldes, Capita- 
nes de partido y en general cuantos ejerzan algún mando local, civil, polí- 
tico ó gubernativo, en el territorio de las provincias, se entiendan directa- 
mente con el Gobernador respectivo, de quien dependen inmediatamente 
y que es el encargado de resolver ó cursar, según los casos, los asuntos pú- 
blicos qile á las mismas provincias atañen. 
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2? Que cuantos recursos entablen los particulares sobre alguno de 
los ramos de Gobierno, Administración y Fomento se dirijan también á los 
Gobernadores de las provincias á donde correspondan, ó por su conducto; 
no haciéndolo directamente á este Gobierno General sino en los casos de 
queja ó alzada, contra alguna de sus providencias. 

3? Que no obstante lo ordenado ea las dos disposiciones anteriores, 
los expedientes incoados hasta la fecha en este Gobierno General se sigan 
tramitando por el mismo hasta su resolución detinitiva, si bien las órdenes 
que respecto de ellos hayan de comunicarse á los Tenientes Gobernadores, 
Alcaldes, etc., ó á los interesados y las coatestaciones de éstos se trasmitan 
por conducto de los Gobernadores. 

Y 4? Que los Sres. Gobernadores de las provincias den á estas reso- 
luciones en todos los pueblos del territorio de su mando la mayor y más 
rápida publicidad. 

Lo que de orden de S. E. se publica en la Gaceta para general cono- 
cimiento. 

Habana 20 de Agosto de 1878. — El Secretario del Gobierno General. 
— J^, Qalbis, 



Circulat del Gobierno Civil de la Provincia de la Habana de 9 de Enero 

de 1879 ^ acordando las disposiciones y deberes á que han de sugetarse los 

Alcaldes en el cumplimiento de dicho cargo. 

Constituidos en el día de ayer los Ayuntamientos con arreglo á la Ley 
Municipal y dispuesto por el Excmo. Sr. Gobernador General que cesen en 
el desempeño de sus cargos los Tenientes Gobernadores y los Capitanes de 
partido, sus atribuciones gubernativas pasen á los Alcaldes Municipales res- 
pectivos, auxiliados por ahora de los Tenientes pedáneos; é ínterin se proceda 
al nombramiento por dichos funcionarios, de los Tenientes y Alcaldes de Ba 
rrio, con las formalidades que previene la citada ley, la autoridad local ^ 

queda cometida á V que es el llamado á egercerla por la circular del 

Gobierno General de 6 de Septiembre último, además de las funciones ad- 
ministrativas que le corresponden como Presidente del Ayuntamiento. 

La responsabilidad que contrae V está en relación de las facul- 
tades que las leyes le conceden como delegado del Gobierno, las cuales 
tienden todas á robustecer la autondad que le ha dado el voto popular: por 
tanto, tiene V un doble deber de desplegar el mayor celo y activi- 
dad para llenar su importante cometido, así como sus administrados están 
en la obligación de obedecer y secundar sus disposiciones, porque -su elec- 
ción arguye confianza y esta lleva consigo el respeto á la persona en quien 
se deposita. 

Respecto á sus atribuciones, como Jefe de la Administración munici- 
pal, este Gobierno nada podría decir á V que no se halle consignado 

con precisión y claridad en la referida ley municipal. No sucede lo mis- 
mo en cuanto á sus facultades como íAiUtoridad gubernativa, las cuales si 
bien están definidas en diferentes Reales Decretos y disposiciones superio- 
res para los Ayuntamientos de las demás provincias del Reino, no lo están 
aún, ni pueden estarlo para los de esta Isla, que ha empezado ayerá poner 
en práctica las nuevas leyes orgánicas, y falta por tanto el complemento 
necesario para que la administración de los pueblos pueda funcionar de- 
sembarazadamente. 
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Mientras se completa la nueva organización y este Gobierno modifica 
en uso de sus facultades las disposiciones que rigen para adaptarlas á ella, 
6 propone al Gobierno General las que sean de su superior resolución, to- 
do ha de suplirlo el celo, inteligencia y patriotismo de V auxiliados por 

la Corporación que preside y por el eficaz apoyo que está dispuesto á pres- 
tarle este Gobierno, en cuanto tienda á la observancia de las leyes y al me- 
joramiento moral y material de ese municipio. Sin embargo, aún en el pe- 
ríodo de transición que atravesamos, hallará V elementos suficientes 

para llenar su cometido, cumpliendo y haciendo cumplir las jpiisposiciones 
que han regido hasta ahora para la gobernación de los puebloá, la conser- 
vación d^l orden público y la protección de las personas y de las propieda- 
des, así como el modo de proceder en materia crimmal, tales como el 
Bando de gobernación y policía, las Ordenanzas rurales, las Instrucciones 
de Pedáneos y demás Decretos y disposiciones vigentes, siempre que no se 
opongan á la ley municipal cuyas prescripciones han de servirles de norma 
para todos sus actos. 

Para la conservación del orden y la protección de las personas y de 

las propiedades, puede V disponer desde luego de la fuerza de la 

Guardia Civil de ese término municipal, y, si fuere necesario, impetrar el 
auxilio de la autoridad local más inmediata ó del Comandante militar de 
la jurisdicción, quien está obligado á prestarlo, dando cuenta á este Gobier- 
no de cualquiera novedad que ocurriere en el particular y de las disposicio- 
nes que haya adoptado. 

Para la observancia de las ordenanzas y reglamentos de policía urbana 
y de seguridad y la imposición de las penas por su infracción, el capítulo 
I? del artículo 3? de la ley municipal determina cuales son las atribuciones 
de los Ayuntamientes en la materia pudiendo V disponer del perso- 
nal de policía existente en el término que comprende ese municipio, del 
modo más conveniente para el servicio, sin que desatienda por eso las obli- 
gaciones que les están encomendadas por los reglamentos peculiares de su 
instituto. 

La instrucción de las primeras diligencias en materia criminal, con- 
fiada á V .como Juez intructor, entraña el cumplimiento de uno de 

sus más importantes y delicados deberes, puesto que esas actuacio^nes son 
precisamente las que dan más luz para la recta administración de justicia. 

Esas diligencias podrá V practicarlas con presencia de dos testigos 

de abono á falta de Escribano ó Notario público en la localidad, cuidando 
de comprobar los delitos, descubrir á los delincuentes y recoger, poniéndo- 
los á disposición de la autoridad judicial, todos los efectos, instrumentos ó 
pruebas del delito, de cuya desaparición hubiere peligro. 

Vigente una legislación especial de imprenta para esta Isla, á ella ha- 
brá de ajustar sus actos, mientras el Gobierno de S. M. no dispone otra co- 
sa, quedando por tanto á su cargo la censura de los periódicos y demás 
impresos que se publiquen en ese término municipal, así como la represióa 
de los abusos ó infracción que puedan cometerse, excepto en esta capital, 
donde la censura compete al Gobierno General. 

La nueva era inaugurada con la paz, ha dado á los Municipios de esta 
Isla la iniciativa y la independencia necesarias para la gestión económico- 
administrativa de los intereses procumunales y con ella abre extenso campo 
para que puedan, dentro de la ley, atender con libertad al fomento de su 
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riqueza y a1 mejoramiento de su bienestar moral; pero esa misma 
dencia y libertad hace más ineludible para la corporación el cum 
de sus deberes, porque entrañan mayor responsabilidad, tanto en 
blos que le han confsrido sus poderes, como con el Gobierno m 

confirmado en ellos depositando á su vez en V su confi. 

autoridad debe ser por tanto paternal y justa, cualidades que no 
la energía cuando sea necesario desplegarla. Este Gobierno con 

tanto V como la Corporación que preside, abundarán en 

timientos y pspera que con el establecimiento de los nue'vos ^ 
empelará para los pueblos de esta Provincia un período de tra 
bienestar y progreso á que son tan acreedores, después de tanto: 
trastornos y quebrantos. El Gobernador, Arderius. — Sr. Presii 
Ayuntamiento de 

BEGIDOBES PERPETUOS. 

Cira/lar del GobUnw Genetal de 2 de Noviembre de 1878, sobre 

perpetuos. 

El Excmo. Sr. Gobernador General de acuerdo con lo consi. 
el Excmo. Consejo de Administración, se ha servido disponer: 

i' Que los Regidores perpetuos que existen en algunos de 
tamientos de esta Isla, cesen en sus cargo; el 31 de Occubrs pro; 
número no debe contarse entre los nuevos Concejales, sino que 
rán nombrados todos conforme á la ley electoral. 

2? Que está vigente y es de cumplirse el título adicional y 
rio de la Ley de 27 de Juüo de 1859 en cuanto ordenó que los 
Regidores perpetuos no serán privados de ninguno de sus enn 
que disfrutan como poseedores de oficios vendibles y renunciabl 
tras no hayan sido previamenta indemnizados con arreglo á derftt 

Lo que de orden de S. E. se publica en la "Gaceta Oficial" ] 
ral conocimiento. 

Habana 2 de Noviembre de 1878. — El Secretario del Gol: 
neral,— R.Galbis. 

ALCALDES 7 TENIENTES. 

Circular del fjoMerno General de 20 tle Febrero de 1879 sabré alri 
¡os Alcaldes y Tenientes de Alcaldes en la formación de las pri 
generas sobre asuntos crimina/es. 

Visto el informe que ha dirigido á este Gobierno General e 
bernador Civil de la Habana, en 14 del corriente, en que demue 
cesidad de que cesen desde luego en su cometido los Tenientes 
que en 31 de Diciembre se hicieron cargo de las funciones de le 
nes de partidos suprimidos en la citada fecha. Considerando qu 
mente nna ve? constituidos los municipios, los Alcaldes son los 1 
«jercer las atribufciones gubernativas que tenían los Capitanes d 
conforme al artículo rgfi de la Ley Municipal y que los teniente! 
son ya una rueda inútil en la Administración. — El Excmo. Sr. G 
General se ha servido resolver: — i? Que el dia 28 del mes aci 
en toda ¡a Isla los Tenientes pedáneos, entregando bajo inventar 
Gobiernos de provincia el sello de la Capitanía y la parte reserva 
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archivos y el resto «de estos en la misma forma á los Alcaldes Municipales 
respectivos. — 2? Que en su consecuencia las primeras diligencias suma- 
rias que instruían los Tenientes de partido en los hechos criminales y mien- 
tras otra cosa no se determine, se cometa en los lugares en que no haya 
empleado de policia que puedan hacerlo á los Alcaldes Municipales. — 3? 
Que se faculte á los Gobernadores de provincia con objeto de que puedan 
autorizar á los Alcaldes Municipales para que según el artículo 198 déla 
Ley deleguen esas atribuciones en los Tenientes de Alcaldes donde sea ne- 
cesario. — Y dispuesto por S. E. el exacto cumplimiento de este acuerdo, lo 
digo á V. E. para su conocimiento, esperando se sirva dar cuenta oportu- 
namente. 

ALCALDES. 

Por circular del Gobierno General de 6 de Mayo de 1879, se dispuso 
que los funcionarios del orden judicial reclamen directamente de los seño- 
res Gobernadores Civiles y Alcaldes Municipales las noticias que deseen 
adquirir sobre la expedición de pasaportes y salida de la Isla á los indivi- 
duos de sus respectivas provincias ó términos Municipales. 

Circular del Gobierno General de 5 de Julio de 1879 previniendo á los Alcal- 
des que cuando egerzan sus /unciones gubernativas en asuntos judiciales 
presten todo el auxilio que pi eviene la Ley a las autoridades judiciales. 
El Excmo. Sr Presidente de la Real Au«liencia de esta Isla, en oficio 
de 5 del pasado, dijo al Excmo. Sr Gobernador G- neral lo que sigue: 

*'Excmo. Sr. — El Juez de primera instancia de Sagua, con fecha 17 de 
Mayo último, me dice lo siguiente. — Excmo. é limo. Sr. — Encomendada la 
policía judicial á los Alcaldes Municipales en aquellos puntos donde no hay 
Inspectores de Policía, según circular del Excmo. Sr. Gobernador General, 
este Juzgado viene dirigiendo suá comunicaciones á dichos. Alcaldes en los 
asuntos criminales para que como delegados de los Jueces de primera ins- 
tancia, cumplan las órdenes que se les cometan. — Varias han sido las con- 
sultas que á este Juzgado se han hecho por los expresados funcionarios 
acerca de su competencia en materia criminal, pretendiendo no obstante 
que se les considere no como subalternos del Juzgado, sino como funciona- 
rios independientes del orden judicial, en cuyo concepto obran como dele- 
gados del Gobierno Civil de la provincia, habién.lose expuesto por los dos 
Alcaldes de término correspondientes á este partido judicial, que no tenían 
el deber de cumplimentar las órdenes que por este Juzgado se les dirijían, 
porque no reconocían otro superior en grado que el Gobernador de la pro- 
vincia, ocurriendo el caso de devolverse por uno de estos Alcaldes, una or- 
den que se le dirigió en causa criminal con informe bastante inconvenien- 
te. — V. E. I. no puede menos de considerar los obstáculos que esta con- 
ducta de los Alcaldes Municipales, presenta para la buena administración 
de justicia y no se concibe que para cometer el cumplimiento de las órde- 
nes, sea necesario recurrir al Gobierno de la Provincia, como no pu^de con- 
cebirse \tam poco que los jueces de primera instancia dejen de tener faculta- 
des disciplinarias sobre los mencionados funcionarios, que de otro modo se- 
ñan ésto? 'arbitros de cumplir ó no las órdenes sin temor á correctivos de 
ingún gAiero de parte 3el que manda, pues que para ello tendríase nece- 
dad de ocurrir en queja á aquel Gobierno. — Este Juzgado ha tenido opor- 
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tunidad de palpar los inconvenientes que ofrecería esa práctica; y con el fin 
de evitar los conflictos de atribuciones que puedan ocurrir, toda vez que 
algunos Alcaldes de este partido, al negarse al cumplimiento de las órde- 
nes que se les han dado, manifiestan haber dado á su vez cuenta al Gober- 
nador de la Provincia, me dirijo á V. E. I. exponiéndole la necesidad de 
una aclaración sobre ese particular, para ajustar á ella la conducta que de- 
bería seguirse en lo sucesivo. — Lo que tengo el honor de trasladar á V. E. 
de conformidad con el Sr. Fiscal, encareciéndole la necesidad de una 
aclaraioria en la materia para evitar conflictos y entorpecimientos á las au- 
toridades encargadas de la Administración de justicia en primera instancia/* 
Y habiendo dispuesto S. E. que se prevenga á los Sres. Alcaldes Mu- 
nicipales de esa piovincia, que cuando ejerzan sus funciones gubernativas 
en asuntos criminales, presten todo el auxilio que previene la ley, á la au- 
toridad judicial, puesto que 4e no haber esa debida inteligencia sufriría 
graves perjuicios el servicio público, recomiendo á V. E. que les comuni- 
que esta circular para su puntual cumplimiento, indicándoles además que 
desde el momento en que se instale la nueva policía, cesarán dichos Al- 
caldes en el conocimiento de los sumarios que hasta ahora les ha estado 
encomendado, y desde que se suprimieron los capitanes de partido. — Dios 
guarde á V. E. muchos años. — Habana 5 jde Julio de 1879. — El Secreta- 
rio del Gobierno General. — Joaquín Carbonell. 

ALCALDES Y TENIENTES. 

Resolución del Gobierno General de 10 de Agosto de 1879, previniendo que 

las renuncias de ALaldes y Tenientes de Alcalde serán resueltas por aquel 

Centro Superior, 

Vista la consulta evacuada por el Excmo. Consejo de Administración 
relativa á la tramitación que debe seguirse en !^s expedientes de renuncia 
de los cargos de Alcaldes y Tenientes de Alcalde y la Autoridad á la que 
compete su resolución. Considerando: que correspondiendo al Gobierno 
General el nombramiento y separación de los Alcaldes y Tenientes de Al- 
calde, según lo dispuesto en los artículos 49 y 60 de la Ley Municipal, á 
esta Autoridad corresponde igualmente la resolución de todas las cuestio- 
nes que se refieren á la cesación de sus cargos de los funcionarios expresa- 
dos; el Excmo. Sr. Gobernador General se ha servido resolver, que las re- 
nuncias de sus cargos que presentaren los Alcaldes Municipales y los Te- 
nientes de Alcalde, serán resueltas por este Gobierno General previo infor- 
me del de la Provincia respectiva. 

Lo que de orden de S. E. se publica en la "Gaceta Oficial" para gene- 
ral conocimiento. — Habana Agosto i? de 1879. — El Secretario del Go- 
bierno General. — ^Joaquín Carbonell. 

ALCALDES. 

Circular del Gobierno General de \o de Noviembre de 1879 P^'^cisando los 
deberes que en asuntos de Administración de justicia compete á los Alcal 
des Municipales, 

Visto el expediente instruido con motivo de la cuestión suscitada en- 
tre el Juez de primera instancia del partido de Güines y el Alcalde del Mu 
nicipio del mismo nombre, acerca de los deberes que en punto á Adminis 
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tración de justicia, en materia criminal, les incumbe cumplir á los Alcaldes 
Presidentes de los Ayuntamientos de la Islaj el Excmo. Sr. Gobernador Ge- 
neral se ha servido acordar de conformidad con lo informado por el Ex- 
celentísimo Consejo de Administración, que en los Municipios en que exis- 
tan funcionarios de policía, á éstos incumbe exclusivamente el cumplimien- 
to de las órdenes que los Jueces de primera instancia se sirvieren darles pa- 
ra el mejor desempeño de su* cometido; y que solo podrán dirigirse á este 
efecto á los Sres. Alcaldes Municipales, reclamando su auxilio, cuando 
«n el Municipio respectivo no existieren funcionarios de policía; debien- 
do en este caso emplear en sus comunicaciones formas' corteses, puesto 
que se dirijen á la primera Autoridad del Municipio, delegada del Go- 
bernador de la provincia de que éste forma parte. 

Y de orden de S. E. se publica en la "Gaceta Oficial" para general co- 
nocimiento. — Habana lo de Noviembre de 1879, — Joaquín Carbonell. 

ALCALDES T TENIENTES. 

Mesolución de \o de Diciembre de 1879, determinando los casos y orden en que 
debenhacerse cargo de los Juzgados Municipales los Alcaldes y los Tenientes. 

Gobierno General de la Isla de Cuba. — En virtud de consulta promo- 
vida ante este Gobierno General, por el de la provincia de Santiago de Cu- 
ba, relativa á si los Alcaldes Municipales deben hacerse cargo de los Juz- 
gados de Paz, en ausencia de los respectivos Jueces y sus suplentes: el Ex- 
celentísimo Sr. Gobernador General, teniendo^presente lo que determina el 
artículo 8? del R. D. de 22 de Octubre de 1858, así como también la R. O. 
de 9 de Diciembre de 1865, y de conformidad con él parecer emitido sobre 
€l asunto por el Excmo. Consejo de Administración; se ha servido disponer 
que en lo sucesivo, y cuando los Jueces de Paz y sus suplentes se hallen 
en uso de licencia, ó imposibilitados para desempeñar los Juzgados, se ha- 
gan cargo de ellos los Alcaldes Municipales respectivos, y sus Tenientes, 
en el orden y la preferencia señalada en el párrafo 17 de la citada R. O. 
de 9 de Diciembre de 1865, entendiéndose que esta sustitución será sola- 
mente por el tiempo que dure la ausencia, enfermedad ó vacante del Juz- 
gado. — Lo que de orden de S. E. se publica en la "Gaceta Oficial" para 
general conocimiento. — Habana 10 de Diciembre de 1879. — El Secretaria 
del Gobierno General. — ^Joaquín Carbonell. 

(El artículo 17 de la R. O. de 9 de Diciembre de 1865, citado en la 
anterior resolución, dispone que á falta de Juez de paz y suplentes, pasará 
la jurisdicción á los Alcaldes ordinarios y Tenientes por su orden, con igual 
preferencia de los que sean letrados.) 

BENUNGIAS SE ALCALDES. 

JResolución del Gobierno General de 16 de Diciembre de 1879 sobre la forma 
en que deben tramitarse las renuncias de Alcaldes Municipales, 

En virtud de consulta elevada á este Gobierno General por el Exce- 
lentísimo Sr. Gobernador Civil de la provincia de Santiago de Cuba, acer- 
ca de la forma en que deben tramitarse las renuncias de los Alcaldes Mu- 
nicipales, el Excmo. Sr. Gobernador General se ha servido resolver en am- 
pliación de lo prescrito en circular de 17 de Julia último, que cuando un 
Concejal que desempeñe las funciones de Alcalde cese en el primero 
de estos cargos, no deberá entenderse que cesa por ello en el se- 
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gundo, 6 sea en el de Alcalde, hasta tanto que eleve renuncia de 
Excmo. Sr. Gobernador General y se le notifique que ha siíio acepta 
fuere separado del expresado cargo por decreto de la propia Autoridi 
que respecto á los Ten entes de Alcalde, se tenga presente quedes 
moment) en (Uf hayan si lo admitidas por los Ayuntamientos rcspeí 
las renuncias de sus cargos de Regidores, cesarán también en el desí 
ño del de Teniente de Alcalde, sin necesidad "de providencia de la A 
da^l Superior de la Isla; limitándose en este caso los Alcaldes Munic: 
á dar cuenta del hecho á los Gobiernos de Provincia, quienes á su \ 
común icarán á este Centro Superior para la debida constancia. _ 

Y de orden de S. E. lo comunico á V. E. para svi conocimiento, 
los Avuniamientos pertenecientes á la provincia de su digno mando 
mo aclaratoria de la circular de este Gobierno de 1 7 de Julio del con 
afio. 

Habana 16 de Diciembre de 1879. — El Secretario del Gobierní 
neral. — Joaquín Carbón el t. 

ALCALDES. 
Bíal Orden de 12 de Mayo de í88o, determinando las consideraciones 

nistraíivms de los Alcaldes y declarando no están exepiuados de cotí. 

cer en los Juzgados. 

Por el Ministerio de Ultramar se comunica con fecha iz de Ma; 
timo, al Kxcmí). Sr. Gobernador General laReal Orden siguiente: 

"Excmo. Sr.:— Remitido á informe de la Sección de Ultrama 
Consejo de Estad» el expediente instruido en ese Gobierno General 
moiivg de una queja del Juez de primera instancia de Güines, contra 1 
calde Municipal del mismo pueblo por haberse negado á presentarse 
Juzgado á prestar rleclaracíón en causa criminal, lo ha evacuado en le 
minos siguientes: — Comunicada la citada queja al Goberna' or Genei 
la Habana á fin de que si lo consideraba oportuno, y por el conducti 
bido. hiciera comprender sus deberes al Alcalde Municipal de Güines, 
tado Gobernador General resolvió en j de Septiembre de 1879, fun 
en la Real Orden de 29 de Enero de 1853 y artículo 110 de la Ley I 
cipal, que el Juez de primera instancia debía pasar á I& Sala Consisto 
tomar al Mcatde, previa citación, la declaración correspondiente: ( 
luego en el asunto al Consejo de Administración, el cual opinó, por n 
ria, con fecha 19 de Febr-ro último, que se declarase subsistente y ei 
ticia la resolución dictada en 5 de Septiembre por el Gobernador Gei 
pero el Consejero D, Joaquín Calvetón hizo voto particular combatí 
la opinión de la mayoría y proponiendo se elevase el asunto á la de( 
deV, E. — La Secretaría del Gobierno General fué de parecer que | 
adoptarse, como provisional, el 'riterio sustentado por la mayoría del 
sejo y que se consultase al Ministerio del digno cargo de V. E. la re 
ción definitiva del asunto; y así se acordó por el Gobernador Genera 
mitiendo el expediente con carta oficial de 15 de Marzo último — La 
gociados respectivos de ese Ministerio estiman que el casp consultad' 
be resolverse á tenor de lo prevenido en el artículo 569 de la Compil; 
hecha para la Península sobre enjuiciamiento criminal. — El párrafo aí 
mero i? de la Real Orden de zg de Enero de 1853, que ha servidt 
principal fundamento para la resolución adoptada en este asunto pe 
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Gc3il>ernador General, no es aplicable, en sentir de la Sección, á los Alcaldes 
Municipales. — Dispónese en el mencionado párrafo que el Juez que conoz- 
ca una causa ha de examinar á sus Superiores y á las Autoridades que ocu- 
pen el primer rango de la Administración en cada uno de sus diversos ra- 
mos, y de consiguiente al Jefe Superior de la provincia, pasando á las casas 
de los mismos á recibirles sus declaraciones; y los Alcaldes Municipales 
lejos de ser superiores á los Jueces, se han considerado siempre, cuando 
tenían algunas atribuciones judiciales, inferiores á éstos, y no puede tampo- 
co, en concepto alguno, reputárseles como ocupando el primer rango en la 
Administración civil, pues aun cuando en el artículo i lo de la Ley Muni- 
cipal se les supone Jefes.de la Administración Municipal, por el artículo 175 
se previene que están bajo la autoridad y dirección admmistrativa del Go- 
bernador de la provincia, y que el Gobernador General es el Jefe Superior 
de los Ayuntamientos; de suerte que el Alcalde no es más que un repre- 
sentante del Gobierno, que obra como expresa el artículo 196 bajo la di- 
rección del G «bernador de la provincia, no pudiendo por tanto entenderse 
que le corresponda la categoría de Autoridad de primer rango, única á que 
se refiere la Real Orden de 29 de Enero de 1853. — Eliminados, pues, los 
Alcaldes de la excepción que esa Real Orden establece, se hallan compren- 
didos en el principio general sancionado constantemente en nuestras leyes 
de que todo residente en territorio español se halla obligado á concurrir al 
llamamiento judicial á prestar las declaraciones que les sean pedidas; y has- 
ta tal punto es absoluto y general este precepto, que sólo están exceptua- 
dos de cumplirlo relativamente los que ocupen los más elevados cargos á 
loE cuales la Ley ha querido que se les guarde cierto respeto ó deferencia 
y entre esos cargos elevados no se ha comprendido nunca á los Alcaldes 
ni hai)ía por qué comprenderlos, cuando personas de mucha mayor gerar- 
quía y autoridad no se hallan tampoco exceptuadas del precepto general , 
concurriendo además en el caso presente la circunstancia de que el Alcalde 
de Güines no ha sido llamado á declarar como Autoridad, sino como par- 
ticular y propietario de unos animales hurtados. Para evitar, sin embargo, 
toda duda en el particular, lá Sección no ve inconveniente en que se san- 
cione para las Antillas lo determinado en el artículo 569 y demás concor- 
dantes de la Compilación sobre enjuiciamiento criminal, que es el 307 de la 
Ley de este título, cumpliendo así lo prevenido ya en la regla 94 de la Ley 
provisional para la aplicación de las disposiciones del Código Penal de las 
Antillas, según la cual han de aplicarse con el carácter de supletorias y co- 
mo doctrina respetable las leyes procesales que rigen en la Península, pues 
de este modo quedará ya claramente definido qué personas y autoridades 
son las que únicamente se hallan exceptuadas, aunque no de declarar, de 
acudir al llamamiento judicial para este ñn y la foima en que han de pres- 
tar las rcbpectivas tieclarat iones.— S-En suma, la Sección es de dictamen. — 
I? Que no es aplicable al caso consultado la Real Orden de 29 de Enero 
de 1853 y por 10 tanto el Alcalde He G'iines ha debido presentarse ante el 
Juzg'io para los fines que ést le había citado. — Y 2" Que convendría 
adoptar en las Antillas y ccn objeto de evitar casos análogos, lo determi- 
na lo e • la Pcníil^uta sobre este particular en la Compilación s bre Enjuicia- 
mieiiio ciiminal, que es lo prescrito también en la Ley que lleva este mis- 
mo títuio.-^Y nabiéndo-e conf(^rmado S. M. el Rey (q. D. g.)con el prein- 
serto dictamen, se ha dignado resolver como en el mismo se propone." 



70 LIBRO DEL CIUDADANO ESPASOL 

Y acordado por S. E. su cumplimiento en 19 de Junio .último, se pu 
blica en la '*Gaceta Oficial" para general conocimiento. — Habana i? de 
Julio de 1880. — Joaquín Carbonell. 

Por R. O. de 3 de Junio de 1880, se dispuso que los Alcaldes Munici- 
pales están obligados á presentarse á los Juzgados de primera instancia 
cuando sean llamados á declarar, 

Asmrros oenesales. 

Circular del Gobierno Genera! de 13 de Mayo de 1879, recomendan- 
do á los Gobiernos Civiles, para que lo hagan á las Diputaciones Provin- 
ciales y Ayuntamientos, sobre que se ajusten con toda exactitud en los 
asuntos de su respectiva competencia á las leyes vigentes Provincial y Mu- 
nicipal. 

POLICU. 
Circulares del Gobierno Genefalde 17 áe Novíembte de 187 1 y de 10 de Fe- 
brero de 1877 sobre Lidias de Galloí, mandadas cumplir por la de 14 
de Febiero de 1879. 

Secretaria. — Negociado de Orden I^blico. —El Excmo. Sr. Gobernador 
General se ha servido disponer se publique la circular de este Gobierno de 
17 de Noviembre de 1876, qne prohibe en absoluto las lidias de gallos en los 
dias de trabajo y que dice así: 

"Habiendo tenido ocasión el Gobierno Superior de penetrarse del abu- 
so que viene observándose en el juego de gallos, que constituye uno de los 
arbitrios concedidos á los Ayuntamientos, por las repetidas solicitudes que 
hacen los rematadores de dicho arbitrio, pidiendo la concesión de funclo- 
trabajo, al extremo de haber ocurrido que durante todos los 
ina han tenido lugar tales funciones, ya en la valla de un 
la de otro, ya en las de varios á la vez. — Vistas las disposi- 
iteria que sólo autorizan esta clase de diversión en. los do- 
; fiesta entera y del patrón de los respectivos pueblos.— 
}ue si bien los concesionarios de tales permisos en dias ex- 
lenefician los fondos municipales ú otros de institución piado- 
de una parte délas utilidades que se obtienen, preciso es re- 
eneficio que afecta á la moral y fomenta la vagancia. — Con- 
último, que los remates de dicho arbitrio se celebran bajo 
mdiciones que designa los dias de lidias, y que la concesión 
ordinarios ha sido y es potestativa del Gobierno Superior, que 
inveniente restringir, más bien que dar extensión á los jue- 
¡rmitidos, de la naturaleza del que se trata, — Se ha servido 
jobernador Superior Político, acordar por punto general 
ios excusen toda gestión que tenga por objeto las lidias de ga- 
■abajo, que serán denegadas y que quede en suspenso cual- 
1 que antes de ahora se hubiese otorgado en este sentido. — 
S. E. lo comunico á V. S. para su conocimiento y el délos 
:l expresado arbitrio. — Y cumpliendo lo mandado se inserta 
>ñcíal para general conocimiento. — Habana Mayo 26 de 
etario del Gobierno General, R. Ruiz Martinez.— Es copia. 
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Negociado de Orden Publico, — A pesar de lo dispuesto en la circular de 
este Gobierno, publicada en la Gaceta de 31 de Mayo del año pasado, so- 
bre lidias de gallos, sucede que algunos interesados promueven solicitudes 
pidiendo permiso para celebrar lidias en dias extraordinarios, bajo diversos 
pretextos. 

Resuelto por el Excmo. Sr. Gobernador General, que no haya riñas de 
gallos en mas dias que los que están marcados^ que son los domingos^ fiesta de 
dos cruces y el fijamente destinado en cada pueblo á la celebración de su patro- 
no^ son denegadas esas peticiones, no habiéndose autorizado ninguna has- 
ta la fecha. 

Y se publica en la Gaceta Oficial para que sirva de recuerdo general, 
y en concepto de que en lo sucesivo nohe tramitará ^inguna solicitud de esta 
clase, en ningún caso, ni por motivo alguno, y tampoco se dará curso por las 
autoridades tespectivas, á las que dirijan ton ese objeto. — Habana 10 de 
Febrero de 1877. — El Secretario del Gobierno Genr^ral, R. Ruiz Martinez. 
— Es copia. — R. Galbis. 

CONCEJALES. 

Decreto del Gobierno General de 2 de Junio de 1879, sobte cese y elección de 

Concejales en los Ayuntamiento de nueva cteación. 

La creación de nuevos términos municipales, implica disminución de 
población en algunos de los antiguos, así como también en el número de 
Concejales, que con arreglo á la escala del artículo 35 de la Ley Munici- 
pal se les había señalado. Por lo tanto, para que se proceda á designar 
los que deben cesar como excedentes he tenido por conveniente disponer 
en analogía con las prescripciones de la Ley Municipal, con la vigente en 
la Península, y oido el parecer del Excmo. Consejo de Administración: 

1? Que cesen los Concejales de los Ayuntamientos, que siendo veci- 
nos de los nuevos términos municipales pierdan, por esta razón, la calidad 
de tales en los antiguos, con arreglo á los artículos 41 y 43 de la Ley Mu- 
nicipal. 

2? Que en caso de que por el medio indicado no se. cubriese el nú- 
mero de los que deben cesar, se proceda á determinar por sorteo entre los 
restantes el número de los que faltaron. — Habana 2 de Junio de 1879.— 
Ramón Blanco. 



Circular del Gobierno General df 26 de Junio de iS^g, disponiendo que no se 

admitan las dimisiones de Concejales por cambio de domicilio, mienttas 

no lo justifiquen debidamente. 

El Excmo. Sr. Gobernador General, de acuerdo con el parecer del 
Excmo. Consejo de Administración, se ha servido disponer en calidad de 
por ahora y mientras se publican los reglamentos á que se refiere la Ley 
Municipal, que no se admita la renuncia de. ningún Concejal por causa de 
variación de domicilio hasta que no se justifique por el mismo, con la cer- 
tificación correspondiente de la policía respectiva que ha ingresado como 
vecino en otra jurisdicción municipal, y que todo Concejal que variando 
de domicilio vuelva al primitivo antes de cumplir el término del cargo para 
que fué elegido, ingrese*nuevamente en la misma corporación municipal,, 
siempre que la vacante que en ella dejó no se haya cubierto. 

Lo que de orden de S. E. se publica en la Gaceta Oficial para general 
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conocimiento.— ^Habana 26 de Junio de 1879. — El Secretario del Gobier- 
no General. — ^Joaquín Carbonell. 

SESIONES. 

Resolución delGobierno General de 7 de Agosto de 1876, previnien- 
do que todas las sesiones de los Ayuntamientos serán públicas, debiendo 
acordar por esto previamente la publicidad de aquellas que terminantemen- 
te no esté prescrita por la Ley. 

EMPRÉSTITOS. 

R. O, de 3 de Junio de 1Í80, disponiendo pueden los Ayuntamientos vtftficar 
Empréstitos-, casos en que deben hacerlo y dictando reglas pata ello. 
Por el Ministerio de Ultramar ^e tomunica al Kxcmo. Sr. Gobernador 
General de esta Isla, con fecha 3 de Junio último, la Real Orden siguiente: 
Excmo. Sr.: — He dado cuenta á S. M, el Rey (q. D. g.) de la carta 
de.V. E. de 14 de Marzo último, consultando si los Ayuntamientos pueden 
contraer empréstitos y la manera de verificarlo. — Visto acerca del particu- 
lar cuanto manifiestan á V. E. varios Ayunt^amientos, y el Consejo de Ad- 
ministración de esa Isla. — Y considerando: i? Que la Ley Municipal 
de 1846 facultaba á los Ayuntamientos para contraer empréstitos median- 
te la intervención que pertenecía al Gobierno por la tutela que ejercía sobre 
las Corporaciones populares respecto á los derechos é intereses locales. — 
2? Que el silencio que acerca del particular guarda la legislación novísi- 
ma de 1867 y 70 aplicada á Cuba y Puerto Rico debe interpretarse como 
inspirada que se halla la misma en principios de independencia local en 
sentido propio á las Corporaciones locales á quienes encomienda la gestión 
y administración de sus derechos é intereses dando á la mayor parte de sus 
acuerdos el carácter de ejecutivos; á menos que por trascender á intereses 
generales ó de tercero debi intervenir en los mismos el Gobierno ó sus re- 
presentantes en las provincias. — ^3? Que de este carácter especial de la 
nueva legislación *se deduce que los x\y untamientos pueden acudir al me- 
dio del empréstito, como un recurso cualquiera para satisfacer sus atencio- 
nes. — 4® Que la' Sección de Gobernación del Consejo de Estado, ha fija- 
do en este punto como jurisprudencia, que cuando el empréstito no afecte 
á los inmuebles del Municipio, derechos reales, ó títulos de la deuda á jue 
se refiere el artículo xo de la Ley de la Península, no ha lugar por parte 
del Gobierno á conceder ó negar la autorización para contraer el emprés- 
tito ó préstamo, por ser un acuerdo ordinario sobre el cual no tiene com- 
petencia para conocer el Gobierno; más no así cuando el contrato pueda 
trascender á los bienes ó derechos señalados en el referido artículo parque 
hayan de venderse las hipotecas constituidas, ó por otra razón cua quiera, 
pues entonces corresponde al Gobierno conceder la autwri.':ación por ser 
necesaria la aprobación del mismo para los acuerdos que afecttrn á los in- 
dicados bienes. — 5? Que al tenor del artículo 134 de la Ley M inicipal 
la creación de arbitrios por los Ayuntamientos se ha de aprobar siempre 
por V. E. previos deierninados trámites, como única autoridad competen- 
te para autorizar los empréstitos sea cual fuere la fo*rma que revistan; sin 
que la circunstancia de que la Ley deje de prevenirlo sea obstáculo para 
'^ue se autoricen por V. E., debiendo ponerlo en conocimiento de este Mi- 
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nísterío para los efectos de la alta inspección que le pertenece en todos los 
ramos del servicio público. — 6? Que al conferir la Ley á la autoridad de 
V. E. la aprobación de los empréstitos le faculta asimismo para fijar las 
condiciones con que han de contratarse tanto para el pago de deudas co- 
mo para levantar fondos con destino á otras atenciones municipales. — 
7* Y finalmente que mientras se aprueban reglas especiales para el caso 
según se manifiesta á V. E. en Real Orden de esta fecha conviene adop- 
tar las que propone en su carta de 14 de Marzo, es á saber: i* Que los 
préstamos ó empréstitos sean acordados por la mayoría de la Junta munici- 
pal. 2* Que informen acerca del expediente que se instruya, la Diputa- 
ción Provincial, el Consejo de Administración y el Gobierno de esa Isla. 
Y 3* Que la resolución sea de la exclusiva competencia de V. E. dando 
cuenta á este Ministerio: S. M. el Rey (q. D. g.) se ha servido disponer se 
manifieste á V. K. de acuerdo con lo Consultado por el Consejo de Estado 
en pleno: — i? Que la Ley Municipal vigente no se opone á que los Ayun- 
tamientos contraten los empréstitos que estimen necesarios para atender á 
las necesidades del Municipio. — ^Y 2? Que la Autoridad competente para 
aprobar ó autorizar empréstitos es la de V. E. y que en la instrucción y re- 
solución de los respectivos expedientes debei'á someterse por ahora á las 
mismas regUiS que propone en su carta oficial de 14 de Marzo último, de- 
biendo poner, lo que acuerde en conocimiento de este Ministerio." 

Y acordado por S. E. el cumplimiento de la preinserta Real Orden, 
se publica en lavCraceta Oficial adicionada de las reglas que se han de ob- 
servar para el cumplimiento de la misma. Habana 2 de Julio de .1880 — 
El Secretario del Gobierno General, Joaquín Carbonell. 

Reglas que se citan. 

I* El empréstito ha de ser acordaoo por la mayoría de la Junta Mu- 
nicipal. 

2^ Habrán de informar en el expediente la Diputación Provincial, 
el Gobierno de la Provincia y el Consejo de A iministración y 

3? La resolución será de la competencia exclusiva de este Gobierno 
General. 

P..especto á las condiciones á que deben sujetárselos empréstitos pue- 
den distinguirse dos clases: 

I* Empréstitos destinados al pago de deudas. 

2* Empréstitos destinados á levantar fondos para atender á necesi- 
dades diversas y especialmente para la construcción de obr^s de utilidad 
pública. 

Los empréstitos de la primera clase pueden consistir en la emisión de 
obligaciones en cantidad suficiente reducida cada una p ra que puedan 
aplicarse al pago de todas las deudas que deban satisfacdrse, y el interés 
que señalará á las obligaciones no podrá exceder del término medio del 
interés legal del dinero durante un número de años igual al que se haya de 
prolongar la amortización del empréstito. 

Los empréstitos que tengan por objeto levantar fondos para la cons- 
trucción de obras ó cumplimiento de deudas qu<* no putlieren satisfacerse 
con obligaciones, se contratarán forzosamente por medio de suba ta públi- 
ca, en la que se licitará aceica del tanto de interés de la emisión si se hi- 
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ciera á la par ó acerca del tipo de la emisión si el interés se fijase previa- 
mente; con sujeción los pliegos de condiciones relativos á las disposiciones 
vigentes sobre la materia. 

La Junta municipal al formar los expedientes en solicitud de autoriza- 
ción para levantar empréstitos, deberá consignar concretamente todos y 
cada uno de los fines á que se habrán de destinar los recursos que se ob- 
tengan del empréstito y la ascendencia de éste, así como la forma y plazo 
en que se verificará su amortización y cantidades anuales que requiera ésta 
y el pago de intereses, y si éstas podrán obtenerse de los ingresos del pre- 
supuesto ordinario ó habrá que recurrir á la creación de arbitrios extraor- 
dinarios ó aumento en el repartimiento. 

ALGALBES BE BAEEIO. 

Por resolución del Gobierno General de 23 de Junio de 1880, se 
dispuso: i^ Qué para asuntos urgentes pueden dirigirse directamente los 
Jueces de primera instancia á los Alcaldes de barrio ó á los Jefes de Poli- 
cía Municipal; y que en todos los demás casos no urgentes, para obtener 
los auxilios que de aquellos necesiten los pidan por medio de atenta comu- 
nicación á la Alcaldia Municipal, y 2? determina contraen responsa- 
bilidad los Jueces que infrinjan lo mandado. 

EEPAETIHIENTOS. 

Circular del Gobierno General de 30 de Abril de 1881, recordando 
que en virtud de lo dispuesto en la R. O. de 7 de Junio de 1881, están 
exentos de tributar por repartimiento, los paraderos y edificios de las Em- 
presas ferrocarrileras. 



w Por R. O. de 27 de NoviemlS-e de 1886, dictada de acuerdo con el 

Consejo de Estado, se desestimó un acuerdo del Gobierno General, sobre 
que se eximiese á los individuos del Cuerpo de Telégrafos de contribuir á 
los Municipios por conceptos de repartimientos, disponiendo no hay nin- 
gún fundamento legal para que se conceda esa excepción y que están obli- 
gados á abonar las cuotas que se les señalen. 

Por R. O., de 2 de Enero de 1887, se autorizó al Ayuntamiento de 
Morón para el establecimiento del impuesto de Consumos sobre los artícu- 
los de comer, beber y arder, aprobando la tarifa en la forma propuesta. 



Por R. O. de 7 de Mayo de 1887, se aprobó el establecimiento del 
impuesto de Consumos al Ayuntamiento de Sagua de Tánamo y la tarifa 
propuesta, eliminando de la misma los epígrafes referentes á las Cajetillas 
de cigarros y Tabacos torcidos. 



Resolución del Gobierno Oeneralde 18 de Abril de 1888, sobre Repartimien- 
tos Municipales. 

"Vista la comunicación de V. E. fecha 13 de Febrero último, relativa 
á consultar á esta Superioridad si para la formación de los repartimientos 
del próximo ejercicio por el concepto rústico, deben atenerse los Ayunta- 
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mientes á lo dispuesto por esta Superioridad en 8 de Marzo último, toda 
vez que no están aprobados los amillaramientos de esta clase de riqueza, <S 
si forman aquellos por los procedimientos que marca la Ley Municipal, el 
Excmo. Sr. Gobernador General en acuerdóle lodel corriente, se ha ser- 
vido disponer se comunique á V. E. como de su orden superior tengo el 
"honor de hacerlo, que los Ayuntamientos enclavados en el territorio de la 
provincia de su mando, que no tengan aun aprobados los amillaramientos 
de la riqueza rústica, deben utilizar para el repartimiento del próximo ejer- 
cicio en lo que se refiere á esta clase de riqueza, los procedimientos que de- 
termina la Ley Municipal en su artículo 135, y para el de la riqueza urba- 
na, los amillaramientos ultimados y aprobados por la Intendencia General 
de Hacienda. 

Al propio tiempo se ha servido acordar S. E. se recomiende a V. E. se 
sirva excitar el celo de las citadas Corporaciones, á fin de que allanando to- 
dos los obstáculos que se presenten, terminen en breve plazo las operacio- 
nes del atnillaramiento que les están eiicomendadas, y que una vez norma- 
lizado ese importante servicio fuente, de los ingresos del Estad» y de aque- 
llos con que cuentan las municipalidades para cubrir el déficit que sus pre- 
supuestos, anuales arrojan. 

EECAEGOS MUNICIPALES. 

Por R. O. de 9 de Febrero de 1882, de acuerdo con lo informado por 
la Sección de Ultramar del Consejo de Estado, se dispuso á virtud del ex- 
pediente formado por D. Miguel Garcia Hoyos y otros contra resolución 
del Gobierno General que aprobó un recargo del 20 por ciento que sobre las 
cuotas que pagan las fincas Urbanas, Industria, Comercio, Profesiones, y 
Artes pretendia imponer el Ayuntamiento de la Habana: 

1? Que no habiéndose ajustado el Ayuntamiento de la Habana al 
crear y aplicar el referido recargo ni á las- disposiciones de la Ley Munici- 
pal ni á las puestas en vigor para el ejercicio de 1 880-81, se devuelva lo co- 
brado por aquel concepto á los contribuyentes y 

2? Que se cumpla lo dispuesto en el articuló 155 de la Ley Munici* 
pal, nombrando Contadores los Ayuntamientos cuyos presupuestos no ba- 
jen de 100,000 pesetas, y que se tome por base para la redacción del Re- 
glamento especial áque dicho artículo se refiere, al 156 de la Ley de la Penín- 
sula, exigiendo que los Contadores sean nombrados por los Ayuntamientos 
entre los que hayan sido aprobados por oposición pública que tendrá lugar 
en la Habana, y disponiendo por último que el Gobierno General forme 
con toda urgencia el proyectó de Reglamento de que habla el artículo 155 
en la forma indicada oyendo al efecto al Consejo de Administración. 

GONTBIBUCIPNES, 

Decreto del Gobierno General de 2 de Marzo de 1882, disponiendo 
que el artículo 7? del Decreto de 12 de Abril de 1882, dictando reglas pa- 
ra la recaudación de Contribuciones del Estado en los distritos Municipa- 
les separados de la oficina recaudadora, se entienda aplicable en todas 
sus partes á los Ayuntamientos de esta Isla. 

AEBITEIOS. 

R. O. de 9 de Marzo de 1883, negando al Ayuntamiento de la Haba* 
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na la imposición del arbitrio de 15 centavos de peso por cada arroba de 
pescado que para el expendio público se introduzca en dicho término. 

Por sentencia del Consejóle Administración de 18 de Septiembre de 
1886, se declaró improcedente la demanda promovida por el Excmo. Ayin- 
tamientode la Habana confa la resolución del Gobierno General, que de- 
claró que la cobranza del arbitrio Marca de Carruajes establecida sobre las 
de carretas y carretones se hi>:iera con supresión del llamado por los con- 
tribu y entes derecho de tiradera. 

Circular del Gobierno General de \ 2 de Julia de 1 888, sobre arbitrios eaneedi' 
dos á los Ayuntamientos pof la Ley de Presupuestos de 1888—89.. 
Por los artículos 3° y 9? de la Ley de Presujíuestos de 29 de Junio del 
corrietite año, se fa ulta á los Ayuntamientos de esta Isla para elevar hasta 
el 50 pf>r ciento el recargo municipal sobre lós cédulas personales para gra- 
var en un 25 por ciento el impuesto de consumí» de ganado, corriendo la 
recaudación dt este ingreso á cargo del arrenilaiario del impuesto, quien 
deberá hacer periódicamente entrega á los municipios de la parte que les 
corresponda, para establecer en sus respectivas localidades, previa la apro- 
bación de este Gobierno General, un impuesto de consumo sobre los artícu- 
los de comer, beber y arder, con arreglo á las tarifas vigentes, exceptuando 
los ya gravados con dicho impuesto á favor del Eitado, y se les conceden 
además todos l>is rendimientos que pueda producir el impuesto sobielas in- 
dostrias comprendidas en los números 26, 29 al 4.4, 79, 80, 83, 87 al 00 y 
10 inclusive de la tarifa 2' y los relacioiíados en la 5' ó de patentes vigen- 
tes por el Reglamento de 15 de Abril de 1883, con las modificaciones in- 
troducidas por virtud de lo d spuesto pn la R^a! Or len de 15 de Marzo ile. 
1884, las cuales se harán efectivas por las cuotas que para cada l'icali lad ' 
acuerden los Ayuntamientos con aproba ñon de este Gobierno Gene al. Et 
artículo 6? prescribe que los Ayuntamientos no podrán recargar las tarifas 
del impuesto de consumo establecido s.ibre bebidas, el que seguirá exi- 
giéndose por las Aduanas de esta Isla, con arreglo á la tarifa qje determi- 
na; y el segundo de los adicionales de la propia Ley establece á su ves que 
los Ayuntamientos no podrán imponer el repartimiento general sino para 
cubrir el déñcit que resulte en sus presupuestos, después de hacer uso en su 
grado máximo, de todos los demás recursos legales. Como es de suponer 
que si no todos, la mayor parte de los presupuestos de los Ayuntamientos de 
esta provincia, cqrrcspoodientes al corriente ejercicio estarán ya revisados, 
por lo tanto, y ultimados por V. E. sin que en su formación y examen se 
hayan podido tener en cuenta las modiñraciones antes cansig ladas, y de- 
biendo acomodar dichos presupuestos á los preceptos de la Ley vigente, el 
Excmo. Sr. G'iberna'li>r Genera!, en acuerdo de esta fec la, se ha servido 
disponer sep-niganenciinocimiento 'le V' E. las expresadas prescripcio- 
nes, áfiíi de quf y sin i.é'duta de tiempo, las dé á conocer á los Ayunta- 
mientos qu..- f irman el territorio de esa provincia, para que procedan á la 
formación délos ex|)edien>es necesarios para establecer los nuevos recur- 
sos que se les conceden, toda vez que no pueden utilizarlos ínterin no ten- 
gan la sanción de este Gobierno Genera' y después á la reforma de sus pre- 
supuestos, incluyendo en ellos los Últimamente autorizados y eliminar á 
su vez los que quedan anulados, para que ese Gobierno proceda á la revi- 
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sión á tenor de las facultades que le compete el artículo 150 de la Ley Mu- 
nicipal." 

AEBITEIOS MUNICIPALES. 

Circular, — El Excmo. Sr. Gobernador General con fecha 18 del ac- 
tyal dice á este Gobierno lo que sigue: 

**Con esta fecha se djce por esta Superioridad al Sr. Gobernador Civil 
de Santa Clara lo siguiente: 

** Vista la comunicación de V, E. fecha 7 del corriente, por la que con- 
sulta á esta Superioridad si pueden los Ayuntamientos gravar el impuesto 
de consumo de ganado con el 2^ por ciento que se les concede, dejando 
subsistente el derecho de matadero que utilizan algunos; si las cuotas sobre 
los artículos de comer, beber y arder han de ser fijadas por los Ayunta- 
mientos ó deben esperar instrucción oportuna y si las tarifas á que tienen 
que sujetarse los productos ó artículos del país, son las contenidas eñ el 
Reglamento de 12 de Abril de 1883 ó si pueden los x'^y untamientos acor- 
darlas, previa aprobación del Gobierno; el Excmo. Sr. Gobernador General 
en acuerdo de 1 1 del corriente se ha servido disponer se comunique á V. E. 
como de su superior orden 16 verifico: 1 ? Que los Ayuntamientos pue- 
den y deben utilizar el recargo del 25 por ciento que sobre el impuesto de 
consumo de ganado faculta el artículo 9? de la Ley de presupuestos vigen- 
te, teniendo en cuenta que aquellos que tengan establecido el arbitrio Ma- 
tadero deben cuidar de que lo que exijen por ese concepto unido al recar- 
go de un 25 por ciento sobre el impuesto, no exceda de 25 por ciento del 
precio medio del artículo (regla 5% artículo 133 de la Ley Municipal.) — 
2** Que del impuesto de consumo sobre los artículos de comer, beber y ar- 
der se deben excluir los vinos, ginebra, aguardientes y demás que se gra-: 
van por el Estado, según el artículo 6?* de la Ley y el ganado destinado al 
consumo; que el expediente y t4rifas debe ser formado por el Ayuntamien- 
to con arreglo al artículo 138 y teniendo en cuenta que en ningún caso las 
tarifas excedan del 25 por ciento del precio medio del artículo en la locali- 
dad respectiva y luego sometido á la aprobación de este Gobierno General, 
sin cuyo requisito no se puede establecer el impuesto; y 3? Que el mismo 
procedimiento se debe emolear para comprender en el impuesto ios artícu- 
los productos del pais, pues no hay una razón para que laís tarifas se for- 
men por distintos procedimientos/' 

Lo que se hace público para general conocimiento y el de las autori- 
dades que les compete; debiendo hacer presente que á continuación se co- 
pian los artículos que de la Ley de presupuestos se citan. — Habana 29 de 

Agosto de 1888. — xAntonio C. Tellería. 

% 

ARTÍCULOS QUE SE CITAN. 

6? El impuesto de consumos establecido sobre bebidas, seguirá exi- 
giéndose por las Aduanas con arreglo á la vigente tarifa: 

Pesos fts. 



Aguardientes extraidos del vino, simples ó compuestos, con 
ó sin azúcar como los de España y Canarias, el anisado, 
los licores, mistelas y ratafias, el litro 0,12 
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Pesos fts. 

La ginebra., el giaebrón, el litro 0,15 

El alcohol y los aguardientes industriales de patatas, ceba- 
da, el litro 

El cognac, el brandy y el rom, el litro 

Cerveza y poters, el litro 

Vino ordinario, rojo ó blanco, el Htro o,02}4 

Idern finos, el litro 0,10 

* Cuando la introducción se verifique en botellas ó frascos, adeudarán 
, un 50 por ciento de recargo. 

Los Ayuntamientos no podrán recargar esta tarifa. 

9" Se concede á los Ayuntamientos la facultad de elevar hasia el 50 
por ciento el recargo municipal sobre las cédulas personales y la de gravar 
en un 25 por ciento el impuesto de consumo de ganados, siguiendo 
su recaudación á cargo del arrendatario del mismo, quien hará entrega pe- 
riódicamente á los naunicipios de la parte que les corresponda. 

Previa la instrucción oportuna, el Gobierno podrá conceder autoriza- 
ción á los Ayuntamientos para establecer en sus respectivas jurisdicciones, 
y como recurso para atender á los gastos locales, un impuesto de consumo 
sobre los artículos de comer, beber y arder, que se exigirá con arreglo á las 
tarifas vigentes, con excepción de los artículos gravados ya con dicho im- 
puesto para el Estado, y sobre el que se autorizan los recargos anteriores. 

IMPUESTOS T ABBITRIOS. 

Resolución del Gobierno General de acuerdo con el Consejo de Ad- 
ministración, que Conforme ala regla 8' del artículo 132 todas las cuotas 
contributivas que se impongan í las industrias á que se refiere dicha regia 
no deben exceder en su punto de un 25 por ciento de las cantidades que 
aquellas paguen á la Hacienda. 

aULTAS UUNICIPALES. 
Resolución del Gobernador General de 17 de Enero de i88z, dispo- 
niendo de acuerdo con lo informado por el Consejo de Administración, que 
las multas que se impongan á las meretrices asf como las que se hagan 
efectivas por infracciones Municipales habrán de satisfacerse precisamente 
en papel municipal de multas. 

AGENTES SE HEQOCIOS, 

Resolución del Gobierno General de 19 de Octubre de i8S2, dispo- 
niendo pueden los Ayuntamientos nombrar Agentes que los representen 
cerca de los centros oficiales, siempre que estén matriculados como tales, 
aquellos á quienes se designen. 

INTERESES DE DEMORA. 

Real Decreto Sentencia del Consejo de Estado de iz de Diciembre 
de 188 1, declarando á favor de ta Administración la demanda promovida 
por D. Jacinto Sigarroa contratista de la limpieza pública de la Habana y 
negándole el derecho al percibo de intereses de demora por el pago de las 
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mensualidades que le adeuda dicho Municipio. Gaceta 6 de Abril 
de 1882. 

ANUNCIOS DE SUBASTA. 

R. O. de II de Agosto de 1882, disponiendo no es obligatorio á los 
Ayuntamientos la inserción de los pliegos de condiciones y anuncios de su- 
basta ea la Gaceta Oficial. 

ALZADAS. 

Circular del Gobierno General de 23 de Abril de 1883, disponiendo 
que el plazo que tienen los Ayuntamientos para alzarse ante dicho Gobier- 
no General de las disposiciones de los de las provincias sea el de cuatro 
meses. 

PEESUPUESTOS. ^ 

Circular de 18 de Enero de 1887. 

El Excmo. Sr. Gobernador General en acuerdo de 14 del actual se ha 
servido disponer lo siguiente: 

I? Que por la autoridad de V. E. se excite á los Ayuntamientos de 
la provincia de su mando, para que, cumpliendo con exactitud lo precep- 
tuado en el artículo 150 de la Ley Municipal, remitan á ese Gobierno an- 
tes del mes de Marzo próximo venidero, los presupuestos aprobados por 
las Juntas Municipales, para el ejercicio de 1887-88, con el fin de que V. E. 
los examine y corrija en su caso las extralimitaciones legales que pudie- 
ran contener, 

2? Que los Ayuntamientos y Juntas Municipales anticipen todo lo 
necesario los trabajos que son de su respectiva competencia, para que se 
dé la debida publicidad á los acuerdos de aquellas y de estas Corporacio- 
nes, y puedan formularse contra las mismas en tiempo legal los recursos 
que se estimen procedentes. 

3? Que tan pronto como forme el Ayuntamiento su» proyecto de pre- 
supuesto, lo exponga al público en la Secretaría de la Corporación por el 
término de quince dias contados desde la fecha en que se haga el anuncio 
en la forma ordinaria con arreglo á lo prescrito en el artículo 146 de la 
Ley Municipal. 

4? Que en el momento que la Junta dicte resolución definitiva en el 
asuntOj si no estuviere total y absolutamente conforme con el proyecto del 
Ayuntamiento, se exponga también al público de igual manera lo acordado 
por aquella, aunque solo por el término de 8 dias. 

En el expediente se hará constar la fecha en cfüe quede expuesto al 
público el acuerdo, y desde la misma empezará á correr el plazo de la ape- 
lación. 

5** Que cuando los medios legales ordinarios no basten en algunos 
Municipios á cubrir el déficit de su presupuesto, recurran los Ayuntamien- 
tos, de acuerdo con las Juntas Municipales, á proponer los recursos que 
juzguen de absoluta necesidad y consideren menos gravosos al vecindario 
siempre que estén aquellos dentro de la Ley y no añadan nuevos recargos 
á las contribuciones del Estado, pero antes de llegar á ese extremo deben 
los Ayuntamientos y Juntas Municipales reducir sus gastos hasta el límite 
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que su honrosa misión les impone, é introducir en sus presupuestos todas 
las economías que estén al alcance de su gestión administrativa. 

6? Que una vez que hayan sido revisados por ese Gobierno los presu- 
puestos de cada Ayuntamiento, enviará V. S. un resumen de cada uno de 
aquellos con el general que debe formar de todos los «le la provincia, se- 
gún lo dispuesto en Real Orderj de 26 de Ab ilde 1881 á este Gobierno 
General á los efectos del artículo 1 50 de la Ley; y 

7? Que por todos los medios que estén al alcance de la autoridad de 
V, S., se procure enérgica y eficazmente el exacto cumplimiento de la Ley. 

Habana Enero 18 de 1877. Kl vlarqués de Méndez NuñeZ: 

Sr. Gobernador Civil de la provincia de 

I 

"^ EOTÜLAi I )N DE CALLES. 

Resolución déla Intendencia General de Hacienda de 12 de Diciem- 
bre de 1887 disponiendo^ que es ooligición de los x\y untamientos la rotu- 
lación de calles y numeración de casas, y que según la regla 20 de la Real 
Orden de 24 de. Febrero de 1880 vigente en la Península, aolo las lápidas 
de las calles serán costeadas por los Ayuntamientos, siendo el número de 
los edificios de cuenta de los dueños. 

BILLETES DE LOTERÍA. 

Circulat del Gobierno General de 11 de Abril de 1888, sobre licencia Muni- 
cipal á los vendedores de billetes de Lotería. 

Según manifestó la Intendencia General de Hacienda al Excmo. se- 
ñor Gobernador General, con fecha 14 de Marzo de 1887, los revendedo- 
res de billetes de Lotería de esta Isla, no están obligados al pago de con- 
tribución por subsidio, pero los Ayuntamientos se encuentran autorizados 
para expedir licencias para ejercer dicha industria, previo el pago corres- 
pondiente en sellos de arbitrios municipales, empleando á la vez un sello 
valor de cinco centavos en cumplimiento de lo que se determina en el inci- 
so 9° del artículo 25 de la Instrucción para la Renta del Sello y Timbre del 
Estado. 

Lo que por disposición del Excmo. Sr. Gobernador General, comunica- 
da á este Centro con fecha 14 del que cursa, se hace público por este me- 
dio para la debida inteligencia. Habana 24 de Abril de i888. Luis Alon- 
so Martin. 

DEMENTES. 

'Siesoliuión del Gobierno General de 21 de Marzo de 1 í^88 sobre conducción de 
dementes. 
El Excmo. Sr. Gobernador General se ha servido disponer que, siempre 
que sea preciso conducir dementes á la Casa de Enagenados, ó á otro 
punto, se verifique la conducción por, personas especialmente comisionadas 
al efecto, limitándose la Guardia Civil á prestar el auxilio que los aludidos 
comisionados necesiten. 

EXPEDICIÓN DE CÉDULAS. 

Por resolución del Gobierno General de 27 de Abril de 1888 sobre 
expedición de cédulas se dispuso que deseando armonizar lo queá la percep- 
ción del impuesto se refiere, con aquellas disposiciones encaminadas al 
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mejor servicio del público, que los Alcaldes, antes de cubrir las cédulas 
personales cuiden muy especialmente de llenar las formalidades que para la 
identiñcación de la personalidad prescribe el artículo 51 de la Instrucción 
de 12 de Mayo de 1882, relativa á la materia y de consultar los registros de 
circulados, así como que cuando por extravío ó desaparición de alguna cé- 
dula se solicite la certificación á que se contrae el artículo 49, se observe con 
rigor 1q preceptuado acerca del particular por el párrafo 3? del propio ar- 
tículo 51; en la inteligencia de qué el Gobierno exijirá estrecha responsa- 
bilidad á los Alcaldes que omitan cualquiera de las aludidas formalidades. 



CAEOOS PÚBLICOS. 

Resolución del Gobierno general <ie 3 de Octubre de 1888, dictada de 
acuerdo con el Consejo de Administración, disponiendo que los cargos pú- 
blicos no pueden ser objeto de subastas. (Expediente de alzada interpues- 
ta ante el Gobernador General por el Ayuntamiento de Holguín, contra- 
providencia del Gobierno Civil de Santiago de Cuba, que dejó sin efecto 
un acuerdo Municipal, por el cual se adjudicó definitivamente á D. Benja- 
mín Santiesteban el cargo de Depositario de fondos Municipales. Gaceta 
17 de ©ctubre de 1888. 
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TITULO I. 

De las provincias, su territorio 7 habitantes. 

Artículo I. ^ El territorrio de la Isla de Cuba y sus adyacentes se 
divide para su administración y régimen en provincias, según lo determine 
la ley de división territorial. 

Art. 2. ® La provincia se compone de todos los términos municipa- 
les comprendidos dentro de sus límites. 

Art. 3. ® No se hará alteración de ninguna clase en los límites de 
una provincia, sino con audiencia y conformidad de los Ayuntamientos y 
Diputaciones interesadas, y del Consejo de Estado. 

A falta de conformidad de algunas de estas Corporaciones y del Go- 
bierno Supremo, la alteración será objeto de una Ley. 

Art. 4. ^ ' Son aplicables á los habitantes de las provincias las dispo- 
siciones contenidas en el título i. ® de la Ley municipal en lo relativo á 
su condición y derechos, (i) 

TITULO n. 

De la administración civil de las provincias, 

CAPÍTULO I. 

Auiaridades provinciales, 

Art. 5. o Las autoridades administrativas de las provincias son: 

1. ® El Gobernador. 

2. ^ La Diputación provincial. 

3. ^ La Comisión provincial, con el carácter y funciones que deter- 
üina el artículo 63. / 

Art. 6. <=^ El Gobernador de la provincia es nombrado y separado 
t el Gobierno Supremo, así como todos los empleados que, bajo las 6r- 

[) Véase en las páginas 13 y siguientes de esta obra. 
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denes de aquél, hayan de cumplir las funciones que no estén reservadas áí 
la Diputación y Comisión provincial. 

Art. 7. ® La Diputación provincial se compondrá de los Diputados 
elegidos por los mismos electores de Ayuntamientos con arreglo al art. 40 
de la ley municipal. 

Cada partido judicial elegirá tres Diputados provinciales. 

Si los que por esta regla deben ser nombrados no llegan al número de 
doce, se aumentará el de los elegibjes hasta completarle, en los partidos 
que tengan mayor población. Si los que corresponda elegir á la provincia 
exceden de 20, se reducirá el número de los elegibles* en los partidos que 
tengan menor población. 

El Gobierno GeneAl publicará oportunamente el número de Diputa- 
dos provinciales que debe nombrar cada partido judicial con arreglo á esta 
disposición. 

Art. 8. o La Comisión provincial se compone de cinco vocales nom- 
brados con sujeción á esta ley. 

CAPÍTULO IT. 

Funciones del Gobernador, (i) 

Art. 9. ° Corresponde al Gobernador de la provincia, como Jefe su- 
perior de la Administración: 

1. ® Presidir con voto la Diputación provincial y la Comisión, cuan- 
do asista á sus sesiones. 

2. ^ Autorizar sus actas. 

3. ® Comunicar y ejecutar los acuerdos de la Diputación y Comi- 
sión, cuidando de su puntual y exacto cumplimiento. 

. 4. ® Llevar el nombre y representación de la provincia en todos sus^ 
asuntos judiciales, informes, correspondencia y comunicaciones de todo 
género. 

5.® Inspeccionar las dependencias de la provincia y Ayuntamien- 
tos, comprobando el estado de sus Cajas, Archivos y cuentas, y cuidando 
de que sean cumplidas, así las leyes y disposiciones generales como los 
acuerdos de la Diputación, vigilar su ejecución y la preparación de todos 
los asuntos en que haya de ocuparse. En su virtud dictará las disposicio- 
nes necesarias al efecto, proveyendo lo que corresponda en casos de omi- 
sión, negligencia ú oposición por parte de los encargados de la ejecución^ 
y dando cuenta de todo al Gobernador General de la Isla. 

6. o Suspender los acuerdos de la Diputación provincial y de los 
Ayuntamientos, cuando proceda, con arreglo á esta ley y á la municipal y 
ejercer las atribuciones que las mismas y las demás vigentes ¡e concedan. 

7. ® Suspender en el ejercicio del cargo á los Diputados provincia- 
les, Alcaldes, Tenientes de Alcaldes y Concejales en los casos y en la for- 
ma prevenidos en esta ley y en la municipal. 

8. ® Suplir por sí ó por sus delegados la acción provincial y la mu- 
nicipal, ya nombrando la Diputación y Ayuntamientos, cuando no se reu- 

• 
(i) En esta obra insertamos el Real Decreto de 9 de Julio de 1878, sobre atribucio- 
nes y fecnltades de los Gobernadores Civiles de las provincias de esta Isla, para que pueda. 
consultarse. 
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nan, ó completando su número, cuando no lo hicieren en el suñciente 
para tomar acuerdo, ya supliendo las funciones de las mismas Corporacio- 
nes cuando se negaren á ejercerlas, y dando cuenta en todo caso al Gober- 
nador General de la Isla. 

Art. 10. El Gobernador puede dirigir á la Diputación las excita- 
ciones que le parezcan oportunas sobre las cuales está obligada á tomar 
acuerdo, 

Art. II. Al Gobernador corresponde muy especialmente cuidar del 
orden público en el territorio de la- provincia, á cuyo fin las autoridades 
militares le prestarán su auxilio, cuando aquél lo reclamare. 

Art. 12. El Gobernador en sus actos, como representante y delega- 
do del Gobierno, se acomodará á lo que establezcan las leyes, y á los re- 
glamentos y disposiciones que éste dictare en virtud de sus facultades. 

Art. 13. El Gobernador General designará la persona que haya de 
sustituir al Gobernador de la provincia en ausencias y enfermedades. Si 
la ausencia fuese de la capital, mas no de la provincia^ continuará el Go- 
bernador desempeñando su cargo desde el punto en que se halle, sin per- 
juicio de lo cual los Jefes administrativos y el Secretario despacharán los 
asuntos de mera tramitación, entendiéndose directamente con el Gober- 
nador General en los casos urgentes. ( i ) 

Art. 14. El cargo de Gobernador es incompatible con todo otro 
provincial ó municipal de cualquiera especie, sin perjuicio de lo dispuesto 
en el artículo anterior. 

CAPÍTULO IIL 

Organización y modo de funcionat de la Diputación provincial, 

Art. 15. La división de las provincias en distritos electorales se hará 
por el Gobierno Supremo, oyendo á las respectivas Diputaciones. 

Art. 16. Se dividirá cada provincia en tantos distritos electorales 
■como Diputados provinciales tenga que elegir, con arreglo á lo preveni- 
do en el artículo 7. ® . Cada distrito nombrará un solo diputado. 

Art. 17. Ningún municipio formará parte de distintos distritos elec- 
torales. 

Art. 18. Para la división de la provincia en distritos y la designa- 
ción de los pueblos, cabezas de cada uno, la Diputación formará un pro- 
yecto que será publicado en la provincia respectiva y en la Gaceta de 
la Habana un mes antes de elevar la propuesta al Gobernador General. 
Durante este tiempo serán recibidas por el Gobernador de la provincia 
las reclamaciones y observaciones que con motivo de la división hiciere?i 
los Ayuntamientos y vecinos, las cuales, con su informe y el proyecto de 
la Diputación, pasarán al Gobernador General dentro de los ocho dias si- 
guientes á la espiración del plazo. 

El Gobernador General remitirá el proyecto con su informe al Mi- 
nisterio de Ultramar por el correo más inmediato. 

(i) Según U regla 8. ** del art. 2. © de la Ley de 16 de Diciembre de 1876: el Gk)- 

bernador presidirá con voto, la Diputación provincial y la Comisión cuando asista á sus 

sesiones. El Gobierno designará la persona que haya de sustituir al Gobernador, en au- 

'.encias ó enfermedades. — (Página 739.) (Diccionario Administrativo de Alcubilla. — 

Pomo I. ® 
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El Ministerio de Ultramar, oyendo previamente al Consejo de Es- 
tado, fijará la división de los distritos con la designación de sus respectivas 
cabeceras en el plazo más breve posible. 

Una vez hecha la división y designación, no podrán ser alteradas 
sino en virtud de expediente justificativo que resolverá el Mmisterio de 
"Ultramar con audiencia del Consejo de Estado. 

Art. 19. Pueden ser Diputados provinciales todos los que, tenien- 
do aptitud para serlo á Cortes, tengan su vecindad dentro de U provincia. 

En ningún caso pueden serlo; 

i,^ Los Diputados á Cortes. 

2. ° Los Alcaldes, Tenientes y Regidores. 

3.*^ Los empleados activos del Estado, de la provincia ó de alguno 
de sus municipios. 

4. ° Los que directa 6 indirectamente tengan parte en servicios, 
contratas ó suministros dentro de la provincia por cuenta de ésta, del Es- 
tado ó de los Ayuntamientos. 

5. o Los que desempeñen cargos públicos que por las leyes espe- 
ciales estén declarados incompatibles con el de Diputado provincial. 

6. ° Los que tengan contienda administrativa ó judicial pendiente 
con la Diputación ó con los establecimientos sujetos á la dependencia y 
administración de ésta, (i) 

El cargo de Catedrático de Universidad ó de Instituto en la capital 
de la provincia será compatible con el de diputado provincial. 

Pueden excusarse los mismos á quienes se concede este derecho para 
los cargos de Concejales en el art. 45 de la Ley municipal, (z) 

Art. to. La elección de Diputados provinciales tendrá lugar en la 
primera quincena del tercer mes del año e{:onómico. 

Art. 21. Los Colegios y secciones electorales serán los mismos que 
sirvan para las elecciones municipales. 

Art. 22. Los Diputados electos presentarán sus actas en la Secreta- 
ría de la Diputación ocho dias antes del en que deba celebrarse la aper- 
tura de las sesiones. En este día sjn necesidad de previa convocatoria, se 
reunirán los Diputados que hayan presentado sus actas bajo la presidencia 
del Gobernador, y procederán á !a constitución interina de la Diputación. 

Art. 23. La Diputación provincial se constituye interinamente corres- 
pondiendo la presidencia al Vocal de más edad, y haciendo de Secretarios 
los dos más jóvenes de entre los presentes. 

Art. 24. Constituida la Diputación interinamente, y en la misma 

sesión, elegirá dos Comisiones de tres Vocales cada una: la primera exa- 

as actas presentadas y que fueren presentando los interesados; la 

examinará las actas de los Vocales que forman la primera. 

ibas comisiones presentarán inmediatamente sus dictámenes ala 

S'in Real Orden de 7 de Septiembre de IS71, los cargos de Escribanos de 
elatotes, son incompatibles con los de Diputado previncial 
n Real Orden de 12 de Julio de 1S71, los cargos de Diputado provincial j 
or de la propiedad son incompatibles. 

rtlculo 43 de k Ley municipal, párrafo 3. ° , del inciso 6. ° — Pueden eicasarse 
ocejales; — l. ° Los mayores de 60 años ylos físicamente imposibilitados. — 3, o 
layan sido Senadores, Diputados i Corles, Diputados proiinciales y Conrejales 
años después de hxixi cesado eu sus respectivos cargos. 
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Diputación provincial, la cual en su vista procederá sin interrupción á re- 
solver en definitiva todas las reclamaciones y protestas á que las operacio- 
nes electorales hubieren dado lugar. 

Art. 25. Aprobadas las actas que no contuvieren protestas que afec- 
ten á la validez de la elección, y á fin de constituirse definitivamente, pro- 
cederá la Diputación á formar una terna <ie individuos de su seno, la cual 
elevará al Gobernador General, para que éste nombre de entre ellos el Pre- 
sidente de la Corporación. 

Acto continuo elegirá ésta de entre sus miembros un Vice-pi:esidente 
y dos Secretarios para todas las sesiones que hayan de celebrarse hasta la 
renovación. 

El Gobernador General podrá no aceptar los propuestos, y en este 
caso, nombrar Presidente á otro cualquier individuo de la Diputación. 

Los Diputados que para la constitución definitiva no hubieren presen- 
tado sus actas se entenderá que renuncian el cargo. La Diputación decla- 
rará la vacante y lo comunicará al Gobernador, precediéndose á la elec- 
ción parcial en la forma y tiempo que la ley determine. 

Art. 26. Si la Diputación acordare la anulación de algún acta, co- 
municará su acuerdo al Gobernador que dispondrá su inmediata publi- 
cación. 

Este acuerdo será ejecutorio y se procederá, en consecuencia, á la 
elección parcial, si el interesado no interpusiere recurso en el término de 
ocho días ante la Audiencia del territorio. 

Art. 27. La Diputación provincial se reunirá necesariamente en- la 
capital de la provincia todos los años el primer día útil de los meses quinto 
y décimo del año económico. 

Art. 18. La primera sesión de cada período será abierta por el Go- 
bernador en nombre del Gobierno Supremo, (i) 

Art. 29. El cargo de Diputado es gratuito, honorífico, sujeto á res- 
ponsabilidad, y no es renunciable sino por justa causa, una vez aceptado. 

Su duración es de cuatro años, haciéndose cada dos la renovación 
de la mitad de los que compongan la Diputación. 

La primera designación se hará por sorteo. Saldrá primero el nú- 
mero mayor, si el total no fuere susceptible de exacta división, y en las 
renovaciones sucesivas saldrán los más antiguos. 

Art. 30. Las vacantes extraordinarias que por cualquier concepto 
ocurran, cuando antes de la renovación general haya de verificarse alguna 
de las sesiones ordinarias de la Diputación, serán cubiertas por elección 
parcial, ingresando el elegido en el lugar que corresponda al Diputado 
saliente. 



{\) Por Keal Orden de 23 de Abril de 1871 se dispaso lo siguiente* — Gobernación. — 

S. M. el Rey ha tenido á bien resolver: 1. ® Que cuando no concurran á las sesiones de 

la Diputación provincial posteriores á la de apertura, de que trata el artículo 32 de la Ley, 

el Gooemador, presidente, y vice-presidente de la Corporación y haya el número de Vo- 

-ales que prescribe el artículo 42 de aquella, presida el Vice-presidente de la Comisión 

;rmanente. Y, 2 o que en el caso de no asistir á la sesión de la Comisión provincial el 

ice-presidente de ésta, ni tampoco el Gobernador, y haya el núpiero de inmviduos que 

reviene el artículo 62 de la Ley, la presida el Vocal de la misma que hubiere obtenido 

layor número de votos al ser elegido para ella, y caso de haber dos ó más con iguales 

tos lo haga el de mayor edad. — De Real Orden etc. — Madrid 23 de Abril de 1870. — 

];asta. 
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Cuando la vacante ocurriese por suspensión gubernativa ó judicial, 
ó después del plazo arriba expresado, el Gobernador General la proveerá 
interinamente en cualquier persona, si la hubiere, que antes haya desem- 
peñado por elección el cargo de Diputado provincial. El nombrado 
continuará hasta que se resuelva definitivamente la suspensión del Diputa- 
do á quien reemplaza, ó hasta la primera renovación si en ella debiera 
aquel cesar por el turno establecido. 

Art. 31, A la Diputación provincial corresponde admitir ó desechar 
las renuncias y declarar las vacantes, conforme á lo establecido en es- 
ta ley. 

£1 Gobernador dispone las elecciones ordinarias y extraordinarias 
cuando según las leyes deban verificarse y en la forma que las mismas de- 
terminen. Las elecciones serán anunciadas en los cinco dias siguientes 
al acuerdo en que se funden, y se verificarán dentro de un plazo que no 
baje de 15 dias ni exceda de 30, después de la convocación. 

Art. 32. La Diputación fija en su primera sesión de cada periodo 
semestral el número de las que haya de celebrar durante el mismo. En 
caso de necesidad puede acordar prórroga con aquiescencia del Gober- 
nador. 

Si durante la celebración de las sesiones sobrevinieren causas que hi- 
cieran peligrosa su continuación, el Gobernador puede suspenderlas ó 
aplazarlas, dando inmediatamente cuenta al Gobernador General. 

Art. 33. La Diputación se reúne en sesión extraordinaria cuando 
para asuntos determinados sea necesario, ajuicio del Gobernador General 
ó del de la provincia. 

Art. 34. El Gobernador hace la convocación, citando por escrito y 
en su domicilio á cada uno de los Vocales con ocho dias de antelación, y 
expresando el objeto si se trata de sesión extraordinaria. La reunión será 
anunciada con la misma antelación en los periódicos oficiales ó en la for- 
ma de costumbre. 

Art. 35. Cuando por fundados motivos crea el Gobernador que de 
una reunión extraordinaria pueden sobrevenir alteraciones en el orden pú- 
blico, suspenderá la convocación, dando cuenta al Gobernador General. 

Dentro de los 15 dias siguientes á la comunicación, el Gobernador 
General resolverá lo que proceda, aprobando el acuerdo del Gobernador 
ó levantando la suspensión. Esta se entiende "levantada cuando, pasado 
un mes desde el acuerdo de convocatoria, no se hubiere comunicado reso- 
lución alguna superior en contrario. 

Art. ^6, Las sesiones tendrán que ser públicas cuando en ellas se 
trate de cuentas, presupuestos y otros objetos relacionados con éstos, y 
también cuando se trata de las actas de elecciones provinciales. 

De las sesiones se insertará un extracto en el Boletín ó periódico 
oficial. 

Art. 37. Es obligatoria la asistencia á las sesiones. El Diputado- 
que sin causa debidamente justificada dejare de cumplir lo que en este 
artículo se dispone, incurrirá en una multa de 20 pesos por cada vez, 
siéndole además imputables los perjuicios á que su morosidad 'pudiese, dar 
lugar. 

Los Diputados que tuvieren necesidad de ausentarse lo pondrán ea 
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conocimiento del Gobernador, sin cuyo requisito incurrirán en las respon- 
sabilidades expresadas en el párrafo anterior. 

Durante las sesiones se necesita para ausentarse, obtenerla licencia de 
la Diputación, la cual solamente podrá concederla en cuanto sus efectos 
no se opongan á lo dispuesto en el artículo que sigue. _ 

Art. 38. Para deliberar es necesaria la presencia de la mayoría ab- 
soluta del njúfnero total de Diputados, (i) ^ 

Art. 39. Para formar acuerdo se necesita ^1 voto de la mayoría de 
los concurrentes, salvo lo dispuesto en contrarío por esta ley. £n caso de 
empate se repetirá la votación al dia siguiente, y si hubiere segundo empa- 
te, será resuelto por el Presidente. 

Art. 40. Son aplicables á las Diputaciones provinciales, en la parte 
posible, las disposiciones contenidas en los artículos 57, 58, 95, 99, loi^ 
103, 104 y 107 de la Ley municipal. (2) 

Art. 41. La Diputación forma su reglamento para el despacho de los 
negocios, orden de las sesiones y modo de funcionar, que será sometido á 
la aprobación del Gobernador General. 

Art. 42. En cada una de las reuniones semestrales, el Presidente 
y Secretarios de la Diputación presentarán una Memoria que exprese 
los asuntos en que aquella haya de ocuparse, con noticia de los nego- 
cios pendientes y estado de las cuentas, fondos y administración pro- 
vincial. 

CAPÍTULO lY. 

Competencia y atribuciones de la Biputadón provincial, 

Art. 43. Es de la competencia de la Diputación provincial el gobier- 
no y dirección de los intereses peculiares de la provincia, en cuanto, según 
esta Ley ó la municipal, no corresponda á los Ayuntamientos, y en parti- 
cular lo que se refiere á los objetos siguientes: 

1. ® Establecimiento y conservación de servicios que tengan por 
objeto la comodidad de los habitantes de la provincia, y el fomento de sus 
intereses materiales y morales, tales como caminos, canales de navegación 
y de riego, y toda clase de obras públicas de interés provincial, estableci- 
mientos de Beneficencia ó de Instrucción, concursos, exposiciones y otras 
instituciones de fomento y demás objetos análogps, con sujeción á las le- 
yes especiales y reglamentos de los diversos ramos de la Administración 
pública. 

Las atribuciones que corresponden á la Diputación en el ramo de Be- 
neficencia serán y se entenderán siempre sin perjuicio de la alta inspección 
que en éste, como en todos los ramos de la Administración, confiere al 
Gobernador General la Legislación vigente. 

2. ® Administración de los fondos provinciales, ya sea para el apro- 
vechamiento, disfrute y conservación de toda clase de bienes, acciones y 
derechos que pertenezcan á la provincia ó á establecimientos que de ella 

(i) Real Orden de 10 de Julio de 1872. — Oomputadon de la mayoría. **Para compu- 
tar la mayoría absoluta necesaria para c^ue puedan deliberar las Diputaciones provinciales 
solo deben contarse los Diputados en ejercicio. — (Gaceta de Madrid 24 de Julio.) 

(2) Véanse dichos artículos, páginas 25, 32, 33 y 34 de esta obra. 
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dependan, ya para la determinación, repartimiento, inversión y cuenta 
de los recursos necesarios para la realización de los servicios que están con- 
ñados ala Diputación. 

La Diputación se acomodará alo mandado por las leyes y disposicio- 
nes dictadas para su ejecución en todos los asuntos que, según la presente, 
no le competan exclusivamente y en que obra por delegación. 

\An. 44.. Es aplicable á la Diputación provincial lo dispuesto en el 
artículo 74 de ia Ley municipal. También lo es el artículo 70 de la 
misma ley, en cuanto se acomode á la naturaleza de los servicios enco- 
mendados A esta Corporación, (r) 

Los establecimientos de enseñanza creados ó sostenidos pot la Dipu- 
tación provincial se acomodarán á las disposiciones vigentes sobre Instruc- 
ción pública. 

Art. 45. La Diputación tendrá además cuantas facultades le confiere 
la Ley municipal. 

Art. 46. Los acuerdos tomados porla Diputación provincial, en con- 
íormidad á lo dispuesto en el artículo 43, son ejecutivos, sin perjuicio de 
los recursos establecidos en esta ley. 

Art. 47. Los acuerdos de la Diputación provincial serán comunica- 
dos en término de tercero día al Gobernador, el cual puede en todos los 
casos suspenderlos por sí; y á instancia de cualquier residente en la pro- 
vincia, en los casos signientes: 

I. "^ Por recaer en asuntos que según esta ley ú otras especiales, no 
sean de la competencia de la Diputación, 

z. ° Por delincuencia. 

La suspensión se comunicará á la Diputación provincial dentro de los 
ocho días siguientes h la notiñcación del acuerdo, pasado cuyo plazo, ésie 
es ejecutivo de derecho. El plazo empezará á correr desde el recibo del 
expediente, si el Gobernador lo hubiere reclamado para su examen. 

La suspensión en todo caso será motivada con expresión concreta y 
precisa de las disposiciones legales en que se funde. 

Art. 48. Notificada la suspensión, podrá la Diputación recurrir en 
alzada al Gobernador General, á quien el de la provincia remitirá el 
recurso con el expediente y su informe en el término de ocho dias. El 
Gobernadar General resolverá, previa consulta del Consejo de Adminis- 
tración, dentro de los cuarenta días después de la remisión del expediente. 

Art. 49. El Gobernador suspenderá también la ejecución de los 
acuerdos á que se refiere el párrafo primero del artículo 47, cuando de ella 
hubiere de resultar perjuicio en los deiechos civiles de un tercero. 

La suspensión en este caso tendrá lugar solamente en cuanto el 
interesado lo solicitare, reclamando al mismo tiempo contra el acuerlo. 

El Gobernador decretará la suspensión, si procede, dentro de los trea 
dias siguientes á la petición y la comunicará en el inmediato al intere- 
sado. (2) 

(i) Véanse dichos artícnlos en las páginas 28 y 29 de estaobra. 

(2) Según Real Orden de z? -le Julio de 1882, los acuerdos deben comunicarse en ct 

enjdo al Gotiernador. aunque él haya presididu la sesión para que por U 

;1 Gobierno Civil, se comuniquen i los interesados. 

isión de los acuerdos de las Diputaciones solo puede verificarse por ios. 
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Art. 50. Los que se crean perjudicados en sus derechos civiles por 
los acuerdos de la Diputación, haya sido ó no suspendida su ejecución en 
virtud de lo dispuesto anteriormente, pueden reclamar contra ellos median- 
te demanda ante el Juez ó Tribunal competente, según lo que atendida la 
naturaleza del asunto^ dispongan las leyes. 

El Juez'ó Tribunal que entienda en el asunto puede suspender por 
primera providencia, á petición ^del interesado, la ejecución del acuerdo 
apelado, si esto no hubiere tenido lugar, conforme al artículo 48, cuando 
á su juicio proceda y convenga para evitar un perjuicio grave é irrrepa- 
rabie. 

Para interponer esta demanda se concede un plazo de 30 días, que 
comenzaiá á contarse desde la fecha de la notificación del acuerdo, ó des- 
de la en que sea comunicada la suspensión en su caso, pasado el cual sin 
haberse interpuesto la demanda, queda levantada de derecho la suspensión 
y consentido el acuerdo. 

Art. 51. Suspendido ó apelado el acuerdo, en virtud de lo dispuesto 
en los artículos anteriores, el Gobernador remitirá los antecedentes al Go- 
bernador General, en el primer caso, ó al Juez ó Tribunal competente, en 
el segundo dentro del plazo de ocho dias. 

Art. 52. Los acuerdos suspendidos por el Gobernador y no apelados 
ante los Tribunales, se comunicarán en el término de ocho días al Gober- - 
nador General, que resolverá en la forma prevenida por el art. 173 déla 
ley municipal, (i) 

La resolución del Gobernador General es apelable en vía contencioso- 
administrativa. 

Art. 53. De los repartimientos de todo género aprobados con arre- 
glo á las disposiciones de la ley municipal, que la Diputación haga entre 
los pueblos de la provincia para cubrir los cupos generales y el necesario • 
para gastos provinciales, podrán apelar los Ayuntamientos respectivos en 
el término de ocho días, contados desde la publicación ó notificación del 
repartimiento. 

Pasado este término quedará firme sin ulterior recurso. 

El Gobernador General resolverá la alzada oyendo previamente al 
Consejo de Administración y su providencia confirmatoria será apelable 
ante el Tribunal Contencioso de la Isla. 

CAPÍTULO Y. 

Organización y modo de funcionar d€ la Comisión provincial, 

Art. 54, El Gobernador General nombra de entre los individuos 
de la Diputación los vocales de la Comisión provincial y su Vice Presi- 
dente: ' 

También corresponde al Gobernador General la separación y suspen- 
sión de los mismos que deberá ser motivada. 

Art. 55. La Comisión se compone de cinco Diputados, entre los 

Gobernadores en los casos taxativamente determinados en esta Ley, y conforme se ha 
confirmado también por Real Orden de 15 de Abril de 1874, al disponer que los Gk)ber- 
nadores solo son ejecutores de los acuerdos de las Diputaciones. 
(i) Véase en la página 52 de esta obra. 
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cuales no habrá más de uno del mismo partido judicial. Los cargos dura- 
rán dos años. Las vacantes extraordinarias se proveerán en la misma for- 
ma, y los nombrados ocuparán respecto al turno de salida el lugar de los 
vocales á quienes reemplazan. 

El Gobernador General resuelve acerca de las excusas alegadas por 
los nombrados. 

Art. 56. La Comisión provincial tendrá las atribuciones que lé 
concede esta ley: está siempre en funciones y reside en la capital de la 
provincia. 

Cada uno de los vocales disfrutará una indemnización que acuerde la 
Diputación y no excederá de 2,000, 1,600 ó 1,200 pesos en las provincias 
de prinpera, segunda ó tercera clase respectivamente. (1) 

Art. 57. La Comisión provincial se reunirá cuantas veces lo exijan 
los negocios que estén á su cargo, según el orden que establezca en la pri- 
mera sesión de cada mes. 

Art: 58. Es Presidente de la Comisión el Gobernador, y Secretario 
sin voto el mismo que lo sea de la Diputación. 

Art. 59. Para deliberar es necesaria la presencia de tres vocales, y 
este mismo número de votos conformes hace acuerdo. 

En caso de no reunirse en una votación aquel número de votos con- 
formes, se repetirá al día siguiente, formando acuerdo la mayoría; y si aun 
entonces resultare empate, decidirá el voto del Presidente. 

Art. 60. Es obligatoria la asistencia á las sesiones una vez aceptado 
el cargo. 

Si algún vocal dejare de asistir á cuatro sesiones consecutivas sin li- 
cencia de la Comisión, ni justa causa aceptada por ésta, se entenderá que 



(i; Gobierno General de la Isla de Cuba. — Ayuntamientos. — Por el Mi- 
nisterio de Ultramar, con fecha 19 de Septiembre último y bajo el núm. 1,000, se comu- 
nica á este Gobierno la Real orden siguiente. — *'Excmo. Sr. — Vista la instancia que por 
conducto de ese Gobierno General eleva á este Ministerio el Presidente de la. Diputación 
Provincial de la Habana, en solicitud de que se declare si la mcompatibilidad de haberes 
y emolumentos á que en términos absolutos se refiere el Real Decreto de 9 de Julio de 
1855, comprende ó nó la indemnización que acuerdan las Diputaciones á los Vocales de 
sus Comisiones permanentes. Visto el informe de V. E. Considerando que la Real or- 
den de 17 de Junio de 1886, que ha tenido en cuenta el Presidente de la Diputación Pro- 
vincial para no ordenar el pago á D. Fernando F. Reinoso de la indemnización qTjle le 
corresponde como miembro de la Comisión permanente, no es aplicable al presente caso, 
puesto qne su declaración de incompatibilidad se refiere á los sueldos ó haberes de Cate- 
drático profesional y Alcsdde, concepto que no concurre en los emolumentos que perciben 
los Vocales de la Comisión permanente por ser como la Ley provincial expresa en su ar- 
tículo 56 una indemnización. Considerando que el Real Decreto de 9 de Julio de 1855, 
se halla modificado en sus terminantes disposiciones por el articulo 19 de la Ley provin* 
cial que taxativamente dispone en su último párrafo que, "el cargo de Catedrático de 
Universidad ó de Instituto de la capital de la provincia, será compatible con el de Dipu- 
tado provincial;'' el Rey (q. D. g.) y en su nombre la Reina Regente del Reino, ha te- 
nido á bien declarar que, á tenor de lo dispuesto en el precitado artículo 19, no existe 
incompatibilidad de haberes entre el sueldo de Catedrático de Instituto de la capital de la 
provincia y la indemnización de Vocal de la Comisión permanente, procediendo en su vir- 
tud, el pago ordenado por el Gobernador General, á favor de D. Femando F. Reinoso. 
De Real orden lo digo á V. E. para su conocimiento," 

Y acordado por S. E. con recha 6 del actual el cumpliminnto de la preinserta sobera- 
na disposición, de su Superior orden se publica en la Gaceta para general conocimiento. 
Habana 18 de Octubre de 1887.— José Pujáis. 



it) 
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renuncia su cargo sin perjuicio de la responsabilidad en que, según el ar- 
tículo 37, puede incurrir. 

Art. 6i. Las sesiones de la Comisión serán públicas en la forma y 
manera prevenidas para las de Ayuntamientos en la ley municipal. 

Art. 62. Son aplicables á estas sesiones las disposiciones citadas en 
el art. 40, en cuanto sean compatibles con la organización y modo de fun- 
cionar de este Cuerpo. 

CAPÍTTLO VI. 

Competencia y atribuciones d^ la Comisián provincial, 

Art. 63. Las comisiones provinciales tendrán las facultades si- 
guientes: 

1. ^ Como cuerpos consultivos darán su dictamen cuando las leyes 
y reglamentos lo prescriban, y siempre que el Gobernador por sí ó por dis- 
posición del Gobernador General estime conveniente pedírsele. 

2. ^ Decidirán las reclamaciones y protestas de las elecciones de Con- 
cejales é incapacidades y excusas de éstos, en los casos y forma que las le- 
yes electoral y municipal establezcan. 

3. ^ Resolverán interinamente los negocios encomendados á la Di- 
putación provincial cuando por la urgencia ó naturaleza del asuntQ no pu- 
diera ei|)erarse á . la reunión de ésta, debiendo asistir en tales casos los 
Diputados provinciales que se hallen en la capital, (i) 

La Diputación en su primera reunión acordará lo que estime conve- 
niente para que recaiga la resolución definitiva. 

Art. 64. Las competencias de jurisdicción y atribuciones entre las 
autoridades administrativas y judiciales se decidirán conforme al Regla- 
mento de 4 de JuHo de i86r. (2) 

Art. 65. El Gobernador dirige los litigios seguidos en nombre de la 
provincia. 

Para entablar demandas ordinarias de mayor cuantía es necesario el 
acuerdo de la Diputación provincial: para todos los demás casos es sufi- 
ciente el del Gobernador, oída la Comisión. 

CAPÍTTJIiO TU. 
Empleados y agentes de la Administración provincial. 

Art. dd. Las dependencias de la Diputación provincial se compo- 
nen: (3) 



(i) Pgr Real orden de 13 de Junio de 1877, se dispuso que la Presidencia de estos 
sesiones corresponde, al Presidente de la Diputación, al V ice-presidente de la Comisión 
permanente si faltase aquél, á no ser que se halle presente el Gobernador civil de la pro- 
vincia. 

(2) Véase en el. Apéndice de esta Ley, 

(3) Por R. O. de 3 de Enero de 1882 se dispuso de acuerdo con lo informado por 
la sección de Ultramar del Consejo de Estado, en el expediente promovido por la Excma. 
Diputación Provincial de la Habana contra resolución del Gobierno General, que era de 
confirmarse como interpretación de los artículos 66 y 69 de la Ley Provindal de Cuba, 
que las propu estas de las Diputaciones á los Gobernadores pai a la ptovisián de las plazas 
de Secretarios, Contadores y Depositafios de sus Oficinas, deben hacerse en tefna con renti'- 
sián del expediente de concuaso y demás antecedentes de los declarados aptos en elmismo^ 
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1. ® de la Secretaría. 

2. ^ de la Contaduría. 

3. ® de la Depositaría. 

Al frente de cada una de estas secciones habrá un Jefe, bajo cuyas ór- 
denes servirán los empleados necesarios. 

El nombramiento y separación de estos Jefes corresponde al Goberna- 
dor á propuesta de la Diputación de la provincia. 

Art. 67. La Diputación provincial nombra y separa á sus demás em- 
pleados. 

Art. 68. La plantilla, el sueldo de todos los empleados de dichas de- 
pendencias y el Reglamento de su servicio interior se acordará por la Di- 
putación, sometiéndolos á la aprobación del Gobernador General. 

Art. 69. La propuesta ó nombramiento de los referidos funcionarios 
se hará, previo concurso, entre las personas que reúnan los requisitos que 
determine un reglamento especial, (i) 

Art. 70. El Gobernador General sin propuesta de la Diputación po- 
drá también separar ó suspender á lof; Secretarios, Contadores y Deposita- 
rios por causa grave justificada en expediente. 

La suspensión no podrá exceder de cuatro meses. 

Art. 71. Contra la providencia de separación ó suspensión podrán 
los interesados acudir en queja al Ministro de Ultramar, por conducto del 
Gobernador General, quien por el correo más próximo dará curso á la al- 
zada con el expedienre y su informe. 

El Ministro de Ultramar resolverá sin pérdida de tiempo y sin ulterior 
recurso, oyendo al Consejo de Estado. / 

Art. 72. La Diputación provincial, previa aprobación del Gobierno 
General puede dar encargo á cualquiera de sus vocales ó dependientes pa- 
ra girar visitas de inspección a los Ayuntamientos, con el fin de enterarse 
del estado de sus servicios y archivos. (2) 

En estas visitas no se dictará providencia alguna sobre los asuntos mu- 
nicipales, y se limitarán los delegados á informar á la Diputación, la cual 
podrá adoptar las disposiciones que procedan conforme á esta Ley. 



(i) Véase la nota puesta al art. 66 y en el Apéndice de esta Ley los artículos 37 y 38 
del Decreto Ley de 21 de Octubre de 1808, que fijan las condiciones necesarias para ser 
nombrado Secretario de las Diputaciones. 

(2) Por R. O, de 4 de Marzo de 1882, se resolvió de acuerdo con el Consejo de 
Estado en pleno, i? Que de conformidad con el art. 72 de la Ley Provincial y teniendo 
en cuenta las disposiciones sobre contabilidad, que previenen la continuidad en los 
asientos de los libros, no debieron los comisionados de la Diputación de Santiago de Cu- 
ba al girar la visita al Ayuntamiento de la capital poner la nota á que se refiere este expe- 
diente; y por lo tanto procede no estimar infundada la amonestación del Gobernador de 
la Provincia, Y 2? Que si por acaso cuestiones de índole de la que ha ocasionado este 
expediente, tuvieran causa en alguna deficiencia del art. 72 de la vigente Ley Provincial, 
sería conveniente declarar como interpretación del mismo; que al acto de las visitas orde- 
nadas por las Diputaciones á los Ayuntamientos, ha de estar presente el Alcalde ó un de- 
legado del Municipio visitado, debiendo los encalcados de aquellas, levantar acta de su 
resultado, sin perjuicio de pedir, si lo estimasen necesario, certificaciones relativas al es- 
tado de los servicios y archivos municipales los cuales está obligado á dar el Alcalde 
por medio de la Secretaría del Ayuntamiento. 

Por resolución del Gobierno General de 4 de Junio de 1880, se dispuso que al soli- 
citar las Diputaciones Provinciales autorización para girar visitas deben expresar las cau- 
"szs que las justifiquen. 
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Art. 73. El Secretario tiene á su cargo la preparación y tramitación 
de los asuntos de que hayan de conocer la Comisión y Diputación, la re- 
dacción de sus actas y acuerdos, la correspondencia y el cuidado y conser- 
vación de su archivo. 

Firma con el Presidente los dictámenes y resoluciones de la Comi- 
sión y Diputación, autorizándoles con el sello de la provincia, cuya guar- 
da le está encomendada, y cuida de que sean notificados á quien co- 
rresponda. 

Art. 74. El depositario es el único encargado de la custodia de 
los fondos provinciales, y prestará como tal las fianzas que la Diputa- 
ción exija. 

CAPÍTULO Tin. 

Presupuestos y cuentas provinciales, 

Art. 75. La Diputación provincial sujetará la contabilidad de sus 
fondos á las disposiciones del Decreto de 12 de Septiembre é Instrucción 
de 4 de Octubre de 1870, dictadas para el régimen de la Administración 
económica y contabilidad de Ultramar, y las demás vigentes sobre servicios 
especiales. 

Art. 76. La Diputación provincial formará, discutirá y aprobará sus 
presupuestos ordinario y adicional dentro del segundo mes del año econó- 
mico y los remitirá al Gobernador para el doble objeto de corregir las ex- 
tralimitaciones legales, si las hubiere, é impedir que se perjudiquen los in- 
tereses generales de los pueblos. 

Art. 77. De los acuerdos del Gobernador podrá alzarse la Diputa* 
ción, elevando el recurso al mismo Gobernador, para que lo remita al Ge- 
neral de la Isla, quien resolverá sin pérdida de tiempo, oyendo al Consejo 
de Administración. 

Si quince días antes de empezar el ejercicio del año económico no 
hubiere resolución del Gobernador General, regirán los presupuestos 
aprobados por la Diputación con las correcciones introducidas por el de 
la provincia. 

Art. 78, La Ordenación general de Pagos corresponde al Presidente 
de la Diputación ó á quien haga sus veces, mientras la Diputación se halle 
reunida, y cuando no lo esté, corresponderá al Vice-presidente de la Comi- 
sión provincial. 

Art. 79, Corresponderá á la Diputación provincial, ó si no estuviere 
reunida á la Comisión, asociada á los Diputados que se hallen en la capi- 
tal, la distribución mensual de fondos. 

Art. 80. El presupuesto provincial contendrá precisamente las parti- 
das necesarias, según los recursos de la provincia, para atender á los servi- 
cios siguientes: 

I. ® Personal y material de sus oficinas y dependencias y estableci- 
mientos provinciales de Beneficencia, sanidad é instrucción. 

2 ^ Conservación y administración de las fincas y edificios de la 
provincia. 

3. ^ Construcción, conservación y administración de sus obras pú- 
dicas. 
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4. ® Inspección de los montes municipales, 

5. ° Fomento y conservación del arbolado. 

6. ^ Suscripción á la Gaceia de Madrid y^e la Habana. 

7. ® Fondos de imprevisto y calamidades públicas. 

8« ^ Anuncios, impresiones y otros gastos que se consideren necesa- 
rios ó convenientes. 

9. ® Todos los demás gastos que clara y terminantemente exijan es- 
ta y otras leyes en la parte que deban ser cumplidas por la provincia. 

Art. 81. Para la aprobación del presupuesto se requiere el voto 
de la mayoría absoluta del total de Diputados. Si al principio del añ» 
económico no estuviera aprobado el presupuesto, seguirá rigiendo el an- 
terior en la parte necesaria, y se observará en su caso lo dispuesto en 
el art. 77. 

Art. 82. Para cubrir los gastos consignados en el presupuesto pro- 
vincial, la Diputación utilizará los recursos que procedan, así de rentas y 
productos de toda clase de bienes, derechos ó capitales que por cualquier 
concepto pertenezcan 'á la provincia ó á los establecimientos que de ella 
dependan, como los de las obras públicas, instituciones ó servicios costea- 
dos de sus fondos. 

Si estos no fueren suficientes, la Diputación verificará por el resto un 
repartimiento entre los pueblos de la provincia en proporción á lo que por 
contribuciones directas pague cada uno. 

Art. 83. Esta cuota será incluida en el presupuesto de cada pue- 
blo, y su importe íntegro ingresará en la Depositaría en la época de re- 
caudación ordinaria ó antes si voluntariamente lo entregan los Ayunta- 
mientos. 

Art. 84. ' Son aplicables á la Diputación en todo lo que se refiere á 
la recaudación, administración y custodia de los fondos provinciales las 
disposiciones contenidas en los artículos 153, 154, 157, 158 y 165 de la ley 
municipal, (i) 

Art. 85. Formadas y aprobadas las cuentas de cada ejercicio, las re- 
mitirá la Diputación al Gobernador General para que las dirija al Tribunal 
de cuentas del Reino. 

TITULO III. 

Dependencia y responsabilidad de los Diputados 7 agentes de la Administracldn proTinciaL 

b 

Art. %6. La Diputación provincial y la Comisión obran bajo la ins- 
pección y de-jen dencia del Gobierno Supremo y del Gobernador General y 
están, por consiguiente, sujetas ala responsabilidad administrativa que pro- 
ceda en todos los asuntos que no son de su competencia, conforme á esta 
ley y á las demás generales ó especiales vigentes. 

El Gobernador es el encargado de trasmitir á la Diputación y ala Co- 
misión las leyes, disposiciones é instrucciones que le comunique el Gober- 
nador General, en lo que á las mismas fuese concerniente. 

Art. 87. La Diputación provincial incurre en responsabilidad: 

I. ^ Por infracción manifiesta de la ley en sus actos ó acuerdos, 
bien sea atribuyéndose facultades que no le competan, ó abusando de las 
propias. ^ 

(i) Véanse estos artículos eti las páginas 49 y 50 de esta obra. 



y 
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2. ® Por desobediencia al Gobierno Supremo ó al Gobernador Ge- 
neral, en los asuntos en que procedan por delegación y bajo la dependen- 
cia de éstos 

3. ° Por desacato á la Autoridad. 

4. ^ Por negligencia ú omisión de que resulte perjuicio en los inte- 
reses ó servicios que le están etí comen dad os. 

Art. SS. La responsabilidad se exigirá administrativa ó judicialmen- 
te en su caso, según la naturaleza del acto ú omisión. 

La responsabilidad sólo será exigida á los Diputados que hubieren 
incurrido en la omisión ó tomado parte directamente en el acto ó acuerdo 
que la motive. 

Art. 89. La responsabilidad administrativa comprende el apercibi- 
miento, la multa y la suspensión. 

Es aplicable á estas penas lo dispuesto en el artículo 279 de la ley 
municipal, (i) 

Art. 90. Para la imposición ó exacción de las multas se tendrán pre- 
sentes las siguientes reglas: 

1. ^ La declaración de la pena corresponde al Gobernador General, 
que oirá previamente al Consejo de Administración de la Isla. 

2. ^ Las multas no excederán de 200 pesos. 

3. ^ Las multas serán ss^tisfechas por los Diputados responsables. 

4. ^ Son aplicables á estas multas las disposiciones contenidas en los 
artículos 181, 182 y 183 de la ley municipal. (2) 

Art. 91. Procede la suspensión én los casos que expresa el art. 186 
de la ley municipal. Es aplicable á los expedientes de susoensión de los 
Diputados provinciales lo dispuesto en los artículos 187, 188 y 190 de la 
ley municipal. (3) 

En el caso de existir responsabilidad criminal, se observará lo dispues- 
to en el art. 189 de la referida ley. (4) 

Art. 92. La Diputación en cuerpo puede ser suspendida en sus fun- 
ciones por el Gobernador General, por motivo de orden publico y en los 
casos previstos en el art. 9? de esta ley, dando cuenta con urgencia al Mi- 
nisterio de Ultramar y con el oportuno expediente. 

En su vista, previa audiencia del Consejo de Estado y con acuerdo 
del de Ministros, podrá ser declarada disuelta la Diputación y acordarse 
las demás disposiciones que procedan. Si resultaref responsabilidad contra 
la misma ó contra uno ó más de sus individuos, serán sometidos á los Tri- 
bunales competentes. 

Art. 93. Los Diputados destituidos no pueden ser reelegidos hasta 
pasados seis años por lo menos, y en el caso de que la sentencia no impu- 
siere pena de inhabilitación por mayor tiempo. 

Art. 94. Para los delitos que cometan la Diputación en Cuerpo y los 
Diputados provinciales en el ejercicio de sus funciones, será Juez compe- 
tente en primera instancia la Audiencia del territorio, con Ios-recursos al 
Tribunal Supremo que autoricen las leyes. 

Art. 95. Los empleados y agentes de la Administración provincial 

(i ) Véase este artículo página 53 de esta obra. 

(2) Véanse estos artículos en la página 53 de esta obra. 

(3) ídem Ídem ídem 55 de ídem ídem. 

(4) ídem ídem ídem 54 de ídem ídem. 
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nombrados por la Diputación están sujetos á su obediencia, y son respon- 
sables ante ella con arreglo á esta ley. 

DISPOSICIONES ADICIONALES. 

1. ^ Quedan derrogadas todas las leyes y disposiciones anteriores en 
lo que se opongan á la presente. 

2. ^ El Gobierno Supremo dictará, con sujeción á esta ley, los Re- 
glamentos necesarios para su ejecución. 

DISP0SICI0NB8 TEAK3IT0RIAS. 

i.^ La primera división de las provincias déla Isla de Cuba en 
distritos electorales se hará por el Gobierno Supremo oyendo al Goberna- 
dor General, sin perjuicio de reformarla, luego que hayan sido elegidas las 
Diputaciones, en conformidad alo que dispone esta ley. 

2. " Publicada que sea en la Gaceta de la Habana la división de 
provincias en distritos electorales, el Gobernador General anunciará las 
elecciones y dispondrá lo conveniente para que se veriñquen las operacio- 
nes preliminares de ellas, 

3- " En tanto que no se publique la ley electoral, á que se refiere el 
artículo s", serán electores los que determinan la disposición segunda tran- 
sitorio de la ley municipal. — Es copia. —El Secretario del Gobierno Gene- 
ral, R. Galbis. 



iPEilCE i li líí 



Reglamento de ^ de Julio áe i86i, fiara dirimir las competencias de juris- 
dicción y atribuciones entre las autoridades judiciales y administrativas de 
las provincias de Ultramar 4 que se refiere el articulo 64 de la Ley 
Provincial. 

Art. r. ^ Los Gobernadores Superiores Civiles de las provincias de 
Ultramar son las únicas autoridades que podrán promover competencias 
de jurisdicción y atribuciones, y las suscitarán únicamente en aquéllos 
asuntos cuyo conocimiento corresponda á la Administración en general. 
Los Capitanes generales, los Comandantes generales de Marina de los 
Apostaderos y demás autoridades superiores se limitarán á dar conocimien- 
to á dichos Gobernadores cuando conceptuaren invadidas sus atribuciones 
en materia administrativa por los procedimientos de los Tribunales ó 
Juzgados. . 

Art. 2. '^ La autoridad judicial no podrá provocar contiendas de 
competencia de atribuciones á la Administración ni admitir interdictos 
posesorios contra las decisiones dictadas por las autoridades ó corporacio- 
nes administrativas. Podrá, sin embargo, elevar á Mi Gobierno los recur- 
sos de abusos de poder ó de incompetencia, comprendidos en el artículo 
4Si párrafo décimo de la Ley orgánica del Consejo de Estado. 
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Art. 3. ® X.as partes interesadas podrán deducir ante la Administra- 
ción las declinatorias que juzgaren procedentes. 

Este recurso se propondrá ante la autoridad administrativa que enten- 
diere en el asunto. 

Art. 4. ® . La autoridad administrativa ante quien se interpusiere el 
recurso, suspenderá todo procedimiento y lo elevará dentro de ocho días 
al Grobierno Superior Civil respectivo, remitiendo el expediente con su 
informe. 

Art. 5. ® El Gobernador Superior Civil oirá siempre sobre estos 
asuntos á la Sección de lo contencioso del Consejo de Administración, la 
cual evacuará ^u informe en término de ocho días; y dentro de otro plaio 
igual adoptará el Gobernador Superior Civil la resolución que estime 
procedente. 

Si ésta fuese conforme con el parecer de dicha Sección, causará esta- 
do, y en caso (¡contrario, remitirá el expediente á Mi Gobierno para que 
adopte lo que proceda. 

Art. 6. o Los Gobernadores Superiores Civiles no podrán suscitar 
contienda de competencia: 

1. ^ En los juicios criminales á no ser que el castigo del delito ó 
falta haya sido reservado por las leyes ó disposiciones emanadas del Go- 
bierno ó aprobadas por él, á los funcionarios de la Administración; ó 
cuando en virtud de dichas disposiciones deba decidir la autoridad admi- 
nistrativa alguna cuestión previa de la cual dependa el fallo que los Tri- 
bunales hayan de pronunciar. 

2. *^ En los juicios de conciliación. 

3. ® En los pleitos fenecidos por sentencia ejecutoriada; aunque sí 
podrá provocarse el conflicto cuando la cuestión versare solamente acerca 
del cumplimiento ó aplicación y fuese de la competencia administra- 
tiva. 

Art. 7. o Así las Reales Audiencias, oído el Ministerio fiscal, como 
las autoridades superiores administrativas, se declararán incompetentes, 
aunque no intervenga reclamación de autoridad extraña, siempre que se 
someta á su decisión algún negocio, cuyo conocimiento no les perte- 
nezca. 

Los Juzgados ordinarios y especiales y los demás agentes de la Admi- 
nistración, cuando creyeren llegado. este caso consultarán respectivamente 
con la Real Audiencia ó con dichas autoridades superiores y obrarán en el 
sentido que les ordenen. 

Art. 8. ® Los funcionarios del Ministerio fiscal, en sus diversos gra- 
dos, así en la jurisdicción ordinaria como en las especiales, deberán, siem- 
pre que estimen que el conocimiento de algún asunto pendiente ante el 
Juzgado á que estén asignados corresponde á la Administración, dar aviso 
á los Gobernadores Superiores respectivos, con expresión de las razones en 
que se apoyen. 

Art 9. ^ Los Gobernadores Superiores Civiles dirigirán siempre sus 
requirimientos en forma de oficio, fundándoloi y citando la disposición ó 
principio que en su concepto les atribuya el conocimiento del asunto de 
que se trate. 

Art. 10. Siempre que la competencia hubiere sido provocada por una 
utoridad administrativa no facultada para suscitarla por sí, la judicial se 
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liitiita.rá á rechazarla por medio de un oñcio dirigido al requireate dentro del 
término de ocho días. 

Art. II- Sise provocase competencia sobre alguno de los aüu otos 
excluidos por el art. 6, ° de este Reglamento, ó el requirimiento de inhibi- 
ción no fuere dirigido en debida forma ó fuera de los plazos prevenidos, la 
autoridad judicial pronunciará el conflicto hasta pronunciarse competente 
ó iocopetente, consignando en c! auto que así lo declare, las infracciones ú 
omisiones así cometidas. 

Art. 12. Lo dispuesto en el artículo lo será extensivo á las autorida- 
des administrativas, si contra las disposiciones de este Reglamento les re- 
quiere de inhibición un Tribunal 6 Juzgado. 

De la misma manera comprenden á loi Gobernadores Superiores Ci- 
viles las disposiciones del art. II, cuando las omisiones ó infracciones de 
que habla se hubieren cometido por la autoridad judicial, 

Art. 13. El Tribunal ó Juzgado requerido de inhibición suspenderá 
todo procedimiento mientras no se termine la coatieuda por desistimiento 
del requirente ó por decisión definitiva, pena de nulidad de cuanto después 
se obrare y del pago de las costas causadas por las diligencias practicadas 
desde aquel momento, sin perjuicio de cualquier otra responsabilidad civil 
ó penal en que incurriere, 

Art. 14. Acto continuo acusará el recibo del oficio el Gobernador 
Superior Civil, >■ comunicará los autos al Ministerio fiscal y á las partes por 
término de ocho días respectivos, y con lo que expongan dictará providen- 
cia motivada, dentro del plazo de die^ días, declarándose competente ó 
incompetente. 

Art. 15, La declaración de competencia ó incompetencia por parte 
del Juez requerido será irrevocable. 

El Juez remitirá los autos dentro de ocho días al Gobernador Supe- 
rior Civil, haciendo poner al Escribano actuario, en un libro destinado al 
efecto, extracto de ellos y certificación de su remesa. 

Art. 16. El Gobernador Superior Civil acusará el recibo de los autos 
y continuará en éstos el conocimiento del asunto si la declaración del Juea 
fuere la de incompetencia. 

Art. 17. Cuando por el contrario el Juez se hubiere declarado com- 
petente, el Gobernador Superior Civil remitirá los autos á la Sección de lo- 
contencioso del Consejo de Administración, la cual dará su dictamen sobre 
el caso en el término de ocho días, y en otro igual resolverá dicha autori- 
dad lo que estimare procedente. 

Art. 18. Si el Gobernador Superior Civil, conformándose con el 
dictamen de dicha Sección, desistiere de la competencia, devolverá los 
autos al Juez, cuya jurisdicción quedará expedita sin más trámites. 

Cuando, por el contrario, insistiere en considerarse competente, de 
conformidad también con el parecer de la Sección de lo Contencioso, -cau- 
sará estado su providencia, y la decisión motivada deberá publicarse en el 
periódico oficial en el término de quince días. 

Art. 19, Cuando el Gobernador Superior Civil desistiere del parecer 
de la Sección de lo Contencioso respecto á la competencia ó á la incom- 
petencia, remitirá el asunto por el primer correo al Gobierno Supremo, el 
cual dictará la resolución que corresponda. 

Art. 20. I^as resoluciones de que tratan lo^ artículos 5 y precedente^t 
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se adoptarán por el Ministerio de Ultramar, oyendo previamente al Con- 
sejo de Estado, con arreglo al art. 45 y al párrafo primero del 52 de la Ley 
orgánica de este Cuerpo. 

Art. 21. Cuando la resolución hubiere de afectar á los Ministros de 
Guerra ó de Marina, el Consejo de Estado dirigirá á estas Secretarias copia 
literal de su consulta, y éstas deberán conformarse ó no con ella, manifes- 
tándolo así en el término de 20 días al Ministerio de Ultramar. 

Art. 22. Transcurrido dicho plazo sin haber manifestado el disenti- 
miento, se adoptará por el departamento de Ultramar la resolución que 
corresponda dentro del plazo de otros diez días. 

En el caso contrario, se someterá el asunto á Mi Consejo de Ministros, 
cuya decisión deberá adoptarse en el término de otros veinte días. 

Art. 23. La decisión que se adopte por el Ministerio de Ultramar, ó 
que en su caso se acuerde en Consejo de Ministros, se expedirá por aquel 
departamento. 

Dicha resolución será difinitiva; se extenderá motivada y en forma de 
Eeal Decreto, se publicará en la Gaceta de Madrid y se dirigirá al Gober- 
nador Superior Civil á que corresponda por el primer correo posterior al 
plazo referido. 

Art. 24. El Gobernador Superior Civil publicará la decisión en el 
periódico oficial y la comunicará á los contendientes dentro de quince días, 
contados desde la fecha de su recibo. 

Art. 25, Así la decisión de competencia que adopte Mi Gobierno, 
como la que dictare en su caso el Gobernador Superior Civil, será irrevo- 
cable, y no podrá intentarse de nuevo la contienda en el mismo asunto. 

Art. 26. Cuando llegare el caso de haberse inhibido sucesivamente 
de conocer en un asunto la autoridad administrativa y la judicial, podrán 
las partes acudir al Gobernador Superior Civil en solicitud de que defina á 
cual de ellas corresponde el conocimiento de aquel. 

Art. 27. El Gobernador Superior Civil reclamará todas las actuacio- 
nes y las remitirá á la Sección de lo Contencioso del Consejo de Admi- 
nistración, observando aquel y éste lo dispuesto en el art. 17. 

Art. 28. La resolución que adoptare el Gobernador Superior Civil, 
de conformidad con el dictamen de la Sección de lo contencioso, será 
irrevocable. 

Si no hubiere conformidad, el Gobernador Superior Civil remitirá las 
actuaciones á Mi Gobierno por el primer correo para los efectos consigna- 
dos en el art. 20 y siguientes de este Reglamento. 

Art. 29. La decisión definitiva que adoptare Mi Gobierno ó el Go- 
bernador Superior Civil, en su caso, se publicará en el periódico oficial 
remitiéndose las diligencias incoadas ante las autoridades que entendieron 
en el negocio, ó aquella á quien se hubiere declarado competente, para que 
lo sustancie y determine, 

Art. 30. Dichas decisiones serán irrevocables, y producirán los mis- 
mos efectos que las resoluciones recaídas en los conflictos positivos á que 
se refiere este Reglamento. 

Art. 31. Los términos señalados en los artículos anteriores serán 
improrogables. 
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Aris. 37 y 38 áet DecteloLey.de 2 r de Octubre de 1S6S, sobfe orgar 
y alñíucMnes de las Dipuiaeiones provinciales, que tratan del i 
fara el nombramiento de los Secretarios de las Diputaciones provt 
(Art. 69, Ley Provincial). 

Art. 37. Para ser nombrado Secretario de una Diputación pr< 
se requiere: 

1. ° Ser español mayor de 25 años. 

2. ® Estar en pleno goce de los derechos civiles y políticos. 

3. ° Reunir las demás circunstancias que se determinan en el 
lo siguiente. 

Art. 38. Podrá ser nombrado Secretario de una Diputación 
cial cualquiera español, que reuniendo las circunstancias reqaeridaí 
art. 37 pruebe en el examen de que trata el art. 40, que conoce, co 
de y sabe en su letra, espíritu y aplicaciones, la Constitución de la 1 
quta, las leyes orgánicas, provincial y municipal, la Administración ! 
mica y todas las demás leyes y disposiciones de Gobierno lelativi 
mismos ramos. Los candidatos han de hallarse además comprendí 
alguno de los casos que siguen: 

1. ° Ser ó haber sido Secretario de la Diputación por elecció 
misma al promulgar la presente ley, y siempre que hubiere dcsem] 
el candidato su cargo con celo, inteligencia y honradez. 

2. ^ Ser ó haber sido al promulgarse esta ley. Secretario de h 
miento en capital de provincia durante seis años á lo menos, á satis 
de la Corporación municipal, y sin queja por parte del Gobernadc 
provincia. 

3. ^ Ser ó haber sido dos años á lo menos Secretario de ^ 
miento de primera clase ó cuatro de uno de segunda clascal teno] 
las condiciones establecidas en el capitulo VI título II de la Ley 01 
municipal. 

4. ° Haber servido quince años ¿ lo menos con notas de dis 
en el ejército ó armada y dos de ellos á lo menos en clase c 
efectivo. 

5. ° Haber servido quince años á lo menos con notas de dis 
en cualquier ramo de la Administración pública, y dos de ellas con < 
do al menos de 12.000 reales. 

6. ° Estar graduado de licenciado y llevar al menos dos ai 
ejercicio legal, público, notorio y bien reputado de la profesií 
pectiva. 
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TITULO I. 

'' De los impresos 7 su publicación. 

Articulo I.® Para el ejercicio del derecho que reconoce á toílos 
los españoles el párrafo segundo del artículo 13 d^ la Constitución de la 
Monarquía y para los efectos de la presente ley, se considera impreso, la 
manifestación del pensamiento por medio de la imprenta, litografía, foto- 
grafía ó por otio procedimiento mecánico 'e los empleados hasta el f^ia. 6 
en adelante se emplearen para la reproducción de las palabras, signos y 
figuras sobre papel, tela ó cualquier otra materia. 

Art. 2. ^ Los impresos pueden ser libros, folletos, hojas sueltas, car- 
teles y periódicos. 

Tienen también la consideración de impresos, los dibujos, litrografías, 
grabados, estampas, medallas, emblemas, viñetas y cualquiera otra produc- 
ción de esta índole cuando aparecieren solas y no en el cuerpo de otro im- 
preso. 

Art. 3. ^ Se entiende por libro todo impreso que sin sef periódico 
reúna en un solo volumen doscientas ó más páginas. 

Se entiende por folleto todo impreso que sin ser periódico reúna en un 
solo volumen más de ocho páginas y menos de doscientas. 

Es hoja suelta todo impreso que sin ser periódico no exceda de ocho 
páginas. 

Es cartel todo impreso destinado á fijarse en los parajes públicos. 



(i) Gobierno General de la Isla de Cuba. — Secretaría. — Por el Ministerio de Ultra- 
mar con fecha ii de Noviembre último y bajo el número 1275, se comunica al Excmo. Sr. 
Gobernador General la Real Orden que sigue: — Excmo. Sr. — S. M. el Rey (g. D. g.) y 
en su nombre la Reina Regente del Reino, se ha servido expedir con esta fecha el Real 
decreto siguiente: — En virtud de la autorización que otorga al Gobierno el artículo 89 de 
la Constitución de la Monarquía, y á propuesta del Ministro de Ultramar, de acuerdo con 
el Consejo de Ministros; en nombre de mi Augusto Hijo el Rey B. Alfonso XIII, y co- 
mo Reina Regente del Reino. — Vengo en disponer que se publique y observe en las islas 
de Cuba y Puerto- Rico la siguiente Ley de Imprenta. 
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Se entiende por periódico toda serj, de impresos que salgan á luz con 
título constante una ó más veces al día, ó por intervalos de tiempo regu- 
lares ó irregulares que no excedan de treinta. Los suplementos ó números 
extraordinarios serán comprendidos en esta definición para los efectos de 
la ley. 

Art. 4. '^ Se entiende publicado un impre.so cuando de él se hayan 
extraído más de seis ejemplares del establecimiento en que se hubiese he- 
cho la tirada. 

Los carteles se entenderán publicados desde el momento en que se 
fije alguno en cualquier paraje público. 

Art. 5. ° La publicación del libro no exijirá más requisito que el de 
llevar pié de imprenta. 

Art. 6. ° Este mismo requisito se llenará en todo folleto y además 
el de depositar en el Gobierno General ó en el de proviucia, ó en la Dele- 
gación especial gubernativa ó Alcaldía de la población en que vea la luz, 
tres ejemplares del mismo en el acto de la publicación. 

Art. y.° Los mismos requisitos se llenarán al .publicar una hoja 
suelta ó cartel, y además presentará el que los publique una declaración 
escrita y firmada que comprenda los partxulares siguientes: 

1. ° El nombre, apellidos y domicilo del declarante. 

2. ° La aseveración de hallarse éste en el pleno uso de los derechos 
civiles y políticos. 

No será necesaria esta aseveración para la publicación de las hojas ó 
carteles de anuncios ó prospectos exclusiva meo te comerciales, artísticos ó 
técnicos. 

Art. 8. ^ La sociedad ó particular que pretenda fundar un peiiódico 
lo pondrá en conocimiento de !a primera Autoridad gubernativa de la lo- 
calidad en que aquél haya de publicarse cuatro días antes de comenzar su 
publicación. Con la solicitud ó comunicación en que indique su deseo el 
fiíndador del periódico acreditará los particulares siguientes. 

1. "^ El nombre, apellidos y domicilio del declarante. 

2. ° Que el solicitante, si fuere particular, se halla en el pleno usoí 
de los derechos civiles y políticos; ó que se ha constituido 'egalmonte la 
sociedad, en el caso de que éste fuere la fundadora del periódico, (i) 

3. ° -El título del periódico, los días en que deba ver la luz pública, 
el establecimiento en que haya de imprimirse y el nombre, apellido y do- 
micilio de su Director, el cual deberá también estar en el pleno goce de sus 
derechos civiles y políticos. 

Acompañará además el escrito que acreedite que -el establecimiento 
tipográfico en que haya de imprimirse el periódico se haya al corriente eo 
el pago de la contribución de subsidio, ó cualquier otro documento que 
pruebe hallarse abierto y habilitado para funcionar. 

De esta justificación se dará al interesado recibo e.i el acto. 

(1) P'-r Circular del Gobierno General de 13 de Enero de 18S7, se dispuso que los 
documentos justificativos qiie deben acompañarse para acreditar los particulares á qae 
éste inciso se refiere son: una certificación de la Alcaldía de barrio, consignando la ma- 
yoría de edad y domicilio del propietario y otra anSloga respecto del Director; otros dos 
expedidas por la Alcaldía Municipal, en las que se declare que el Director y el propieta- 
rio están en el pleno uso de sus derechos civiles y políticos 6 qae no consta que se hallen 
privados de dichos derechos. 
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Art. 9. ° La representación de todo periódico ante las Autoridades 
y Tribunales corresponde al Director del mismo, y en su defecto al propie- 
tario, sin perjuicio de la responsabilidad civil ó criminal que puedan tener 
otras personas por delitos ó faltas cometidas por medio del periódico. 

El fundador se considerará propietario mientras no trasmita á otro la 
propiedad. 

Cuando una sociedad legalmente constituida funde un periódico ó ad- 
quiera su propiedad, tendrá la representación legal para todos los efectos 
el Gerente que aquella designe, quien gozará los mismos derechos y esta- 
rá sujeto á iguales responsabilidades civiles y criminales que si fuere propie- 
tario único del periódico. 

Art. 10. El Director de todo periódico deberá presentar en el acto 
de su publicación, y autorizados con su firma, tres ejemplares de cada nú- 
mero y edición en el Gobierno de provincia, en la Delegación especial 
gubernativa ó en la Alcaldía del pueblo en que se publicase. De los pe- 
riódicos de la Habana y de los de San Juan Bautista de Puerto-Rico, se 
presentarán además otros tres ejemplares con las mismas formalidades en 
los' Gobiernos Generales de las Islas de Cuba ó Puerto-Rico respectiva- 
mente. ^ Uno de los ejemplares citados será sellado y devuelto á la persona 
que los presente. 

Art. II. Cuando se trasmita la propiedad de un periódico, su prp- 
pietario dará conocimiento á la Autoridad gubernativa, presentando al mis- 
mo tiempo el adquirente una declaración en los términos expresados en el 
art. 8.^ números I. ^ y 2. ® 

También se dará conocimiento á la Autoridad gubernativa cuando, 
se varíe el establecimiento en que el periódico se imprima, manifestando 
que el nuevo se halla en las condiciones expresadas en el artículo 8. ° y 
acompañando el documento á qué éste se refiere. 

Art. 12. Cesará en su publicación el periódico cuando por sentencia 
ejecutoria se priva al que lo representa, ó á su Director, del uso de los de- 
'rechos civiles y políticos y hayan trascurrido cuatro días desde la notifica- 
ción de la sentencia sin que un nuevo representante, ó Director en su caso, 
hayan llenado los requisitos que se establecen en el artículo 8. ® 

Art. 13 La introducción y circulación de dibujos, litografías, fo- 
tograñas, grabados, estampas, medallas, emblemas, viñetas y cualquiera 
otra producción de esta índole, y los de folletos, hojas sueltas y periódicos 
escritos en idioma Español ó impresos en el extranjero, podrá ser prohibida 
por el Gobernador General. 

Art. 14, El impresor de todo periódico tendrá el derecho á exigir 
que se le entreguen firmados todos los originales. De ellos no podrá usar- 
se contra la voluntad de su autor sino para presentarlos ante los Tribuna- 
les cuando éstos los reclamen, ó en defensa del impresor que pretenda 
eximirse de la responsabilidad que pueda afectarle por la publicación. 

Art. 15. Todo periódico está obligado á insertar las aclaraciones ó 
rectificaciones que le sean dirijidas por cualquier Autoridad, Corporación 
ó particular que se creyesen ofendido por alguna publicación hecha en el 
mismo ó á quienes se hubieran atribuido hechos falsos ó desfigurados. 

El escrito de aclaración ó rectificación se insertará en el primer núme- 
ro que se publique, en plana y columnas iguales y con el mismo tipo de 
'etra á los en que se publicó el artículo ó suelto que lo motive; siendo gra- 
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tuita la ÍDserción siempre que no exceda del duplo de líneas de éste, pa- 
gando el exceso el comunicante al precio ordinario que tenga establecido 
el periódico. 

El comunicante deberá en todo caso circunscribirse al objeto de la 
aclaración ó rectificación. 

TITULO II. 

■ De los dsUtw 7 Utas 3a Impi^Ui 

Art. t6. No existen delitos de Imprenta. 

Los que se cometan por medio de la imprenta, fotografía, grabado ú 
otro medio mecánico de publicación, serán castigados con arreglo á la le- 
gislación penal aplicable á los demás medios de delinquir, 

Art, 17. Las penas de que hablan los artículos 581 y 583 del Có- 
digo de la Península, aplicados á Cuba y Puerto Rico por el Real Decreto 
de 20 de Julio de 1882, serán impuestas á los que por la imprenta, el gra- 
bado ú oiro medio mecánico de publicación piovocasea á la per¡^tración 
de cualquier delito, ya esté penado en el Código de Ultramar, 6 Cn el de 
la Península ó en las leyes especiales á que el artículo 7. ° de uno y otro 
se re ñ eren. 

Los casos 2. ° , 3. ° , 4. ° y 5- '^ del art. 584 del Código Penal de la 
Península, que mencionan las faltas de imprenta, serán aplicados en las is- 
las de Cuba y Puerto- Rico. 

Art. 18. Las penas pecuniarias que se impongan por virtud de lo 
dispuesto en los artículos precedentes, estarán con las que marca el Códi- 
go de la Península en la relación de real fuerte por cada uno de vellón ó 
sea 50 centavos de peso por cada peseta. 

Art. ig. Para los efectos que el Código penal señala, serán conside- 
rados como clandestinos: 

I. ° Todo impreso que no lleve pié de imprenta 6 lo lleve supuestcr. 

1.° Toda hoja suelta, cartel ó periódico que se publique sin cum- 
plir los requisitos exijidos respectivamente por los artículos 7. "^ y 8. "^ de 
esta ley. 

3. ° Todo periódico que se publique antes ó después respectiva- 
mente del plazo de cuatro días que establecen los artículos 8. ° y 13. 

4 ° La hoja suelta, cartel ó periódico, si resultasen falsos en algu- 
nos de sus extremos la aseveración y justificación de que tratan los artícu- 
los j.° y 8. ° respectivamente. 

TITULO III. 

Dal precadlmle&to eontnloB Uitos y &ltas comstidu por madio i» U pnnBi. 

Art. 20. lumediatamente quesedé principio á un.sumario pordeli- 
to cometido por medio de la imprenta, el grabado Ú otro medio mecánico 
de publicación, se procederá á secuestrar los ejemplares del impreso á de 
la estampa donde quiera que se hallasen, también se secuestrará el molde 
de ésta. 

Se procederá ai^ímismo inmediatamente á averiguar quién haya sido 
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el autor real del escrito ó estampa con cuya publicación se hubiere come- 
tido el delito. 

Art. 21. Si el escrito ó estampa se hubiese publicado en un periódi- 
co, bien en el texto del mismo ó bien en hoja aparte, se tomará declara- 
ción para averiguar quién haya sido el autor, al Director del periódico y al 
Jefe ó regente del establecimiento tipográfico en que se haya hecho la im- 
presión ó grabado. 

Para ello se reclamará el original de cualquiera de las personas que lo 
tenga en su poder, la cual, si no lo pusiese á disposición del Juez manifes- 
tará la persona á quien lo haya entregado. 

Art. 22. Si el delito se hubiese cometido por medio de la publicación 
de un escrito ó de una estampa sueltos, se tomará la declaración expresada 
en el artículo anterior, al Jefe y dependientes del establecimiento en que 
se haya hecho la impresión ó estampación. 

Art. 23. Cuando no pudiese averiguarse quién sea el autor real del 
escrito ó estampa, ó cuando por hallarse domiciliado en el extranjero ó por 
cualquier otra causa d^ las especificadas en el Código penal no pudiese ser 
perseguido, se dirijirá el procedimiento contra las personas subsidiariamen- 
te responsables, por el orden establecido en el artículo respectivo del expre- 
sado Código. 

Art. 24. No será bastante la confesión de un supuesto autor para 
que se le tenga como tal, y para que no se dirija el procedimiento contra 
otras personas, si de las circunstancias de aquél ó de las del delito resulta- 
ren indicios bastantes para creer que el confeso no fué el autor real del es- 
crito ó estampa publicado. 

Pero una vez dictada sentencia firme en contra de los subsidiariamen- 
te responsables, no se podrá abrir nuevo procedimiento contra el responsa- 
ble principal, si llegase á ser conocido. 

. Art. 25. Si durante el curso de la causa apareciese alguna persona 
que por el orden establecido en el artículo respectivo del Código penal, 
debe responder criminalmente del delito antes que el procesado, se so- 
breseerá en la causa respecto á éste, dirigiéndose el procedimiento contra 
aquella. 

Art. 26. No se considerarán como instrumentos ó efectos del delito, 
más que los ejemplares impresos del escrito ó estampa y el molde de ésta. 

Art. 27. Unidos á la causa del impreso, grabado ú otro medio me- 
cánico de publicación que haya servido para la comisión del delito, y ave- 
riguadQ el autor ó la persona subsidiariamente responsables, se d^rá por 
terminado el sumario y se elevará la causa á la Audiencia del territorio pre- 
via citación y emplazamiento de los procesados, los cuales podrán nombrar 
«n el acto sus defensores. 

Art. 28. La Audiencia conocerá de estas causas en instancia única, 
y una vez recibido el sumario, lo comunicará para instrucción por un tér- 
mino que no podrá exceder de nueve días á cada una de las partes. Du- 
rante este término, el FiScal formulará las conclusiones que á su juicio se 
deduzcan del sumario, y el procesado manifestará su conformidad ó ^ dis- 
conformidad con cada uno de los extremos que comprenda el escrito del 
Fiscal. Ambas partes articulai^n la prueba que estimen necesaria. 

Art. 29. La Sala resolverá sobre la pertinencia de las pruebas arti- 
culadas, y recibidas las pertinentes en el plazo legal, señalará día para la 
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vista, poniendo los autos de manifiesto para instrucción en la Escribanía 
de Cámara por un término que no excederá de nueve días. 

Art. 30. Contra la sentencia de la Audiencia podrá interponerse re- 
curso de casación con arreglo á la ley provisional para la aplicación del 
Código penal vigente en Cuba y Puerto- Rico. 

Art. 31. El derecho á que se refiere el art. 15 podrá ejercitarse por 
los cónyuges, padres, hijos*,ó hermanos de la persona agraviada en caso de 
ausencia, imposibilidad ó autorización, y por los mismos, y además de sus 
herederos, cuando el agraviado hubiese fallecido. 

Art. 32. El Director ó Administrador del-periódico expedirá inme- 
diatamente recibo de la rectificación á que se refiere el artículo anterior; y 
si se negare á ello, incurrirá en la multa de 250 pesetas, debiendo abonar 
los gastos que originen las diligencias necesarias para acreditar la en- 
trega del comunicado ó escrito en que la aclaración ó rectificación se hu- 
bieran hecho. 

Art. ^^, Si el comunicado no se insertase en el plazo que fija el ar- 
tículo 15, podrá la Autoridad ó particular interesado demandar al repre- 
sentante ante el Juez de primera instancia en una comparecencia. 

La comparecencia versará exclusivamente sobre la obligación de in- 
sertar el comunicado. Si la sentencia fuese condenatoria, se impondrá 
siempre las costas al demandado, y se mandarán insertar por cabeza de 
escrito en el primer número que se publique después de la notificación, 
imponiendo además al representante del periódico una multa de 750 pe- 
setas. 

Art. 34. Las infi-acciones de esta ley que nó constituyen delito, se- 
rán corregidas gubernativamente con las penas que señala el Código de la 
Península para las faltas cometidas por medio de la imprenta, guardan- 
do en la moneda la proporción establecida por el artículo 18 del presente 
decreto. 

De la imposición gubernativa de multas podrá apelarse ante la Au- 
diencia territorial en término de tercero día, depositando previamente el 
importe de ellas, sin cuyo requisito no se admitirá la apelación. 

La Audiencia resolverá la alzada, oyendo, á las partes en una com- 
parecencia en que el Ministerio Fiscal representará á la Autoridad gu- 
bernativa. 

Las faltas prescribirán á los ocho días de haberse cometido. 

Bisposicito final 

Art. 35. Quedan derogadas las leyes y disposiciones especiales rela- 
tivas á la imprenta- 
Dado en Palacio á once de Noviembre de mil ochocientos ochenta y 
seis. — María Cristina. — El Ministro de Ultramar, Víctor' Balaguet, 

Y puesto el cúmplase por S. E. con fecha 4 del actual, de su orden í 
inserta en la Gaceta Oficial la expresada ley para general conocimiento 
su exacto cumplimiento. Habana 8 de Diciembre de 1886. — El Marqiti 
de Méndez JS/úñez, 
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Gobierno Genetal de la Isla de Cuba., — Secretaria, — Kn virtud de lo 
que se determina en el art. 35 de la precedente ley, el E. S. Gobernador 
General se ha servido acordar con esta fecha, á reserva de la aprobación 
del Gobierno de S. M., que cesen en sus respectivos cargos de Ministros 
de los Tribunales de Imprenta de las Audiencias de la Habana y Puerto- 
Rico, los señores Magistrados que venían desempeñándolos, cesando por 
igual motivo el señor Fiscal de Imprenta de esta capital, y también en el 
ejercicio del cargo de Fiscal de imprenta, el de la Audiencia de Puerto- 
Príncipe y los funcionarios que en las demás poblaciones de la Isla lo de- 
sempeñaban con arreglo alas prescripciones de la extinguida ley. — ]-,o que 
de orden de S. E. se publica en la Gaceta para general conocimiento. — Ha- 
bana 8 de Diciembre de i¿>86. — El Marqués de Méndez Nú'ñez. 



Gobierno General de la Isla de Cuba, — Secretaria, — Imprenta, — Con 
objeto de que todos los periódicos que vienen publicándose en esta Isla 
desde antes de la promulgación de la vigente Ley de Imprenta, acomoden 
su situación á los preceptos que dicha Ley establece, expresando coa 
arreglo á lo que en ella se determina, quiénes han de asumir los respecti- 
vos cargos de propietario y director; el Excmo. Sr. Gobernador General, 
en acuerdo de hoy, se ha servido designar un plazo de treinta días que 
empezarán á contarse en esta provincia á partir del en que aparezca en la 
Gaceta la presente resolución, y en las restantes, desde la fecha de su pu- 
blicación en los correspondientes Boletines oficiales; dentro del cual debe- 
rán los actuales propietarios, ó los nuevos adquirentes, acreditar los requi- 
sitos que se exijen en el art. 8°, ante el Gobierno General, el de provincia 
ó Alcaldía Municipal, según la localidad en que salga á luz cada periódico. 

Y de orden de S. E. se publica en la Gaceta para general conocimien- 
to. — Habana 13 de Enero de 1887. — Méndez Núñez, 



Gobierno General de la Isla de Cuba, — Secretarla, — Habiendo recru- 
decido, en estos últimos tiempos, los ataques de una parte de la prensa á 
las Autoridades Militares, tendiendo, con imputaciones calumniosas que- 
brantar, los lazos de disciplina, crear antagonismos y echar gérmenes de 
insubordinación y sospecha en el Ejército, donde la confianza en los Jefes 
debe ser absoluta, el respeto á la Ordenanza una religión; el Excmo. Sr. 
Gobernador General, por acuerdo de esta fecha, se ha servido disponer se 
publique en la Gaceta^ como , de su orden lo hago, la Real Orden del Mi- 
nisterio de líltramar, fecha 18 de Enero de 1888, haciendo extensiva á 
esta Isla la circular dictada por el de la Gobernación, en 8 de agosto 
de 1887. ' 

Al aplicar sus disposiciones, tendrá V. S. presente, que es al Excmo. 
Sr. Gobernador á quien debe dar cuenta, á los debidos efectos de los ex- 
-remos á que se refiere la circular citada, en su párrafo 8? 

Lo que de orden de S. E. lo comunico á V. á los efectos oportunos 
ublicándolo para general conocimiento. 

Dios guarde á V. S. muchos años. — Habaija y Octubre 23 de 1888. 
-El Secretario del Gobierno General, A, de Quintana, 
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Señores Gobernadores Civiles da las provincias de la Isla de Cuba, y 
Fiscales de las Audiencias de la Habana y Puerto -Príncipe. 

"Ministerio de Ultramar. — Núra, 76. — Exmo, Sr.: — E! Rey (q. D.g.) 
y en su nombre la Reina Regente del Reino, ha tenido á bien disponer 
que sea aplicada á esas provincias la Circula: dictad^ en la Península para 
reprirait los ataques de la prensa á las autoridades militares, de fecha 8 de 
agosto de 1887: publicadaen la fraíf/rí (7/tVío/ que se adjunta, dejando á 
las facultades de V. E. el dictar aquellas medidas que considere indispen- 
sables para su aclaración y cumplimiento, en armonía con el espíritu que 
la informa. — De Real Orden lo digo á V. E. — Dios guarde á V, E. mu- 
chos años. — Madrid 18 de enero de 1S88.— Balaguer.— Sr. Gobernador 
General de la Isla de Cuba.— Habana 8 de febrero de 188S.— Cúmplase 
lo mandado por S. M. — Sabas Marin."-Es copia, Quintana. 



"Ministerio de la Gobernación. — Circular. — Aun cuando este minis- 
terio ha recomendado diferentes w.ces k los Gobernadores de provincia la 
línea de conducta que deben seguir para la represión de ciertos delitos, su- 
cesos áltimamente ocurridos me obligan á dirigirme á V. S. para llamar su 
atención hacia la frecuencia con que en algunas provincias se trata de des- 
prestigiar la autoridad militar y hacia los síntomas de desorden moral que 
en otras han señalado los Gobernadores, haciendo notar el lenguaje de- 
senfrenado de cierta parte de la prensa y los fínes que al través de él se 
persiguen. El primero de estos dos hechos requiere especialisima atención. 

V. S. no ignora que ninguna autoridad militar puede defenderse por 
medio de la prensa, porque á los militares está terminantemente prohibido 
el valerse de la prensa, ni siquiera para defenderse de cargos injustos y 
aún calumniosos, sin previa autorización de sus superiores; donde resulta - 
que los Jefes, especialmente los que tienen mandos de fuerzas, están ex- 
puestos, sin defensa, á los ataques de todos aquellos que, para llevar á ca- 
bo sus intentos, necesitan antes el desprestigio de los que han de mantener 
la disciplina. 

Deber, por tanto, y deber ineludible de la autoridad civil es acudir 
con rapidez y energía á la defensa de los militares donde quiera que se 
cometa el delito, ó aíln sin cometerlo todavía, se les trate de manera que 
sufran menoscabo su responsabilidad y su decoro. Diversos medios ofre- 
ce á V. S. para conseguir este propósito el cargo que le está confiado; pe- 
ro en último término, y si aquellos no bastan, está la aplicación de la ley 
por ministerio de los Fiscales, cuya misión no eS la de esperar en actitud 
pasiva que la autoridad civil venga á reclamar su intervención, sino la de 
tomar por sí todas las iniciativas necesarias para amparar con las leyes la 
disciplina del ejército y los respectos indispensables á sus Jefes para man- 
tenerla incólume. Todo descuido en este punto, toda tibieza en resolver, 
toda vacilación en aceptar responsabilidades, comprometen la autoridad y 
alientan el espíritu de rebelión y sedición, que de cuando en cuando se 
muestra en nuestro país con caracteres tan repugnantes. 

No atienda, pues, V. S, ni á los precedentes, ni á las costumbres, un 
poco laxas, que en este punto existen en todas las provincias; inspírese so- 
lo en el saludable y vigoroso ejemplo de todo pais libre, donde el ejército 
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está fuera y separado de la pasión política, y allí donde vea un ataque, un 
desprestigio, una manera cualquiera de rebajar la autoridad militar, allí 
acuda á sostenerla, solicite la intervención de los Tribunales llamados á 
aplicar la ley,, lo mismo cuando la disciplina! militar está ofendida, que 
cuando se trata de delitos comunes y ordinarios. Los principios liberales 
de este Gobierno le imponen, más que á otros, el deber de vigilar por el 
cumplimiento de las leyes, y de aplicarlas en todo su rigor, para la conser- 
vación, no solo del orden material, sino para el respeto de la autoridad, 
sin el cual queda en el acto indefenso el orden moral. 

Pensar que el delito ha de desaparecer y el crimen se ha de ocultar en 
el breve transcurso de los años que lleva régimen constitucional, sería error 
lamentable, de consecuencias trascedentales para el país; las costumbres 
tardan en reformarse, y aún cuando es sensible el progreso que en la vida 
política ha hecho nuestro país en poco tiempo, no es menos cierto que 
existan aún gérmenes de desorden y perturbaciones morales de tal impor- 
tancia, que sin la acción constante de la Autoridad, podría, no ya desacre- 
ditar el régimen presente, sino comprometer los progresos á toda costa 
realizados en los últimos tiempos. 

Si la Nación ha adoptado un nuevo sistema de administración y de 
política desde 1869 acá, este régimen solo puede ser fructíferp y bienhechor 
desarrollándose en todas sus consecuencias; dejar que de él solo existan 
la facilidad y aún los estímulos que á la licencia ofrece la libre iniciativa y 
la tolerancia política, y no poner á su lado los contrapesos y los frenos 
que nacen de la vigilancia y de la energía de las Autoridades, de la aplica- 
ción de las leyes y de la convicción con que las invoquen sus representan- 
tes sería realmente pedir un imposible, y sobre todo sería responder mal á 
las esperanzas que al país se le han hecho concebir al practicarse la bon- 
dad de los principios liberales. 

Y en nada se ve esto más claro que en lo que se refiere á la Autoridad 
Militar, porque no sería posible exigir á los que están al frente de las fuer- 
zas más enérgicas y vivas del país una vigilancia constante y una abnega- 
ción sin límites, como aquellas de que están dando señaladas pruebas, ti 
fuera de los cuarteles, en la plaza pública, con la palabra ó con el escrito 
se hiciese respirar á las tropas la atmósfera de la 'sedición, se permitiera 
llamar criminales á los que cumplieron con sus deberes, y se apellidaran 
héroes á los que tuvieron la desgracia de pagar con su vida el olvido del 
honor militar, ó se consintiera envolver en la burla y rebajar con el escar- 
nio á quien más que nadie necesita prestigios, que son la garantía de su 
propia vida. 

Sírvase V. S., pues ponerse de acuerdo con el Fiscal que ejerza la ju- 
risdicción territorial más extensa en esa provincia y decirme lo que con 
esa Autoridad hubiese convenido para el cumplimiento de los fines de esta 
circular, teniendo en cuenta que, si el delito ó el ataque se hubiese come- 
tido fuera del territorio de su mando, pero por la reproducción del suelto 
ó noticia del periódico se viniese a perpetrar dentro del mismo, debe V. S. 
nonerlo en mi conocimiento para que se persiga al primer periódico que 
ió la noticia ó que publicó las palabras criminosas, al propio tiempo que 
iquel que las reproduce en la localidad. 

El otro punto de vista que me mueve á dirigirme á V. S. nace de la 
bservación de aquellos hechos que en algunas provincias se han presen- 
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tado, cuando sin causa ni motivo aparente se principia á agitar la; 
fera política, á cargarla, por decirlo así, de odios y de pasiones, de 
que, tomando pretexta de cualquier cuestión incidental, sin trascen 
y sin valor, se le crea á la Autoridad un conflicto, ó desconociendo 
nisterio y la dignidad de la prensa, se torna el periódico en un fin i 
plotación vergonzosa contra las personas que acaban por ceder á la i 
ción si no se encuentran sostenidos por la Autoridad. 

Donde quiera que estos síntomas se presenten hay que salir ini 
mente ásu encuentro y extirparlos con mano fuerte, empleando toe 
recursos de la Autoridad, y en el último término los de los Tribun; 
Justicia, seguro V, S. al hacerlo, de que no sólo sofoca la tentativa 
nal é impide se convierta en pública penurbación y quir.as en ctímei 
que, dando aliento á los buenos é inspirando conñanza á todos los que 
flan en el desarrollo tranquilo y legal de la vida pública, que por fortuna 
es la inmensa mayoría, sanea en el acto y mejora despQés la atmósfeía so- 
cial de la provincia, cuya gobernación le está confiada. 

Tal es el encargo que el Gobierno fía al celo y á la dirección de sus 
representantes en las provincias, recordándoles, para estimularles que nada 
puede comprometer tanto la libertad como la licencia y el abuso que en su 
nombre se enseñorean de un país acabando por sustituir la violencia de la 
ley, y que si la indiferencia puede disculparse en aquellos que por no amar 
ni creer en la libertad se curan poco de sus fueros, sería inexplicable en 
aquellos que en su nombre han predicado y ahora gobiernan, y que por 
haberse identificado con la causa cuyas excelencias han preconizado, de- 
ben hacer cuantos esfuerzos se hallen á su alcance para impedir que se 
desnaturalice ó se degrade. 

Dios guarde á V. S. muchos años — Uadrid, 8 de Agosto de 1887. — 
JHoret. — Es copia. — Quintana. 
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El Excmo. Sr. Ministro de Ultramar con fecha primero del actual y 
en carta número 1,648, comunica la Real Orden siguiente: 

"Ministerio de Ultramar. — Excmo. Sr.: Con esta fecha digo al Sub- 
secretario de este Ministerio, lo siguiente: — Iltmo. Sr.: — S. M. el Rey 
(q. D. g.), se ha servido expedir con esta fecha, el Decreto que sigue: — 
Con arreglo á lo dispuesto en el artículo ochenta y nueve de la v*onstitu- 
ción dé la, Monarquía, y de acuerdo con el parecer de JVJi Consejo de 
Ministros, Vengo en decretar lo siguiente: — Artículo primero. — Se hace ex- 
tensiva á la Isla de Cuba, la ley de 15 de Junio de 1880, dictada para re- 
gular en la Península el ejercicio del derecho de reunión pacífica consigna- 
do en el art. 13 de la Constitución. — Artículo segundo. — Dicha Ley co- 
menzará á regir en la mencionada Isla desde el día en que este Decreto 
se publique en la Gaceta de la Habana, — Artículo tercero. — El Gobierno 
dará cuenta á las Cortes del presente Decreto.— Dado en Palacio á prime- 
ro de Noviembre de mil ochocientos ochenta y uno. — Alfonso. — El Mi- 
nistro de Ultramar, Fernando de León y Castillo. — Lo que de Real Or- 
den lo traslado á V. E. para su conocimiento y efectos correspondientes» 
Dios guarde á V. E. muchos años, — Madrid i. ® de Noviembre de i88i* 
— Le m y Castillo. — Sr. Gobernador General de la Isla de Cuba." 

Y acordado por el Excmo. Sr. Gobernador General con fecha de 
lyer, que se cumpla lo mandado, se publica en la Gaceta Oficial de la Ha- 
'ana^ con copia de la Ley que se cita, para general conocimiento y cum- 
)limiento. 

Habana 29 de Noviembre de 1881. — El Secretario del Gobierno Ge- 
eral, Mariano Díaz de la Quintana. 

« 
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. . DON ALFONSO XII: 

Por la gracia de Dios, Rey constitu(áonal de España. 

A todos los que la presente vieren y entendieren, sabed: que las Cor- 
tes han decretado y nos sancionado lo siguiente: ^ 

Artículo 1. ^ El derecho de reunión pacífica que concede á los espa- 
ñoles el art. 13 de la Constitución puede ejercitarse por todos, sin más con- 
dición, cuando la reunión haya de ser pública, que la de dar los que la 
convoquen conocimiento escrito y firmado del objeto, sitio, día y hora de 
la reunión, veinte y cuatro horas antes, al Gobernador Civil de las capita- 
les de provincia, y á la Autoridad local en las demás poblaciones. 

Art. 2. ^ Por reunión pública, para los efectos de esta ley, sé entien- 
de la que haya de consta» de más de veinte personas, y haya de celebrar- 
se en edificio donde no tengan su domicilio habitual los que la convoquen. 

Art. 3. ® Las reuniones públicas, procesiones cívicas, séquitos y cor- 
tejos de igual índole necesitan, para celebrarse en las calles, plazas, paseos 
ó cualquiera otro lugar de tránsito, el permiso previo y por escrito de las 
Autoridades indicadas en el artículo i. ^ (i) 

Art. 4. '^ A toda reunión pública puede asistir la Autoridad personal- 
mente ó por niedio de sus delegados. En caso de asistir personalmente, 
ocupará el sitio de preferencia, pero sin presidir ni mezclarse en las discu- 
siones. 

Art. 5. ^ La Autoridad mandará suspender ó disolver eíi el acto: 

Primero. Toda reunión pública que se celebre fuera de las condicio- 
nes de esta ley. 

Segundo. Todas aquellas que, habiéndose convocado con arreglo á 
ellaj traten de objetos no consignados en el aviso, ó se verifique en sitio 
diverso del designado. 

Tercero. Las que en cualquier forma embaracen el tránsito público. 

Cuarto. Las definidas y enumeradas en el artículo 189 del Código 
penal. 

Y quinto. Aquellas en que se cometa ó se trate de cometer cualquie- 
ra de los delitos especificados en el título 3. ® , libro 2. del mismo Código. 

En todos estos casos la Autoridad dará inmediatamente cuenta al Go» 
bierno, y en los dos últimos pasará al Tribunal competente el oportuno 
tanto de culpa. 

Art. 6. ^ Las reuniones á que se refiere el art. 2. ® , cuando se cele- 



(i) Por R. O. de 6 de Ago$to de 1884 se dispuso: i? se considere vigente en Cu- 
ba y Puerto Eico la E. C Circular de 23 de Octubre de 1876 que se inserta en esta obra 
''Tolerancia de cultos'' con la debida modiñcación en la referencia á los arts. del Código 
penal y 29 Que con arreglo á tales disposiciones, procedan las autoridades de dichas Is- 
las, en el ca^o relativo á las reuniones promovidas por el titulado misionero cristiano don 
Pedro Duarteíy en todos los demás casos análogos, ora se refieran á hechos verificados 
5 á soli(|^tud de autorización para verificarlo. 
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bren por los electores de una circunscripción durante el período electoral, 
podrán ser suspendidas por el delegado de la Autoridad si incurren en al- 
guno de los casos marcados en el art. 5. P 

La reunión suspendida podrá verificarse dentro de 24 horas siguien- 
tes, si los que la convocaron lo ponen en conocimiento de la Autoridad: 
si hubiere lugar en este caso á una segunda suspensión, la rennión se en- 
tenderá definitivamente disuelta. 

Art. 7. ® No están sujetas á las prescripciones de esta ley: 

Primero. Las procesiones del culto católico. 

Segundo. Las reuniones de este mismo culto y las de los demás to- 
lerados que se verifiquen en los templos ó cementerios. 

Tercero. Las que verifican las asociaciones y establecimientos auto- 
rizados, con arreglo á sus estatutos aprobados por la Autoridad. 

Cuarta. Las que tienen lugar en las funciones de teatro y demás es- 
pectáculos. 

Por tanto: 

Mandamos á todos los Tribunales, Justicias, Jefes, Gobernadores y 
demás Autoridades, así civiles como militares y eclesiásticas, de cualquie- 
ra clase y dignidad, que guarden y hagan guardar, cumplir y ejecutar la 
presente ley en todas sus partes. 

Dado en Palacio á quince de Junio de mil ochocientos ochenta. — YO 
EL REY. — El Ministro de la Gobernación, Francisco Romero Robledo. 
— Es copia. — El Secretario del Gobierno General, J/, Díaz de la Quintana^ 
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Gobierno General de la Isla de Cuba. — Secretaría. — Negociado de 
Orden Público y Policía. — Por ^1 Ministerio de Ultramar se comunica al 
Excmo. Sr. Gobernador General la siguiente Real Orden: 

"Ministerio de Ultramar. — Número 851. — Excmo. Sr. — El Rey 
(q. D. g.) y en su nombre la Reina Regente del Reino se ha servido ex- 
pedir con esta fecha el siguiente Real Decreto: 

En Tirtud de la autorización que otorga al Gobierno el artículo 89 de 
la Constitución de la Monarquía, (i) y á propuesta del Ministro de Ultra- 
mar, de acuerdo con el Consejo de Ministros; en nombre de Mi Augusto 
Hijo el Rey D. Alfonso XIII, y como Reina Regente del Reino, Vengo 
en disponer se publique y observe en las Islas de Cuba y Puerto-Rico la 
siguiente Ley para el ejercicio del Derecho de Asociación. 

Artículo I. ® El Derecho de Asociación que reconoce el artículo 13 
de la Constitución, (2) podrá ejercitarse libremente, conforme á lo que 
preceptúa esta Ley. En su consecuencia, quedan sometidas á las disposi- 
ciones de la misma las asociaciones para ñnes religiosos, políticos, científi- 
cos, artísticos, benéficos y de recreo, ó cualesquiera otros lícitos que no 
tengan por único y exclusivo objeto el lucro ó la ganancia. 

Se regirán también por esta ley los gremios, las Sociedades de Socorros 
mutuos, de provisión, de patronato y las cooperativas de producción de 
crédito ó de consumo. 

Art. 2. ^ Se exceptúan de las disposiciones de la presente ley: 

Primero: Las Asociaciones de la ReligiÓB Católica autorizadas por 
laa disposiciones canónicas que determinan los derechos de la Iglesia, y 
por las Civiles que regulan los del Real Patronato. 

Las demás asociaciones religiosas se regirán por esta ley, aunque de- 
biendo acomodarse en sus actos las no católicas á los límites señalados por 
el artículo 1 1 de la. Constitución del Estado. (3) 

j 

(i) Téase el artículo 89 de la Constitución de la Monarquía, pág. 11 de este libro. 
(2) Veáse el artfctdo 11 de la Constitución, pág. 2 de este libro. 
<3) Téase el Apéndice al final de esta Ley. 
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Segundo: Las Sociedades que no siendo de las enumeradas en el ar- 
tículo I. ® se propongan un objeto meramente civil ó comercial, en cuyo 
caso se regirán por las disposiciones del Derecho Civil ó del Mercantil, 
respectivamente. t 

Tercero: Los Institutos ó Corporaciones que existan ó funcionen en 
virtud de leyes especiales. 

Art. 3. ® Sin perjuicio de Ío que el Código Penal disponga relativa- 
mente á los delitos qne se cometan con ocasión del ejercicio del Eerecho 
de Asociación, ó por la falta de cumplimiento de los requisitos establecidos 
por la presente ley para que las asociaciones se constituyan ó modifiquen, 
el Gobernador de la provincia impedirá que funcionen y que celebren reu- 
niones los asociados, poniendo los hechos en conocimento del Juzgado de 
primera instancia correspondiente, dentro de las veinte y cuatro horas si- 
guientes á su acuerdo, (i) 

Art. 4. ® Los fundadores ó iniciadores de una asociación, ocho días 
por lo menos ante de constituirla, presentarán al Gobernador de la provin- 
cia en que haya de tener aquella su domicilio, dos ejemplares, firmados por 
los mismos, de los Estatutos, reglamentos, contratos ó acuerdo por los 
cuales haya de regirse, expresaudo claramente en ellos la denominación y 
objeto de la asociación, su domicilio, la forma de su administración ó go- 
bierno, los recursos cotí que cuente ó con los que se proponga atender á 
sus gastos, y la aplicación que haya de darse k los fondos ó haberes socia- 
leS; caso de disolución. 

Las formalidades prevenidas en el párrafo anterior se exijirán igual* 
mente y deberán llenarse ante el Gobernador de la provincia en que se 
constituya sucursal, establecimiento ó dependencia de una asociación ya. 
formada. 

Del mismo modo estarán obligados los Fundadores, Directores, Pre- 
sidentes ó representantes de asociaciones ya constituidas, y de sucursales ó 
dependencias de las mismas, á presentar al Gobernador de la provincia 
respectiva dos ejemplares firmados de los acuerdos que introduzcan alguna 
modificación en los contratos, estatutos ó reglamentos sociales. 

En el acto mismo de la presentación se ^devolverá á los interesados 
uno de los ejemplares con la firma del Gobernador y sello del Gobierno 
de la provincia, anotando en él la fecha en que aquella tenga lugar. 

'l'ambién estarán obligados los Directores, Presidentes ó representan- 
tes de cualquiera asociación, á dar cuenta dentro del plazo de ocho días de 
los cambios de domicilio que la asociación verifique. 

En el caso de negarse la admisión de los documentos á registro, los 
interesados podrán levantar acta notarial de la negativa, con inserción de 
los documentos, la cual acta surtirá los efectos de la presentación y admi- 
sión de los mismos. 

Art 5. ® Transcurrido el plazo de ocho días que señala el párrafo 
primero del artículo anterior, la asociación podrá constituirse ó modificar- 
se con arreglo á los Estatutos, contratos, reglamentos ó acuerdos presenta- 
dos, salvo lo que se dispone en el artículo siguiente. 

Del acta de constitución ó de modificación deberá entregarse copia 

(i) Véase el Apéndice á esta Ley. 
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autorizada al Gobernador ó Gobernadores respectivps dentro de los cinco 
días siguientes á la fecha en que se verifique. 

Art. 6. ° Si los documentos presentados no reúnen las condiciones 
exigidas en el artículo a.. ^ , el Gobernador los devolverá á los interesados 
en el plazo de ocho días, con expresión de la falta de que adolezcan, no 
pudiendo, por consiguiente, constituirse la asociación mientras la falta no 
se subsane. 

' Cuando de los documei^os presentados en cumplimiento del mismo 
artículo 4. ^ aparezca que la asociación deba reputarse ilícita, con arre- 
glo á las prescripciones del Código Penal, el Gobernador remitirá in- 
mediatamente copia certificada de aquellos documentos al Tribunal com- 
petente, dando conocimiento de ello dentro del plazo de ocho días, que 
fija el párrafo anterior, á las personas que los hubieren presentado ó á los 
Directores, Presidentes ó representantes de la Asociación, si ésta estuviese 
ya constituida. Podrá la Asociación constituirse ó reanudar sus funciones, 
si dentro de los veinte dias siguientes^ á la notificación del acuerdo á que 
se refiere el párrafo anterior, no se confirmara por la autoridad judicial la 
suspensión gubernativa. . 

Art. 7 ® En cada Gobierno de provincia se llevará un registro es- 
pecial, en el cual se tomará razón de las Asociaciones que tengan domici- 
lio ó establecimiento en su territorio, á medida que se presenten las actas 
de constitución. Se consideran parte integrante del registro todos los do- 
cumentos cuya presentación exije esta Ley. 

Art. 8.° La existencia legal de las Asociaciones se acreditará con 
certificados expedidos con relación al registro, los cuales no podrán negar- 
se á los Directores, Presidentes ó representantes de la Asociación. 

Ninguna A.sociación podrá adoptar una denominación idéntica á la 
otra ya registrada en la Provincia ó tan parecida que ambas puedan fácil- 
mente confundirse, aplicando el Gobernador en este caso lo dispuesto en 
el párrafo primero del art. 6. ^ . 

Art. 9 ^ Los fundadores, Directores, Presidentes ó representantes 
de cualquier Asociación, darán conocimiento, por escrito, al Gobernador 
Civil en las Capitales de provincia, y á la Autoridad local en las demás 
poblaciones, del lugar y días en que la Asociación haya de celebrar sus se- 
siones ó reuniones generales ordinarias, veinte y cuatro horas antes de la 
celebración de la primera. Las reuniones generales que celebren ó pro- 
muevan las Asociaciones quedarán sujetas á lo establecido en la Ley de 
reuniones públicas, cuando se verifiquen fuera del local de la Asociación, ó 
en otros diías que los designados en los estatutos ó acuerdos comunicados 
á la Autoridad, ó cuando se refieran á asuntos extraños á los fines de aque- 
lla, ó se permita la asistencia de personas que no pertenezcan á las mismas. 

Art. I o. Toda asociación llevará y exhibirá á la Autoridad, cuando 
ésta lo eyija, registro de los nombres, apellidos, profesiones y domicilio ^e 
todos los asociados, con expresión de los individuos que ejerzan en ella 
cargo de administración, gobierno ó representación. Del nombramiento ó 
elección de éstos deberá darse conocimiento por escrito al Gobernador de 
la provincia, dentro de los cinco dias siguientes al en que tenga lugar. 
También llevará uno ó varios libros de contabilidad, en los cuales, bajo la. 
responsabilidad de los que ejerzan cargos administrativos ó directivos, figu- 
rarán todos los ingresos y gastos de la Asociación, expresando inequívoca- 
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mente la procedencia át aquellos y la inversión de éstos. Anualmente 
remitirán un balance general al Registro de la provincia. La falta de cum- 
plimiento de lo prevenido en. este artículo se castigará por el Gobernador 
de la provincia con multa de ciento veinte y cinco á trescientas setenta y 
cinco pesetas, á cada uno de los Directores ó socios que ejerzan en la Aso- 
ciación algún cargo de gobierno, sin perjuicio de las responsabilidades ci- 
viles ó criminales que fueren procedentes. 

Art. II. Las Asociaciones que recauden ó distribuyan fondos con 
destino al socorro ó auxilio de los asociados, ó á ñnes de beneficencia, ins- 
trucción ó otros análogos, formalizarán semestralmente las cuentas de sus 
ingresos y gastos, poniéndolas de manifiesto á sus socios, y entregando un 
ejemplar de ellas en el Gobierno de provincia, dentro de los cinco días si- 
guientes á su formalización. 

% La inobservancia de este artículo se castigará por los medios expresa- 
dos en el anterior. 

Art. 12. Líi autoridad gubernativa podrá penetrar en cualquier tiem- 
po el domicilio de una Asociación y en el local en qué celebre sus reunio- 
nes, y mandará suspender en el acto toda sesión ó reunión en que se 
cometa ó acuerde cometer alguno de los delitos definidos en el Código 
Penal. 

El Gobernador de la provincia podrá también acordar, especificando 
con toda claridad los fundamentos en que se apoye, la suspensión de las 
funciones de cualquier Asociación, cuando de sus acuerdos, ó de los actos 
de sus individuos, como socios, resulten méritos bastantes para estimarse 
que pueden reputarse ilícitos, ó que se han ce metido delitos que deban 
motivar su disolución. 

En todo caso, la Autoridad gubernativa, dentro de las veinte y cuatro 
horas siguientes á su acuerdo, pondrá en conocimiento del Juzgado de pri- 
mera Instancia correspondiente, con remisión de antecedentes, los hechos 
que hayan motivado la suspensión de la Asociación ó de sus sesiones, y los 
nombres de los asociados ó concurrentes que aparezcan responsables de 
ellos. 

La suspensión gubernativa de una Asociación quedará sin efecto, si 
antes de los veinte días siguientes al acuerdo no fuese confirmada por la 
autoridad judicial, en virtud de lo prevenido en el art. 14. 

Art. 13. Los términos que señala esta ley para que la Autoridad gu- 
bernativa ponga en conocimiento de la judicial los acuerdos que adopte 
respecto de las Asociaciones, se entendarán ampliados en un día por cada 
veinte kilómetros de distancia, cuando la Asociación no tenga su domicilio 
en la Capital ó residencia en el Tribunal competente para instruir las dili- 
gencias á que diesen lugar los hechos qué motiven el acuerdo. 

Art. 14. La autoridad judicial podrá decretar la suspensión de las 
funciones de cualquier Asociación desde el instante en que dicte auto 
de procedimiento por delito que dé lugar á que se acuerde la disolución en 
la sentencia. 

Art. 15. La autoridad judicial será la única competente para decre- 
tar la disolución de las Asociaciones constituidas con arreglo á esta Ley. 
Deberá acordarla en las sentencias en que declare ilícita una Asociación 
conforme á las disposiciones del Código Penal, y en las que dicte sobre 
delitos cometidos en cumplimiento de los acuerdos de la misma. Podrá 
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tombién decretarla en las seatencias que dicte contra los asociados por de 
litos cometidos por Ibs medios que la Asociación les proporcionen, C tenien- 
do en cuenta en cada caso la naturaleza y circunstancias del delito, la 
índole de los medios empleados y la intervención que la Asociación haya 
tenido en el empleo de dichos medios y en los hechos ejecutados. 

Art. i6. Decretada por sentencia firme la disolución de una Asocia- 
ción, ño podrá constituirse otra con la misma denominación, ni con igual 
objeto, si éste hubiere sido declarado ilícito. Si no lo hubiere sido, y se 
constituyera otra Asociación con igual denominación ú objeto, no podrán 
formar parte de ella los individuos á quienes se hubiese impuesto pena en 
dicha sentencia. La suspensión producirá el efecto de impedir que se 
constituya otra Asociación con la misma denominación ú objeto, de que 
formen parte individuos de la Asociación suspensa é incapacitará á los aso- 
ciados de ésta para reunirse en el local de sus sesiones, ó en otro que adop- 
taren para ello, durante el tiempo que la suspensión deba subsistir. 

Art. 17. De las sentencias ó providencias en que se acuerde la diso- 
lución ó suspensión de las funciones de una Asociación, ó en que ésta se 
deje sin efecto, dará la Autoridad judicial conocimiento al Gobernador de 
la Provincia en el término de segundo día. 

Art. 18. Las Asociaciones quedan sujetas, en cuanto á la adquisi- 
ción, posesión y disposición de sus bienes, para el caso de disolución, á 
lo que dispongan las leyes civiles respecto á la propiedad colectiva. 

Art. 1 9. Quedan derogadas todas las disposiciones anteriores en cuan- 
to se opongan á la presente ley. 

Articulo adicional. 

Las Asociaciones existentes quedan sometidas á las disposiciones de 
esta ley v deberán cumplir lo dispuesto en el artículo 4?, si ya no lo hu- 
bieren hecho anteriormente, dentro de los cuarenta días siguientes á su pu- 
blicación en la Gaceta oficial de las respectivas Islas, siéndoles aplicable, 
sino le verifican dentro de este plazo, lo prevenido en el art. 3? 

Dado en Palacio á trece de Junio de mil ohocientos ochenta y ocho. 
María Cristina. — El Ministro de Ultramar, Víctor Balaguer. 

Lo que de Real orden comunico á V. E. para su inteligencia y cum- 
plimiento. —Dios guarde á V. E. muchos años.— Madrid 19 de Junio de 
i888.— Ruíz Capdepón." 

Y acordado por S. E. con fecha 6 del corriente el cumplimiento de la 
precedente Soberana disposición, de su orden se publica en la Gaceta ofi- 
cial para general conocimiento. 

Habana, 7 de Julio de 1888. A. de Quintana. 



Gobierno Genetal de la Isla de Cuba»^Secretatia. — Negocuido de Orden 
P&blicoy Iblicia. — En virtud de lo dispuesto por el Exorno. Sr. Ministro de 
Ultramar en telegrama de esta fecha, se proroga por un mes el plazo de 
4.0 días que fijó el artículo adicional de la Ley de Asociaciones de 13 de 
funio último, publicada en la Chceta Oficial de 10 de Julio, para que las 
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asociaciones existentes cumplieran, si ya no lo hubieran verificaao anterior^ 
mente, lo prevenido en el artículo 4? de la misma Ley, cuyo plazo terminad 
en 20 del corriente. 

Lo que de orden de S. E. se hace público para los efectos que corres- 
pondan. — Habana 22 de Agosto de 1888. — A. de Quintana, 



En virtud de consulta del Gobierno Civil de la Habana, el Excelentí- 
simo señor Gobernador General ha tenido á bien disponer se entienda que 
la facultad concedida por el artículo 12 de la Ley de Asociaciones de 15 
de Junio último, á la Autoridad gubernativa, para penetrar en el domicilio 
de cualquiera asociación, y en el local en que celebre sus reuniones, debe 
considerarse extensiva á los funcionarios de policía, en consonancia con lo 
prescripto por el inciso tercero del artículo 187 del Código Penal. 

Lo que de orden de S. E. se publica en la Gaceta Oficial para los 
fines que convengan. — Habana 21 de Agosto de 1888. — A. de Quin- 
tana. 



Gobierno Civil de la I^ovincia. — En la Gaceta de esta capital corres- 
pondiente al día 10 del que cursa, se publicó y fué reproducida en el 
JBoletin del 17, la Ley dictada para regular en esta Isla el ejercicio del 
derecho de asociación mandada observar en la misma por R. D. de 13 de 
Junio próximo pasado. 

Aunque los preceptos y formalidades que dicha Ley establece revisten 
esencial importancia y deben ser todos ellos escrupulosamente observados 
por las colectividades á quienes incumbe verificarlo, no obstante con el 
objeto de facilitar la ejecución de los mismos, así como para acomodar k 
las nuevas disposiciones la práctica que en lo adelante haya de seguirse,, 
he creido oportuno recordar aquellos de dichos particulares, qut induda- 
blemente habrán le tener más frecuente aplicación y al cumplimiento de 
algunos de los cuales deberá procederse, desde luego, en conformidad con 
lo que en ellos se establece. 

A tenor de lo que prescribe el art. 4? de la Ley, los fundadores d 
iniciadores de una asociación, 8 días por lo menos antes de constituirla,^ 
presentarán al Gobernador de la Provincia en que haya de tener aquella 
su domicilio, dos ejemplares firmados por los mismos, de los Estatutos,, 
reglamentos, contratos ó acuerdos por los cuales haya de regirse, expre- 
sando claramente en ellas la denominación y objeto de la asociación, su 
domicilio, la forma de su administración ó gobierno, los recursos con que 
cuente ó con los que se proponga atender á sus gastos, y la apli- 
cación que haya de darse á los fondos ó haberes sociales, caso de di- 
solución. 

Del mismo modo están obligados los fundadores, Directores, Presi- 
dentes ó representantes de las asociaciones, incluyendo las ya constituidas,, 
á presentar en este Gobierno dos ejemplares firmados de los acuerdos que 
introduzcan, alguna modificación de los estatutos ó reglamentos sociales de 
que antes queda hecho mérito. 

Llenos estos requisitos y transcurrido el plazo de 8 días de que ha 
blan los párrafos anteriores, declara el artículo 5? que la asociación podrá 
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constituirse con arreglo á los estatutos, contratos, reglamentos ó acuerdos 
presentados mediante la entrega de copia del acta de constitución al Go- 
bernador respectivo, dentro de los cinco días siguientes á la fecha en que 
se verifique, siempre que los documentos presentados reúnan las condicio- 
nes exigidas en el artículo 4?, y cuando no haya de reputarse ilícita la 
asociación con arreglo á las prescripciones del Código Penal ^ puesto que 
en este caso se procederá á remitir dichos documentos al Tribunal compe- 
tente, en el plazo y k los que el art. 6? determma. 

£n lo que respecta á la celebración de reuniones ó juntas generales, 
dispone el art. 9? de la I ey, que los fundadores. Directores ó Presidentes 
de cualquiera asociación darán conocimiento por escrito al Gobernador 
Civil en las capitales de Provincia y á la Autoridad local en las demás 
poblaciones, del lugar y días en que la asociación haya de celebrar sus se- 
siones ó reuniones generales ordinarias, 24 horas antes de la celebración 
de la primera. Las reuniones generales que celebren ó promuevan las 
asociaciones, quedarán sujetas á lo establecido en la Ley de reuniones 
públicas, cuando se verifiquen fuera del local de la asociación ó en otros 
días que los designados en los estatutos ó acuerdos comunicados á la 
Autoridad, ó cuando se refieran á asuntos extraños á los fines de aque- 
lla, ó se permita la asistencia de personas que no pertenezcan á la 
misma. 

Como complemento de lo que antecede, el artículo 12 á su vez de- 
termina las facultades de la Autoridad Gubernativa para penetrar en cual- 
quier tiempo en el domicilio de una asociación y para suspender en el acto 
toda sesión ó reunión en que se acuerde algún hecho punible, sin perjuicio 
de la facultad que incumbe al Gobernador de la Provincia para suspen- 
der las funciones de cualquier asociación, cuando de sus individuos, como 
socios, resulten méritos bastantes para estimarse que puedan reputarse ilí- 
citos, ó que se han cometido delitos que deban motivar su disoludón. 

Por ló que respecta ál régimen interior de las sociedades, .el artículo 
10 determina la forma y orden en que habrán de llevarse los registros de 
socios, los libros de contabilidad y la comunicación de sus balances de fin 
de año al Gobierno de la Provine a, prescribiéndose, ademáis, por el artícu- 
lo 11, la formalización semestral délas cuentas de ingresos y gastos por las 
asociaciones que recauden ó distribuyan fondos con destino al socorro ó 
auxilio de los asociados ó á fines de beneficencia, instrucción ú otros aná- 
logos, respecto de cuyos requisitos se establecen las responsabilidades en 
que habrán de incurrir los Directores de las Sociedades que omitieron lle- 
narlos, al propio tiempo que se dispone la participación que debe darse á 
este Gobierno del nombramiento ó elección de las personas que hayan de 
constituir las Directivas ó ejerzan cargos de administración ó representa- 
ción en las Sociedades, dentro d« los 5 días siguientes al en que esto se 
verifique. 

Réstame, por último, advertir, que las asociaciones actualmente cons- 
tituidas quedan sujetas á las disposiciones de la Ley, y en particular á ló 
que prescribe el artículo 4? de la misma, deque antes queda hecho mérito, 
y que deberán cumplir si ya no lo hubieran efectuado, dentro del término 
de 40 días, que al efecto se señala á contar desde la publicación de dicha 
Ley en la Gaceta de esta capital. 

Este requisito deberán llenarlo dichas Sociedades presentando en este 
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Gobierno los dos ejemplares de los reglamentos ó estatutos porque en la 
actualidad vengan rigiéndose, debidamente adicionados ó modiñcados sí 
resultaren no contener todos los particulares que el artículo 4? preceptúa 
y acompañando á la vez acta expresiva de que las mismas están constitui- 
das con sujeción á dichos reglamentos, á tenor de lo que dispone el artícu- 
lo 5?, puesto que son vistas de cuyos documentos habrá de procederse á 
la inscripción en el Registro, mandado llevar al efecto. 

Todo lo que he acordado hacer público por este medio para conoci- 
miento de las Autoridades de la Provincia y de las demás personas á quie- 
nes pueda interesar.-^ Habana, julio 27 de 1887. — Antonio C. Tellería. 

Abierto en este Gobierno el Registro especial, de asociaciones que 
debe llevarse en el mismo á tenor de lo que prescribe el art. 7? de la Ley 
de 13 de julio próximo pasado, publicada en la Gaceta de 10 del corriente 
mes, y en cuyo Registro deberá tomarse razón de las asociaciones que ten- 
gan domicilio ó establecimiento en el territorio de esta Provincia, á medida 
que se presenten las actas de constitución de las mismas, cuyo requisito de- 
clara el art. adicional de la referida Ley que están obligados también á 
cumplir las Asociaciones, Gremios, Sociedades Cooperativas y demás aná- 
logas hoy existentes; se recuerda por este medio á sus Directores, Presi- 
dentes ó Representantes, el deber en que están de llenar el indicado re- 
quisito dentro del plazo c^e 40 días que señala la Ley, y que tetminatá el 
30 de agosto próximo venidero; en la inteligencia de que las que no lo veri- 
ñquen, perderán las condicionas legales de su existencia, y por tanto el de- 
recho á conservar los títulos con que hoy se hallan funcionando. 

Al propio tiempo, y con objeto de facilitar el cumplimienro de las for- 
malidades expresadas, así como el de las demás que la Ley establece, este 
Gobierno ha acordado que los interesados que residan fuera de esta capi- 
tal puedan dirigirse al mismo por conducto de los respectivos Alcaldes mu- 
nicipales, cuyas Autoridades enviarán sin pérdida de tiempo los documen- 
tos que se les presenten con tal objeto. — Habana, 29 de julio de 1888. — 
Antonio C. Tellería, 
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CODiaO PEITAL 

PARA LAS PROVmCIAS DE CUBA Y PÜEETOKICO MANDADO OBSERVAR 
POR REAL DECRETO DE 23 DE MAYO DE 1879. 



LIBRO II 

CAPITULO II. 

De los delitos oometldos oon ocasión del ejercicio ;cle los derechos individoiles 

garantizados por la Constitocián. 

SECCIÓN 1* 

Delitos cometidos pof hs particulares con ocasión del ejetcicio de los derechos 

individuales garantizctdos por la Constitución. 

Art. 177. No son reuniones ó manifestaciones pacíficas: 
I. ® Las que se celebren con infracción de las disposiciones de policía 
establecidas con carácter general ó permanente en el lugar en que^a reunión 
ó manifestación tengan efecto. 

2. ^ Las reuniones al aire libre ó manifestaciones políticas que se 
celebrasen de noche. 

3. ^ Las reuniones ó manifestaciones á que concurriere un cierto 
número de individuos con armas de fuego, lanzas, sables, espadas, mache- 
tes ó cualesquiera otras armas análogas. 

4. ^ Las reuniones ó manifestaciones que se celebraren con el fin 
de cometer alguno de los delitos penados en este Código, ó las en que 
estando celebrándose, se cometiere alguno de los delitos penados en el 
título 3. ® , libro 2. ^ del mismo. 

Art. 178. Los promovedores y directores de cualquiera reunión ó 
manifestación que se celebrase sin haber puesto en conocimiento de la 
\utoridad, con veinticuatro horas de anticipación, el objeto, tiempo jr Irgar 
le la celebración, incurrirán en la pena de arresto mayor y multa de 325 
á 3.250 pesetas. 

Art. 179. Los promovedores y Directores de cualquiera reunión ó 
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manifestación comprendida en alguno de los casos del artículo 177, incu- 
rrirán en la pena de prisión correccional en sus grados mínimo y medio y 
multa de 325 í 3.250 pesetas, 

, Art. 180. En los casos de los artículos precedentes, si la reunión ó 
manifestación no hubiese llegado á celebrarse, la pena personal será la 
inmediatamente inferior en grado. 

Art. 181. Para la observancia de lo dispuesto en los artículos ante- 
riores, se reputarán como directores de la reunión ó manifestación los que, 
por los discursos que en ella pronunciaren, por los impresos que hubieren 
publicado ó hubieren en elus repartido, por los lemas, banderas ú uLroa 
signos que en ella hubiesen ostentado, ó por cualquiera otros hechos, 
aparecieren como inspiradores de los actos de aquellos. 

Art. 182. Los meros asistentes á las reuniones ó manifestaciones 
comprendidas en los números i . '^ , z. ° v primer caso del inciso 4. '^ del 
artículo 177, serán castigados con li pena de arresto mayor. 

Art. r83. Incurrirán respectivamente en las inmediatamente superio- 
res en grado, los promovedores, director_es y asistentes á cualquiera reunión 
ó manifestación, si no la disolvieren á la segunda intimación que al efecto 
hicieren las Autoridades ó sus agentes. 

Art. 184. Los que concurrieren á reuniones ó manifestaciones llevan- 
do armas de fuego, lanzas, sables, espadas, machetes ó cualesquiera otras 
armas análogas, serán castigados con la pena de prisión correccional en su 
grados mínimo y medio. 

Art. 185. Los asistentes á reuniones ó manifestaciones, que durante 
su celebración cometieren alguno de los delitos penados' en este Código, 
incurrirán en la pena correspondiente al delito que cometieren, y podrán 
ser aprehendidos en el acto por la Autoridad ó sus agentes, ó en su defec- 
to, por cualquiera de los demás asistentes. 

Art. r86. Se reputan asociaciones ilícitas: 

1. ° Las que por su objeto ó circunstancias sean contrarias á la mo- 
ral pública. 

2. ° Las qua tengan por objeto cometer alguno de los delitos pena- 
dos en este Código. 

Art. 187. Incurrirán en la pena de prisión correccional en sus grados 
mínimo y medio y multa de 325 á 3.250 pesetas. 

1. ° Los fundadores, directores y presidentes de asociaciones que se 
establecieren y estuviesen comprendidas en alguno de los números del 
artículo anterior. 

Si la asociación no hubiere llegado á establecerse, la pena personal 
será la inmediatamente inferior en grado. 

2. ° Los fundadores, directores y presidentes de asodacioncs que le 
establecieren sin haber puesto en conocimiento de la Autoridad local su 
objeto y estatutos, con ocho días de anticipación á su primera reunión, ó 
veinticuatra horas antes de la sesión respectiva, el lugar en que hayan de 
celebrarse éstas, aún en el caso en que llegare á cambiarse por otro el 
primeramente elegido. 

3. ° Los directores ó presidentes de asociaciones que no permitieren 
á la Autoridad ó á sus agentes la entrada ó la asistencia á las se- 
'•ones. 
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4. ® Los directores ó presidentes de asociaciones que no levanten la 
sesión á la segunda intimación que con este objeto hagan la Autoridad ó 
sus agentes. 

Art. 188. Incurriráa en la pena de arresto mayor: 

1. ® Los meros individuos de asociaciones comprendidas en el ar- 
tículo 186. 

Cuando la asociación no hubiere llegado á establecerse, las penas se- 
rán reprensión pública y multa de 325 á 3.250 pesetas. 

2. o Los raeros asociados que cometieren el delito comprendido en 
el núm. 3. ^ del artículo anterior. 

3. ^ Los meros asociados que no se retiren de la sesión á la segun- 
da intimación que la Autoridad ó sus agentes hagan para que las'sesiones 
se suspendan. 

Art. 189. Incurrirán en las penas inmediatamente superiores en 
grado á las respectivamente señaladas en los dos artículos anteriores los 
fundadores, directores, presidentes ó individuos de asociaciones que vuel- 
van á celebrar sesiones después de haber sido suspendida por la Autoridad 
ó sus agentes, mientras que la judicial no haya dejado sin efecto la suspen- 
sión ordenada. 

SECCIÓN 2* 

De los delitos cometidos por los funcionarios públicos contra el ejercicio de los 
derechos individuales' sancioncuios por la Constitución, 

Arti 217, Serán castigados con las penas dn suspensión en su grados 
mínimo y medio y multa de325á3.25o pesetas: 

1. ^ El funcionario público que, no estando en suspenso ias garan- 
tías constitucionales prohibiere ó impidiere á una persona no detenida ni 
presa concuirir á cualquier reunión ó manifestación que fuere lícita con 
arreglo á las leyes. 

2. ® El funcionario público que, en el mismo caso le impidiere ó 
prohibiere formar parte de cualquiera asociación, á no ser alguna de las 
comprendidas en el art. 186 de este Código. 

3. ® El funcionario público que en el mismo caso de los artículos 
anteriores prohibiese ó impidiese á una persona dirigir sola, ó en unión 
con otras, peticiones á las Cortes, al Rey ó á las Autoridades, salvo que 
les estuviese vedado por las Leyes. 

Art. 21 8. El funcionario público que, no estando autorizado por una 
ley, ni hallándose en suspenso las garantías constitucionales, impidiese la 
celebración de una reunión ó manifestación pacíficas de que tuviere cono- 
cimiento oficial, ó la fundación de cualquiera asociación que no esté com- 
prendida eu el art, 186 de este Código, ó la celebración- de sus sesiones, 
á no ser ías en que se hubiese cometido alguno de los delitos penados en 
el título 3. ® , libro 2^ (i) del mismo, incurrirá en la pena de suspensión 
en sus grados medio y máximo y multa de 625 á 6250 pesetas. 

Alt. 219. Será castigado con U pena de suspensión en su grado 
máximo á inhabilitación absoluta temporal en su grado mínimo y multa 
de 625 á 6.250 pesetas el funcionario público que, no estando autorizada 
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por una ley y no hallándose en suspenso las garantías constitucionales, or* 
denase la disolución de alguna reunión ó manifestación pacíñca ó la sus- 
pensión de cualquiera asociación no comprendida en el artículo i86 de este 
Código. 

Art 220. El funcionariopúblico que no pusiere en conocimiento de 
la Autoridad judicial, en las veinte y cuatro horas siguientes al hecho, la 
suspensión de una asociación ilícita ó de la sesión de cualquiera otra aso- 
ciación que hubiere acordado y las causas que hayan motivado la suspen- 
sión ordenada, incurrirá en la pena de suspensión en sus grados medio y 
máximo y multa de 625 á 6.250 pesetas. 

Art. 221. Incurrirá en las mismas penas el funcionario público que 
ordenase la clausura ó disolución de cualquier establecimiento de enseñan- 
za, á no ser que motivos racionalmente suficientes de higiene ó moralidad, 
ú otras causas expresamente previstas en las leyes, y el que no pusiere en 
conocimiento de la autoridad judicial dicha clausura ó disolución en las 
14 horas siguientes de haber sido llevada á efecto. 

Art. 222. Incurrirá en la pena de destierro en sus grados mínimo y 
medio el funcionario público que, sin haber intimado dos veces consecuti- 
vas la disolución de cualquiera reunión ó manifestación, ó la suspensión 
de las sesiones de una Asociación, emplease la fuerza para disolverla ó 
suspenderla, á no ser en el caso de que hubiese precedido agresión vio- 
lenta por parte de los reunidos, manifestantes ó asociados. 

Si del empleo de la fuerza hubieren resultado lesiones leves á alguno 
ó á algunos de los concurrentes, la pena será la de destierro en sus grados 
medio y máximo y la misma multa. 

Si las lesiones fuesen graves, la pena será la de confinamiento en sus 
grados mínimo y medio y multa de 1.250 á 12.500 pesetas. 

Si hubiese resultado muerte, la pena será la de confinamiento en su 
grado máximo á reelución temporal y multa de 3.125 pesetas á 31.250 
pesetas. 

Art. 223. El funcionario público que, una vez disuelta cualquier 
reunión, manifestación, ó si spendida cualquier asociación ó su sesión, se 
negare á poner en conocimiento de la autoridad judicial que se lo reclama- 
re las causas que hubiesen motivado la disolución ó suspensión, será casti- 
gado con la pena de inhabilitación absoluta temporal y la multa de 625 á 
6.250 pesetas. 

SECCIÓN 3* 
Delitos por violación del precepto constitucional en materia de religión 

yculto^ 

Art. 228 El que practique fuera del recinto destinado á los cultos 
que no sean el de la religión católica ceremonias ó manifestaciones públi- 
cas propias de los mismos, incurrirá en la pena de confinamiento. 

Para loi efectos de este artículo, se reputará como recinto análogo al 
en que se celebren los cultos disidentes, el de los respectivos cemen- 
terios. 



(i) Se refiere á los delitos contra el orden público ó sean de rebelión sedtcción, 
tados contra las autoridades y sus agentes^ res 
rias y amenazas á la Autoridad é insultos, injuri 
demás funcionarios públicoi , y desórdenes públicos. 



atentados contra las autoridades y sus agentes^ resistencia y desobediencia, desacatos, 
injurias y amenazas á la Autoridad é insultos, injurias y amenazas á sus agentes y á los 
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GOBIERNO CIVIL DE LA PROVINCIA. 

ORDEN PUBLICO Y POLICÍA. 

Circular. 

En la Gaceta de esta Capital, correspondiente al día 9 del que cursa» 
aparece inserta la siguiente Real Orden de 6 del pasado Agosto, comu- 
nicada por el Ministerio de Ultramar, y por la que se hace extensiva 
á esta Isla la que se dictó para la Península en 23 de Octubre de 1876, 
sobre interpretación del artículo 11 de la Constitución de la Monarquía. 

En su virtud y cumpliendo lo acordado por la Superioridad, se ha- 
cen públicas por este medio las referidas Soberanas disposiciones para 
general conocimiento y efectos correspondientes. 

Habana y Septiembre 16 de 1884. 

M, de Aliagracia, 

BEALES OBDEVES OÜE SE CITAIT. 

Por el Ministerio de Ultramar se comunica al Excmo, Sr. Gober- 
nador General, con fecha 6 del pasado Agosto y con el número 1,233, 
la Real Ordln siguiente: 

"Excmo. Sr.: — Elevada por V. E. con fecha 25 de Septiembre últi- 
mo, consulta á este Ministerio acerca de lo que procaia disponer ó autori- 
zar, tocante á las reuniones celebradas en Matanzas por D. Pedro Duarte 
' que se titula Misionero Cristiano, previo aviso á la autoridad gubernativa, 
hecho del cual se ha quejado el Vicario Eclesiástico de dicha capital. — ^Re- 
sultando que en dichas reuniones se ha tratado de dar á conocer las dife- 
rencias entre los diversos cultos cristianos, y que según el sentir de la Au- 
toridad Superior de la Isla, al elevar su consulta, y de la Eclesiástica de 
i capital mencionada, al producir su queja, son juzgadas dichas reunio- 
es públicas como actos y medios de propaganda contra la Religión del 
Istado, que es la Católica.— Considerando que promulgada y vigente en 
[ \ Isla la Constitución de la Monarquía, no puede menos de ser excen- 

: ^a á la propia Isla, la explicación y determinación del concepto genuino 



^ 
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de SU articulo uodédmo, comprendido en U Real Orden circular d 
Octubre de 1875, acordada en Consejo de Ministros y expedida 
Presidencia del mismo, con la modiñcación consiguiente en la cita 
artículos del Código penal, por ser distinta la numeración del apli 
las Antillas, de acuerdo coa la Sección de Ultramar del Consejó d< 
do; S. M. el Rey, se ha servido resolver; i? Que se considere ■ 
en Cuba y Puerto-Rico la Real Orden Circular de 23 de Octubre d' 
que á, continuación se inserta con la debida modificación en la refer 
los artículos del Código penal. — 2° Que con arreglo á tales dispos: 
procedan las autoridades de dichas Islas, en el caso relativo é. las 
nes promovidas por el titulado Misionero Cristiano D. Pedro Duartí 
todos los demás casos análogos, ora se refieran á hechos verificad 
lolicitud de autorización para verificarlos. De Real Orden lo coi 
i V. E. para su cumplimiento en esta Isla. — Dios guarde á V. 
choS años. — Madrid 6 de Agosto de 1884. — Tgada. — Sr. Gob( 
General de Cuba." 

Y puesto el cúmplase por S. E. con fecha 26 del mismo, d< 
den se publica en la Gaceta Oficial para general conocimiento y ' 
sertión de la Real Orden circular que se cita. 

Habana 8 de Septiembre de 1884. — Kl Secretario del Gobier 
neral. — Mariano Arredondo. 

Real Orden Circular de 23 de Octubre de 1876 

Las naturales diñcultades que para la aplicación del articule 
la Ley fundamental del Estado, como para la de todo nuevo texti 
han surgido; ios cargos dirijidos contra un funcionario público, obji 
un expediente gubernativo, resuelto por Real Orden de esta misma 
y las varias reclamaciones que en distinto sentido y sobre suces 
ocurren al practicar los derechos consignados en aquel artículo, 
van desde puntos y localidades diferentes al Gobierno de S. M., 
nen á éste d imperioso deber de dictar algunas reglas conformes coi 
gislación vigente en el Reino. — E! Gobierno de S. M. está resuelto 
la letra y espíritu del artículo ii del Código fundamental sean 
dos acatados y obedecidos, entiende que los párrafos primero y se 
de dicho artículo, á nadie pueden ofrecer justificadas dudas, y qu 
clamándose en uno la Religión Católica Apostólica Romana con 
cial, se respetan en el otro las opiniones religiosas de todoe los qui 
fuera del gremio de adfuella iglesia, y se permite el ejercicio de cu 
culto que no se oponga ni contradiga á la moral cristiana. Biei 
está, por consiguiente, que el Estado proteje la religión católica, 
la suya; pero que al mismo tiempo adm.te y establece la tolerar 
cultos, garantizando el ejercicio de ese derecho contra toda clase d 
■iones. No desconoce el Gobierno, sin embargo, que el párrafo i 
del artículo ii constitucional ha dado lugar en la práctica á di 
vacilaciones, que no se refieren á la palabra cetemonias, cuyo g 
sentido no puede oscurecerse, sino á la frase manifestaciones p\ 
Debe reArdar, no obstante, que al discutirse los preceptos codsI 
nales ante las Cortes, se declaró la inteligencia que había de dan 
referida frase, ya expontáneamente, ya contestando á preguntas c 
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tas en uso de su derecho formuladas por los representantes de la Nación. 
Este recuerdo puede servir para desvanecer toda censura infundada que 
por inconsecuencia ó arbitrariedad se dirija contra las medidas guberna- 
tivas que ahora se adopten, si ellas resultan en armonía con lo 5.decla- 
rado en la referida discusión constitucional. No es esta la vez primera 
que las autoridades gubernativas y los Tribunales de justicia están obliga- 
dos á interpetrar rectamente la frase manifestaciones públicas. El Códigp 
penal vigente, reformado e i i8 de Junio de 1870, usa de ella con fre- 
cuencia, y al castigar en su artículo 181 cierta clase de manifestaciones 
públicas, considera como promovedores y directores de las mismas á los 
que con discursos^ impresos^ lentas^ bajideras ú otros sigfios que ostentaren^ 
^ por ctialesquieta otros hechos las inspiren. No puede negarse, por lo 
tanto, que la ley penal, sin confundir la reunión con la manifestación, 
interpreta ésta en sentido lato y busca su esencia en las palabras, impre- 
sos, lemas, banderas y otros signos que para realizarla se empelen. Por 
virtud de esta interpretación se han prohibido en España, desde que rige 
«sta legislación penal, lemas y letreros públicos alusivos á formas de Go- 
bierno distintas de la vigente, y partidos políticos hay fuera de la legali- 
dad común solo por el título que quieren aplicarse. — ^Y aún prescindiendo 
del Código penal, basta acudir al Diccionario de la lengua formado por la 
docta Academia que cuida en España de la pureza y precisión de nues- 
tro idioma," para saber que manifestación pública religiosa es todo acto que^ 
saliendo del recinto cerrado del hogar, del templo ó del cementerio, de- 
^laray descubre ó da a conocer lo que en ellos está guardado ú oculto, — De 
aquí parte el Gobierno para creer, con tan buena fé como firmeza, que 
todo' aquello que manifieste en ó sobre la vía pública las opiniones, creen- 
cias ó ideas religiosas de las sectas disidentes, ó dé á conocer en la mis- 
ma forma los actos relativos á su respectivo culto, debe prohibirse y no 
puede ser autorizado ó tolerado por las autoridades encargadas de guardar 
la Constitución del Estado. — Al profesar esta doctrina, no es ciertamente 
<el Gobierno que hoy rige los destinos del Keino una excepción en punto 
tan importante. — En una de las naciones que más precio dan actualmente 
á la libertad religiosa, donde no ya se proclama la tolerancia, sino que se 
pretende consagrar la absoluta libertad de todos los cultos y smgularmente 
del católico, por altas razones nacionales é internacionales, se impiden, sin 
^embargo, ciertas manifestaciones públicas, bien antiguas y bien arraigadas en 
las costumbc^s, creyendo que si por una parte están obligados los go- 
biernos á consentir el pleno ejercicio de la libertad religiosa, deben por otra 
proveer escrupulosamente, no tan sólo al cuidado de la moral y de la hi- 
giene, sino al mantenimiento del orden, evitando entre los ciudadanos las 
agitaciones á que pueden dar motivos ó pretextos todo acto religioso eje- 
cutado fuera de los templos. — Nación hay también y de las más libres, que 
teniendo en cuenta las creencias de la mayoría de los ciudadanos, y aún 
el interés de aquellos que profesan otras aiversas, no consiente que los 
miembros de las Iglesias disidentes, bien vayan solos ó acompañados, vis- 
tan fuera de ellas los trajes propios de su religión, practiquen sus r'tos ó 
ceremonias, ni lleven banderas, objetos ni símbolo alguno en la vía pú- 
blica, considerando como un acto punible el que tales hechos se realicen 
cerca de los templos dedicados al servicio de la religión oficial. Seme- 
jantes actos, ejecutados fuera de las casas particulares, de los cemente- 
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ríos Ó de los templos destinados especialmente al culto, se miran allí como 
ocasión de sumo escándalo y de molestia para la mayoría, como evidente 
peligro para la paz pública, y son reprimidos enérgicamente. — No otra 
cosa se propone el Gobierno del Rey en la interpretación del citado ar- 
tículo constitucional; reclama de las sectas disidentes, y á favor de la 
religión oficial del Estado, el respeto y las consideraciones que el Có- 
digo penal exige para la forma de Gobierno, expresión también de la 
voluntad de la inmensa mayoría del país; de manera que todo aquello 
que directamente y en la exterioridad de la vía pública sea contrario á la 
religión católica apostólica romana debe proscribirse, bien se ejecute por 
actos personales ó por emblemas, letreros, anuncios y otros signos. — Mas 
para determinar exactamente el límite que separa lo ilícito; para que la 
inviolabilidad de los lugares destinados al culto de esas sectas, mientras 
no se ataque á la moral cristiana, pueda ser mantenida, y á su amparo 
dedicarse libremente los que las profesen al ejercicio del derecho que 
consigna el precepto constitucional, y para que, so pretexto de reuniones 
ó asociaciones religiosas, no se constituyan organismos políticos contra- 
rios á la seguridad del Estado y. mantenimiento del orden social, es ne- 
cesario que la Administración pública conozca en donde se encuentran les 
templos y quiénes son los que los dirijen, regentean ó representan. — Pre- 
ciso es, pues, que todo español ó extranjero que haya de abrir un templo 
consagrado á una religión diversa de la Católica, que esté comprendida 
en el artículo 12 de la Constitución dé conocimiento de ello á los Gober- 
nadores Civiles en las Capitales de provincias, á los Sub-Gobernadores 
en los pueblos donde esta clase de Autoridades funcione y á los Alcaldes 
en los restantes del Reino.^Ni unos ni otros deben ni pueden olvidar que 
la inviolabilidad constitucional del templo solo garantiza los actos, ritos 
y ceremonias puramente religiosos, pues, por lo demás, así los Ministros 
de cualquier Culto, sea el que fuere, como los congregados en el recinto 
destinado á practicarlos, están sujetos á las reglas de policía é higiene 
que las ordenanzas y reglamentos establezcan, y han de ser responsa- 
bles de las faltas y delitos que se cometan dentro de aquél, y muy 
señaladamente, por su naturaleza política, de los comprendidos en los 
artículos 142, 143, 169, 170, 185, 186, 187, 189, 190, 191 y 267 del 
Código Penal. — Hay además en esta materia tan importante un punto 
sobre el cual debe decir su opinión franca y resuelta el Gobierno de 
S. M. — La lamentable confusión que en algunas partes se ha querido 
introducir entre el templo, dedicado al culto, y la escuela, destinada á la 
enseñanza, no puede consentirse en modo alguno. — El templo es inviola- 
ble, según el artículo 11 de la Constitución; la escuela está sometida á la 
inspección, vigilancia y corrección del Gobierno y de sus delegados según 
el artículo 7. ® del Decreto de 29 de Julio de 1874, reglamentando la li- 
bertad de enseñanza; y esas facultades gubernativas serían ilusorias si el 
Catedrático pudiera invocar la inviolabilidad del sacerdote, y convertir á 
su antojo en iglesia el aula donde reúne sus discípulos para instruirlos en 
las letras, las artes ó las ciencias. — La religión es objeto del artículo 1 1 
constitucional, la enseñanza lo es del artículo 1 2; los efectos de ambos pre- 
ceptos son diversos, como la índole de los derechos que consagran, y que 
para cumplir aquellos y respetar éstos es indispensable establecer con clari- 
dad la línea divisoria del templo y de la escuela. — Si hay quien pretende 
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suscitar conflictos á la sombra de una inexplicable confusión, la prudencia 
del Gobierno ha de evitarla.— Por otra parte, el libre ejercicio del Culto está 
seconocido en España á todos sus habitantes, sin distinción de nacionales 
y extranjeros; pero no sucede lo mismo con la libertad de enseñanza, cuya 
posesión tan sólo se asegura á los españoles en el artículo 1 2 dé la Consti- 
tución. — Razones de Estado, que á nadie pueden ocultarse, han obligado 
á los legisladores españoles de todos los tiempos, incluso á los de ideas 
más liberales, á exijir el carácter nacional para fundar establecimientos de 
enseñanza, porque era imposible consentir en manos de extranjeros el de- 
pósito sagrado de las futuras generaciones, que llevan en su conciencia y 
en su entendimiento el porvenir de nuestra patria. — Así es que, no ya para 
fundar escuelas y establecimientos de enseñanza, sino sólo para ingresar 
•en el profesorado español, ha sido necesario que las leyes de instrucción 
púbHca autoricen especialmente á los extranjeros, como sucedió en la de 
1857, que los tacultó únicamente para enseñar lenguas vivas y para dar lec- 
ciones de música vocal é instrumental. — Deberán tener, por consiguiente, 
muy en cuenta las autoridades, que no pueden estar al frente de los esta- 
blecimientos de enseñanza, tanto públicos como privados, los extranjeros, 
porque el Código fundamental no lo consiente, en razón á graves conside- 
raciones de alto interés político. Después de esto, queda solo una última 
prevención que hacer, para completar el pensamiento del Gobierno: en- 
tiende éste, y así se propone realizarte, que fuera del templo, que es in- 
violable mientras en él no se delinca, y fuera de los demás establecimien- 
tos autorizados al efecto por disposición especial, todas las reuniones que 
se celebren, sea cualquiera su carácter y el fin que se propongan, quedan 
sujetas á la regla i. ^ de la Real Orden de 7 de Febrero de 1875, Q^^ dis- 
pone, '-que no podrá convocarse ni f^ele^rarse ninguna reunión pública en 
calles, plazas y paseos ú otro lugar de uso común, sin el permiso^ previo y 
y por escrito del Gobernador de la provinqia en las capitales, y de la auto- 
ridad local en los demás pueblos." Sí acaso, pues, alguna de estas reunio- 
nes se celebra sin solicitar y obtener previamente el permiso de \sl autori- 
dad, podrá ser disuelta en el acto como ilícita y sus autores entregados á 
los Tribunales de justicia. Nadie puede tachar esta medida de injusta, 
porque sería locura exijir al Gobierno que otorgara á la ínñma mmoría, 
que son los disidentes, lo que no puede conceder á los católicos que cons- 
tituyen la casi-unanimidad de los ciudadanos españoles. De esta manera 
quedan explicados los propósitos del Gobierno en los puntos á que directa 
<S indirectamente puede aplicarse el art. 11 de la Constitución, y tal ha de 
ser la interpretación á que han de ajustar su conducta las autoridades y 
funcionarios á quienes su cumplimiento atañe. Y para qiie más claramen- 
te todavía sepan á qué atenerse, y no quepa disculpa, alegando infundada 
vaguedad en las instrucciones que contiene esta circular, se condensan á 
continuación en reglas precisas y concretas, á saber: 1. ^ Queda prohibi- 
da desde esta fecha toda manifestación pública de los cultos ó sectas disi- 
dentes de la Religión Católico, fuera del recinto, del templo ó del cemen- 
terio de las mismas. 2. ^ ,Para los efectos de la regla anterior, se entenderá 
manifestación pública todo acto ejecutado sobre la vía pública ó en los 
muros exteriores del templo y del cementerio, que dé á conocer las cere- 
monias, ritos, usos y costumbres del culto disidente, ya sea púr medio de 
procesiones ó de letreros, banderas, emblemas, anuncios y carteles. 3. ^ Los 
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que funden, construyan 6 abran un templo 6 un-cementerio cleí 
culto 6 enterramiento de una secta disidente, lo pondrán en coni 
del Gobernador de la provincia de la capital, del Sub-Gobemac 
puntos donde esta autoridad resida, ó de los Alcaldes en los de 
bles, 4$ horas antes de abrirlos al público, macifestando el nombí 
rector, Rector 6 encargado del establecimiento. Igual noticia haoran ae 
dar, si ya no lo hubiesen hecho, y dentro del plazo de 15 dfas, acon- 
tar de esta fecha, los fundadores ó encargados de los templos y cemente- 
rios existentes en la actualidad. 4. ** Las Escuelas dedicadas á la ense- 
fianza funcionarán con independencia de los templos, sea cualquiera el cul- 
to á qlie éstos pertenezcaUj y se considerarán separados de ellos para todos 
los efectos legales. Los encargados ó directores de las mismas deberán ser 
españoles, y pondrán en conocimiento de las autoridades á quienes se refie- 
re la regla anterior el objeto de la enseñanza, sus nombres y títulos acadé- 
micos, si los tienen, y los de los profesores á cuyo cargo estén las cátedras. 
5. " Las reuniones que se celebren dentro de los templos y de los cemen- 
terios, as( disidentes como católicos, gozarán de la inviolabilidad constitu- 
cional, fiempre que en ellas no se contravenga expresamense á las ordenan- 
zas y reglamentos de policía, ó no se cometa alguno délos delitos compren- 
didos y castigados por el Código Penal. 6. '^ Las escuelas y estableci- 
mientos de enseñanza, sin distinción de cultos, continuarán sujetos á la 
constante inspección é intervención del Gobierno, con arreglo á los pre- 
ceptos que contiene el Decreto de 29 de Julio de 1874. 7, " Las reunio- 
oes que se celebren fuera del templo y de los demás lugares y estableci- 
mientos autorizados al efecto por disposición especial seguirán sometidos á 
la Real orden de 7 de Febrero de 1875; y si para convocarlas ó celebrar- 
las no se solicita y obtiene el permiso previo y por escrito de la Autoridad, 
podrán ser disueltas como ilícitas en el arto por el Gobernador, Sub-Go- 
bemador ó Alcalde respectivamente, quienes entregarán á las que los con- 
voquen ó presidan á disposición de los Tribunales de justicia. — De Real 
orden acordada en C )nseÍo de Ministros, lo comunica á V. S. para su pu- 
blicación en el Bektin Oficial de esa provincia y para su exacto cumpli- 
miento. — Dios guarde á V. S. muchos años, — Madrid 33 de Octubre de 

1876, — Cánovas. — Sr. Gobernador Civil de la provincia de — Es 

copia: — El Sub- Secretario, Suarez Vigi!. — Hay un seUo que dice: "Minis- 
teno de Ultramar." — Es copia. M. Arreáondo. 



Circular. 

El Iltrao. Sr. Secretario del Gobierno General, con fecha 16 del que 
cursa dijo á este Centro lo que sígue: 

"Vista la comunicación de V. E. de 31 de Julio último, acompañando 
instancia presentada por D. Alberto J. Días en queja contra el Alcalde de 
Marianao, por no haberle permitido celebrar reuniones de propaganda d 
la secta bautista, y la comunicación dirigida á V. E. por aquel funcionaric 
dando cuenta de ios motivos en que fundó su negativa. El Excmo. señí 
Gobernador General ha tenido á bien disponer se manifieste á V. £. pa 
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que lo haga saber á los funcionarios dependientes de su Autoridad, que en 
esta clase de cuestiones debe V. E. atenerse á lo que claramente preceptúa 
la circular del Gobierno Supremo de 27 de Octubre de 1876, hecha exten- 
siva á esta Isla por Real orden de 6 de Agosto de 1884, y la Ley de Aso- 
ciaciones. — Lo que de orden de S. E. comunico á V, E. para su conoci- 
miento/' 

Y como quiera que las soberanas disposiciones aludidas fueron publi- 
cadas en la Gaceta de esta capital y en el Boletín Oficial de la provincia de 
los días 9 y 16 de Septiembre de 1884 respectivamente, habiéndolo sido 
últimamente la Ley de asociaciones, he acordado se haga saber por este 
medio á las Autoridades y demás personas á quienes pueda interesar para 
los fines correspondientes. 

Habana, Agosto 18 de 1888. — Antonio C. Telleria, 



LEY DE extranjería. 



. TITULO PRIMERO. 

N. 

De los extranjeros y su residencia. 

Art. I . ® Son extranjeros: 

1. ^ Todas las personas nacidas de padres extranjeros fuera del terrí* 
torio español. 

2. ® Los nacidos en territorio español de padre extranjero y madre 
española, mientras no reclamen la nacionalidad española. 

3. ® Los nacidos en territorio español de padres extranjeros ¿ de 
padre extranjero y madre española, mientras no hagan aquella recia- 
mación. 

4. ^ ]^os españoles que hayan perdido su nacionalidad. 

5. ^ Los nacidos fuera del territorio español de padres que han perdí- 
do la nacionalidad española. 

6. ^ La mujer española casada cbn extranjero. 

Para los efectos de este artículo, se consideran los buques nacionales 
como parte de los dominios españoles. 

Art. 2. ® Los extranjeros que con arreglo á las leyes obtengan carta 
de naturaleza 6 ganen vecindad en cualquier pueblo de las provincias es- 
pañolas de Ultramar son tenidos por españoles. 

Art. 3. ® Los extranjeros podrán entrar, residir y establecerse libre- 
mente en el territorio de las provincias españolas de Ultramar; se dividirán 
en domiciliados, transeúntes y emigrados; tendrán los derechos " y deberes 
que esta ley establece, y quedarán además sujetos á todas las leyes y regla- 
mentos que rijan en aquellas provincias. 

Serán domiciliados los que tengan casa abierta ó lleven tres años de 
residencia en la provincia ó estén inscriptos en el Registro como domici- 
liados. 

Serán transeúntes aquellos en quienes iio concurra ninguna de las cir- 
cunstancias precedentes. 

Serán emigrados los que careciendo de las mismas circunstancias no 
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se hallen inscriptos en el Registro como transeúntes, y lleven más de ties 
meses de permanencia en la provincia. 

Art. 4. ° Los extranjeros que lleguen á territorio español de I'ltra- 
mar y deseen ser ioscríptos en el Kegistro como domiciliados 6 transeún- 
tes, deberán presentar ¿ la Autoridad civil del pueblo el pasaporte á docu- 
mento correspondiente que identifique su persona, 

Eq caso de no tenerle, harán ante ta misma Autoridad una informa- 
ción de testigos. 

Lo uno y lo otro podrá efectuarse ante el Cónsul respectivo, quien en 
tal caso pasará á la Autoridad civil el oportuno testimonio íntegro y auto- 
rizado. 

Art. 5. "^ El extranjero que no identifique su persona por alguno de 
los dos medios prescritos en el artículo anterior, será tenido por emigrado, 
pasados tres meses de su llegada. 

Art. 6. " Hecho lo preveuido en el arL 4. '^ , se expedirá un certifica- 
do al extranjero para que acredite la identidad de su persona en cualquier 
punto del territorio á donde quiera dirigirse, ínterin se inscribe en el Re- 
gistro de extranjero y se provee de la correspondiente cédula. 

Art. 7. ° Todo extranjero residente en las provincias de Ultramar, para 
ser considerado como tal, con arreglo á esta ley, deberá estar inscrito en el 
Registro de extranjeros que al efecto se llevará por los Gobiernos superio- 
res civiles y en el del Consulado de su nación. 

Cuando en el territorio haya más de un Consulado de una misma na- 
ción, el Registro será llevado por el que resida en la Capital; y cuando 
en la Capital no lo hubiere, por el que designe el Gobernador superior 
civil. 

Art. 8. " Estos Registros contendrán; 

El nombre, edad, naturaleza, estado y profesión del interesado. 
Su calidad de domiciliado, transeúnte ó emigrado. 
El lugar donde fije su domicilio. 
La clase de establecimiento que abra. 
La familia que le acompañe. 

Y cualesquiera otras circunstancias que sirvan para determinar su es- 
tado civil. 

Art 9. ° El Registro de los Consulados no surtirá efectos legales si 
no está conforme con el del Gobierno superior civil, 

Art. 10. La inscripción en el Registro se hará en vista de los docu- 
mentos que para identificación de su persona presente el que ta pida. 

A falta de documentos, podrá e! interesado hacer una información de 
testigos. 

Art. II. Hecha la inscripción en el Registro, se proveerá al intere- 
■ado de una cédula, donde conste su nombre, edad, naturaleza, estado y 
profesión, su calidad de domiciliado, emigrado ó transeúnte, y en su caso el 
lugar de su domicilio. 

Esta cédula servirá al interesado para acreditar la identidad de su 

persona, y para residir y transitar libremente por todo el territorio español. 

Art. li. El extranjero á quien no conviniere ir á la Capital del terri' 

torio pedirá por conducto de l.i Autoridad civil del pueblo en que quiera 

residir ó establecerse su inscripción en el Registro de extranjeros, á cuyo 
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fínientregará á dicha Autoridad los documentos que identiñquen su perso- 
na, ó hará la información de que se habla en el art. lo. 

Art. 13. Los documentos ó las diligencias de información serán 
remitidos originales en el término de ocho días al Gobernador superior 
civil, el cual mandará que se haga la inscripción en el. Registro, se expida 
la cédula correspondiente y se remita todo por el mismo conducto al inte- 
resado. 

Estas diligencias deberán ejecutarse en el término de 15 días, á con- 
tar desde el de la recepción de los documentos en el Gobierno. 

Art. 14. La información de testigos, las diligencias de remisión y to- 
das las demás necesarias para la inscripción en los Registros, así como el 
certificado que previene el art: 6 ^ y la cédula que expresa el 11, se prac- 
ticarán y expedirán de oficio y sin derechos. 

Art. 15. Para los efectos legales, se considerará doínicilio de un ex- 
tranjero el pueblo donde tenga casa abierta ó donde habite al cumplirse 
los tres años de su residencia. 

Cuando tenga casa abierta én dos ó más pueblos, elegirá uno para 
domicilio. 

Art. 16. Cuando un extranjero pase de la clase de emigrado á la de 
transeúnte ó domiciliado, ó de la de transeúnte á domiciliado, ó siendo 
domiciliado vaíre de domicilio, lo pondrá personalmente ó por conducto 
de la Autoridad local en conocimiento del Gobierno superior civil, con re- 
misión de su cédula, á fin de que en ésta y en el Registro se hagan las ano- 
taciones correspondientes. 

Los términos para que se verifiquen estas diligencias serán los mismos 
respectivamente que se fijan en el art. 13. 

Art. 17, El domicilio se pedirá al Ayuntamiento ó Autoridad local 
del pueblo en que se pretenda fijarle, expresando el motivo y objeto, y sus 
condiciones y circunstancias. 

De la decisión de la Autoridad local ó Ayuntamiento podrá el solici- 
tante apelar al Gobernador superior civil, que resolverá sin ulterior recurso. 

Art. 18. Toda petición de domicilio deberá resolverse por la Auto- 
ridad local ó Ayuntamiento en el término de 15 días, pasados los cuales 
sin resolución, se entenderá concedido el domicilio. 

La apelación al Gobernador superior civil contra la negativa de do- 
micilio, se resolverá en el término de un mes, á contar desde el día en que 
se reciba en el Gobierno la solicitud de apelación. Pasado un mes sin re- 
solución, se entenderá concedido el domicilio con anulación de la decisión 
apelada. 

Art. 10. Ningún extranjero podrá ser inscripto en el Registro del 
Gobierno civil en calidad de domiciliado, ni con expresión del punto en 
que pretenda serlo, sin acreditar debidamente que le ha sido concedido el 
domicilio. 

Art. 20. Los extranjeros transeúntes podrán residir en el punto que 
elijan. 

Esto no obstante, cuando los residentes en un punto determinado pu- 
dieran por su número, procedencia ú otras circunstancias poner en pe- 
•ligro las relaciones amistosas de España con otra nación, el Gobierno 
ó la Autoridad superior de la provincia podrá señalarles otro punto de re- 
ádencia. 
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Art. 3i'. Los emigrados residirán, mientras lo sean, en el pu 
los Gobernadores superiores civiles y después el Gobierno españc 
lasen. 

Entre tanto, estarán bajo la vigilancia de la Autoridad polfi 
pueblo donde primeramente se presentasen, la cual fijará el puní 
residencia, dando cuenta inmediata al Gobernador superior civil. 

Art. 33. Los emigrados qne entren con armas en el tenitor 
ñol, serán desarmados en el acto. 

Art. 33. Los Gobernadores superiores civiles, dando cuenta 
diatamente al Gobierno, decidirán, además del punto de residencia 
emigrados, si han de estar en depósito ó recibir socorros. 

Art. 14. Los emigrados que no ¡dentíñcasen su persona, r 
inscriptos en el Registro de extranjeros hasta que se haga lo que [ 
el artículo siguiente. 

Entre tanto figurarán en una lista especial bajo los nombres 7 
tancias que ellos eligiesen. 

A este efecto, las Autoridades á quienes primero se presenta! 
darán de remitir con toda urgencia las relaciones correspondiente 
Gobernadores superiores civiles. 

Art. 25. En el caso á que se reñere el artículo anterior, el G 
espaüol, 6 en su rotnbre los Gobernadores superiores civiles, pedir 
naciones de que hubiesen manifestado proceder los emigrados, las 
necesarias para comprobar la verdad de las relaciones dadas por é 

Art. z6. Todo emigrado pasará á la clase de transeúnte ó d( 
do á los seis meses de su entrada en territorio español, ó antes, si 
diese á hubiese identificado su persona. 

Art.. 27 Los emigrados que á los seis meses de su entrada 
torio español no hubiesen identificado su persona, ó de quienes no 
biese sabido cosa cierta, no obstante de haberse pedido las noticia; 
se habla en el art. 25, serán inscritos con sujeción á las relaciones 1 
hubiesen dado. 

Art. 28. El emigrado que no pudiendo identificar su person 
á la verdad en la relación de su nombre y circunstancias, podrá s( 
sado del territorio español por orden del Gobernador superior civ 
provincia. 

Igualmente podrá ser expulsado el que para identificar su 
presentase documentos falsos ó hiciese una falsa información. En 
so se procederá criminalmente y con arreglo á las leyes contra los 
les que de cualquier modo hayan tomado parte en el delito. 

TITULO II. 

De la condüi^n política de ¡os eoctranjeros, 

Art. 29. Los extranjeros que, con arreglo á esta ley, residan 
provincias españolas de Ultramar tendrán derecho: 

A !a seguridad de su persona," bien es, domicilio y corresponde 
la forma establetida por las leyes para los españoles. 

A reunirse y asociarse en los casos y con las condiciones qu 
determinados para loe españoles, y siempre que el objeto con que I 
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no sea de hostilidad á los Estados que tengan relaciones amistosas con Es- 
paña. ^ 

A emitir y publicar sus ideas con sujeción á las leyes que sobre la 
materia rijan para los españoles y con la limitación impuesta en el párrafo 
anterior. 

Y á dirigir peticiones á los poderes públicos y á las Autoridades en la 
forma que para los españoles dispongan las leyes. 

Art. 30. Todo extranjero tendrá derecho en los territorios españoles 
de Ultramar á practicar pública ó privadamente cualquier culto religioso, 
sin más limitaciones que las reglas universales de la moral y del derecho. 

Art. 31. Ningún extranjero podrá ser elector ni elegible para los car- 
gos públicos de elección popular. 

Art. 32. Tampoco podrá ningún extranjero: 

l^ercer cargo algun^b, aunque no sea de elección popular, que tenga 
anexa autoridad ó jurisdicción. 

Obtener beneficio alguno eclesiástico . 

Obtener empleo público alguno de los que no llevan anexa autoridad 
ó jurisdicción, á no ser que haya entrado al servicio de España con permi- 
so de su Gobierno respectivo, ó que si esta circunstancia no concurre, se 
le habilite especialmente para ello por el Gobierno español. 

En el último caso, deberá el extranjero antes de tomar posesión del 
empleo, renunciar á la protección de su país en cuanto se refiera al ejerci- 
cio de su cargo. 

Art. 33. Todos los considerados extranjeros con arreglo á esta ley, 
estarán obligados al pago de las contribuciones de todas clases quv^ corres- 
pondan según las leyes, reglamentos y tarifas á la industria ó comercio que 
ejerciesen. 

Los domiciliados estarán además sujetos á los impuestos municipales 
y provinciales, y á los donativos, préstamos y contribuciones personales 
ordinarias y extraordinarias. 

Art. 34. Los bienes raíces ó inmuebles pertenecientes á extranjeros 
de cualquier clase que estos sean, y aunque no residan en territorio espa- 
ñol, estarán sujetos á todos los impuestos que graviten sobre los bienes de 
igual naturaleza pertenecientes á españoles. 

Art. 35. Los extranjeros estarán exentos de las cargas concejiles per- 
sonales. ^ 

Exceptúanse los domicilados con casa abierta por sí, los cuales esta- 
rán sujetos á las cargas del alojamiento y bagajes. 

Art. 36. Los extranjeros domiciliados tendrán derecho al disfrute 
de todos los aprovechamientos comunes del pueblo en que tengan su do- 
micilio. 

Art. 37. Ninguno de los que esta ley considera extranjeros estará 
sujeto al servicio militar. 

TITULO III: 

De la condición civil de los extranjeros, 

Art. 38. Los extranjeros podrán adquirir y poseer en el territorio es- 
DEñol de Ultramar toda clase de bienes muebles é inmuebles. 
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39. Todo extranjero podrá ejercer libremente en las provincias 
de Ultramar cualquier clase de industria, con arreglo á la legis- 
vigentc, y dedicarse á cualquiera profesión, para cuyo desempc- 

:ijan las leyes tfCulos de aptitud expedidos por las Autoridades 

40. Los extranjeros podráo ejercer el comercio por mayor y 
:ro con sujeción al Código de Comercio y á las demá^ leyes, re- 
I ó disposiciones que rigen en la materia. 

tan por ahora subsistentes las prohibiciones que existen respecto 
)eño por los extranjeros de funciones públicas mercantiles. 

41. Los extranjeios estarán sujetos á las leyes y Tribunales es- 
or los delitos que cometan eo el tenitorio español. 

42. También lo estarán en todas las detyandas que por ellos 6 
3S se entablen para el cumplimiento de obligaciones contraídas 
fuera de España á favor de españoles, ó que versen sobre pro- 
posesión de bienes existentes en territorio español. 

43. Los Tribunales españoles serán también competentes y de- 
ocer de las demandas entre extranjeros que ante ellos se entablen, - 
!cn sobre el cumplimiento de obligaciones contraidas ó cumplí- 

44. En los abintestatos de extranjeros, la Autoridad judicial del 
que ocurriese el fallecimiento, en unión con el Cónsul más pró- 

a nación á que correspondiera ti finado, ó de la persona que el 
imisione para ello, formará el inventarío de los bienes y efectos, y 
. lo necesario para que se conserven en custodia y á disposición 
edercs. 

extranjero fuese domiciliado y falleciese fuera de su domicilio, el 
ste, á quien se dará noticia por él del lugar del fallecimiento, ba- 
se previene en el párrafo anterior respecto de los bienes y efectos 
I que allí existan. 

I caso de no residir Cónsul en el pueblo del fallecimiento ó del 
, la Autoridad judicial, mientras el Cóosul á quien dará ínmedia- 
i su comisionado se presentase, se limitará á tomar las medidas 
i para la custodia de los bienes y efectos. 

45. Tanto en, los abintestatos como en las sucesiones testamen- 
extranjeros, los Tribunales españoles solo podrán conocer de las 
ones y demandas á que se refieren los artículos anteriores. 

4Ó. En los demás negocios sobre extranjeros ó contra extranje* 
'ribunales españoles serán competentes para adoptar medidas ur- 
arovisionales de precaución y seguridad. 

47. Los extranjeros, cumo tales, no gozarán de fuero alguno 
li privilegiado, y estarán sujetos á los mismos Tribunaleí, que 
casos, conozcan de los negocios de los españoles. 

TITULO IV. 

De los bagues extranjeros. 

48. Los criminales ó reos de delitos comunes no podrán tomar 
DS buques mercantes extranjeros anclados en puerto español, y s 
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lo hicieren, las Autoridades españolas procederán á su extracción previo aviso 
al Cónsul respectivo^ si lo hubiese, ó de acuerdo con lo establecido en los 
respectivos tratados internacionales si existiese. 

Art. 49. Todo buque extranjero podrá acojerse á los puertos espa- 
ñoles de Ultramar. 

£1 que llegue por arribada forzosa será auxiliado por las Autoridades 
españolas. 

Art. 50. Las Autoridades españolas intervendrán en cualquier exce- 
so, desorden ó tumulto ocurrido en buque extranjero anclado en puerto 
español cuando crea que pueda afectar á la seguridad interior ó exterior ó 
á la tranquilidad del territorio. . 

En cualquiera otro caso, solo intervendrán si el Capitán del buque 
reclama su auxilio. 

Art. 51. Los desertores de la dotación de buques extranjeros ancla- 
dos en puerto español de Ultramar serán devueltos á su bordo por las Au- 
toridades españolas en cuanto se veriñque su aprehensión. 

. Art. 52. £n caso de naufragio de un buque extranjero, las Autori- 
dades de Marina auxiliadas por las demás y procediendo de acuerdo con 
el capitán ó jefe del buque y el Cónsul respectivo si lo hubiese, procederán 
á todo lo necesario para el salvamento. 

Art. 53. En los casos á que se refiere el artículo anterior, solo exigi- 
rá el pago de los gastos de salvamento y por razón de costas procesales lo 
que dispongan los aranceles respecto á los buques españoles. 

Art. 54. Cualquier falta, negligencia ú omisión por parte de las Au- 
toridades españolas respecto de los auxilios prevenidos en los artículos pre- 
cedentes, las harán responsables para ante el Gobierno español; pero no 
•darán derecho á indemnización de ninguna cíase á los que se crean perju- 
dicados, salvo que se halle establecido lo contrario en los tratados. 

TITULO V. 

Disposiciones generales, 

Art. 55. Las disposiciones de esta ley no se refieren á los represen- 
tantes extranjeros ni á las personas que dependan de ellos como tales. 

Art. 56. Quedan derogadas las leyes y disposiciones vigentes hasta 
hoy en la materia y cuantas se opongan á las prescripciones de esta ley. 

Art. 57. El Ministro de Ultramar formará los reglamentos y dictará 
las disposiciones necesarias para que esta ley se cumpla y ejecute. 

De acuerdo de las Cortes Constituyentes se comunicará al Begente 
del Reino para su promulgación como ley. 

Palacio de las Cortes á diez y nueve de Mayo de mil ochocientos se- 
tenta. — Manuel Ruiz Zorrilla, Presidente, Manuel de Llano y Pérsi, Dipu- 
tado Secretario; Julián Sánchez y Ruano, Diputado Secretario; Francisco 
Javier Carratalá, Diputado Secretario. Por tanto: mando á todos los Tri- 
bunales de Justicia, Jefes, Gobernadores y demás Autoridades asi civiles 
como militares y eclesiásticas de cualquier clase y dignidad, que lo guar- 
den y hagan guardar, cumplir y ejecutar en todas sus partes. 

San Ildefonso á cuatro de Julio de mil ochocientos setenta. — Francisca 
errano. — El Ministro de Ultramar, Segismundo Moret y Prendergast. 
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Por R. O. de 24 de Mayo de iSzg mandada cumplir en esta 
la de 24 de Enero de 1879, se dispuso, sobre la conducta que d( 
servar las Autoridades con los Cónsuhs extranjeros io siguiente: ; 
•momento que las autoridades de ¡os respectivos puntos de su residencia 
tan que cualquiera d¿ estos funcionarios promueve inquietudes, : 
relaewnes sospechosas de politUa, fomenta ¿ tiene en su casa sociedad 
secreta, ó de cualquier modo, es fautor, agente á promovedor de dtitu. 
lealtad S desobediencia d S. M. en el mismo hecho y á su discreción} 
Autoridad Superior de la Isla, sin necesidad deformar expediente, su 
¡e y aún hacerle salir de ella, sin que se entiendan por eso ofendidos loi 
debidos al Gobierno de ¡a Nación d quien sirve. 



Secretaria.— Negociado de Orden Páblico y PoUcia. — Por el M 
de Ultramar se comunica á este Gobierno la Real orden que sigue 

"Ministerio de Ultramar. — Número 857, — Excmo. Sr. — Cor 
dose con el parecer de la Sección de Ultramar del Consejo de 
S, M. el Rey (q, D. g.) y en su nombre la Reina Regente del Re 
tenido á bien resolver: — Primero. — Que los subditos americanos 
entrar en esa Isla sin pasaporte, pero identificando su persona coi 
cumentos á que se refiere el art 4. * de la Ley de 4 de Julio de 
Segundo. — Que los que no estén inscritos en el registro de transí 
hayan residido en la Isla menos de tres meses puedan salir de 1 
presentando los documentos, en cuya virtud se autorizó su entrad 
Autoridad Superior Civil del punto de partida, para que previa si 
ción en un Registro especial ponga el visto bueno en los mencioni 
cumentos. — Tercero. — Que los subditos americanos que se hayan 
de la cédula de domiciliados ó transeúntes exhiban ésta á la Aiit 
los mismos fines expresados en el artículo anterior, y Cuarto. — Qu' 
tación y visto bueno de ¡os documentos á que se refieren los anter 
tfculos se haga con celeridad en los casos ordinarios para evitar r 
y mediante un módico derecho percibido en el papel sellado ó selh 
pendiente inutilizado en debida forma. Lo que de Real orden y 
clusión de copia del dictamen de la referida Sección de Ultramar, 
co á V, E, para su inteligencia y cumplimiento. — Dios guarde á V. 
choE años. — Madrid 30 de Julio de 1887. — Baiaguer." 

En su virtud, el Excmo, Sr. Gobernador General se ha servid 
las siguientes reglas: 

1. "^ Con arreglo á lo prescrito por el art, 4. o de la Ley de E 
ría de 4 de Julio de 1870, los ciudadanos norte-americanos pueder 
la Isla de Cuba provistos, bien de pasaporte, bien de certificado n< 
de cualquier otro documento oficial que identifique la persona, sm 
dad de visto bueno de Cónsul. 

Los qae vengan sin documento deberán hacer aquí, ante la Ai 
Civil del pueblo en que residan ó ante el Cónsul de su Nación, ui 
mación de testigos con el propio ñn de identificar la persona, cuyc 
en el segundo caso, pasará á dicha Autoridad el oportuno testim< 
esa información, íntegro y autoriíado: todas ^stas diligendas se pra 
de oficio y sin derechos. 
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2. *^ La Autoridad Civil ante quien se efectúe la referida información 
ó qne reciba el testimonio de la efectuada ante el Cónsul, proveerá al inte- 
resado de una certificación^ expedida también de oficio y sin derechos, se- 
gún previene el art. 14 de la expresada Ley. 

3. ^ Los ciudadanc>s norte-am-ericanos que no estando inscritos en el 
Registro de transeúntes deseen salir de la Isla antes* de los tres meses de su 
llegada, presentarán á la Autoridad Superior Civil del punto de partida el 
documento de que se hallen provistos, para que previa su anotación en un 
registro especial, ponga en él el Visto Bueno, mediante el pago de 25 cen- 
tavos en el correspondiente sello, que se adherirá al documento y se inuti- 
zará en debida forma, cuya^ operaciones se harán en los caaos ordinarios, 
con toda celeridad para evitar molestias al viajero. 

4. ^ Los ciudadanos norte-americanos que con arreglo á la citada 
Ley de Extranjería, se encontraren provistos de cédula de domiciliados ó 
transeúntes, presentarán ésta cuando intenten salir de la Isla, á la propia 
Autoridad del punto departida, con objeto de que ponga el Visto Bueno 
mediante el pago de los mismos 25 centavos en el sello correspondiente 
que igualmente se adherirá á la cédula y se inutilizará. 

5. ^ El respectivo funcionario de policía encargado del reconocimien- 
to de buques, cuando los ciudadanos norte-americanos vengan provistos de 
cualquiera de los documentos á que se contrae el primer párrafo de la re- 
gla I. "* , tomará nota del nombre del interesado y de la oficina en que se 
hubiese expedido el documento, el cual, después de estampar en él el sello 
de la Dependencia, devolverá en el acto al propio iuteresado. 

Los que no trajeren ningún documento desembarcarán libremente, á 
reserva de hacer luego la información á que se refiere el segundo párrafo 
de la misma regla. 

6. ^ Si por alguna contingencia se hubiera dejado de tomar nota del 
documento del viajero por el encargado del reconocimiento de buques, es- 
ta circunstancia no se considerará motivo para demorar el Visto Bueno de 
salida, á no ser que exista alguna causa especial que aconseje lo contrario. 

Tampono será motivo para demorar ese requisito el hecho de que se 
hubiese tomado nota del documento en puerto distinto de aquel por don- 
de el interesado trate de ausentarse de la Isla. 

7. ^ El funcionario de policía encargado del reconocimiento de bu- 
ques remitirá diariamente á la Autoridad Superior Civil del punto á que el 
puerto corresponda una relación comprensiva de las notas que hubiere tor 
mado con sujeción á la regla 5. * 

8. ^ Si llegara á suceder que en algún punto de embarque no tuvieren 
su residencia el Gobernador Civil ni el Alcalde Municipal, pondrá en el 
bocumento el Visto Bueno para la salida, previa la anotación en el Registro 
especial, el celador de policía ó el funcionario que con carácter de autori- 
dad civil de mayor categoría resida en dicho punto; á menos que estas for- 
malidades se hubiesen ya llenado por alguna otra Autoridad Superior de 
la demarcación á que este punto pertenezca. 

De orden de S. E. se publica en la Gaceta Oficial para general cono- 
:imiento y su exacto cumplimiento. 

Habana 9 de Septiembre de 1887. — José Pujáis, 
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Beales Decretos de 20 de Mayo de 1863 oreando el Ministeria 
de ultramar y dictando su Beglamento interior. 



' Conformándome con lo propuesto por mi Consejo de Ministros, vengo 
en decretar lo siguiente: 

Art. I. ° Se crea un nuevo Ministerio con la denominación de Mi- 
nisterio de Ultramar, 

Art. 2. ^ Será de las atribuciones de este Ministerio el despacho de 
todos los asuntos de las. provincias de Ultramar, á excepción de los que 
corresponden á los de Estado, Guerra y Marina, que continuarán por aho- 
ra dependiendo de los mismos. 

Art. 3. ^ La organización del Ministerio de Ultramar será objeto 
de un Eeal Decreto especial. 

Art. 4. o Se aolican á los gastos de este Ministerio los créditos con- 
signados en la ley de presupuestos para la Dirección de Ultramar, la cual 
queda suprimida. Dado en Aranjuez á 20 de Mayo de 1863. — Está rubri- 
cado de su Real mano. — El Presidente del Consejo de Ministros, Marqués 
de Miraflores. 

ORGANIZACIÓN. 

Art. I. ® La Secretaría del Ministerio de Ultramar se compone, con 
arreglo al Real Decreto de 23 de Junio del corriente año, de un Sub-secre- 
tario, cuatro Jefes de Sección, doce Oficiales de Secretaría, veintitrés auxi- 
liares, ocho aspirantes, habiendo además para el servicio del Archivó un 
Archivero con cuatro oficiales, y los necesarios Escribientes y Porteros 
para el servicio general del Ministerio. 

Art. 2. ® La denominación de las Secciones con arreglo al citado 
Real Decreto es la siguiente: Gobernación y Fomento, Gracia y Justicia, 
Hacienda y Contabilidad. 

Dichas Secciones estarán respectivamente á cargo de un Jefe de esta 
clase que se designará por el Ministro, y se subdividirán en Negociados, á 
cada uno de los cuales se asignará un Oficial de Secretaría y los auxiliares 
^ aspirantes necesarios. 
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Alt. 3. ® El Sub-secretario, los Jefes de Sección y Oficiales de Se- 
cretaría serán nombrados por Reales decretos. Los auxiliares, aspirantes, 
archiveros y Oficiales de Archivo por Reales órdenes, y los escribientes y 
porteros en la forma que corresponda según los sueldos. 

Art. 4. ® El Sub-secretario, los Jefes de Sección, Oficiales de Secre- 
taría, auxiliares y demás empleados del Ministerio, tendrán la categoría y 
consideraciones que correspondan con arreglo á su clase y el sueldo seña- 
lado á sus plazas. 

Atribuciones. 

Art. 5. o El Ministro de Ultramar acordará con el Sub-secretario ó 
Jefes de Sección: 

1. ® Todas las resoluciones que cori arreglo al Real Decreto de 20 
de Mayo último hayan de adoptarse en Consejo de Ministros. 

2. ® Los que deban ser objeto de su Real decreto. 

3. ® Las que comprendan alguna disposición general. 

4. ® Las que dejen sin efecto alguna resolución anterior. 

5. ® Las que tengan por objeto aprobar ó desaprobar los actos de 
las Autoridades de Ultramar. 

6. ® Todas las demás resoluciones que se cargan en los expedientes^ 
que por su naturaleza deban instruirse ó ultimarse en el Ministerio, con ex- 
cepción de las que se expresan en el artículo siguiente. 

Del ^Sub-secretario. 

Art. 6. ® Corresponde al Sub-secretario: 

1. ® Acordar con los Jefes de Sección, sometiendo la resolución á la 
rúbrica del Ministro, las resoluciones definitivas en los casos previstos por 
las leyes, decretos, reglamentos y disposiciones generales. 

2. ® Acordar en la misma forma y con igual requisito las resolucio- 
nes definitivas que correspondan en los demás asuntos cuyo despacho le 
haya delegado el Ministro. 

3. ^ Acordar con los Jefes de Sección ü Oficiales de Secretaría las 
resoluciones de tramitación. 

4. ^ Proponer las reformas que juzgue oportunas en la legisla- 
ción vigente y en la organización y régimen de los servicios públicos de 
Ultramar. 

5. ® Pedir á las Autoridades, funcionarios y Corporaciones depen- 
dientes del Ministerio de Ultramar, ó de los demás Ministerios, los datos^ 
estados y noticias que estime necesarios. 

6. ® Recordar el cumplimiento de las leyes y disposiciones del Go- 
bierno cuando lo juzgue conveniente para asegurar su observancia. 

7. ^ Firmar las Reales órdenes comunicadas por el Ministro, en cuya 
forma se entenderán siempre las resoluciones que adopte el mismo Sub-se- 
cretario. 

8. ® Trasladar las Reales órdenes, instrucciones y reglamentos á los 
demás Ministerios, á las Autoridades, ó las Corporaciones. 

9. ® -Abrir la correspondencia oficial del Ministerio, y distribuir los 
negocios entre las diversas secciones del mismo, reservándose aquellas qu( 
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juzgue conveniente, y consignando por escrto su opinión en los que por 
su naturaleza lo exigieren. 

10. Asignar los Negociados del Ministerio á los Oficiales de Secreta- 
ría, y distribuir los auxiliares y aspirantes entre las Secciones. 

11. Vigilar el buen orden en el servicio del Ministerio: dirigir ó ins- 
peccionar los trabajes del mismo, y dictar las órdenes necesarias para ase- 
gurar el buen desempeño de aquellos. 

12. Nombrarlos subalternos del Ministerio, cuyo sueldo no llegue á 
6,000 reales. 

13. Suspender de empleo y sueldo hasta por un mes á los auxiliares 
y subalternos de Real nombramiento, y suspender ó separar á los emplea- 
dos que expresa el párrafo anterior. 

14. Conceder licencia hasta por quince días y dos meses, á unos y 
otros respectivamente. 

15. Autorizar los gastos interiores del Ministerio. 

De los jefes de Sección. 

Art. 7. ® Corresponderá á los Jefes de Sección: 

1. ® Distribuir los Auxiliares y Aspirantes asignados á la Sección 
•entre los Negociados de la misma. 

2. ^ Repartir los expedientes entre los Oficiales de Secretaría, según 
su Negociado respectivo, sin perjuicio de alterar este turno si el mejor ser- 
vicio lo exigiere, y de reservarse lo que por su ¿Gravedad deban despachar 
directamente. 

3. ® Consignar en los demás sus dictámenes al pié de la opinión del 
Oficial de Secretaría respectivo. 

4. o Acordar las resoluciones de tramitación prevenidas como forzo- 
sas en las leyes y demás disposiciones generales. 

5. ^ Acordar la petición de informes á las demás Secciones. 

6. ^ Acordar igualmente los pedidos y recordatorios á que se refieren 
los párrafos 5. ® y 6. ® del artículo 6. ® . 

7. ^ Cuidar de que se comuniquen á las distintas Secciones las ór- 
denes de interés general para ellas. 

8. ^ Ejercer respecto de los ramos comprendidos en su Sección res- 
pectiva la atribución consignada respecto del Sub-secretario en el párra- 
fo 4.® del expresado artículo. 

9. o Redactar memorias acerca del estado de los mismos ramos en 
los casos en que convenga. 

10. . Vigilar bajo su responsabilidad la exactitud y buen orden de los 
trabajos de la Sección, dictando' las reglas convenientes al efecto. 

Ari. 8. ® El Sub-secretario y los Jefes de Sección, formarán una Jun- 
ta que se denominará £>e Gefes^del Ministerio, El objeto de dicha Junta ' 
será el de diácutir los negocios que el Ministro ó Sub-secretario la encar- 
guen por su gravedad, ó que algunos de los Jefes de Sección juzgue opor- 
tuno someter á ellas con la venia del mismo Sub-secretario. La presiden- 
cia corresponderá á éste, y asistirá á la Junta con voz y voto, el Oficial del 
Negociadp á que corresponda el expediente que se discuta, y ciialquíer 
otro que por su competencia especial pueda ilustrar el asunto, á juicio del 
Sub-secretario. 
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Art. 9. ^ El acuerdo de la Junta sustituirá al dictamen del Jefe de 
la Sección en el orden del despacho. 

De los Oficiales de Secretaría. 

Art. 10. Los Oñciales de Secretaría desempeñarán, bajo la depen- 
dencia inmediata del Jefe de Sección el Negociado que les esté encomen- 
dado, y en tal concepto les corresponderá: 

I. ^ Distribuir los expedientes entre los auxiliares para su prepa- 
ración. 

f . ® Abrir dictamen en los mismos expedientes con nota, que escri- 
birán y firmarán, y redactar las minutas correspondientes á aquellos. 

3. ^ Rubricar dichas minutas y las órdenes que produzcan respon- 
diendo de su conformidad con los acuerdos. 

4. ® Despachar con él Jefe de la Sección y en su caso con el Sub- 
secretario los mismos expedientes. 

5. ® Preparar y extractar por sí aquellos expedientes en que por su 
reserva ú otra circunstancia convenga, á su juicio ó al del Jefe de la 
Sección. 

6. ® Ejercer dentro de su Negociado las atribuciones á que se re- 
fieren el párrafo 6. ® , del artículo 7. ° y el 4. ® del artículo 6. ® , sin per- 
juicio de la iniciativa directa del S^ub-secretario y Jefe de Sección. 

7. ^ Revisar los índices para el despacho del Ministro en la parte 
que respectivamente le corresponda. 

8. ® Ejecutar los trabajos que requiere el buen desempeño y espe- 
dito despacho de los negocios que se le encomienden y los demás que les 
encargue el Sub-secretario ó el Jefe de la Sección. 

De los Auxiliares y Aspirantes. 

Art. II. Los auxiliares trabajarán á las órdenes inmediatas del Ofi- 
cial de Secretaría que se halla al frente del Negociado, y bajo la depen- 
dencia del Jefe de la Sección. En tal concepto les corresponderá: 

1. ® Hacer los extractos de los expedientes poniendo al margen los 
reetractos de los mismos. 

2. ® Extender las minutas que les encomiende el Oficial del Nego- 
ciado y las notas que él mismo les confíe, bajo su responsabilidad, y la 
anuencia del Jefe de la Sección. 

3. ® Llevar en la forma que se determina un registro de todos los 
expedientes que correspondan á la Sección; otio de los asuntos reservados, 
y un índice cronológico de las órdenes que se espidan por aquella. 

4. ® Llevar bajo la inspección inmediata de los Oficiales de los Ne- 
gociados, los libros del personal correspondiente á la Sección. 

5. ® Poner en limpio las Reales órdenes ó cualquier otro documento, 
cuando por su carácter reservado ó por otra circunstancia se lo encomiende 
el Jefe de la Sección, ó el Oficial del Negociado. 

6. ® Confrontar, sin perjuicio de la responsabilidad del último, las 
órdenes con las minutas. 

7. ® Custodiar con buen orden los expedientes de su respectivo Ne- 
gociadOy mientras no pasen al archivo. 
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8. ® Entregar diariamente al encargado de la ñrma las órdenes que 
produzcan su Sección, acompañadas de un índice, y firmar el de los expe- 
dientes presentados al despacho del Ministro. 

9. ^ Ejecutar los demás trabajos que le encomiende el Jefe de la 
Sección ó el Oficial del Negociado. 

Art. 12. La firma del Ministro estará á cargo del auxiliar que el 
Sub-secretario designe, siendo obligación del mismo auxiliar devolver á los 
Negociados las órdenes ya firmadas. 

Art. 13. Los aspirantes desempeñarán aquellas funciones propiasde 
los auxiliares que el Jefe de la Sección desigpe. ' 

De los Escribientes. 

Art. 14. Todos los Escribientes del Ministerio, escepto los que se 
hallen destinados al Registro general ó al Archivo, estarán á las inmedia- 
tas órdenes del Escribiente mayor. 

Art. 15. Será obligación del Escribiente mayor: 

1. ® Distribuir los trabajos entre los demás escribientes. 

2. ® Cumplir las disposiciones de los Jefes de Sección y Oficiales 
respecto del tiempo en que deberá dar terminados los trabajos; y cuando 
por la aglomeración de éstos, no pudiese verificar^ dará conocimiento al 
Sub-secretario para que resuelva lo que tenga por conveniente 

3. ^ Devolver á los oficiales y auxiliares respectivos las minutas, ór- 
denes, comunicaciones y demás documentos, después de puestos en limpio 
y debidamente confrontados. 

4. o Cuidar de que en la pieza destinada á los Escribientes se guar- 
de el mayor orden, silencio y compostura, no permitiendo la entrada á na- 
die absolutamente que no pertenezca al Ministerio, y dando cuenta inme- 
diatamente al Sub-Secretario de cualquier falta que observe en alguno de 
dichos conceptos. 

5. ® Siendo inmediatamente responsable de la .conducta délos escri- 
bientes dentro de la oficina, y de la manera con que cumplen sus deberes, 
deberá dar cuenta también al Sub-secretario de si alguno carece de aptitud 
ó capacidad necesaria para llenar su cometido. 

REGISTRO GENERAL Y CIERRE. 

Art. 1 6- El Registro y cierre estarán á cargo de uno ó más auxilia- 
res con los escribientes necesarios. . 

Art. 17. Al auxiliar encargado del tegistro y cierre corresponderá: 

1. ^ Anotar en los libros respectivos la entrada y salida de todo do- 
cumento que al efecto se le entregue, expresando el negociado á que co- 
rresponda, y cuidando de pasarlo á éste, dentro del misino día, si fuese 
posible. 

2. o Llevar un libro en que estén coleccionados los Reales decre- 
tos originales, cuya copia quedará en las secciones respectivas y otro de 
todas las órdenes que se expidan por el Ministerio. Cada uno de ellos ten- 
drá un índice cronológico especial. 

3. ® Cerrar la correspondencia oficial cuidando de que la que haya 
de ir por el correo se lleve á la Administración con la anticipación conve- 
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nte, y entregar al portero mayor los pliegos dirigidos á las Auti 
señores residentes en Madrid. 

4, ° Llevar un libro del turno de guardias en la forma que s 
le por orden del Sub-secretario. 

5.° Custodiar los sellos para lacre y tinta, no permitiendc 
]pen más que en los pliegos que contengan comunicaciones ( 
ladas por el Ministro, por el Sub- Secretario á el que haga 1; 
éste. 

6. ° Cuidar de qué á no ser los encargados del Registro r 
ere de los libros y documentos que obren en ésta dependencií 
il no permitirá la entrada á personas extrañas al Ministerio. 

Archivo. 

Art. 18. Corresponderá al Archivero: 

i,° Cuidar como jefe inmediato que és del Archivo, del 
!nto en sus respectivos deberes, de los oficiales, escribientes y d( 
idientes asignados á éste departamento. 

2.° Adoptar las disposiciones' convenientes para el mejor 
ocación de los documentos que forman e! Archivo. 

3. ° Satisfacer con la prontitud posible los pedidos firmados 
)-Secretario, Jefes de Sección, .Oficiales ó Auxiliares del Minisleí 

4. ° Presentar al Sub-Secretario ca.ia tres meses un estad 
bajos que se hayan ejecutado en el Archivo, y en principio de E 
la año un resumen de los verificados durante el año anterior, í 
iHo una breve mencidn ó reseña en que se expliquen las medid; 
as, las mejoras que se hayan introducido, y las que puedan em] 
lasta poner este servicio en el mejor estado posible de utilidad 5 

Art. 19. El Archivero no podrá: 

1,0 Dar certificación de ningún documento ni firanquear i 
10 sin orden por escrita del Sub- Secretario. 

a. ° Facilitar para el Ministerio documento alguQO, sino ei 
pedido por el Sub-Secretario, Jefes de Sección, Oficiales ó Auxi 

Portería. 

An. zo. El portero mayor estará á las inmediatas or''enes 
;ro y á las del Subsecretario; será Conserje de la casa y jefe inmt 
pío tiempo de los demás porteros, de los ordenanzas, y de los m 
nisterio. 

Art. 21. Corresponderá al portero mayor: 

x.° Tomar diariamente la orden del Ministro y la del S 

2. "^ Conservar las llaves del despacho del Ministro y de 
taño. 

3. "^ Cuidar de que una hora antes de la señalada para la en 
Ministerio esté hecho el servicio de aseo en todas las piezas. 

4. ° Guardar y hacer que los inferiores guarden el respeto 
cía que respectivamente corresponde á los Jefes y demás emple 
nisterio. 



MINISTERrO DE ULTRAMAR. 1 53 



5. ° Vigilar para que en las piezas de la Portería se observen las re- 
glas que se dicten, á fin de conservar en ellas el mayor orden, y cuidar de 
que los porteros reciban á todos con la urbanidad debida, y no permitan 
la entrada á las piezas interiores á otras personas que las que se designan 
en la tablilla, que con este; objeto estará fija en la porteiía. 

6. ^ Llevar un libro en el que se anoten diariamente los pliegos que 
salgan del Ministerio para las Autoridades y demás personas residentes en 
Madrid, firmando á continuación el ordenyza que se encargue de ello. , 

7. ® Hacer que las ordenanzas conduzcan la correspondencia del 
correo al Ministerio y - ice-versa, así como los pliegos que vayan dirigidos 
á las Autoridades y demás personas residentes en Madrid. 

8. ^ Anotar en un libro las señas de las habitaciones de todos los 
empleados del Ministerio. 

9. ® Se prohibe á los porteros leer los documentos que se les entre- 

, ^uen ó que existan en las mesas del Ministerio. ' 

Disposiciones generales. 

Art. 22. El Sub-secretario cuidará de señalar, según las épocas del 
año, las horas en que hayan de concurrir y salir del Ministerio los emplea- 
dos de él, sin perjuicio de las horas de asistencia extraordinarias que en su 
caso determine. 

Art. 23. El Sub-secretario, Jefes de Sección y Oficiales darán au- 
diencia pública por sí mismos un día de la semana durante una hora. 

Art. 24. También un día á la semana y durante una hora dará razón* 
al público el encargado del Registro general del estado de los expedientes. 

Art. 25. Siempre que algún empleado del Ministerio se viere en la 
necesidad de faltar á él, lo pondrá en conocimiento de su Jefe inmediato, 
y éate en el del Sub-secretario. 

Art. 26. Sin orden del Sub- secretario ó del Jefe de la Sección no se 
facilitará en ningún caso copia de orden, nota ni papel alguno del Minis- 
terio. 

Art. 27. La misma autorización ^e necesitará para sacar del Minis- 
terio los papeles pertenecientes á él. 

Art. 28. En el caso de ausencia del Sub-secretario ó vacante de éste 
cargo lo desempeñará interinamente el Jefe de Sección que el Ministro 
designe. En caso de vacante ó ausencia de un Jefe de Sección, se encar- 
dará de ella un Oficial de Secretaría á elección del Ministro. Si la vacan- 
te ó ausencia fuese de Oficial de Secretaría desempeñará sus funciones otro 
empleado de este orden ó un auxiliar del Ministerio, al arbitrio del Sub- 
secretario. 

Art. 29, La Sección de Contabilidad tendrá un reglamento espe- 
cial, sin perjuicio de estar sujeta á las bases generales del presente. Ma- 
drid II Julio de 1863. — Aprobado. — Concha. 



^eal Decreto de 2^ de Mayo de 1863 Jijando las relaciones del Ministerio de 
Ultramar con los demás departamentos Ministeriales, 

Conviniendo determinar fijamente las atribuciones del Consejo de 
Ministros en el despacho de los Negocios de Ultramar, como también las 
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relaciones del Ministerio nuevamente creado con los demás departamentos, 
conformándome con lo propuesto por Ui Consejo de Ministros, vengo en 
decretar lo siguiente: 

Art. I. '^ Se adoptarán por el Consejo de Ministros después de oido 
el de Estado en los casos establecidos por la Ley, y se comunicarán por 
el Ministerio de Ultramar, las resoluciones que tengan por objeto: 

I. ^ Alterar la organización á régimen administrativo de las provin- 
cias de Ultramar en sus bases fundamentales. 

a. ° Fijar ó variar e! prftupuesto anual de ingresos y gastos. 

3. ° Disponer de los productos sobrantes de Ultramar, lo cual de- 
berá verificarse á propuesta del Ministro de Hacienda, pero comunicán- 
dose las libranzas por el del ramo. 

4. ° Adoptar cualquiera disposición relativa al establecimiento ó su- 
presión de impuestos. 

5. ° Proponerme personas para el desempeño de los cargos de Go- 
bernadores, Capitanes Centrales, Intendentes, Regentes de Audiencias,- y* 
Presidentes de los Tribunales de Cuentas. 

6. ° Conceder Grandezas de España 6 Títulos de Castilla á emplea- 
dos ó personas residentes en las provincias de Ultramar. 

7."^ Adoptar cualquiera disposición que afecte al régimen exterior 
de la Iglesia ó á Mi Real Patronato. 

8. ° Decidir sobre cualquier asunto que juzgue de gravedad el Mi- 
nistro del ramo, 

Art. 2.° El Consejo de Ministros fijará en cada año el número de 
' las fuerzas de mar y tierra de las provincias de Ultramar. 

Art, 3. '-' Se adoptarán por el Ministerio de Hacienda todas las re- 
soluciones que den lugar á gastos ó anticipación de fondón por parte del 
Tesoro público en la Península; pero instruyéndose los respectivos expe- 
dientes por el Ministerio de Ultramar 

Art. 4. ° Por el mismo Ministerio de Ultramar dirigirán sus comu- 
nicaciones á las Autoridades de aquellas provincias los Ministerios de Es- 
tado, Guerra y Marina, recibiendo de la misma manera las que de ellas 
procedan. . 

Dado en Aranjiiez á 2$ de Mayo de 1863. — Está rubricado de la Eeal 
mano. — El Presidente de! Consejo de Ministros, Marqués de Miraflores. 
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Beal Decreto de 9 de Jimio de 1878, estáblecieiido las atrik- 
ciones y facnltades del Bobemadoi Geneial de esta Isla. 



El Excma Sr. Ministro de Ultramar, por Real orden de 9 de Junio 
próximo pasado, comunica al Excmo. Sr. Gobernador General el Real 
decreto que sigue: 

"A propuesta del Ministro de Ultramar y de acuerdo con el Consejo 
de Ministros. Vengo en decretar lo siguiente: 

Articulo r. ® El Gobernador General es la Autoridad Superior, re- 
presentante del Gobierno de la Nación en la Isla de Cuba, y Delegado 
en ella.de los Ministerios de Ultramar, de Estado, de la Guerra y de 
Marina. 

Ejerce además como Vice-Real Patrono, las facultades inherentes al 
Patronato de Indias, conforme á las Bulas Pontiñcias y leyea del Reino. 

Su autoridad se extiende á todo cuanto conduce á la conservación del 
orden público, al mantenimiento de la integridad del territorio, á la obser- 
vancia y ejecución de las leyes y á la protección de las personas y de las 
propiedades. 

Tiene el mando superior del Ejército y de la Armada de la Isla y dis- 
pone de las fuerzas de mar y tierra, con sujeción, respectivamente, á las 
Ordenanzas generales de la Armada y á las prescripciones que rigen en el 
ramo de Guerra. 

Todas las demás Autoridades de la Isla le están subordinadas. 

Art. 2. ® Sus atribuciones son: 

Primera. Publicar, circular, ejecutar y hacer que se ejecuten en las 
provincias de su mando las leyes y decretos, órdenes y disposiciones de 
carácter general dictados por los Ministerios de que es Delegado superior, 
así como los tratados y convenios internacionales, y corresponderse con 
los Cónsules de S. M. y Agentes diplomáticos en América, sobre negocios 
e política exterior. 

Segundo. Vigilar é inspeccionar todos los ramos del servicio público 
.el Estado en la Isla y dar cuenta á los Ministerios que representa de lo 
ue advierta en los asuntos de su respectiva competencia. 

Tercero. Ejercer la prerrogativa de indulto, en todos aquellos casos 
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en que la urgencia y gravedad de las circunstancias y la incomunicacióc 
con la Península no le permitan consultar por escrito 6 telegráñcametitt 
sobre la necesidad y convenieneia de la concesión del indulto, en la forms 
que establecen las Reales órdenes de 29 de Mayo de 1855 y posteriores. 

. Cuarto. Apltcar, oyendo previamente i la Junta de Autoridades, er 
las circunstancias extraordinarias, motivadas por sucesos interiores ó exte 
riores que puedan comprometer ó perjudicar la seguridad y defensa de 
territorio, y en las cuales fuese dilatoria la consulta al Gobierno Supremo, 
la ley de 17 de Abril de ¡821, ó la de Orden público, sin perjuicio de los 
efectos que deba producir en su caso la primera de ellas. 

Quinto. Cuando las resoluciones emanadas del Gobierno puedan 
ocasionar perturbación en el orden, moral ó materialmente, ó comprome- 
ter de una manera grave los intereses públicos, por las circunstancias que 
ocurriesen al ser conocidas en la Isla ó por consideraciones que el mismc 
Gobierno no pudiera tener presentes al dictarlas, el Gobernador General 
podrá suspenderlas. 

No deberá decretar esta suspensión sino después de oir á la Junta d( 
Autoridades y dando cuenta razonada al Gobierno, y por el conducto j 
en el plazo más breve y exf edito. 

Sexto. Suspender por iguales causas la ejecución de los acuerdos dic- 
tados por las Autoridades subordinadas,, aunque fuesen de la competencia 
de ellas y debieran producir todos sus efectos en circunstancias ordinarias 
exponiendo inmediatamente los motivos á los Ministerios respectivos para 
la resolución que sea debida. 

Art. 3. ° Corresponde además al Gobernador General, como Jefe 
Superior de todos los ramos civiles de la Administración pública: 

Primero. Mantener la integridad de la jurisdicción administrativa 
con arreglo á las disposiciones que rigen en materia de competencias de 
juristiicción y atribuciones. 

Segundo. Publicar bandos y dictar disposiciones generales necesaria! 
para el cumplimiento de las leyes y reglamentos y para el gobierno y ad- 
ministración de ia Isla, dando de ellos cuenta al Ministerio de Ultramar. 

Tercero. Proponer al Gobierno cuanto concierne al fomento de los 
intereses morales y materiales, y ro sea de la competencia de !as Antori- 
ridades y CorpofacSones provinciales 6 municipales. 

Cuarto. Señalar los establecimientos penales en que deban cumplirse 
las condenas y dispor.er el ingreso en ellos de los penados; y designar tam- 
bién el punto de confinamiento, cuando los Tribunales impongan esta 
pena. 

Quinto. Suspender las asociaciones y corporaciones que delincan. 

Sexto. Ordenar á los Gobernadores de las provincias la imposición 
■la ""litas á los funcionarios y á las corporaciones. 

léptimo. Suspender por causa justificada en expediente á los funcio- 
: de la Administración cuyo nombramiento corresponda al Gobierno, 
I á éste cuenta inmediata, y proveer interinamente las vacantes, ce 
o á las disposiciones que rijan ó que se dicten en lo sucesivo. 
)ctavo. Conceder y negar la autorización para procesar á los fu 
ios del orden admiijistrativo con arreglo á lo dispuesto en la materi 
krt. n.° El Gobernador General ejercerá todas las demás atríb 
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ciones de Gobierno que las leyes le señalen ó le delegue el Gobierno Su- 
premo. 

Art. 5. ^ El Gobernador General se entiende y comunica directa- 
•mente con los Ministros de que es representante y delegado en la Isla, y . 
por su conducto habrán de corresponderse las Autoridades de cada ramo 
con los respectivos Ministerios, en los casos en que deban hacerlo con su- 
jeción á las disposiciones vigentes. 

Art. 6. ° El Gobernador General podrá modificar ó revocar sus 
providencias y las de sus antecesores á no ser que hayan sido confirmadas 
por el Gobierno, ó sean declaratorias ó reconocedoras de derechos, ó ha- 
yan, servido de base á alguna sentencia judicial ó contencioso-adminis- 
trativa. 

No podrá modificar ó revocar por sí mismo las resoluciones que adop- 
te acerca de su competencia y concediendo ó negando autorización para 
procesar. 

Art. 7. ® Las providencias del Gobernador General dictadas en mate- 
ria de Gobierno, ó en ejercicio de sus facultades discrecionaks, y las que ten- 
gan carácter general reglamentario p\ieden ser revocadas ó reformadas por 
el Gobierno Supremo cuando éste las juzgue contrarias á las leyes, regla- 
mentos ó disposiciones de carácter general, ó inconvenientes para el go- 
bierno y buena administración de la Isla; y también cuando contra ellas 
se eleven reclamaciones de un particular que considere lastimados sus de- 
rechos, siempre que éstos no hayan de sujetarse á la declaración corres- 
pondiente en la vía contenciosa ante el Consejo de 'Administración, ó de 
una Corporación, ó del mismo Gobernador General que entendiere per- 
judicados los inteseses de la Administración. 

Art. 8. ^ Contra las resoluciones del Gobernador General que cau- 
sen estado, procede el recurso contencioso- administrativo con sujeción á 
las disposiciones vigentes. 

Art. 9. ^ El Gobernador General será nombrado y separado por 
Real decreto expedido por la Presidencia del Consejo de Ministros y con 
acuerdo de éste, á propuesta del Ministro de Ultramar. 

Art. 10. No podrá hacer entrega de su cargo i?i ausentarse de la 
Isla sin expreso mandato del Gobierno. 

Art. II. En caso de muerte, ausencia ó imposibilidad, será reem- 
plazado por el General Segundo Cabo mientras el Gobierno no designa- 
re la persona que haya de sustituirlo interinamente. 

oi la ausencia fuere sólo de la Capital de la Isla, continuará de- 
sempeñando su cargo desde el punto en que se halle, sin perjuicio de lo 
cual podrá autorizar á los Jefes de los diversos ramos para el despacho 
de los asuntos de su respectiva incumbencia, que sean de mera tramitación 
y de la resolución del Gobierno General si fuere de la resolución del Go- 
bieno Supremo, la tramitación corresponderá al General Segundo Cabo. 

Art. 12. Constituyen la Junta de Autoridades Superiores, cuyo dic- 
tamen debe oir el Gobernador General conforme á las disposiciones de 
'íste Decreto, el Obispo de la Habana ó el Arzobispo de Santiago de 
Cuba, si se hallare presente, el Comandante General del Apostadero, el 
General Segundo Cabo y los Jefes Superiores de la Administración y 
Fusticia, del Ministerio Fiscal, de Hacienda y de Administración civil. 

Cuando el Gobernador General lo estime oportuno, en atención á la 
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calidad del asunto de que hubiere de tratarse, podrá citar para q 
con voto á dicha Junta al Gobernador de la Provincia, 

El carácter de esta Junta es de consultiva: sus acuerdos se ha 
tar en actas firmadas poT los concurrentes, de que certificará el £ 
del Gobierno General en un libro abierto al efecto; y de ella se sí 
copia para cada Autoridad asistente y otra para remitir al Ministe 
corresponda dar cuenta-de la resolución tomada, y siempre al c 
mar. Cualquiera que sea el acuerdo 6 parecer de la Junta, quec 
bemador General en libertad de resolver lo que crea conveniente 
el fundar su determinación en el dictamen de aquella le exima de 
sabilidad. 

Art. 13. Quedan derogadas las disposiciones que se opongan á las 
del presente Decreto. — Dado en Palacio á 9 de Junio de 1S78. — Alfonso. — 
El Ministro de Ultramar. — José Elduayen." 

Y acordado por S. £. el cumplimiento del Real Decreto que antecede, 
se publica en la Gaceta para los efectos consiguientes. 

Habana 9 de Agosto de 1878. 



El Secretario del Gobierno General, 



\ 



^ 



lieal decreti) de 9 de Julio de 1878 soke atribuciones y deberes de ios 
Gobernadores Civiles de ias provincias de la isla. 

El Excmo. Sr. Ministro de Ultramar, comunica al Excmo. Sr. Go- 
bernador General el Real Decreto siguiente: 

''Excmo. Sr.: S. M. el Rey (q. D. g.) se ha servido expedir con esta fe- 
cha, el Real Decreto siguiente: A propuesta del Ministro de Ultramar, y 
de acuerdo con el Consejo de Ministros, vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo 1.^ El Gobierno y Administración de cada una de las pro- 
vincias en que se divide la Isla de Cuba, estarán á cargo de un Goberna- 
dor, que será nombrado y separado en virtud de Real Decreto expedido 
por el Ministerio de Ultramar. 

Art. 2. ^ El Gobernador será el representante en la provincia del 
Gobierno General de la Isla y la Autoridad Superior en el orden adminis- 
trativo y económico. En los diferentes ramos de la Administración que 
dependan de su autoridad, se entenderá con el Gobernador General, salvos 
los casos en que con arreglo á las leyes y reglamentos deba hacerlo con 
los Jefes y Corporaciones de la Administración central de la Isla. 

Art. 3. ® El Gobernador no podrá ausentarse de la Provincia sin 
autorización del Gobernador General. Durante su ausencia, ó cuando se im- 
posibilite para ejercer su cargo, le reemplazará la persona que aquél designe. 

Art. 4. ® Para ser nombrado Gobernador se requiere tener treinta y 
cinco años de edad y ser ó haber sido: Senador ó Diputado á Cortes, Jefe 
de Administración, Oficial General, Jefe de Negociado de primera clase 
en el Mmisterio de Ultramar, Secretario de Gobierno de primera clase en 
la Península, ó empleado de igual categoría, durante dos años y con ocho 
de servicios al Estado, Diputado Provincial ó Concejal en poblaciones de 
más de treinta mil almas ó Capitales de Provincia, elegido por dos veces, 
Consejero Provincial durante cuatro años. 

Art. 5. ° Corresponde al Gobernador de la Provincia: — Primero. — 
Publicar, circular, ejecutar y hacer que se ejecuten las Leyes, Decretos, 
Ordenes y disposiciones que al efecto le comunique el Gobernador Gene- 
ral, dictando los bandos y reglamentos que sean necesarios. — Segundo. — 
k Mantener bajo su responsabilidad el orden publico y protejer las personas 
y las propiedades. — Tercero. — Reprimir y castigar, con arreglo á las leyes, 
todo desacato de religión, así como á la moral ó la decencia pública y 
cualquier falta de obediencia y respeto á su autoridad, imponiendo las 
nultas que en este decreto se determinan y sometiendo á la acción de los 
Tribunales de Justicia los excesos que requieran mayor castigo. — Cuarto. 
—Cuidar todo lo concerniente á la Sanidad, en la forma que las Leyes y 
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Eeglameotos prevengan, y dictar en casos imprevistos y urjentes de epi 
demia <5 enfermedad contagiosa, las medidas que la necesidad reclame 
dando inmediatamente cuenta al Gobernador General, — Quinto. — Propo 
ner al mismo cuanto convenga al adelantamiento y desarrollo intelectual j 
moral de los habitantes de U Provincia y al fomento de los intereses matC' 
nales de ella. — Sexto. — Vigilar é inspeccionar todos los ramos de la Admi' 
nistración y los establecimientos que de ellos dependan. 

Art. 6. ° Para el buen desempeño de su Autoridad deberá el GO' 
Ijernador; — Primero. — Instruir por sf ipismo 6 por sus delegados, las pri 
roerás diligencias en los delitos cuya averiguación y descubrimiento se deba 
ásus disposiciones ó ajentes, entregando á la Autoridad judicial las perso- 
nas detenidas y las diligencias practicadas. — Segundo. — Aplicar gubernati- 
vamente las penas determinadas en las Leyes y Disposiciones de policía y 
en los bandos de buen Gobierno, é imponer multas que no excedan de 
quinientas pesetas, para correjir las infracciones legales. — Tercero. — Re- 
clamar, cuando lo crea necesario, de la Autoridad militar el auxilio de la 
fuerza armada. — Cuarto. — Suspender en casos urgentes á los funcionarios 
del orden civil dependientes del Gobernador General, dando á éste inme- 
diata cuenta razonada de la medida. — Quinto. — Dar 6 negar permiso para 
las funciones y reuniones públicas que hayan de verificarse en el punto de 
su residencia y presidirlas cuando lo estime conveniente. — Sexto, — Dictar 
las disposiciones que juzgue oportuno dentro del círculo de su Autoridad 
para el cumplimiento de las órdenes Superiores, ó para la buena adminis- 
tración y gobierno de los pueblos; explicar á las Autoridades inferiores el 
sentido de las Leyes, Reglamentos ú órdenes de cuya ejecución se trate; 
y remover los obstáculos que se presenten para la ej'rcución de ellas. 

Art. 7.° Corresponden también al Gobernador como Jefe déla Ad- 
ministración de la provincia, las atribuciones que le señalan las Leyes Or- 
gánicas Municipal y Provincial de la Isla. 

Art. 8. '^ Para la gestión de los negocios de Hacienda pública, ten- 
drá las atribuciones que fueron señaladas á los Gobernadores de la Penín- 
sula por el artículo 31 del Real Decreto de 17 de Octubre de 1873, con 
las modificaciones que por la organización especial de la Isla les señalen 
los reglamentos de cada ramo, obrando siempre como delegado del Go- 
bernador General y del Director de Hacienda. 

Art. 9. ® El Gobernador de la provincia ejercerá todas las demás 
atribuciones que las Leyes le señalen en los asuntos de correos, telégrafos, ■ 
presidios, cárceles, beneficencia, sanidad, instrucción pública, obras públi- 
cas, agricultura é industria, y las que en él delegue el Gobernador General 
de la Isla. 

Art. ID. En circunstancias extraordinarias y urgentes en que peligren el 
orden y la seguridad pública, y en las cuales fuere dilatoria la consulta al Go- 
bernador General puede adoptar, con carácter de provisionales, medidas re- 
servadas á dicha Autoridad Superior, dándole de ello cuenta inmediatamente, 

Art. iT. Quedan derogadas las disposiciones que se opongan á las 
del presente Decreto. 

Dado en Palacio á 9 de Julio de 1878. — Alfonso. — El Ministro de Ul- 
tramar. — José Elduayen. Y acordado por S. E. el cumplimiento del 
preinserto Real Decreto, se publica en la Gaceta Oficial para general co- 
Docimiento. — Habana, 29de Junio de 1878. — J?. Galbis. 
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X REAL DECRETO DE 9 DE JUNIO DE 1878. 

El Excmo. Sr. Ministro de Ultramar, con fecha 9 de Junio próximo 
pasado, comunica al Excmo Sr. Gobernador General el siguiente Real 
Decreto: 

** Atendiendo á las razones que me ha expuesto el Ministro de Ultra- 
mar, de acuerdo con el Consejo de Ministros, vengo en decretar lo si- 
guiente: 

Artículo I. ® Para el Gobieriy) y Administración de la Isla de Cuba 
se divide ésta en seis provincias civiles, que tomarán los nombres de sus 
respectivas capitales y serán las siguientes: Pinar del Rio, Habana^ Matan- 
zas, Santa Clara, Puerto -Príncipe y Santiago de Cuba. 

Art. 2. ^ Serán: de primera clase la provincia de la Habana, de se- 
gund . la de Santiago de Cuba y de tercera las de Pinar del Rio, Matanzas, 
Santa Clara y Puerto Príncipe. 

A»t. 3.® Los límites divisorios de estas provincias, entre sí, serán 
los que que se determinan en la descripción detallada de los mismos apro- 
bada en esta fecha; pero si un pueblo situado á la extremidad de una 
provincia tuviese una parte de su término dentro de la provincia contigua, 
el territorio de «iicho pueblo pertenecerá por completo á la provincia en 
que se halle situado el pueblo ó el grupo mayor de su caserío, aun cuando 
la linea divisoria parezca separarlos. 

Art. 4. ® El Ministro de Ultramar dictará las órdenes convenientes 
para que se marquen materialmente en el terreno los expresados límites 
de las provincias, y para que, arreglados á esta división, se rectifiquen los 
correspondientes á los términos municipales y se ajusten también á ella los 
relativos á los diferentes servicios del Estado, en los ramos de Hacienda, 
Gobernación y Fomento. 

Art. 5. ® El Gobernador General, oyendo al Presidente de la Au- 
diencia de la Habana, formará y someterá á la aprobación superior el pro- 
yecto de división judicial de la Isla, de acuerdo con la de Provincias que 
establece este Decreto. 

11 
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Art. 6. ® Por los Ministros de la Guerra y de Marina se 
igualmente las, disposiciones conducentes, para que los serví 
(Oentes de ellos se acomoden también á dicha división provinci 

Dado en Palacio ¿ 9 de Junio de 1878. — Alfonso. -i-El i 
Ultramar, JoséElduaycn." 

Y acordado por S. E. el cumplimiento del Real decreto q 
de, se publica en la Gaceta para los efectos consiguientes. 

Habana 15 de Julio de Í878. — H. Galbis. 

ESTADO que manifiesta los Partidos judiciales que quedan 
didos en cada Provincia. 



Partidos ^dicíales. 



( Pinar del Eío. 

Pinar del Eío í San Cristóbal. 

( Guanajay. 

(Los siete de la Capital. 
Guanabacoa. 
Janico, 
San Antonio de los Baños. 
. Bejucal. 
¿ Güines. 

!Los dos de Matanzas. 
Cárdenas. 
Alacranes. 
Colón. 
Í Santa Clara. 
Sagua la Grande. 
Remedios. 
Cien fuegos. 
Trinidad. 
Sancti-Spíritus. (Parte Oeste.) 

T>„-rt„ i>,í„^;„- í Sancti-Spíritui. (Parte Este.) 

Puerto-PHncipe { los dos de Pu¿rto- Príncipe' 

ÍLos dos de Santiago de Cuba. 
Manzanillo. 

Santiago de Cuba i. Bayamo. 

I Hoiguín. 
[^ Baracoa. 



I 

i 



LEY DE SECUESTROS. 



GOBIERNO GENERAL DE LA ISLA DE CUBA. 



DON SABAS MARÍN Y GONZÁLEZ, Gobernador y Capitán Gene- 
. ral de esta Isla, etc., etc. 

* 

Rigiendo, por Decreto de esta fecha, en las provincias de la Habana, 
Pinar del Rio y Santa Clara, las disposiciones de la Ley de secuestros de 
S de Enero de 1877, complementada con la de 27 de Junio del corriente 
año, vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo único. — Queda levantado el estado de guerra dictado para 
las citadas provincias en 16 de Abril último. 

Para que el presente Bando tenga el debido cumplimiento y llegue á 
noticias de todos, publíquese en la forma acostumbrada, dése traslado á 
las Autoridades respectivas, insértese en los periódicos y hágase circular 
con rapidez por todo el territorio de mi mando. 

Habana, 3 de Julio de 1888. 

SaMs Marín, 



DECRETO. 

Promulgada y publicada la Ley contra el bandolerismo en 27 de Ju- 
nio de este año, complementaria de la de 8 de Enero de 1877 lincha ex- 
*-*nsiva á esta Isla por Real Decreto de 17 de Octubre de 1879, y conside- 
indo: que, apesar de la disminución del bandolerismo en las provincias á 
- 'le fué aplicada por decretos de este Gobierno General de 21 de Julio de 

^2 y 2 de Junio de 1887, subsisten todavía las causas que determinaron 
; ii aplicación; usando de las facultades que me competen, oída la Junta de 

\ LUtoridades y de conformidad con ella, vengo en decretar lo siguiente: 

í 
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Art. I. ® Sigue rigiendo la Ley de 8 de Enero de 1877, en las pro- 
vincias de la Habana, Pinar del Rio, Matanzas y Santa Clara, complemen- 
tada con la de 27 de Junio de este año. 

Art. 2 ° Las Autoridades á quienes corresponde, procederán á su 
ejecución y cumplimiento. 

Art. 3. ® Dése cuenta de este Decreto al Gobierno de S. M. 

Habana, 3 de Julio de 1888. 

Sabás Marín, 



LEY DE 8 DE ENERO DE 1877. 

Artículo I. ® Tan luego como se verifique el secuestro de una ó má» 
personas con objeto de robo en una provincia, se aplicará en eUa y en las 
limítrofes que se consideren en caso análogo, previa declaración del Go- 
bierno^ la penalidad y el procedimiento que son objeto de e;sta ley. 

Art. 2. ® Los que promuevan ó ejecuten un secué^stro, y los que 
concurran á la comisión de este delito con actosi. sin los cuales no hubiera 
podido realizarse, serán castigados con pena de cadena perpetua ó n.uerte. 

La aplicación de las penas se ajustará en un todo á lo dispuesto en el 
capítulo IV del título III y capítulos III y IV del título I del Código Pe- 
nal vigente, considerando como circunstancia agravante la de habpr sido 
detenido el agraviado bajo rescate y por más de un día. 

Art. 3. ^ El conocimiento de estos delitos corresponder! exclusiva- 
mente á un Consejo de guerra permanente que se constituirá, llegfedo el 
caso en cada provincia. El Consejo continuará la causa hasta su germi- 
nación, no obstante la ausencia y rebeldía de los reos, sin perjuicio de 
oirlos siempre que se presenten ó fueren habidos. 

Art. 4.. ° Toda persona se considerará investida de autoridad Ipúbli- 
ca, para proceder á la captura de los reos á quienes por el Conslejo de 
guerra se hubiese impuesto la última pena, empleando al efecto nl^if dios 
prudentes y racionales. 

Art. 5. ® El Consejo de guerra podrá autorizar las recompensasl ea 
metálico que las corporaciones ó particulares ofrezcan para la captura J de 
los reos de secuestro condenados á la última pena. 

Art. 6. ® Las Autoridades civiles y militares podrán proponer al CKo- 
bierno la exención del servicio de las armas de la persona que hubi«re 
denunciado á cualquier procesado por estos delitos, contribuyendo eficaz- 
mente á su captura. Esta gracia puede subrogarse á favor del parief^te 
dentro del 4. ° grado que designe dicha persona. 

Art. 7. ^ Se autoriza al Gobierno para que en las mismas provinl Has 
antedichas, y oyendo el parecer de una junta compuesta del Gobern^' Idot 
de la misma, presidente, comandante militar, Juez decano de i* insta/ mcia;^ 
jefe de la guardia civil y dos diputados provinciales, pueda fijar du: Irantc 
un año el domicilio de los vagos y gentes de mal vivir, entendiénf^ 
tales los comprendidos en el párrafo 23 del artículo 10 del Cói^ig 
vigente. ^1 

áirtículo transitorio. Se declara desde luego aplicable desdejf 
mulgación en las provincias que comprenden los distritos militare*^ 
dalucía y Granada y en la de Badajoz, Ciudad Real y Toledo. 
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REAL DECRETO DE 17 DE OCTUBRE DE 1879. 

"Ministerio de-Ultramar. — Número 1,621. — Excmo. Sr.:— S M. el 
Rey (q. D. g.) se ha servido expedir con esta fecha el siguiente Decreto: 
— En virtud de la autorización que otorga á Mi Gobierno el artículo ochen- 
ta y nueve de la Constitución de la Monarquía, y á propuesta del Ministro 
de Ultramar, de acuerdo con el Consejo de Ministros, vengo en decretar 
que la ley de ocho de Enero de mil ochocientos setenta y siete sobre repre- ' 
sión del bandolerismo se aplique y observe desde su publicación en la Isla 
de Cuba, modificados sus preceptos en la forma siguiente: 

Art; i:® Tan luego como se verifique el secuestro de una ó más 
personas en cualquiera de las seis provincias de la Isla, se aplicará en ella, 
y en las limítrofes que se consideren en caso análogo, la pena idad y el 
procedimiento que son objeto de esta ley, previa declaración del Gobe»na- 
dor General, de acuerdo con las Juntas de Autoridades y dando cuenta á 
Mi Gobierno. 

Art. 2. ® Los que promuevan ó ejecuten un secuestro y los que 
concurran á la comisión del delito con actos sin los cuales no hubiera po< 
dido realizarse, serán castigados con pena de cadena perpetua ó muerte. 
La aplicación de las penas se ajustará en un todo á lo dispuesto en el ca- 
pítulo cuarto del título tercero y capítulos tercero y cuarto del Código Pe- 
nal de las Antillas, considerando como circunstancia agravante la de haber 
sido detenido el agraviado bajo rescate y por más de un día. 

Art. 3. ® El conocimiento de estos delitos corresponderá exclusiva- 
mente á un consejo de guerra permanente que se constituirá, llegado el 
caso, en cada provincia. El Consejo continuará la causa hasta su termi- 
nación, no obstante la ausencia y rebeldía de los reos, sin perjuicio de oír- 
les siempre que se presenten ó fueren habidos. 

Art. 4. ^ Toda persona se considerará investida de autoridad públi 
ca para proceder á la captura de los reos á quienes por el consejo de 
guerra ser hubiere impuesto la última pena, empleando medios prudentes y 
racionales. 

Art. 5. ® El Consejo de guerra podrá autorizar las recompensas en 
metálico que las Corporaciones ó particulares ofrezcan para la captura de 
los reos de secuestro condenados á la última pena. 

Art. 6. ® Se autoriza al Gobernador General para que oyendo el 
parecer de una junta, compuesta en cada provincia del Gobernador de la 
misma, presidente. Comandante General, Juez decano de primera instancia, 
Jefe de la Guardia civil y dos diputados provinciales, pueda fijar durante 
un año, el domicilio de los vagos y gentes de mal vivir: entendiéndose por 
tales los comprendidos en el párrafo vigés mo quinto del artículo 10 del 
Código Penal citado. 

Art. 7. ® El Gobierno dará cuenta á las Cortes del presente De- 
creto. 



LEY DE 27 DE JUNIO DE 1888. 

Art. I. o La jurisdicción de los Tribvnalss especiales y el procedi- 
miento establecido en el Decreto de 17 de Octubre de 1879; haciendo ex- 
tensiva á la Isla de Cuba la L«y de 8 de Enero de 1877, serán aplicables 
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en todo el territorio que comprende la Capitanía General de la Isla, á los 
autores, cómplices y encubridores de los delitos siguientes: 

Robo en despoblado, siendo cualquiera el número de la cuadrilla, 
ó en poblado siendo su cuadrilla de cuatro ó más; incendios en despoblado, 
levantamiento de rails de los feírocarriles, interceptación de la vía por 
cualquier medio, cortaduras de puentes, ataques á los trenes á mano arma- 
da, destrucción ó deterioro de los efectos destinados á la explotación y to- 
dos los demás daños causados en las vías férreas, que puedan perjudicar á 
la seguridad de los viajeros ó mercancías, amenaza de cometer los anterio- 
res delitos, ya sea exigiendo una cantidad, ya imponiendo cualquiera 
otra condición constitutiva de delito grave previsto en el Código PenaU 

Art. 2. ® No obstante lo dispuesto en el título 4. ® de la Ley de 
Enjuiciamiento militar, respecto al procedimiento contra reos ausentes, se 
observará lo prescrito en el artículo 3. ® de dicho Decreto, ""en lo que se 
refiere al conocimiento exclusivo por los^ Consejos de guerra de los deli- 
tos determinados en el artículo anterior de esta Ley, y la terminación de 
las causas correspondientes. 

Los fallos del Consejo de guerra, serán ejecutorios cuando los apruebe 
definitivamente el Capitán General de la Isla de Cuba, con acuerdo de sa 
Auditor. ' 

Art. 3.® El Decreto de 17 de Octubre de 1879, haciendo exten- 
siva á la Isla de Cuba la Ley de 8 de Enero de 1877, continúa en toda 
su fuerza y vigor con las ampliaciones y aclaraciones contenidas en los 
dos artículos precedentes, y será indispensable tanto para la aplicación 
de su€ preceptos como para los de la presente Ley, que ajuicio del Gober- 
bem&dor General y previa junta de Autoridades, se considere necesario su 
planteamiento, por haber ocurrido en cualquier punto de la Isla caso de 
los delitos en la misma Ley comprendidos y que produzcan alarma en la 
sociedad; siendo indispensable además, para que surta sus efectos la pu- 
blicación del acuerdo del Gobierno General en la Gaceta de*la Habana. 

/ 



I 



UT in emciiins cnciius lE 1 m u in iiK 



Por el Ministerio de Ultramar, se comunica al Excmo. Sr. Gobcr^ 
nador General con fecha 27 de Julio último, y bajo el número 1,868 la 
Real orden siguiente: 

"Excipo. Sr.: — Publicada en la Gaceta de 23 del cprriente, la Ley de 
relaciones comerciales entre la Península y las Provincias de Ultramar^ 
recomiendo á V. E. de Real orden su. exacto cumplimiento, teniendo pre- 
sente para la aplicación del artículo 2. ® , que la rebaja del 5 por ico es- 
tablecida ha de tener efecto desdé i. ® del actual, practicando las liquida- 
ciones correspondientes para la devolución respectiva á los interesados en 
dicho beneñcio, si no los hubiesen disfrutado y en cuanto á lo dispuesto 
en el artículo 7. ® de la citada Ley, que sólo es aplicable desde el 20 de 
dicho mes, fecha de su promulgación y que hallándose en la relación de 
2 á 5 la diferencia del valor de la moneda á que el mismo se refiere, y 
fijado en la Península el derecho de descarga por toneladas de mil kilo- 
gramos en 75 céntimos de peseta y en 50 el de desembarque por cada via- 
jero que lo verifique, corresponde el de 37 y medio y 25 céntimos de peso> 
respectivo en esa Isla y así sucesivamente, debiendo someterse á estos 
principios to'^as las liquidaciones de derechos de puerto y navegación, de 
las cuales, así como de las relativas á la rebaja del 5 por 100 que expresa 
el artículo 2. <^ de la Ley, remitirá V. E. á la posible brevedad un estado 
demostrativo de su concepto é importancia con expresión del nombre de 
los interesados en ellas, para apreciar aquí desde el primer momento los^ 
efectos de la referida Ley. — De Real orden lo comunico á V. E. para su 
conocimiento y efectos correspondientes.'* 

Y puesto el cúmplase por S. E. con esta fecha, se publica en la 
Gaceia para general conocimiento. — Habana 16 de Agosto de 1882. — 
Juan Itorén, 
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LEY QUE SE CITA. 

Ministerio de Ultramar. — Ley. — Don Alfonso XII. — Por la gracia 
de Dios, Rey constitucional de España; á todos los que la presente vie- 
ren y entendieren, sabed: que las Cortes han decretado y Nos sancio- 
nado lo siguiente: 

Art. I. ° Se unificarán los derechos establecidos en los Aranceles 
de importación de las Islas de Cuba y Puerto Rico, quedando subsis- 
tentes como derechos únicos los de la tercera columna de los Aranceles 
que hoy rigen, sin perjuicio de las sucesivas alteraciones que produzca la 
rectificación periódica de las tablas de valores. 

Art. 2. ^ La reforma de los Aranceles vigentes se verificará gra- 
dualmente en un período de lo años, rebajando los derechos marcados 
en las columnas primera y segunda, y el exceso ó diferencia que media 
entre los de las columnas tercera y cuarta en la escala que á continuación 
se expresa: 



En I. o de Julio de 



("1882 


el 


5 


1883 

1884 

1885 
1886 


el 
el 
el 
el 


5 

5 
10 

10 


<i887 
18^8 


el 
el 


10 
10 


1889 

1890 

[1891 


el 
el 
el 


15 
^5 




100 



por 100. 



Art. 3. ® Se autoriza al Gobierno para aplicar desde luego los de- 
rechos de la tercera columna del Arancel vigente á los productos y proce- 
dencias de aquellas naciones que en debida forma otorguen á los productos 
y procedencias de las Islas de Cuba y Puerto- Rico por lo menos una 
rebaja equivalente en sus respectivos derechos ó recargos arancelarios. 

Art. 4.® Desde el i. ^ de Julio de 1891, el comercio y la nave- 
gación entre los puertos de la Península, Filipinas, Cuba y Puerto- Rico 
serán de cabotage, ó sea con franquicia de derechos para las mercan cías, 
productos y procedencia de cualquiera de dichos puertos, y estarán sujetos 
á las mismas reglas y prescripciones de las Ordenanzas de Aduanas vi- 
gentes en la Península para el comercio y la navegación entre los puertos 
de ésta. 

Art. 5, ® Hasta que se establezca la franquicia de derechos aran- 
celarios entre las dos Antillas, las mercancías nacionales que se acredite 
en forma haberlos adeudado en una de aquellas, y sean después reexpe- 
didas á otra, estarán sujetas sólo al pago del exceso que resulte entre los 
derechos de los respectivos Aranceles. 
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Art. 6. ^ Las mercancías extranjeras procedentes de los puertos de 
la Península y Filipinas, nacionalizadas mediante el pago de derechos, 
podrán introducirse por los puertos habilitados de la provincias de Cuba y 
Puerto-Rico, previa la justificación correspondiente, sin plpgo de nuevos 
derechos, excepto si fuese mayor el que corresponda satisfacer, y en este 
caso se abonará solamente la diferencia. Igual régimen se observará re- 
cíprocamente en las importaciones de esta clase de una á otra Antilla. 

A.rt. 7. ® Los buques que se dediquen á la condución de mercan- 
cías ó pasajeros entre la Península y sus provincias de Ultramar, ó de una 
ó de otra provincia ultramarina, satisfarán en ella^ por derechos de nave* 
gación y puerto los establecidos con arreglo al artículo 21 de la Ley de 
Presupuestos de 21 de Julio de 1878 en la Península para el comercio de 
primera clase, salvo la diferencia en el valor de la moneda. 

Art. 8. 'O El Ministro de Ultramar dictará las demás medidas ne- 
cesarias para cumplimiento de esta Ley. 

Por tanto: 

Mandamos á todos los Tribunales, Justicias, Jefes, Gobernadores y 
demás autoridades así civiles como militares y eclesiásticas, de cualquier 
clase y dignidad, que guarden y hagan guardar, cumplir y ejecutar la pre- 
sente Ley en todas sus partes. 

Dado en San Ildefonso á veinte de Julio de mil ochocientos ochen- 
ta y dos. — YO EL REY. — El Ministro de Ultramar. — Fetnando de León 
y Castillo. 

(Gaceta, 23 Agosto 1882.) 



Administración ¿Inspección Genital de Aduanas de la Isla de Cuba, 

El Excmo. Sr. Intendente general de Hacienda, se ha servido co- 
municar á este Centro, con fecha 12 del actual, la Real orden siguiente: 

"Por el Ministerio de Ultramar se comunica al Excmo. Sr. Gober- 
nador General, con fecha 18 de Septiembre último y bajo ei número 1,075, 
la Real orden siguiente: Excmo. Sr.: Visto el telegrama de V. E. de 
10 del corriente mes, por el que consultaba á este Ministerio la Real or- 
den de 6 de Agosto último, en lo relativo á la rebaja que debía deducirse 
del derc^cho arancelario de las harinas de procedencia nacional á su impor- 
tación en esa Isla Vistos asimismo los antecedentes y datos que sirvieron 
de fundamento á dicha Real orden y resultando del nuevo y detenido exa- 
men que se ha hecho de' ellos, que por un error material originado por 
haberse tomado como años naturales los que deben ser y son años econó- 
micos, se declaró que la baja que había de hacerse de los referidos dere- 
chos, á partir de i. ® de Julio de 1887, había de ser la de 50 p. § en lu- 
gar de consignar la de i. ^ de Julio de 1886, que es la fecha á partir de la 
cual debe hacerse la deducción de dicho 50 p. § , por ser ésta el total á 
que asciende el 35 p. § de las rebajas consignadas en la Ley de relaciones 
de 20 de Julio de 1882 y el 15 p. § que dispone el Real Decreto de 26 
de Enero de 1886, S. M. el Rey (q. D. g.) y en su nombre la Reina 
Regente del Reino, ha tenido á bien disponer, que la Real orden de 6 de 
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Agosto Último, fijando las deducciones que deben hacerse del tipo del 
derecho arancelario de las harinas, debe cntendeise asi: t 

1886 á 87, baja el 50 p. g. 

1887 á 88, id. el 60 id. 
18S8 á 89, id. el 70 id. 
1889 á 90, id. el 85 id. 

Debiendo desaparecer el derecho arancelario en i. ° de Julio de 1890, 
por corresponder en está flecha la rebaja del 100 por roo, según la citada 
Ley de relaciones y e! Keal Decreto de i6 de Enero de 1886. De Real 
orden lo digo á V. E. para su conocimiento y demás efectos. Y puesto 
el cúmplase por S. E. en 9 del actual, la traslado á V. S. para los efectos 
de su cumplimiento." 

Lo que se publica en la Gaceta oficial para general conocimiento. 

Habana y Octubre ih de 1S88. — Manuel Alvatez Ossorio. 



SUPRESIÓN DE PASAPORTES, 



Gobierno General de la Isla de Cuba. 



Por el Ministerio de Ultramar se comunica á este Gobierno la Real 
orden siguiente: 

"Ministerio de Ultramar. — Número 595. — Excmo. Sr. — La Real or- 
den de 30 de Julio de 1887 de conformidad con el parecer de la Sec- 
ción de Ultramar del Consejo de Estado, dispuso que los subditos ame. 
ricanos pueden entrar en la Isla' de Cuba sin pasaporte, si bien identifi- 
cando su peisona con los documentos á que se reñere el artículo 4. ^ de 
la Ley de 4 de Julio de 1870. Hechas extensivas por Real orden de 14 
de Enero del corriente año para los extranjeros que vayan á las provincias 
de Cuba y Puerto-Rico, las disposiciones contenidas en aquella Real or- 
den, así como las instrucciones dictadas para su cumplimiento por la Au- 
toridad Superior de la Gran Antilla, resultan los extranjeros favorecidos 
en materia de pasaporte con relación á los esprñoles á quienes hoy se exige 
aquel requisito para venir á la Península. En su vista y en consideración 
á que los principios de justicia y equidad, aconsejan desaparezca en ambas 
Antillas la peor condición de nuestros naturales, respecto á los extranjeros 
acerca del requisito del pasaporte y sobre cuya supresión informó en senti- 
do favorable el Gobernador General de Cuba; el Rey (q. D. g.) y en su 
nombre la Reina Regente del Reino, ha t^:nido á bien disponer se deje sin 
efecto la Real orden de 27 de Mayo de i$68, restableciendo en toda su 
fuerza y vigor para los subditos españoles el Real decreto de 14 de Mayo 
de 1867, quedando subsistente para los extranjeros las prescripciones con* 
tenidas en la Real orden de 3P de Julio de 1887 é instrucciones dictadas 
para su cumplimiento por el Gobeinador General de Cuba. De R?al or- 
den lo digo á V. E. para su conocimiento y efectos correspondientes. Dios 
gitarde á V. E. muchos años.. Madrid, 18 de Abril de 1888. — Balaguer. 
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En su consecuencia, el Kxcnio. Sr. Gobernador General ha tenido por 
conveniente dictar las siguientes reglas: 

i.^ De acuerdo con lo preceptuado en la preinserta Real orden 
y en el referido Real decreto de 14 de Mayo de 1867, queda suprimi- 
do el requisito de pasaporte que se expide á los españoles para salir de 
la Isla. 

2. " En lo sucesivo sólo continuará expidiéndose dacumento de esa 
clase á los que lo soliciten i>ara viajar por estados donde no esié suprimido 
el mencionado requisito. 

3.'' Todo español que pretenda salir de la Isla, deberá acudir con 
su céiiula personal á la Alcaldía del barrio donde se halle domiciliado í 
fin de que el Alcalde, si el interesado no estuviese reclamado por alguna 
autoridad, consigne en la indicada cédula, por nota autorizada con su firma 
y sello, el pase al punto á que aquél se dirija: y si por cualquier circons- 
cia hubiere de extenderse dicha nota en otra hoja agregada á la cédula, 
el Alcalde tendía cuidado de repeir en la propia nota el nombre, apeliidoa 
y señas generales que en el documento consten, para que no pueda ha- 
cerse mal uso de la hoja agregada. 

4. " Si se trata de menores de 14 años, los cuales no fstán obli- 
gados á proveerse de céiula personal, según el artículo i.® de la Ins- 
trucción referente á la materia, el Alcalde extenderá el pase en una 
cuartilla de papel. 

5. ** La presentación He los documentos á que se contraen los dos 
precedentes artículos, en la forma que se deja explicada, bastará para 
que la casa consignataria expida a! viajero boleta de pasaje. 

6. " Con respecto á los peninsulares mayores de 1 5 años y menores 
de 14, los Alcaldes de barrio no autorizarán la salida de la Isla sin que, 
con arreglo á los artículos 32, 33 y 34 de la Ley de Reclutamiento y 
reemplazo del Ejército de 11 de Julio de 1885. y en concordancia con el 
expresado Real Decreto de 14 de Mayo de 1867, presenten aquellos cer- 
lificado de hallarse libres de toda responsabilidad en lo tocante á ese ser- 
vicio, ó en otro cuso certificación de haber depositado por vía de fianza 
cuatrocientos pesos en metálico. 

7." Tampoco estamparán los Alcaldes el pase de la salida en las 
cédulas de los empleados si previamente 1 o presentan éstos la correspon- 
diente autorización del Jefe del respectivo Departamento. 

8. '^ Los casados deberán igualmente presentar el consentimiento 
de sus cónyuges, y cuando por ausencia del cónyuge no fuera dable llenar 
este requisito, lo suplirán por medio de declaración de dos testigos ante 
el Alcalde- 

9. "^ Los hijos de familia, menores de edad, deberán asimismo ob- 
tener el necesario permiso de sus padres ó tutores. 

10. ■* A los aforftdos de Guerra y Marina, se aplicarán las dispo- 
siciones especiales de estos ramos en lo que toca á pasaportes. 

11." Los Alcaldes de barrio llevarán un registro especial de los 
vecinos que salgan de la Isla, en el que se expresarán la fecha de la nota 
de la cédula, los nombres, apellidos y las señas generales de los interesa- 
dos, y el punto á que se dirijan. 

13. ■* Los consignatarios de buques que expidan boleta de pasaje 
á algún individuo de nacionalidad española, sin que éste presente el corres- 
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pOiidiente documento en la forma que determinan las reglas 3. ^ y 4. ** ^ 
incurrirán en las responsabilidades que procedan. 

13 ^ Como lo expresa ya la precedente soberana disposición de iS 
de Abril, continúaa subsistentes para los extranjeros que lleguen á la Isla 
y salgan de la misma, las leglas contenidas en la ReaJ orden de 30 de Ju- 
lio de 18H7, y en las instrucciones que para su cumplimiento dictó esie 
Gobierno en 9 de Septiembre, publicadas en la Gaceta oficial del día 10 del 
propio mes de Septiembre próximo pasado. 

14. ^ Quedan también subsistentes los requisitos que hoy se exigen 
á los españoles para la entrada en este territorio. 

Todo lo que oor disposición de S. E. se hace público para general 
conocimiento y su puntual cumplimiento. 

Habana, 24 de Mayo de 1888 — A, de Quintana, 



Orden público y policia. — El Excmo. Sr. Gobernador General, previa 
la competente autorización del Gobierno Supremo, se ha servido disponer 
que las reglas 5. *^ , 6. ^ y 12 denlas dictadas por este Gobierno en 24 de 
Mayo último y publicadas en la Gaceta Oficial de 26 del mismo mes, sobre 
supresión de pasaportes de los subditos españoles, se entiendan redacta<las 
en la forma siguiente: 

5. ^ La presentación de los documentos á que se contraen las dos 
precedentes reglas, en la forma que se deja explicada más adelante, bastará 
para que la casa consignataria expida al viajero boleta de pasaje. 

6. "* Con respecto á los peninsulares mayores de 15 años y meno- 
res de 40 que se dirijan al extranjero, los Alcaldes de barrio no autorizarán 
la salida de la Isla sin que, en concordancia con los artículos 32, 33 y 34 
de la Ley de Reclutamiento y Reemplazo del Kjército de 11 de Juliv^ de 
1885-, presenten aquéllos, certificado de hallarse libres de toda responsabi- 
lidad en lo tocante á ese servicio, ó bien certificación de haber depositado 
por vía de fianza 400 pesos en metálico. 

La misma formalidad llenarán los peninsulares comprendidos en las 
edades referidas, cuando pretendan trasladarse á la Península, ó á cual- 
quiera de las posesiones españolas, por la vía extranjera ó en buque que 
hubiere de hacer escala en algún puerto extranjero. 

Los Alcaldes de barrio, en ambos casos, expresarán en la nota de 
salida que el interesado ha exhibido dicho certificado de exención de res- 
ponsabilidad, ó q*:e ha prestado la citada fianza. 

12. Los consignatarios de buque que expidan boleta de pasaje á 
algún individuo de nacionalidad española, sin que éste presente el opor- 
tuno documento en la forma que determinan las reglas 3. "* , 4. ** y 6. '^ , 
incurrirán en las responsabilidades que procedan. 

Lo que de orden de S. E. se hace público para los efectos corres- 
pondientes. 

Habana, 8 de Junio de 1888. — A, de Quintana, 
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Gobietno Civil de la Provincia, — Por las disposiciones dictadas últi- 
mamente sobre supresión del' requisito del pasaporte que hasta ahora venía 
exigiéndose para poder salir de la Isla, se ha atribuido á los Alcaldes de 
barrio el deber de no autorizar el embarque de ninguna persona que se 
encuentre reclamada por los Tribunales ó que tenga entredicha su salida 
por algún motivo lega!. En este concepto, se ha comenzado á publicar 
diariamente en el Boletín Oficial de la provincia una relación de los indi- 
viduos que en aquellos casos se encuentran, á ñn de que las referidas au- 
torida'les puedan dar oportuno y leñcaz cumplimiento á la misión que en 
este sentido tienen encomen-lada. 

Como quiera que se trata de ún servicio que reclama especial aten- 
ción y aconseja algunas formalidades, que hasta hace poco eran conside- 
radas en cierto modo como secundarias, este Gobierno ha acordado hacer 
algunas observaciones á los señores Alc«aldes, con objeto de establecer de 
una manera regular y uniforme la práctica que en lo adelante habrá de 
seguirse respecto del mismo. 

Aparte del registro especial de Refrendos que se manda llevar por la 
regla ii. «^. de las dictadas por el Gobierno General en 24 del pasado mes 
de Mayo, deben los Alcaldes de barrio abrir desde luego otro Regis- 
tro independiente, en el cual cuidarán de anotar por riguroso orden alfa- 
bético de apellidos, los nombres y señas de los individuos cuya detención * 
esté circulada, consignand ) además 'a fecha de la orden ó del Boleiin en 
que aquellos aparezcan requisitoriados, y en él concepto y autoridad ó 
Tribunal de que proceda la solicitud. Éste registro tiene por objeto el 
que sin pérdida de tiempo puedan hacerse las oportunas confrontas antes 
de autorizar los pases ó refrendos que por los individuos se soliciten. 

Si en algún caso llegaren á ofrecerse dudas justificadas tocante á la 
personalidad de los portadores de las cédulas, cuidarán los Alcaldes de 
barrio de participarlo seguidamente á la Alcaldía Municipal de que depen- 
dan, la cual, ajustándose á las instruccianes que por este Gobierno se tie- 
nen dictadas desde 30 de Junio de 1882, y que fueron recordadas por 
circular de 29 de Agosto del año próximo pasado, procederá sin demora 
á la identificación de los interesados, valiéndose para ello de los distintos 
medios que en dichas instrucciones se recomiendan, y á cuyo efecto deben 
saber los Alcaldes que están facultados para dirigirse á las autoridades que 
corresponda en demanda de los necesarios antecedentes. 

Estas formalidades muy importantes sin duda, no son las únicas que 
deberán tener presentes los Alcaldes para el mejor desempeño de su co- 
metido. 

Para que esta pueda dar los eficaces resultados, que son de esperarse 
es indispensable que los Alcaldes de barrio cuiden de cerciorarse en cada 
caso de si efectivamente las cédulas que se les presenten para su renova- 
ción ó refrendo pertenecen á los interesados, si están ó no bien expedidas 
con la filiación de aquéllos y si reúnen las demás circunstancias que las 
disposiciones vigentes prescriben, para acreditar la legitimidad de dichos 
documentos, puesto que de ello depende en gran manera el que sean una 
verdad las garantías que este servicio tiene por objeto realizar para la bue- 
na administración de justicia. 

Y como por recientes circulares superiores se ha prevenido á los seño- 
res Alcaldes ejerzan la más escrupulosa inspección en todo cuanto se refiere 
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á la expedición y uso de las cédulas personales, considero innecesario re- 
cordarles dichos respetables preceptos, en la persuasión de que por su parte 
serán cuidadosamente atendidos. 

Los señores Alcaldes se servirán dar cuenta del recibo y cumplimien- 
to de la presente á la mayor brevedad posible. 

Habana 8 de Junio de 1888. — Luis Alonso Martin, 



Ofden público y policia, — Circular — El Iltmo. Sr. Secretario del Go- 
bierno General en comunicación fecha 22 del actual, dice á este Centro 
lo siguiente: 

**En comunicación de 18 del corriente manifiesta la Capitanía Gene- 
ral al Excmo. Sr. Gobernador General lo siguiente: — Con esta fecha digo 
al Excmo. Sr. General Subinspector de Voluntarios lo que sigue: — Ex- 
celentísimo Sr. — Teniendo en consideración las razones expuestas por 
V. E. en su escrito de fecha 16 del mes próximo pasado, en que consulta 
sobre la expedición de pasaportes al extranjero á individuos de ese Institu- 
to, he tenido por conveniente resolver, que á todo individuo que sirve ó 
haya servido en ese Instituto el tiempo preceptuado en el artículo 3. ^ adi- 
cional á la Ley de reemplazos vigente, acogido á los beneñcios que con- 
ceden las disposiciones vigentes cause ó no baja en él, debe anotársele en 
la hoja biográfica por esa Subinspección una adición en que se haga cons- 
tar que habiendo servido en el Instituto el tiempo prefijado por la Ley, 
acogido á los mismos, queda desde luego exento de responsabilidad de 
quintas y en actitud de poderse separar de las filas siempre que lo solicite 
y hacer los viajes para Europa y el extranjero que á sus intereses conven- 
gan, sin necesidad de depósito en concepto de fianza. — Por lo que respec- 
ta á los que habiendo servido más de seis años en la Institución sin aco- 
jerse á beneficios, pertenezcan ó no á él, y necesiten solicitar pasaporté se 
les expedirá por esa Subinspección un certificado en que se hará constar 
esta circunstancia, exponiendo que si bien no se ha recibido su declaración 
de soldado, queda en iguales condiciones que los anteriores para efectuar 
viaje. — Y con el fin de que esta disposición llegue á conocimiento de Jos 
Alcaldes de barrio, con esta fecha lo traslado al Excmo. Sr. Gobernador 
G neral de esta Isla. — Lo que participo á V. E. para su cumplimiento y 
en contestación á su ya precitado escrito. — Lo que tengo el honor de tras- 
ladar á V. E. por si se digna hacerlo por su parte á quien corresponda 
para que llegue á conocimiento de los Alcaldes de barrio de esta Isla, con 
el fin de que los mismos se atengan en un todo á lo dispuesto en el ante- 
rior inserto en cuanto se refiere á los individuos comprendidos en él y de- 
sean ausentarse para los puntos qtie á sus intereses convengan.'^ 

Lo que he acordado se haga público por este medio para conocimien- 
to de las Autoridades de la Provincia y demás personas á quienes pueda 
interesar. 

Habana Agosto 25 de 1888. — Antonio C, Telleria, 



Gobierno General de la Isla de Cuba, — Secretaría. — Negociado de Or- 
den Público y Policía. —En la regla 14 de las dictadas con fecha 24 de 
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Mayo último, y publicadas en la Gaceta oficial de 26 del roismo mes, para 
el cumplimiento de la Real orden de 18 de Abril próximo anterior, sobre 
supresión del pasaporte que se expedía á los españoles á la salida de la 
Isla, se estableció que quedaban subsistentes los requisitos que venían 
exigiéndose para la entrada en este territorio. Y como quiera que aquél 
precepto ha originado diversas dudas, el Excmo. Sr. Gobernador Gene- 
ral, en virtud de consulta del Gobierno Civil de la Provincia de la Haba- 
na, y C9mo ampliación de la citada regla 14, ha tenido á bien disponer 
lo siguiente: 

I. ^ Los españoles que se dirijan al extranjero con cédula personal 
en que el Alcalde de barrio hubiere estampado la correspondiente nota 
de salida, si desean regresar á la Isla, deben acudir al respectivo Cónsul 
de España para que éste refrende ó vise la propia cédula conforme en 
igualdad de circunstancias se v saban antes los pasaportes. 

3. ° Los españoles que, encontrándose en el extranjero desprovistos 
de la referida cédula anotada, desearen venir á este territorio, deben traer 
pasaporte expedido por el mismo Cónsul. 

3. ® Los que vinieren á la Isla procedentes de la Península ó de 
cualquiera de las posesiones españolas, tienen que llenar las formalidades 
que para el caso están establecidas en esos puntos. 

Lo que de orden de S. £. se hace público para general conoci- 
miento.' 

Habana, 31 de Agosto de 1888. — A. de Quintana. 
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EXPEDICIÓN DE TITEOS. 



Ministerio de Ultramar. — El Rey (q. D. g.), y en su nombre la 
Reina Regente del Reino, ha tenido á bien disponer: 

1. *^ La expedición de títulos nobiliarios y de honores, la de Reales 
despachos y títulos de empleados públicos y la de los demás documentos 
con en de esta fecha, á cargo de los Negociados que entiendan en las con- 
cesiones y nombramiento respectivos. 

2. ® Estos documentos serán entregados precisamente á los intere- 
sados, si se hallasen en esta Corte, ó remitidos, de oñcio á la Autoridad 
Superior de la provincia de Ultramar donde residan aquellos. 

3. ® De todo documento de los mencionados en esta orden se hará 
la minuta correspondiente, que será rubricada por el Sr. Ministro de Ul- 
tramar y por el oñcial del respectivo Negociado y unida al expediente per- 
sonal del interesado. 

4. ^ A la vez que las Reales órdenes de nombramiento, se armarán 
los títulos de los destinos á que los mismos se refieran. 

5. ® Cesará desde esta fecha el reintegro del sello del Estado de 
la clase ii. *^ , correspondiente á la copia de Reales despachos y títulos. 

Madrid i,^ de Mayo de i888. — Ei Ministro de Ultramar. — fautor 
Balaguer, 
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Gobierno Genetal de la Isla de Cuba. — Secreiafía, — Beneficencia, — Por 
el Ministerio de Ultramar se comunica al Kxcmo. Sr. Gobernador Qene- 
ral con fecha 14 de Enero último y bajo el número 60, la Real orden si- 
guiente: 

*'Excmo. Sr. — El Bey (q. D. g.) y en su nombre la Reina Regente 
del Reino, ha tenido á bien expedir con esta fecha el Real Decreto siguien- 
te. —En nombre de Mi Augusto Hijo el Rey D. Alfonso XIII y como 
Reina Regente del Reino, Vengo en disponer se aplique á la Isla de Cu- 
ba el Real Decreto de 27 de Abril de 1875, sobre Beneficencia pública, 
con las modificaciones, en él introducidas por el de 27 de Julio de 1881, 
concediendo al Gobernador General las facultades que por el capítulo 3? 
y siguiente de dicho Real Decreto corresponden al Ministerio de la Gober- 
nación y Dirección general de Beneficencia y Sanidad. — Dado en Palacio 
á 14 de Enero de 1887. — María Cristina. — El Ministro de Ultramar, Víc- 
or Balaguer. — Lo que de Real .orden comunico á V. E. para su conoci- 
miento-" 

Y puesto el cúmplase por S, E., de su orden se publica en la Gaceta 
Oficial para general conocimiento. — Habana 1 1 de Febrero de 1887. — El 
Marqués de Méndez Núñez, 



El Excmo. Sr. Gobernador General, se ha servido disponer se publi- 
que en la Gacela Oficial tWi^dX Decreto adjunto fecha 27 de Abril de 1875, 
organizando los servicios de la Beneficencia general y particular, bajo la 
inspección y protectorado del Gobierno, é Instrucción para el ejercicio de 
dicho protectorado, á fin de que sea conocido y sirva de gobierno á las 
itoridades encargadas de velar por su cumplimiento y aplicación á esta 
sla según Real orden de 14 de Enero último, así como las modificacio- 
es en él introducidas que también se acompañan para que se inserten á 
continuación, — Habana 12 de Mano de 1887. — El Marqués de Méndez 
Núñez, 
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Real Decreto de 2^ de Abril de 1875. — Organizando los servicios de la Be^ 
neficencia general y pat Ocular, eon el nombre genérico de Beneficencia/ 
bajo la inspección y protectot ado del Gobierno. 



A propuesta del Ministro de la Gobernación y de acuerdo con el Con- 
sejo de Ministros, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo I, ® Los servicios de la Administración Central, conocidos 
hoy con las denominaciones de Beneficencia general y particular, consti- 
tuirán uno solo, bsjo el nombre gene» ico de Beneficencia, encomendado £ 
la iniciativa y'administración particulares, bajo la inspección y protectora- 
do del Gobierno ejercidos por el Ministro de la Gobernación y la Direc* 
ción del ramo, (i) 

Art. 2. ° Los patronos de establecimientos é instituciones benéficas 
particulares, cualquiera que sea el oríjen legal de su cargo, serán respeta- 
dos y ])rotejidos en el ejercicio de sus derechos. 

Art. 3. ^ Los establecimientos benéficos denominados hoy genera- 
les, los de patronazgo del Gobierno ó de sus delegados y agentes, y todos 
los demás particulares, huérfanos temporal ó indefinidamente, en todo ó 
en parte, de los patronos que les designaran sus respectivos fundadores,, 
será encomendado á Juntas de patronos. 

Art. 4 ® Los establecimientos particulares de Beneficencia serán 
sostenidos con los bienes y val res de su dotación, y con los auxilios vo» 
luntarios que se les concedieren. 

Art. 5. ^ Se destinarán á la conservación, mejora y aumento de 
los establecimientos generales de Beneficencia los bienes y valores si- 
guientes: 

1. ° Los de procedencia particular que forman parte de su dotación* 

2. ® Los que por contratos entr^ vivos, ó por última voluntad, des- 
tinaren los particulares á este objeto. 

3. ® Los de Beneficencia particular insuficientes para el servicio de 
fundación, sobrantes del mismo, ó cuyo objeto hubiera caducado ó no es- 
tuviese en armonía con las actuales condiciones sociales. 

Y 4. ® Las partidas consignadas en los respectivos presupuestos 
públicos. 

Art. 6. o Las Juntas provinciales de Beneficencia particular se de- 
nominarán de Beneficencia, y extenderán su inspección á los dos servicios 
reuiiidos por este decreto. • 

Art. 7. ^ Se aprueba la adjunta Instrucción para el ejercicio dd 
protectorado que al Gobierno compete en la Beneficencia y quedan dero- 
gadas todas las disposiciones anteriores sobre la misma materia. 

Dado en Palacio, á 27 de Abril de 1875. — ^ai.fonso. — El Ministro de 
la Gobernación, Francisco Romero y Robledo, 



(1) En esta Isla el Gobernador General. 



BENEFICENCIA. l8l 



INSTRUCCIÓN 

PAEA BL EJERCICIO DEL PROTECTORADO DEL GOBIERNO 

EN LA BENEFICENCIA. 



TITULO I. 

0e la Beneficencia. 

Artículo I. ® Pertenecerán á la Beneficencia general todos los es- 
tablecimientos clasificados con este carácter en la forma prevenida por las 
líyes. 

Art. 2. ® La Beneficencia particular comprende todas las institucio- 
nes benéficas creadas y dotadas con bienes particulares, y cuyo patronazgo 
y administración fueron reglamentados por los respectivos fundadores ó en 
nombre de éstos, y confiados en igual forma á Corporaciones, autoridades 
ó personas determinadas. 

Art. 3. ® Adquirirá el carácter de pública toda institución particu- 
lar cuando estuviere encomendada por fundación á patronos de oficio y 
éste fuere suprimido. 

Art. 4. ® Las instituciones particulares no perderán este carácter 
por recibir alguna subvención del Estaio, de la provincia ó del Municipio, 
siempre que aquélla fuere voluntaria y no indispensable para la subsisten- 
cia de las fundaciones, 

Art. 5. ^ Las instituciones de Beneficencia son establecimientos ó 
asociaciones permanentes, destinados á la satisfacción gratuita de necesi- 
dades intelectuales ó físicas, como Casas de Maternidad, Escuelas, Cole- 
gios, Hospitales, Pósitos, Montes de Piedad, Cajas de Ahorros y otros aná- 
logos, ó fundaciones sin^aquel carácter de permanencia, aunque con desti- 
no semejante, conocidas comunmente con los nombres de Patronatos, me- 
morias, legados, obras y causas pías. 

Art. 6. ® Las instituciones de Beneficencia, bien sean actores, bien 
demandadas, litigarán como pobres, así en los negocios contencioso-admi- 
nistrativos como en los ordinarios. 

TITULO II, 

Del protectorado. 

CAPITULO PRIMERO. 

Funciones del protectorado y autoridades qfie lo ejercen. 

Artículo 7. ^ Corresponde al Gobierno el protectorado de todas las 
instituciones de Beneficencia que afecten á colectividades indeterminades, 
f que por esto necesiten de tal representación. 
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Art. 8. ° Este protectorado no comprenderá más que las facultades 
necesarias para lograr que sea cumplida la voluntad de los fundadores en 
lo que interese á colectividades indeterminadas. 

En los establecimientos públicos !a acción del Gobierno no tendrá 
Otras limitaciones que las impuestas por [as leyes. 

En las herencias y legados benéñcos que no impliquen obligaciones 
permanentes, la acción del protectorado cesará CQa el cumplimiento pro- 
badc de la voluntad dd testador. 

En las asociaciones benéficas creadas y reglamentadas, por la libre vo- 
luntad de los mismos asociados, y sostenidas exclusivamente con las cuo- 
tas obl'galorias de éstos ó con bienes de su libre disposición, y en los esta- 
blecimientos propios de las que gobieinen y administren, el protectorado 
no tendrá otra misión que la de velar por la higiene y por la moral pública. 

Ed las cláusulas de fundación que levistan carácter exclusivamente 
bmiliar, el protectorado respetará la competencia exclusiva de los Tribu- 
oales d¿ justicia. 

Cuando el fundador relevare á sus patronos ó administradores de la 
presentación de cuentas, no tendrán éstos la obligación de rendirías regu- 
lar y periódicamente; pe:o sf la de justificar el cumplimiento de las cargas 
de la fundación, siempre que sean requeridos al intento por autoridad com- 
petente. 

Cuando por disposición explícita del fun'dador quedase el cumplimien- 
to de su voluntad á la fé y conciencia del patrono ó administrador, sólo 
tendrá éste la obligación de declarar solemnemente dicho curaplitniento, 
acreditando que es ajustado á la moral y á las leyes. 

Art, 9,° El ejercicio del protectorado continúa confiado al Minis- 
terio de ¡a Gobernación, quien lo desempeñará por sí, por la Dirección ge- 
neral de Beneficencia, Sanidad y establecimientos penales, y por los Go- 
bernadores de provincia. {1) 

■ Serán auxiliares del protectorado las Juntas y los administradores pro- 
vinciales y municipales, las Juntas de patronos y los delegados y demás 
funcionarios del ramo. 

CAPITULO II. 
ZJ« Gobierno. 

Artículo 10. Se reserva el Gobierno: 

i.° La aprobación de las constituciones y estatutos de las funda- 
ciones de su patronazgo y de las demás de carácter permanente encomen- 
dadas á Juntas de patronos. 

2. * La aprobación de los presupuestos y cuentas de los estableci- 
mientos generales. 

CAPITULO IIL 
Del Ministro de la Gobemadán {2) 

Artículo II. Corresponde al Ministro de la Gobernación, con las 
formalidades que se expresarán, las siguientes facultades; 

(1) En estalalft al Gobernador General y loa Goberaadores civiles de provincit. 
''" Según el R. D. de 14 de Enero de 1887 fueron concedidas al Goberuaaor 



Genera) las TaonltadeB que por este cdpitolo y el signiente corresponden al lüñiste- 
lio de la Gobernación y á la Direcoión general de Beneficencia. 
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1. ** Clasiñcar los establecimientos de Beneficencia. 

2. ^ Crear, suprimir, agregar y segregar fundaciones por iniciativa 
propia ó en cumplimiento de voluntad privada; modificarlas en armonía 
con las nuevas conveniencias sociales y suplir por medio de los acuerdos y 
nombramientos absolutamente necesarios para el orden regular de las ins- 
tituciones, las evidentes omisiones f'e los fundadores. 

3. ^ Disponer de los fondos sobrantes ó de objeto caduc do en las 
fundaciones particulares á favor de otro servicio inexcusablemente benéfico. 

4. ^ Autorizar á los representantes legítimos de las fundaciones, 
cuando no lo estuvieren por otro título, para def^^nder los derechos de és- 
tas ante los Tribunales de justicia, para transijir sus litigios, para vender 
sus bienes inmuebles no amortizados, para convertir en títulos al portador 
las inscripciones intransferibles y para negociar los demás valores represen- 
tativos del capital. 

5. ^ Acordar la.s reglas generales para el ejercicio del protectorado 
y declarar inspecciones y visitas extraordinarias. 

6. ^ El nombramiento, suspensión, destitución y renovación total 
ó parcial de las Juntas provinciales y municipales, (i) 

7. ^ líl nombramiento, >uspensión, destitución y renovación total ó 
parcial de las Juntas encargadas de ejercer en nombre del Gobierno el pí^- 
tronazgo que por ley ó por título de fundación le corresponda en 'estable- 
cimientos benéficos y de las destinadas á patrocinar las de carácter perma- 
nente que por cualquier circunstancia no conservasen el número de patro- 
nos designados por la fundación. 

8. ^ Aprobar l-s reglamentos que las Juntas provinciales, municipa- 
les y de patronos acordaren para su régimen interior. (2) 

9. * Confiar á las Juntas provinciales el patronazgo de las institu- 
ciones no permanentes que se hallaren en alguno de los casos siguientes: 

1. ^ Pendientes de regularización, ínterin se realÍ2'.a ésta con arreglo 
á la voluntad de los fundadores y á las leyes. 

2. ° Huérfanas absolutamente de representación, porque fuese aneja 
á oficios suprimidos, ó á personas que la han abandonado ó renunciado, 
porque no se conocieran los individuos llamados á desempeñarla, ó porque 
el mejor derecho á su ejercicio se ventila ante los Tribunales de justicia. 

3. ^ Suspensos ó destituidos todos los que llevaren su representa- 
ción legal. 

4. ^ Encomendada por ley ó por fundación al patronazgo de los 
Gobernadores de provincia. 

No obstante, aún en los casos que quedan enumerados, podrán impe- 
dir la representación de las Juntas y rescatar el ejercicio del patronazgo, 
los siguientes: • 

1. ° Si el fundador ó la ley vigente hubiese previsto el caso en que 

(1] Modificada esta regla por el R. D. de 28 de Julio de 1881, debe entenderse 
redactada cq esta forma: 

Regla 6? £1 nombramiento, suspensión, destitución y renovación total ó par- 
cial de las Juntas provinciales. 

(2) Modificada esta Regla por R. D. de 28 de Julio de 1881. debe entenderse 
redactada en esta forma: 

Regla 8* Aprobar los reglamentos que las Juntas provinciales y de patronos 
acordaran para su régimen interior. 
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la fundación se encuentra y dispuesto la manera de proveer en él, lo 
recidos por esta declaración. 

2. ° Si el patronazgo activo fuere familiar, la persona ó person 
obtuvieren la declaración de mejor derecho, con arreglo al título de 
don, ante el Tribunal competente. 

Y 3. ° Si la representación estuviese conñada á la elección < 
Autoridad, Corporación, funcionario ó particular, la persona ó pe 
que con arreglo á las prescripciones de la fundación, fueren nueva 
elegidas y piesenUdas cun tal objeto. 

10. Confiar á los Administradores provinciales la administran 
las fundaciones que, respecto á esta función, se encontraren en algu 
los casos de ta facultad anterior. 

11. Nombrar, suspender de ejercicio y de sueldo y destituirá! 
ministradores provinciales y municipales y á los empleados Jefes de 
do dependientes de las Juntas de patronos y aprobar los sueldos d 
y otros. 

12. Nombrar y separar á los delegados y abogados del ramo. 

13. Aprobar, modificar ó alzar las suspensiones de patronos, 
nistradores y encargados particulares, decretadas por los Gobernad< 
provincia y acordarlas por sí mismo cuando las juzgue procedentes. 

14.- Destituir patronos, administradores y encargados particul 

Y 15. Autorizar todos los contratos que afecten á los presu] 
generales del Estado. 

CAPITULO IV. 

De la Dirección general de Beneficencia, Sanidad 

y Establecimientos penales. 

Articulo 12. Corresponden á la Dirección general de Beneñ' 

Sanidad y Establecimientos penales, con las formalidades que se e 

rán, los facultades siguientes: 

I.® Autoiizar la entrega de los valores de deuda pública ei 
por la liquidación ó conversión á favor de las fundaciones y el pago 
intereses correspondientes. 

2. "> Aprobar los presupuestos y las cuentas de las Juntas pro 
les y municipales de Beneficencia, de las de patronos y de los adm 
dores provinciales, municipales y particulares. (1) 

3. "* ApTobar las fianzas de los administradores provinciales j 
dpales y de los funcionarios Jefes al servicio de las Juntas de patroi 
tuvieren que prestarlas y alzarlas cuando proceda. 

4. '^ Aprobar los expedientes de investigación. 

5. '^ Girar inspecciones y visitas extraordinarias. 

6. ^ Autorizar á los representantes legítimos de las funda 
cuando no lo estuvieren por otro título, para negociar los valores d 
da pública al portador, que les pertenezcan en concepto de rentas. 

(1) Modificada por B. O, de 28 de Julio de ISSl esta regla, debe enl 
redactada en la fonna siguiente: Regla 2? Aprobar loe preaupuBstos y las ■ 
de las Jnntae provinciales 7 municipales de beneficencia, de las de patrón 
los Admirdelradores provinciales, municipales y particulares, siempre que la 
de las fnndacioaes á que dicboa presnpuestoa y cuentas se refieran llegaren 
der de 500 pesetas. 
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7. ^ Autorizar las ventas, arrendamientos, obras y suministros que 
afecten á la Beneficencia particular, cuando excediesen las facultades de 
los representantes legítimos de las fundaciones. 

Y 8. ** Aprobar, á propuesta de los respectivos representantes, el 
sistema de contabilidad que ha de seguirse en las fundaciones que carecie- 
sen de esta previsión. 

CAPITULO V. 
I 
De ¡os Gobernadores de ptovincia 

Artículo 13. . Corresponde á los Gobernadores de provincia, dentro 
del territorio de su mando, y hasta donde lo permitan las atribuciones que 
las leyes les confian, representar y ejercer el protectorado, (i) 

Pero tienen especialmente las siguientes facultades: 

I. ^ Nombrar, suspender, destituir y renovar total ó parcialmente 
en los períodos reglamentarios las Juntas municipales de Beneficencia, y 
aprobar sus reglamentos, oyendo previamente á la Junta Provincial. 

2.^ Aprobar los presupuesto^ y cuentas de las Juntas municipa- 
les, de los patronos y administradores de fundaciones benéficas, cuyas 
rentas no lleguen á 500 pesetas, después de examinados y censurados por 
la Junta provincial. 

3. ^ Suspender á los patronos, administradores y encargados parti- 
culares. 

4. ^ Convocar y presidir , cuando lo creyeren conveniente , las 
Juntas provmciales y municipales del ramo, prestarles el auxilio de su auto- 
ridad siempre que las mismas lo solicitaren para el ejercicio de sus funcio- 
nes y facilitarles sus comunicaciones con la Superioridad. 

5. ** Protejer en los derechos de patronazgo y de administración á 
las personas llamadas á su ejercicio por las leyes ó por título de fun- 
dación. 

6. *^ Elevar al Ministro de la Gobernación relaciones de las perso- 
nas de la localidad respectiva más distinguidas en moralidad, ilustración y 
celo por la Beneficencia, siempre que se trate del nombramiento de alguna 
Junta provincial, municipal ó de patronos. 

Y 7. *^ Facilitar local propio de la Beneficencia y donde no lo hu- 
biere, otro público y apropiado, en que se instalen las Juntas y administra- 
dores del ramo, sus cajas y archivos, instruyéndolos expedientes' necesarios 
al intento. 

CAPITULO VI. 

JDe las Juntas Provinciales. 

Art. 14. Las Juntas provinciales de Beneficencia constarán de siete 
once vocales, vecinos de la Capital de la provincia y muy caracterizados 
Q ilustración, moralidad y celo por la Beneficencia. 



[i) Este artículo segán el Real Decreto de 28 de Julio de 1881, queda redactado ea 
% forma que se deja copiada. 
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Estos cargos son honoríficos y gratuitos. 

Son incompatibles los cargos de vocal en diferentes Juntas de Benefi- 
cencia y ios mismos y los de vocal de Junta de Patronos, patrono, adrni-' 
nistrador, encargado, director ó representante de fundaciones benéficas. 

Cuando un vocal de la. Junta provincial fuese nombrado Presícfcnte 
del Ayuntamiento ó de la Diputación provincial, 6 individuo de la Comí- 
siÓQ permanente, dejará de intervenir en los acuerdos de la Junta, hasta 
que cese en estos cargos. 

Art. 15. Las Juntas provinciales durarán cuatro años; los individuos 
que las formen serín renovados por mitad en cada bienio y la suerte de- 
terminará la primera mitad renovable. 

Los vocales de estas Juntas son reelegibles indefinidamente y se en- 
tenderán reelegidos cuando no se decrete su renovación en el término 
legal. 

Art. 16. Las Juntas provinciales tienen la misión de ilustrar y facili- 
tar la acción del protectorado y ejercerán dentro de sus respectivas pro- 
vincias las funciones siguientes: 

I. " Nombrar de entre sus vocales, con el título de Vice- Presidente, 
su presidente hnbitual al empezar el ejitrcicio de las Juntas, en caso de re- 
novación y cuando por otra causa accidental 6 permanente vacare aquel 
cargo, 

2. " Formar sus Reglamentos y someterlos, á la aprobación del Mi- 
nistro de la Gobernación. 

3. " Proponer el sueldo que el Administrador provincial ha de per- 
cibir y la fianza que debe prestar para el ejercicio de su cargo, teniendo en 
cuenta la importancia de los bienes y valores que custodie. 

4. '* Nombrar sus procuradores y Notarios y el personal subalterno 
que han de tener á su servicio, dando cuenta al Ministro de la Gober- 
nación. 

5. '^ Ejercer el patronazgo de todas las fundaciones que se les en- 
idasen, con arreglo á lo prevenido en la facultad 9. " del art, 1 1. 

. "■ Informar al Ministro de la Gobernación, á la Dirección gene- 
Jos Gobernadores de Provincia en cuantas ocasiones se lo ordenaren 
esariamente en los expedientes que se instruyan para ejercitar la: í'a- 
les 1. ^, 2, "*, 3. " y 14 del artículo n y z. " . 3. " 74."' del artículo 
' esta instrucción. 

. "• Informar las cuentas de sus respectivos administradores y de 
rticuláres. 

. ** Pedir informes sobre los asuntos que les están confiados y re- 
r, como de oficio, con las formalidadas legales, de las Notarías, Re- 
s de la propiedad y demás oficinas y archivos públicos, testimonios & 
caciones autorizados de los documentos que juzguen necesarios para 
er el origen, naturaleza, patronos, administradores, objeto, dotación 
iitudes de las fundaciones enclavadas en la provincia. 
. " Visitar los establecimientos benéficos de la provincia, 
o. Averiguar si los bienes, valores y papeles pertenecientes á Be - 
ncia existen indebidamente en poder de alguna persona ó Corpora- 
si los que ejercen el patronazgo y la administración de las fundacione s 
justo título piara ello y respetan las prescripciones legales y de fun- 
1 y si los encargados de crear y mejorar alguna institución benéfica 
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cumplen su cometido, y participar á la Autoridad correspondiente los abu- 
sos que observaren, para su remedio por medio de oportunos expedientes 
de suspensión y de destitución de los patronos, administradores ó encar- 
gados y por los demás recursos legales. 

Respecto á los bienes y valores procedentes de Beneficencia particu- 
lar y aplicados legalmente á la provincial ó municipal, averiguarán si se 
conservan debidamente y si se emplean en los objetos de su institución con 
las formalidades convenientes. 

11. Velar por que en los litigios que afecten á la Beneficencia se 
aprovechen los plazos y recursos legales, cuidar de que se eviten contro- 
versias judiciales improcedentes ú onerosas, y comparecer y mostrarse 
parte, si fuese indispensable, con autorización del Ministro de la Gober- 
nación, en representación de los intereses colectivos que les están con- 
fiados. \ 

12. Ser parte, con igual representación, en los autos de desvincula- 
ción; resistirla cuando no proceda con arreglo á las leyes y procurar en 
todo caso el respeto á las cargas benéficas que deban subsistir. 

13. Ejercitar, estimular y auxiliar la acción investigadora y facilitar 
á los funcionarios encargados de este servicio cuantas noticias pudieran 
aprovecharles para su mejor desempeño, y las certificaciones de documen- 
tos que obrasen en los archivos de las Juntas y que pudieran contribuir 
al mismo fin. 

14. Promover las operaciones de liquidación, emisión y entrega de 
las inscripciones intransferibles de Deuda pública, por equivalencia de 
bienes desamortizados; evitar que el Estado se incaute de ellos antes de 
consumar la desarmotización; cuidar de que una vez realizada ésta, se 
abone lo p-ocedente, á cuenta de los i itereses de las inscripciones, hasta 
su emisión y procurar el cobro de los atrasos que la Beneficencia tenga 
por renta de los bienes ó por intereses de las inscripciones. 

15. Formar, con los premios de patronazgo y de Administración 
de las fundaciones que se les confien y con los Hemás recursos que ésta 
instrucción crea, un fondo de cuya distribución darán- anualmente cuenta. 

Por dichos premios de patronazgo y administración, las Juntas per- 
cibirán el 10 por ICO sobre los ingresos de las respectivas fundaciones. 

16. Dictar cuantas disposiciones crean convenientes respecto de los 
libros que deben llevar sus administradores y el sistema y forma á que 
han de sujetar la contabilidad de los fondos propios de las Juntas y de 
cada una de las fundaciones que tengan á su cargo. 

17. Registrar los presupuestos y cuentas que informen y reciban 
aprobadas y formar la contabilidad provincial. 

18. Elevar al Director general, al terminar los meses designados 
para informar los presupuestos y las cuentas particulares, estados de los 
representantes que han cumplido y de los que no han cumplido esta obli- 
gación, 

Y 19. Fonnar libros-registros de todas las fundaciones de Benefi- 
f'encia enclavadas en la provincia, con cuantos detalles sean indispensa- 
bles para reunir su estadística. 
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CAPITULO VII. 
De las Juntas Municipales. 
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.Art. 17. El Ministro de la Gobernación creará Juntas municipales 
de Beneñcencia, con audiencia de la provincial respectiva, en los pue- 
blos apartados de la Capital, que tuviesen instituciones del ramo nume- 
rosas 6 muy ricas. 

Art. 18. Estas Juntas constarán de cinco á nueve individuos. 

Los períodos de duración y renovación y las condiciones y circuns- 
tancias desús vocales, serán iguales á las de las Juntas provinciales. 

Art. 19. Las Juntas municipales dependerán inmediatamente de las 
provinciales respectivas y ejercerán en su localidad las funciones que aqué- 
llas en toda la provincia. 

CAPITULO VIII. 

De los Administradores provinciales, 

Art, 20. Los Administradores provinciales de Beneficencia serán 
nombrados y separados por el Ministro de la Gobernación y disfrutarán el 
sueldo que el mismo Ministra les señale á propuesta de la Junta provincial 
respectiva. 

Cuando por insuficiencia de datos ó por falta de recursos no pu- 
diere fijarse este sueldo, podrán asignárseles los premios de Administra- 
ción de las fundaciones que se les vayan confiando, por todo su valor ó 
en parte alícuota de los -mismos. 

Art. 21. No podrán ser nombrados para este cargo los que estu- 
vieren residenciados ó hubiesen sido responsabiliza ios gubernativamente, 
por abusos de sus funciones como empleados públicos, ni los q le se ha- 
llaren procesados ó hubiesen sido condenados por algunos de los delitos de 
falsedad de los empleados públicos en el ejercicio de sus cargos, d contra 
la propiedad. . 

Tampoco podrán ser nombrados los vocales de Juntas de Benefi- 
cencia ó de patronos, los patronos, administradores, encargados, direc- 
tores ó representantes de otras fundaciones benéficas. 

Art. 22. Los Administradores provinciales serán los secretarios, pero 
sin voto, de las respect vas Juntas y tendrán, bajo la inspección de las 
mismas y con las formalidades que se dirán, las atribuciones siguientes: 

1. ^ Administrar todas las fundaciones que se les encomendaren 
con arreglo á lo prevenido en la facultad 10 del artículo 11. 

2. ^ Llevar los libros que laá Juntas de que dependan les exijan 
y observar el sistema y forma de contabilidad prevenido por las mismas. 

3. ® Formar presupuestos y rendir cueijtas de cada una de las fun- 
daciones que tengan á su cuidado, en el tiempo y forma prevenidos para 
este servicio á los representantes particulares. « 

4. ^ Custodiar, en la forma que dispusieren las respectivas Juntas, 
los valores que constituyan el presupuesto anual de las mismas y los que 
formen el haber de las fundaciones que tengan á su cargo. 
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Y 5. * Organizar y custodiar el archivo del ramo, formar y con- 
servar los índices del mismo y los inventarios de todos los muebles y per- 
tenencias de las Juntas, y remitir á la Dirección general copias de dichos 
inventarios é índices. 

CAPITULO IX. 

De los Adminisitadarcs municipales, 

Art. 23. Habrá administradores municipales donde el Ministro de la 
Gobernación creare Jumas municipales del ramo; y tendrán, en la loca- 
lidad á que pertenezcan, las facultades y obligaciones que los administra- 
dores provinciales en sus respectivas provincias. 

CAPITULO X. 

De los Abogados , 

Art. 24.. Habrá todos los Abogados del ramo que las necesidades 
del servicio exijan. 

Art. 25. Los Abogados de Beneficencia serán nombrados por el 
Ministro de la Gobernación. ' 

Art. 26. Para ser nombrado Abogado de Beneficencia es indispen- 
sable tener, además de los títulos académicos y requisitos administrativos 
necesarios, algunas de las circunstaucias siguientes: 

1. ^ Haber ejercido la profesión, con estudio abierto, durante seis 
. años y pagado en tres por lo menos, la cuota media de la contribución de 

subsidio en la localidad respectiva. 

2. ^ Haber desempeñado cargos de la carrera judicial ó Fiscal du- 
rante cuatro años. 

3. ^ Haber desempeñado cátedra de derecho ó de Administración 
durante dos años 

4. ^ Haber pertenecido á Juntas de Beneficencia ó de patronos du- 
rante dos años. 

Y 5. '^ Ser au^or de alguna obra de derecho ó de Administración 
reputada útil. 

Estas circunstancias constarán, por las certificaciones correspondien- 
tes, en el expediente que ocasione el nombramiento y serán citadas en la 
orden que lo otorgue. 

Art. 27. Serán obligaciones gratuitas de los Abogados de Benefi- 
cencia: 

1.** Ilustrar á las Juntas de Beneficencia y de Patronos en todos 
aquellos asuntos que, por ofrecer dudas juríoicas, reclamen su dictamen. 

Y 2. ^ Defender á las mismas Juntas en todos los pleitos y rego- 
cios que, con la competente autorización sostengan, y en que sea necesa- 
TÍa la intervención de letrado, siempre que hayan de ventilarse dentro del 

territorio á que se refiera su nombramiento. 

Art. 28. Los representantes particulares de fundaciones benéficas 
podrán valerse de los Abogados del ramo, y si lo hicieren, gozarán de las 
ventajase onsiguientes á lo prevenido en el artículo anterior. Para valerse 
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de Abogado que no sea de Beneficencia, ní*cesitarán autorización espe- 
cial del Ministro de la Gobernación, y si no la tuviesen por título de fun- 
dación. 

Art. 29. Los Abogados de Beneficencia tendrán, respecto á las par- 
tes que litiguen, las mismas obligaciones y los mismos derechos que ios 
representantes jurídicos de quienes gozan de la defensa por pobres. 

TITULO III. 

Del Patronazgo. 

CAPITULO PRIMERO, 

De las Juntas de Patronos . 

Art. 30. Las Juntas de Patronos á que el Gobierno confiará el régi- 
men y administración de las instituciones que por ley ó por fundación 
correspondan á su patronazgo, y las encargadas de los establecimientos 
permanentes que no conserven el número de patronos designados por la 
fundación, no tendrán duración determinada ni número fijo de vocales. 

Serán vocales natos de las Juntas de la segunda clase, el patrón ó pa* 
tronos subsistentes. 

Art. 31. Las Juntas de Patronos tendrán las facultades que los esta- 
tutos y constituciones de los establecimientos respectivos les confíen y en 
todo caso las siguientes: 

1. ^ Nombrar sus respectivos Presidentes y Secretarios. 

2. * Someter á la aprobación del Gobierno las modificaciones que 
reputen necesarias ó convenientes en los estatutos y constituciones de la 
fundación. 

3. ^ Formar los reglamentos convenientes para facilitar el cumpli- 
miento de dichos estatutos ó constituciones y someterlos á la aprobación 
del Ministro d« la Gobernación. 

4."* Proponer los sueldos de sus empleados Jefes de servicio y la 
cuantía de las fianzas de los que tengan que prestarlas. 

5- ^ Nombrar y separar á todos sus empleados subalternos, dando 
cuenta al Ministro de la Gobernación. • 

6. "* Llevar la dirección, gobierno y administración de los estable- 
cimientos, cumpliendo las prescripciones legales y de fundación. 

7. ^ Formar los presupuestos y rendir las cuentas con arreglo á esta 
Instrucción, dándoles el curso correspondiente. 

Y 8. ^ Custodiar, ordenar y servir el archivo del establecimiento: 
formar sus índices y los inventarios de todos los bienes y valores que le 
perteneican, y temitir á la Superioridad copias de dichos índices é inven- 
tarios. 

CAPITULO II. 

De los patronos y administradores particulares, 

Art. 32. Los representantes lejítimos de las instituciones particula- 
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res de Beneñcencia, á título de fundación ó de ley, tendrán las obligacio- 
nes siguientes: 

1. ^ Presentar al protectorado los títulos de fundación y de propie- 
dad de las instituciones que tengan á su cargo, y las escrituras, convenios, 
concordias ó providencias que las hayan conñrmado ó modificado, y darle 
relación de sus bienes y valores. 

2. ^ Llevar la contabilidad de las fundaciones con arreglo al siste- 
ma acordado en las mismas, y en su defecto, con arreglo al que á su pro- 
puesta aprobase la Dirección general. 

3. ^ Presentar presupuestos y rendir cuentas con arreglo á esta Ins- 
trucción. 

4. ^ Tener en buen estado de conservación, producción y cobro los 
bienes y valores que administren. 

5. ^ Cumplir las cargas benéficas anejas á las fundaciones respec- 
tivas, s 

6. "* Respetar en el gobierno y administración de las fundaciones 
las leyes y las prevenciones de los fundadores. 

7.*^ Solicitar del protectorado las autorizaciones necesarias para 
ciertos actos de gobierno y administración que se expresarán. 

Art. 33. Los representantes lejítiinos de fundaciones particulares po- 
drán ser suspendidos y destituidos en su caso, por alguna de las causas 
siguientes: 

I. ^ Estar impedidos intelectual ó físicamente para el ejercicio de su 
cargo. 

2.** Haber sido privados ó suspendidos judicialmente de sus dere- 
chos civiles, ó impuéstoles pena corporal que les impidsí el ejercicio del 
cargo. ' 

3. ^ No cumplir sin justa causa las obligaciones impuestas por el 
fundador ó las leyes, después de requeridos previamente por la autoridad 
encargada de velar por dicho cumplimiento. 

4. ^ Desobedecer las órdenes del protectorado en asunto de su com- 
petencia, después de amonestados para su cumplimiento. 

5. ^ Turbar, aún después de amonestados en contrario, á las respec- 
tivas Juntas de Beneficencia en el ejercicio de sus funciones propias, y sin 
mediar justas causas, que sólo podrán serlo la de evitar un daño inthinen- 
te á la fundación, y la de reportarle un beneficio manifiesto. 

6. ^ Dar á los bienes y valores de las fundaciones, destino no bené- 
fico y diverso del designado por los fundadores. 

7. ^ Apropiarse bienes y valores de la fundación. 

8. ^ Negar la debida intervención á sus compatronos. 

Y 9. '^ Cometer abandono y negligencia graves en el desempeño de 
sus funciones, con daño de los intereses de la fundación. 

Art. 34. Las suspensi jnes podrán decretarse por el Ministro de la 
Gobernación ó por los Gobernadores de provincia, previa la instrucción 
de un expediente sumario en que sean oídos los interesados, y conste al- 
guna de las causas apuntadas en el artículo anterior. 

Art. 35. Acordada la suspensión por el Gobernador de la provincia, 
se dará cuenta, con remisión del expediente, al Ministro de la Goberna- 
ción, quien lo confirmará ó alzará. 

Art. 36. Siempre que el Ministro de la Gobernación acordase ó con- 
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firmase la suspensión del representante de una fundación, instruirá un ex- 
pediente para resolver con toda urgencia la forma en que ha de gobernarse 
interina ntenle la fundación, y otro distinto, para que aquél no sufra retraso, 
con objeto de acordar el alzainieoto de la suspensión ó la destitución de- 
finitiva. 

Art. 37. £1 expediente de destitución se instuirá ampliando el de 
suspensión con los informes convenientes y las inexcusables audiencias de 
los interesados, de la Junta provincial y del Consejo de Estado, y se resol- 
verá sin perjuicio del recurso contencioso- administrativo que pueden enta- 
blar los destituidos. 

Art. 38 De toda suspensión y destitución se dará traslado al Minis- 
tro de Hacienda, para conocimiento de las Direcciones que de él depen- 
den, á tos Gobernadores y Juntas respectivas, y á las demás oficinas pú- 
blicas y particulares á que pueda afectar él, acuerdo. 

Art. 39. Cuando por suspensión, destitución, renuncia ó por otra 
causa, cesaren alguno ó varios representantes lejítimos de una misma fun- 
dación no permanente, pero aún quedaren' dos ó más, se refundirán en 
éstos los derechos de los restantes. 

Art. 40, Si por virtud de cualquiera de las causas apuntadas en el 
artículo anterior, quedase un solo patrono al frente de fundación no per- 
manente que debiera tener dos ó más representantes, se proveerá que tenga 
dos al menos y al tenor siguiente: 

I." Se reconocerá á quien ó á quienes, según lo dispuesto en la 
última parte de la facuhad 9. " del artículo 1 1, puedan rescatar el ejercicio 
del patronazgo, que en otro caso se confiará á las Juntas. 

Y 2. "^ Si á pesar 'de esto no resultase más que un representante, los 
actos de éste necesitarán para su validez y aprobación superior la interven- 
ción obligada de la Autoridad local administrativa, judicial ó eclesiástica, 
según que en la vacante predominase uno ú otro de estos caracteres. 

Art. 4r, I.o dispuesto en los dos anteriores artículos será aplica- 
ble á los administradores particulares por lo que se refiera á su adminis- 
tración. 

Art. 42. Cuando lo previsto por los precedentes artículos 39. y 40 
ocurriere en fundaciones de carácter permanente, tendrá lugar el nombra- 
miento de Junta de patronos, en la forma prescrita por los artículos 11, 
facultad 7. " y 30 de esta Instrucción. 

TITULO IV. 

Sel pracedlmiento. 

CAPITULO PRIMERO. 

Heglas generales. 

Art. 43. Los que comparezcan y gestionen en representación agena, 
deberán acredirarla C( n la exhibición de poder bastante, ó con la presenta- 
ción de! correspondiente mandato privado legalizado por Autoridad depen- 
diente del Ministro de la Gobernación. 

Art. 44. Los que invoquen la legítima representación de ima fnndt- 
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ción, la acreditarán por testimonio del auto judicial correspondiente cuan 
do fuese familiar el título que invoquen y por certificacióu en forma de 1^ 
autoridad competente,.cuando la representación fuese aneja á un oficio ó 
cargo, ó resultado de una elección. 

Art. 45. Los títulos de fundación y de propiedad, escrituras, conve- 
nios, concordias y demás documentos públicos que deban obrar en los ex- 
pedientes á que ésta Instrucción se refiere, se presentarán en testimonio ó 
por certificación, pero ésta ha de ser expedida por autoridad dependiente 
del Ministerio de la Gobernación, que no sea parte en el expediente. La 
falta absoluta de estos documentos, cuando sean necesarios, sólo podrá 
suplirse por una información judicial para perpetua memoria. 

Art. 46. Todos los títulos de fundación y de propiedad, escrituras^ 
estatutos, constituciones, reglamentos y disposiciones oficiales que autori- 
cen, modifiquen, agreguen ó supriman alguna fundación de Beneficencia, 
formarán bajo el nombre de ésta, en el archivo de la sección, un legajo es- 
pecial, para que pueda ser consultado en cuantos expedientes lo necesiten^ 
sin ocasionar nuevas molestias ni gastos innecesarios á los interesados. 

Art. 47. Cuando sea preciso alguno de estos documentos, se recla- 
mará por el conducto debido; se extractará la parte pertinente en el expe- 
diente respectivo y se devolverá al archivo después de evacuado este ser- 
vicio. 

Art. 48. Cuando obraren en el Ministerio de la Gobernación los do- 
cumentos exigidos para los expedientes reglamentados en esta Instrucción 
bastará citarlos en la correspondiente solicitud. 

Cuando existieren en otras oficinas de la Administración pública, se 
podrá pedir certificación de los mismos al Jefe de la oficina respectiva. 

Y cuando se presentaren copias simples en el papel sellado correspon- 
diente acompañadas de testimonios ó certificaciones auténticas, podrá pe- 
dirse la devolución de é^tos, previos su cotejo y la consignación de la dili- 
gencia de conformidad. 

Art. 49. Los expedientes de carácter particular se referirán siempre 
á una sola fundación. Al efecto, se procurará que cada solicitud, comu- 
nicación ó acuerdo no tenga más alcance. Y cuando otra cosa sucediere^ 
se formarán, las correspondientes piezas separadas. 

CAPITULO 11. 

De las clasificaciones. 

Artículo 50. Siempre que se suscitasen dudas de oficio ó á instancia 
de parte, sobre el carácter público ó particular de una fundación benéfica, 
se instruirá expediente para su clasificación. 

Art. 51. Podrán promover expedientes de clasificación: 

1. ® El Ministro de la Gobernación, por iniciativa propia ó á exci- 
tación de alguna de las Autoridades, coiporaciones ó funcionarios encarga- 
ños de representar, auxiliar ó ilustrar al Protectorado. 

2. ® Los representantes legales de las fundaciones. 

3. ® Los interesados directa ó indirectamente' en sus beneficios 
Art. 52. En los expedientes de clasificación constarán necesaria- 

nente: 

13 
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1. ° £1 objeto de la fundación y sus cargas. 

2. ^ Los bienes y valores que constituyaa su dotación. 

5. ^ Sus fundadores y lasi personas que ejerzan su p 
administración . 

Art. 53. Serán documentos inexcusables en estos exped 

1. ° El título de fundación. 

2. "^ Relación autorizada de sus bienes. 

3. '^ Certificaciones bastantes para acreditar tas condicí 
rías del establecimiento según su clase. 

Art. 54. Serán trámites indispensables en estos expedie 
gui entes: 

i.° La audiencia de los representantes de la funda 
interesados d^sus beneficios, por un plazo que do bajará dec 
excederá de cuarenta, durante el cual tendrá de manifiesto e 
en la Sección del ramo. 

Los representantes é interesados que fueren conocidos s 
directamente; los que no lo fueren, jerán citados por los p 
dales. 

2. ° El informe de la Junta provincial. 

Y 3. "^ El dictamen del Consejo de Estado. 

Art. 55. Para que una fundación pueda clasificarse con; 
se necesita: 

i. ° Que reúna las condiciones exijidas por los articule 
de esta Instrucción. 

2.'^ Que cumpla con el objeto de su creación ó coi 
desde tiempo inmemorial. 

Y 3. " Que se mantenga exclusivamente con ei pro 
bienes propios sin ser socorrida p'ir necesidad con fondos d 
de la provincia ó del municipio y sín dis&utar del beneficio d 
arbitrios forzosos. 

Art. 56. Cuando no ofreciese dudas, n¡ suscitase contro 
tácter de un establecimiento, bastará que lo clasifique gubei 
el Ministro de la Gobernación, sin pen uício de practicar las de 
cias cuando se hiciese oposición á diciio acto. 

Art. 57, Hecha la clasificación de un establecimiento ei 
de las formas apuntadas se participará al Ministro de Haciei 
conocimiento y el de las Direcciones que de él dependen, al 
de la provincia, y la respectiva Junta provincial y á las demás 
blicas y particulares á que pueda afectar el acuerdo. 

Art. 58, La fundación asf clasificada será confiada por 
de la Gobernación á las Autoridades, corporacio'es ó particul 
ban ejercer su patronazgo y administración con arreglo á los 1 
tivos y á las leyes. 

CAPITULO III. 



^ 



Art. 59. Para que la Dirección general autorice por prii 
entrega de valores de Deuda pública emitidos por liquidaciói 



BENEFICENCIA. 195 



«ion, y el pago de sus intereses según se dispone bajo el número i. ® del 
artículo 10 de esta Instrucción, se necesita que los que lleven la legítima 
representación de las fundaciones, acrediten en expediente instruido al in* 
tentó lo siguiente: 

1. ° La personalidad de los solicitantes. 

2. o Las cargas benéficas que constituyen la fundación, por medio 
<]e la presentación del título de la misma y de cuantos documentos oficia- 
les la hayan confirmado ó modificado. 

Y 3. ^ El cumplimiento regular y completo de las cargas citadas, ó 
■el motivo legal que lo haya impedido. 

^ Art. 60. Las autorizaciones que se expidan por primera vez, con- 
forme á lo prevenido en el artículo anterior, serán remitidas á la Dirección 
general de la Deuda pública, y de ellas se dará traslado á los Gobernado- 
res y á las Juntas de Beneficencia de las respectivas provincias para que' 
mejor ejerzan en lo sucesivo, sobre las fundaciones de que se trate, la ins- 
pección y vigilancia legales. 

Art. 6i. Para la segunda y ulteriores entregas de valores y pagos de 
intereses, bastará que los representantes legítimos de las fundaciones acre- 
diten en la Dirección general de la Deuda pública, por certificación de la 
'Beneficencia, que continúan bajo la inspección del protectorado y cum- 
pliendo con la^ obligaciones legales y de fundación. 

Art. 62. No se solicitará, trasmitirá ni concederá autorización para 
defender ante los Tribunales de Justicia los derechos de la Beneficencia 
sino cuando estuvieren agotados todos los procedimientos y recursos admi- 
nistrativos. 

Art. 6^. Cuando los representantes legítimos de una fundación cre- 
yeren procedente presentar una demanda judicial solicitarán la necesaria 
autorización del Ministro de la Gobernación; cuando fueren demandados, 
sin perjuicio de contestar en tiempo y forma procedentes, daián cuenta i 
la Junta respectiva, de aquel hecho dentro del dia siguiente al en que fue- 
ran ernplazados; y siempre que intenten un litigio, comunicarán á la Junta' 
citada, las providencias definitivas que en él recayesen, dentro del día si- 
guiente al en que fueren notificados. 

Art. 64. Se necesitan expedientes y resoluciones especiales del Mi- 
nistro de la Gobernación para hacer las siguientes declaraciones, si exce- 
diesen de las facultades de los respectivos patronos ó administradores. 

I. «í Que el capital de una fundación es insuficiente para cumplir 
lo acordado por su fundador y que por ello debe destinarse á otro objeto 
benéfico, ó modificarse el existente. 

'2.*^ Que una fundación tiene rendimientos sobrantes y que éstos 
deben destinarse á otro objeto benéfico, 

3. ^ Que han caducado en todo ó en parte los objetos benéficos de . • 
una fundación y que el capital destinado al x)bjeto caducado debe desti- 
narse á otro. 

4. ^ ' Que deben reformarse las disposiciones de una fundación, para 
>unerlas en armonía con las nuevas conveniencias sociales. 

5.*^ Que conviene convertir las inscripciones intransferibles, dota- 
:ión de una fundación, en títulos al portador y vender los demás valores 
insfcribles representativos del capital de la misma. 

6. ^ Que es útil transijir un litijio que afecte á la Beneficencia. 
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Y 7. * Que conviene vender los bienes inmuebles no amortizados de. 
una fundación. 

Art. 65. Son aplicables á todos estos expedientes las circunstancia» 
exijidas por los artículos 52, 53 y 54. de esta Instrucción. 

Art. 66. Los fondos que resulten disponibles á consecuencia de lo 
prevenido en los artículos anteriores, formarán uno especial, custodiado 
en la Depositarla del ramo, y destinado preferentemente: 

i.° A satisfacer los gastos del protectorado. 
.2.° A completar la dotación de las fundaciones que la tuvieren- 
insuñcieiite y que fuesen de extraordinaria conveniencia pública. 

3,0 A instalar nuevas fundaciones cuyo objeto sea la satisfacción 
de necesidades desconocidas en lo antiguo, ó muy reclamadas por el estado 
actual de la sociedad. 

Art. 67. Respecto á la forma de verificarse las ventas, los arrenda- 
mientos, las obras y los suministros que afecten á instituciones de Benefi- 
cencia, se observarán las siguientes reglas: 

I . " Se respetarán en todo caso las autorizaciones de los respectivos 
fundadores, si las hubiere explícitas. 

2. °* Si no existiesen estas autorizaciones, los representantes "de las- 
fundaciones podrán adoptar la forma de administración 6 la de subasta,' 
siempre que se trate de valores que no excedan de la tercer» parte de la 
dotación total de las fundaciones respettivas. 

3." Cuando no existiesen las autorizaciones de la regla primera, y 
se tratase de valores superiores á los citados en la 2. " , la Dirección gene- 
ral resolverá, oyendo á los representantes de las fundaciones, si ha de 
adoptarse la forma de administración ó la de subasta. 

Art. 68. La Dirección general autorizará la negociación de valores 
al portador procedentes de rentas, á falta de otra autorización legal ó de fun- 
dación, cuando se acreditare la absoluta necesidad de ello, y con las ínter-t 
venciones necesarias para evitar el fraude. 

CAPITULO IV. 

Z)í /as invesligaeiones. 

Art. 69. La aprobación de las investigaciones de bienes y valores 
de Beneñcencia corresponde á la Dirección general. 
Art. 70. Son objeto de investigación: 

1. ° Los bienes y valores de Beneficencia, disfrutados por personas 
que ningún derecho tengan á los mismos. 

2. ° Los poseídos como propios por las personas ¿ quienes la fiia- 
' dación oto.gue otro derecho sobre ellos. 

3. ° Los poseídos por legítimos representantes de las fundaciones, 
en concepto de tales, pero no aplicados sin motivo legal al cumplimiento 
de las cargas benéficas establecidas por los fundadores. 

Se co isiderará que están incumplimentadas las cargas de una funda 
ción cuando existan recursos con que levantarlas en todo ó en parte y nt 
se haya hecho y cuando se hayan cumplimentado en una parte menor di 
la que aquéllas representen. La investigación, entonces, se referirá áli 
parte del capital ó productos que dejen de aplicarse. 
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4. ® Los bienes y valores que por incuria de los representante s 
legítimos de las fundaciones halláranse ó nó en su poder, están siendo 
improductivos para las mismas. 

Art. 71. La investigación no tendrá lugar cuando conste en alguna 
oficina de la Administración pública ó de Beneficencia particular la de- 
tentación que expresa el primer caso del artículo anterior, la posesión en 
concepto de propios del 2. ° y la falta de aplicación del 3. ® y 4. ® . 

Art. 72. Podrán promover expedientes de investigación los particu- 
lares que estén en el pleno goce de sus derechos, ejercitando la acción po- 
pular que se reconoce .para este servicio. 

Art: 73. Tienen obligación de promover esta misma clase de expe- 
dientes: 

I.® Las autoridades, corporaciones y funcionarios encargados de 
ejercer ó auxiliar la acción del protectorado. 

Y 2. ® Los delegados especiales que el Ministro de la Goberna- 
ción crea conveniente autorizar para toda la Nación ó para una ó más 
provincias. 

Art. 74. Los expedientes de investigación se promoverán y trami- 
tarán en la Sección de Beneficencia del Ministerio de la Gobernación. 

Art. 75. Los expedientes promovidos por particulares ó por dele- 
gados constarán de tres partes: 

1. ^ *=- Autorización para hacer la investigación. 

2. ^ Prueba de ésta. 

Y 3. ^ Resolución. 

Art. 76. Para que se otorgue la autorización, es preciso que se 
promueva la investigación por exposición elevada al Director general, ex- 
presiva de las siguientes circunstancias: ' 

1. ^ El nombre y domicilio del que promueve la investigación, ó de 
su apoderado si compareciese por éste, acreditados respectivamente con 
volante ó certificado de la autoridad local. 

2. ^ La fundación á que se refiere la denuncia, determinada por 
el nombre del fundador ó de los fundadores, por el punto de su instalación 
<S por cualquier otra circunstancia que haya servido para su designación 
usual. 

3. ^ Las autoridades, corporaciones, funcionarios ó particulares que 
tienen ó debieran tener la representación legal de la fundación. 

4. *^ Las cargas benéficas de la misma. 

5.** Los bienes y valores objeto de la investigación, su cuantía, 
clase y situación. 

6. ^ El tiempo que se considere bastante para terminar la investi- 
gación. 

Y 7. ** Los medios que se crean necesarios para este efecto. 

Art. 77. El primer escrito que presente el particular ó delegado que 
promueva la investigación, será anotado en el acto, en el registro especial 
—le llevará el Negbciado de investigaciones con la expresión siguiente: 

1. ^ Nombre y domicilio del que promueva la investigación y de su 
moderado, si compareciese por éste. 

2. ** Fundación á que se refiere. 

3. ^ Bienes que comprende la investigación. 

Y 4 «^ Hora, día, mes y año en que se practigue el asiento. 
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Con referencia á dicho asiento podrán expedirse por el Jefe de la. 
Sección los correspqndientes certificados qué pidan los interesados. 

Art. 78. La denuncia que no reúna los requisitos prevenidos en el: 
artículo 76 y la que no tenga por objeto bienes y valores de los compren- 
didos en el artículo 70, será desestimada. 

Art. 79. La denuncia que reúna los dichos requisitos y tenga por 
objeto bienes y valores de los comprendidos en el artículo 70, será decre- 
tada concediendo la autorización para proseguirla, y ñjando el tiempo en 
que deba terminarse la investigación, con las prevenciones de que, pasado 
éste sin realizarla, quedará caducada y se continuará de oñcio por el pro- 
tectorado y de que aún realizada, serán de cuenta del denunciador todos 
ri los gastos que ocasione hasta que la Beneficencia reciba los bienes y valOr 

^ res investigados. 

Art. 80. Si se hubiere pedido á la veí, y por dos ó más particula- 
í res ó delegados, autorización para realizar una misma investigación, se* 

acumularán las solicitudes de todos,, y al otorgar la autorización se señalará 
la prelación entre ellas con referencia al asiento prescrito en el artículo 77^ 
reservando al segundo en orden y á Jos sucesivos, su derecho para el caso 
|i de que se declare caducada ó abandonada la autorTzacíón del primero. — 

I Si este caso llegase, el denunciador segundo y los demás respectivamente» 

\¡ no podrán utilizar los datos del anterior, cuyo expediente quedará en sus- 

I pensó hasta que el protectorado se eucargue de la investigación. 

ji^ Art. 81. Si las denuncias presentadas simultáneamente tuvieren alga 

í de común en su objeto, se concederá al que obtuviere la preferencia, 

autorización para la parte común y para la especial propia y á los demá& 
denunciltdores la suya de esta dase reservándoles la acción subsidiaria 
que establece el artículo anterior respecto á la común, y formando ex- 
pediente separado por cada parte en que estuvieren discordes las de- 
nuncias. 

Art. 82. Si al hacerse la denuncia por los particulares ó por los de- 
legados hubiera gestión pendiente por parte de las autoridades, corpora- 
ciones ó funcionarios encargados de ejercer ó auxiliar la acción del pro- 
tectorado á que se refiere el párrafo primero del artículo 73, se denegará, 
la autorización solicitada, ínterin se halle pendiente aquélla, con reserva, 
al particular de la acción subsidiaria que expresan los artículos 80 y 81. 

Art. 83. La autorización á los particulares y á los delegadps les re- 
vestirá de carácter oficial para obtener de las oficinas públicas los datos^ 
que en ellas existan referentes al expediente que motive la reclamación, y 
les dará derecho al premio correspondiente si la investigación se realiza y 
aprueba. 

Art. 84. En el término de prueba, se harán por los que obtuvieron 
la autorización, las justificaciones que estimen pertinentes para acreditarla^ 
y necesariamente se presentarán los títulos de fundación y de propiedad 
de los bienes y valores objeto de la investigación, y se probarán las cir- 
cunstancias necesarias para considerar comprendida la investigación, en 
alguno de los casos del artículo 70. 

Art. 85. £1 denunciador y el delegado están obligados á dar cuen 
del estado de sus gestiones al Director general, cuando éste lo considc 
conveniente. 

Art. S6. Los delegados y particulares autorizados para la investi¡ 
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ción deberán tener concluida la prueba en el término que se fijó al autori- 
zarles para seguirla, y si no lo verificasen se les declarará incursos en la ca- 
ducidad con que se les apercibió. 

Art. 87. La declaración de caducidad no se acordará sin la audien- 
cia de los interesados. ' 

Art. SS. Trascurrido el término de prueba, y verificada ésta, se pon- 
drá de manifiesto el expediente por quince días, á los patronos ó legítimos 
representantes de la fundación, requiriéndoles directamente si fueren cono- 
cidos, y en otro caso por la Gaceta de Madrid y el Boletín oficial de la 
provincia respectiva para que expongan, durante dicho plazo, lo que á su 
derecho convenga, sobre la solicitud de investigación. 

' Art. 89. Evacuada esta audiencia y practicado lo que de ella resul- 
te procedente se oirá á la Junta provincial respectiva, y con lo que expu- 
siere se dará por terminada la segunda parte del expediente. 

Art. 90. Con vista de todo se resolverá declarando haber ó no lugar 
á la investigación, y supuesto que proceda: 

1. ® Que bienes y valores comprende. 

2. ® Premio devengado. 

3. ® Persona que tiene derecho á él. 
Y 4. *^ Forma r'e pagarlo. 

Art. 91. Si para conocer la cantidad líquida en que consista el pre- 
mio, ñiera preciso hacer alguna operación de contabilidad, se oirá para 
este efecto al Negociado respectivo. 

Art. 92. La investigación producirá los premios siguientes. 

El 20 por 100 de los bienes investigados con arreglo al número i. ® 
del artículo 70. 

El 15 por 100 de los comprendidos en el número 2.® del mismo 
artículo 70. '^ 

El 10 por- 100 de los que son objeto del número 3. 

El 5 por 100 de los que se expresan en el número 4. 

El premio por investigación de rentas, intereses ó pensiones anuales, 
será una tercera parte del señalado á la investigación de los bjf nes que los 
produzcan. 

Art. 93. Los premios de investigación se harán efectivos por los si- 
guientes procedimientos: 

1:^ Cuando lo investigado sea numerario, se hará el abono al in- 
gresar éste en Depositaría, y en la misma especie. 

2. ® Cuando lo investigado consista en valores ó títulos al portador,, 
también se abonará el premio al ingresar aquéllos en Depositaría; y si al 
efecto fuese indispensable alguna contratación, la realizará el depositario 
con intervención de agente autorizado. 

3. ® Cuando lo investigado fueren valores nominativos ó intransfefi- 
bles, se acudirá á la oficina de que éstos procedan, para que practique las 
í^Deraciones de reducción y conversión necesarias á obtener valores al por- 

«dor con que hacer el pago. 

4. ® Cuando lo investigado fueren bienes ó derechos sujetos á desa- 
>rtización, se promoverá ésta, enviando al Ministro de Hacienda las 
ítrucciones convenientes para que por las Direcciones que de él depen- 
n y que han de intervenir en las operaciones de liquidación, emisión y 
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entrega de las equivalencias, uo se dé el carácter de intrasferible á la can- 
tidad correspondiente al premio. 

Y 5. ® Cuando lo investigado fueren bienes ó derechos no sujetos 
á desamortización, el pago del premio se realizará por uno de estos medios: 

1. ^ 6on otros fondos disponibles y pertenecientes á la misma fun- 
dación, si los hubiere. 

2. ® Co 1 la adjudicación de la parte suficiente de los bienes ó dere- 
chos investigados. 

3. ® Con la realización de parte de dichos bienes y derechos en lo 
que sea bastante para hacer el pago. 

Y 4. ® Con la realización de todo lo investigado y consiguiente. li- 
quidación. 

El Director general escojerá de los medios que quedan apuntados, el 
menos oneroso en cada caso particular oyendo á la Junta pi:pvincial. 

Ante la misma Junta se practicarán les sorteos de lotes, si en algún 
caso se creyese conveniente hacerlos, para acreditar mayor imparcialidad. 

Las ventas que hayan de verificarse por lo prevenido en es^e artículo, 
se harán siempre en pública licitación. 

Art. 94. Cuando lo investigado fueren bienes ó valores en litigio, 
se esperará á la terminación de éste, para hacer las aplicaciones necesarias. 

Art. 95. 1-.OS expedientes de investigación promovidos por las auto- 
ridades, corporaciones y funcionarios encargados de ejercer ó auxilia!" la 
acción del protectorado, no están sujetos á las formalidades de los artícu- 
los anteriores, 'ni producirán premio para los que los promuevan; pero res- 
petaián la prescripción del registro de la primera gestión, al efecto de 
resolver las dudas de prelación á que se refieren los artículos 80 y 81, y 
otorgarán la audiencia de los interesados ó poseedores de los bienes á que 
se refiereja investigación, y la déla Junta provincial. 

CAPITULO V. 

Be la contabilidad. 

SECCIÓN PRIMERA. 



DE LA CONTABILIDAD DE LAS FUNDACIONES 

Artículo 96. Los representantes de las fundaciones llevarán los libros 
y registros determinados por los respectivos estatutos, reglamentos ó escri- 
turas de fundación, supliéndose la omisión de reglas concretas para su ad- 
ministración económica, por las que á su propuesta aprobase la Dirección 
general. 

Art. 97. Los representantes de los establecimientos dedicados á sa- 
tisfacer necesidades permanentes remitirán antes de terminar el mes d< 
Abril de cada año, á la Junta y rovincial el presupuesto de los ingresos qu 
han de realizarse y de los gastos que deban satisfacerse en el año econc! 
mico siguiente. 

Este presupuesto se redactará en doble copia y ajustado al model'" 
número i.® 
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Art. 98. A cada presupuesto acompañará una relación detallada de 
los bienes y valores de la fundación, especificando el capital que represen- 
tan y la renta que producen, conforme al modelo uúmero 2. (i) 

Art. 99. Las Juntas provinciales examinarán, informarán por escrito 
en el ejemplar indocumentado, registrarán y elevarán á la Dirección gene- 
ral dichos presupuestos, en todo el mes de Mayo siguiente. (2) 

Art. ICO. Por el Negociado de contabilidad de la correspondiente 
Sección del Ministerio se procederá al examen de los presupuestos recibi- 
dos, proponiendo su aprobación ó reformas. 

Art. I o I. Para acordar reformar en los presupuestos, se oirá á los 
que los autoricen. 

Art. 102. Aprobados con reforma ó sin ella, se devolverá el ejem- 
plar no informado, con diligencia autorizada que acredite la aprobación, 
por conducto de la Junta provincial, para resguardo de quienes lo presen- 
taron. 

Art. 103. Dentro de los meses de Julio y Agosto de cada año, todos 
los representantes legítimos de fundaciones de Beneficencia, remitirán á Ig, 
Junta provincial respectiva, la cuenta cerrada en 30 de Junio anterior, de 
todas las operaciones económico-admiijistrativ^is del año terminado, y ajus- 
tada al modelo número 3. ^ 

Esta cuenta se redactará en doble copia, y llevará una relación nomi- 
nal con expresión de conceptos y cantidades, de los deudores y de los acree- 
dores de la fundación. 

Uno de los ejemplares de la cuenta irá acompañado de los justifican- 
tes necesarios. 

Art, 104. En la documentación citada en el artículo anterior figura- 
rán las órdenes de pago de las Juntas y patronos, con los recibos origina- 
les de los perceptores, numerados correlativamente, y las autorizaciones 
competentes para los gastos que necesitaren éste requisito previo. 

Art. 105. Las Juntas provinciales examinarán, informarán por escri- 
to en el ejemplar indocumentado, registrarán y elevarán á la Dirección ge- 
neral, dichas cuentas, antes de terminar el mes de Septiembre siguiente. (3) 
. Art. 106. Por el Negociado de contabilidad de la Sección del ramo 
se procederá al examen de las cuentas recibidas, proponiendo su aproba- 



(i) Por R. D. de 28 de Julio de 1881, se aumentó el siguiente párrafo á este ar- 
ticulo. 

* 'También si el presupuesto es de hospital ó asiloj el número de camas, el de enfer- 
mos ó acogidos, el de estancias que anualmente se causen y el costo de cada una, y si es 
de colegio ó escuela, el número de alumnos internos y externos, expecifícando las plazas 
gratuitas y las de paga. 

(2) Modiñcado por dicho Beal Decreto éste artículo, queda redactado en la forma 
siguiente: 

"Las juntas provinciales examinarán, informarán por escrito en el ejemplar indocu- 
mientado, registrarán y elevarán á la Dirección General, en todo el mes de Mayo siguien- 
te los presupuestos que lleguen ó excedan de 500 pesetas, sometiendo los demás á la apro • 
'nación del óobernaóor. 

(3) Este articulo por el Real Decreto citado, quedó redactado en la forma si- 
uiente: 

Art. 105. Las Juntas provinciales examinarán, informarán por escrito en el ejem- 
plar indocumentado y elevarán ala Dirección general en el mes de Septiembre siguiente 
as cuentas de las fundaciones cuyas rentas lleguen ó excedan de 500 pesetas, sometiendo 
s demás en el mismo periodo á la aprobación del Gobernador. 
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ción ó reparos, y que se reclame certificado de haber sidoaprobada la cuen- 
ta precedente, cuando no constase este acto. 

Art. 107. De los reparos propuestos se dará conocimiento al cuenta- 
dante, para que los conie£,te en el plazo de quince días. 

Art. 108, De las cuentas aprobadas se devolverá el ejemplar docu- 
mentado á los que las rindieron, por conducto de la Junta provincial, con 
diligencia autorizada que acredite la aprobación. 

Art. 109. Si los inTormes del Negociado no estuvieren conformes 
con los de las Juntas, se les dará conocimiento de aquéllos para que ex- 
pongan lo que juzguen más acertado. 

Art. lio. Las Juntas de patronos presentarán sus presupuestos y 
rendirán sus cuentas, en los mismos períodos y con las mismas formalida- 
des ya prevenidas, á la Dirección general, donde serán censuradas por la 
Sección del ramo, (i) 

Art. til. La contabilidad de los establecimientos generales, mien- 
tras éstos consuman fondos del Estado, se ajustará á las disposiciones vi- 
gentes sobre esta materia. 

Art. ^12. Los representantes particulares que no presentaren los pre- 
supuestos, ó no rindieren las cuentas, en los plazos prevenidos en esta Ins- 
trucción pagarán de su particular peculio, un dos por ci^to sobre las ren- 
tas liquidas que las respectivas fundaciones tuvieren en el año correspon- 
diente, sin perjuicio de la suspensión y de la destitución en su caso. 

Este dos por ciento figurará en el presupuesto de ingresos de la res- 
pectiva Junta de Beneficencia, y será recaudado por su administrador k 
nombre de la misma, por el procedimiento prevenido pata realizar los cré- 
ditos del Estado. 



SECCIÓN SEGUNDA. 



DE LA CONTABILIDAD PEOYINCIAL. 

Artículo 113. Las Juntas provinciales formarán presupuesto y cuen- 
tas anuales de los fondos que se las destinen, según £e previene en el número 
15 del artículo 16 de esta Instrucción, con arreglo á los modelos nümeros 
4- ? y 5- ° 

Art. 1 14. Figurarán conio primeras partidas del presupuesto el suel- 
do del Administrador provincial y de los demás gastos de personal y de 
material necesario. 

Art. 115. Tanto los presupnesCos como las cuentas á que se refierea 
los artículos anteriores, se redactarán en doble copia, y serán aprobados 
por la Dirección general, si acreditasen: 

(1) Entiéndase redactado este articulo en la forma, sigaiente, en virtud de lo dis- 
puesto en el diado R. D. 

Art. lio. La<i juntas de patronos que administren fnndadon es, cuyas rentas, lle- 
guen ú pasen de 500 pesetas, presentarán sus presupuestos y rendirán >us cuentas en los 
miimos periodos, y con las formalidades prevenidas i la Dirección General, donde serán 
censuradas por la Sección del ramo. Los presupuestos y cuentas de las fundaciones, cuyas 
rentas no H'^nen á 500 pesetas, se presentarán por los patronos al Gobernador, que las 
«probará ó dc:íaprobará, previo eianien y censura de la Junta provincial. 



BENEFICENCIA. 2O3 



I. ® Los ingresos y gastos que proceden y los que se han realizado. 

Y 2. o Las existencias en Caja. 

Art. 116. Uno de los ejemplares de los presupuestos y de las cuen- 
tas aprobadas, se archivará en la Dirección ¿^neral y otro se devolverá á 
la Junta, ambos con diligencia autorizada de su aprobación. 

Art. 117. En los meses de Diciembre y Enero de cada año econó- 
mico, las Juntas provinciales reniitirán á la Dirección general, estados ge- 
nerales que den á conocer la riqueza destinada en sus respectivas provin- 
cias al servicio de la Beneficencia, la renta que ha producido, los gastos 
que ha sufragado y los deudores que cuenta, ajustándose á los modelos- 
ntjmeros 6. ^ , 7. ^ y 8. ® 



SECCIÓN TERCERA. 



DE LA CONTABILIDAD GENERAL. 

Artículo 118. La Contabilidad general se llevará por la Sección Cen- 
tral del ramo y Negociado encargado de este servicio, con estricta sujeción 
á las reglas que se aprueban, con esta fecha en Instrucción particular for- 
mada con este exclusivo objeto. — Madrid 27 de Abril de 1875. — Romera 
Robledo, 

Lo que de orden de S. E. se publica en la Gaceta para conocimiento 
general y particular de las autoridades encargadas de su cumplimiento.-—^ 
Habana 12 de Marzo de 1887. — Hl Marqyhés de Méndez Núñez. 
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UCENCIAS DE CAZA O F£SCA Y USO DS ARMAS. 



Gobierno General de la Isla de Cuba. — Secretaría. — Negociado de 
Orden público y policía. — Por el Ministerio de Ultramar se comunica 
al Excrao. Sr. Gobernador General la siguiente Real orden, número 1,105. 

"Excmo. Sr.: — El Rey (q. D. g.) y en su nombre la Reina Regente 
del Reino, se ha servido expedir con fecha de hoy el Decreto siguiente:— 
A propuesta del Ministro de Ultramar, de acuerdo con el parecer del Con- 
sejo de Estado en pleno, en nombre de Mi Augusto Hijo el Rey Don 
Alfonso XIII, y como Reina Regente del Reino, vengo en decretar lo 
siguiente: 

Para la concesión de licencias de caza ó pesca y uso de armas en la 
Isla de Cuba, se observará en adelante el siguiente Reglamento: 

Art. I.® Nadie podrá usar armas de cualquiera clase que sean 
ni dedicarse al ejercicio de la caza ó de la pesca, sin haber obtenido la 
correspondiente licencia expedida por la Autoridad competente con suje- 
ción á las condiciones que prescribe este decreto. 

Art. 2. ® • Corresponde al Gobernador Civil de cada proyincia bajo 
su responsabilidad, previos los informes que juzgue necesarios y atenién- 
dose á lo que sobre el particular disponen las leyes, conceder licencia para 
uso de armas y para cazar. 

Corresponde á los Alcaldes conceder licencia para pescar á los que 
las soliciten en sus términos respectivos, dando parte al Gobernador. 

Art. 3. ^ Habrá seis alases de licencias. 

1. ^ Para usar todo genero de armas no prohibidas. 

2. ^ Para uso de armas de fuego con destino á la defensa de la pro- 
piedad rural, (i) 

(1) Gobierno Civil de la Provincia de la Habana.— '*El limo. Sr. Secretario del Go- 
bierno General, con fecha 29 de mes próximo pasado, se sirvió comunicarme lo siguiente: 
"Excmo. Sr. — Con esta fecha se dice al Sr. Gobernador Civil de Santa Clara lo que 
^gne: — ^Vista la comunicación de ese Gobierno Civil, número 12,159, de 21 de Octubre 
de 1S87, consultando sobre la forma en que deben expedirse las licencias de uso de armas 
de fuego jkra la defensa de la propiedad rural, de las cuales trata el número 2? del artícu- 
'0 3? del Reglamento de 15 de Octubre de 1886, el Excmo. Sr. Gobernador General, des- 
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3. " Para uso de armas de fuego de bolsillo, pistola 6 revólver, 
con destino á la defensa personal fuera de poblado. 

4. '^ Para uso de armas de igual clase y con el mismo destino dentro 
de poblado. 

5,°* Vara uso de armas de caza y para cazar. 

6. * Para pescar en los rios, lagunas, estanques y charcas. 

Art. 4. "^ Podrán obtener las licencias de la clase primera todos los 
españoles de veinte y cinco años, jefes de familia y contribuyentes al Es- 
tado pnr cualquier cuota directa, exceptuando, sin enabargo, los procesa- 
dos criminales y los que hayan sufrido condena. 

Art. 5. ° Podrán obtener las licencias de ¡as clases segunda, tercera 
y cuarta, todos los españoles mayores de veinte años, si no estuviesen pro- 
cesados 6 hubieran sufrido condena. 

Art. 6. ® Podrán obtener ¡as licencias de la clase quinta: 

1. ° Los que tengan aptitud para obtenerla de las cuatro clases an- 
teriores. 

2. ® I,os jóvenes menores de veinte años y mayores de quince, á 
quienes garanticen por escrito ante la autoridad los padres 6 tutores. 

Art. 7.° Podrán obtener las licencias de la sexta clase todos los 
españoles sin excepción. 

Art. 8. '^ A la concesión ó negativa de licencias para uso de armas, 
de caza y pesca, procederá instancia escrita en papel del sello correspon- 
dieute á la cual se acompañará la cédula personal del interesado; y des- 
pués de decretado por el Gobernador y en su caso por el Alcalde, se ano- 
tará en el registro, archivando la instancia y devolviendo la cédula al soli- 
citante, que firmará haberla recibido. 

Art. g. ° Los Gobernadores Civiles podrán conceder á los funcio- 
narios activos de la Administración del Estado, de la provincia ó del Mu- 
nicipio autorizaciones para usar toda clase de armas cuando hubieren de 
guardar ó conducir caudales ó cuando el servicio lo reclame. 

Estas autorizaciones no serán valederas fuera de los actos de! servicio 
ni durarán más que el que éste dure. 

paés de olrar Excmo. Consejo de Administración, se ha servido resolver que derogado 
por el citado Jíeglamento y por Real orden de l3 de Junio prúzímo pasado, aclaratoria 
de varios extremos del mismo, la circular de la Capitanía General de x de Diciembre de 
1S69, relativa á autorizaciones para el uso de armamento, corresponde exclusivamente á 
los Gobernadores Civiles expedir, bajo su responsabilidad, las indicadas licencias, como 
todas las de uso de armas comprendidas ea dicho artículo, con sujedón al propio Regla- 
mento: que las fincas de campo pueden estar provistas del número de armas que para so 
defensa lea fije el respectivo Gobernador, quien al expedir las correspondientes licencias, 
tendrá en cuenta las condiciones que concurran en lo^ que las soliciteni que no es necesa- 
rio que los permisos de uso de armas se extiendan íL nombre de cada uno de los indivi- 
duos que hubieren de usarlas, pero que el dueño á encargado de la finca debe proveerse 
de tantas licencias de la clase 2? cuantas fueren las armas para cuyo uso les autoricen los 
Gobernadores, pues solo las licencias de la clase i? dan derecho á usar varias y distintas 
armas; y que, por último, los Gobernadores Civiles se pongan de acuerdo, mientras duren 
las actuales circunstancias, con los respeclivos Comandantes Generales para la concesión 
de permiso de uso de armas destinadas á la defensa de las fincas rústicas. — De orden de 
S. E. lo manifiesto á T. B. para ios fines consiguientes. — Y de la propia orden lo trascri- 
bo á Y. E. para los mismos fines." 

Lo que ne dispuesto se haga públici 

Habana 3 de Noviembre de 18SS.- 
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Las autorizaciones que los Gobernadores puedan conceder según este 
artículo, se extenderán en papel común con el sello de la provincia, expre- 
sándose el servicio para que se concede cada una. 

Art. 10. Los Alcaldes de los pueblos, dando parte á los Gobernado- 
res cuando sea necesario levantar somatenes, perseguir á malhechores ó 
conducir presos, podrán asimismo facultar para toda clase de armas á las 
personas que presten aquellos servicios, y solamente por el tiempo que los 
presten. 

Art. n. Los individuos del Cuerpo de Orden Público, los guardias 
municipales y de resguardos especiales podrán usar armas blancas y de 
guerra con el permiso de los Gobernadores Civiles. 

Art. 12. Cuando las provincias sean declaradas en estado de guerra, 
las autoridades militares, si lo creen conveniente, visarán todas las licen- 
cias de uso de armas, pudiendo retirarlas cuando lo estimen oportuno, 
pero las revalidarán al cesar dicho estado. 

Art. 13. Para casos extraordinarios ó por motivos de orden público 
quedan los Gobernadores de las provincias facultados para declarar en 
suspenso todas las licencias de uso dé armas que hubieren concedido. 

Art. 14. Las licencias á que se refiere este decreto serán personales 
é intransmisibles y válidas en toda la Isla, si bien se considerarán nulas y 
de ningún valor si tuvieren raspaduras ó enmiendas <^e cualquier género. 

Art. 15. Incurrirán en responsabilidad por infracción de las disposi- 
ciones contenidas en este decreto: 

Los que careciendo de licencia usen armas, cazen ó pesquen. 

Los que hagan uso de licencia que no les pertenezca. 

Los que sin autorización de cuarta clase para usar armas las tuvieren 
ó emplearen blancas ó reglamentarias de guerra. 

Los que sólo con licencia de segunida clase usen armas fuera de las 
propiedades para cuya defensa les fueron concedidas. 

Los que teniendo licencia de armas de fuego de bolsillo para fuera 
de poblado la usen en el interior de las poblaciones. 

Los que cazen en tiempo de veda ó en patajes expresamente prohi- 
bidos. 

Los que lo hicieren con lazo ó cualquier otro medio ilícito. 

Los que para pescar envenenaren ó enturbiaren las aguas ó emplea- 
ren mechas ó cartuchos de dinamita ú otra materia explosiva. 

Art. 16. Los que incurran en cualquiera de los cinco primeros casos 
de responsabilidad señalada en el artículo anterior, perderán las arm^s ó 
los aparatos de pesca y las licencias propias ó agenas que llevaren, y pa- 
garán una multa equivalente al duplo del valor de la licencia que hubieren 
necesitado para hallarse en condiciones legales. 

Los que incurran en cualquiera de los tres últimos casos de respon- 
sabilidad del artículo anterior, perderán asimismo las armas ó los aparatos 
y las licencias que llevaren y pagarán una multa discrecional, no mencr 
de cuarenta pesetas ni mayor de ciento sesenta pesetas. 

En todos los casos de insolvencia procederá la prisión subsidiaria. 

Los que reincidan en las faltas que señala el artículo quince, serán 

:onsiderados en los cinco primeros casos como defraudadores á la Hacien- 

la pública, y en los tres últimos casos infractores de las ordenanzas de 

aza y pesca y sometidos por consecuencia á los Tribunales competentes. 
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Art. 17. Las licencias de armas, caza y pesca tendrán la forma de 
tarjetas talonarias de diferentes colores según las clases, serán valederas 
por un año y elaboradas con las seguridades y garantías necesarias en la 
Fábrica Nacional del sello ú otro establecimiento, según acuerde el Mi- 
nistro de Ultramar con arreglo al rriodelo aprobado por el mismo. 

Art. 1 8. Serán expedidas por los Administradores económicos y 
coststrán: 

Las de I. ** clase, ciento veinte pesetas. 

Las de 2. *^ , siete pesetas cincuenta céntimos. 

Las de 3. "* , treinta pesetas. 

Las de 4. *^ , cuarenta y cinco pesetas. 

Las de 5. '^ , treinta pesetas; y 

T as de 6. "* , siete pesetas cincuenta céntimos. 

Art. 19. Las Autoridades y sus delegados y muy especialmente la 
Guardia Civil, tienen el deber de hacer que se cumpla cuanto queda pre- 
ceptuado, y á nadie consentirán que use armas, caze ó pesque sin la de- 
bida Ucencia, cuya presentación exijirár. siempre que lo crean oportuno. 

Art. 20. Los Gobernadores pasarán quincenalmente á los Coman- 
dantes de la fuerza de la Guardia Civil de la provincia de su mando 
para qne éstos circulen á sus subalternos, una nota de las licencias que 
se hayan concedido, á fin de que los individuos del cuerpo tengan cono- 
cimiento de las personas que las obtuvieren. 

Art. 21. Las armas decomisadas por la Guardia Civil, por el Cuer- 
po de Orden Público y demás dependencias de la autoridad, se deposi- 
tarán en el Gobierno de la provincia donde se verifique la aprehensión^ 
cuidando los Gobernadores de remitir al Gobierno General cada seis me- 
ses, dentro de los cinco primeros dias hábiles de Enero y Julio, relación 
expresiva del número y clase de todas las recibidas en el último semes- 
tre y de las que existan de los anteriores. 

Art. 22. Quedan derogadas todas las disposiciones dictadas hasta 
la fecha sobre concesión de licencias de uso de armas, de caza y pesca. 



, artículos adicionales. 

Art. I.® Las licencias que existan concedidas á la publicación de 
este Decreto, caducarán en la fecha de su vencimiento, si fueren de pago; 
si fberen gratuitas en el dia siguiente al en que se publiquen estas dib- 
posicionfs. 

,wArt. 2. ® En los Gobiernos Civiles se abrirán tantos libros regis- 
tros como clases de licencia se establecen, anotándose en ellos con la 
debida separación las que se concedan por orden correlativo de fechas, 
costo de cada una, nombre y domicilió de las personas que las obtengan» 

Art. 3. ^ El último día de cada mes, los Gobernadores remitirán 
al Gobierno General un estado del número y clase de las licencias conce- 
didas durante el mismo, y el último día del año un resumen general d'^ 
los estados mensuales. 

Art. 4. ^ Desde la publicación de este decreto hasta que las; ta- 
etas talonarias se hallen disponibles en la Administraciones econónnic 
podrán los Gobernadores conceder licencias can arreglo á lo preceptiua- 
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en esta fecha, disponiendo que sean extendidas en papel sellado de precio 
equivalente al valor de aquéllas según sus clases. 

Art. 5. ® En el reverso de las licencias respectivas se insertarán 
estas disposiciones íntegras para que se tenga» siempre presentes por los 
interesados. 

Art. 6. ^ El Ministro de Ultramar dictará las reglas necesarias para 
la fácil y cómoda expedición d. las tarjetas-licencias y para la ejecución 
de este decreto. 

Dado en Palacio á quince de Octubre de mil ochocientos ochenta 
ta y seis. — María Cristina — El Ministro de Ultramar, Víctor . Bala- 
guer. — De Real orden lo comunico á V. E. para su conocimiento y efec- 
tos correspondientes. — Dios guarde á V. E. muchos añof. — Madrid 15 
de Octubre de 1886. — Balaguer.'^ 

Y puesto el cúmplase por S. E. en 4 del corriente, de su orden se 
publica en la Gaceta Oficial para la puntual observancia de cuanto se 
previene. 

Habana, Noviembre 9 de 1886. — El Matqués de Méndez Nnñez, 



R. O. de \% de Junio de 1887 sobre inteligencia de varios artículos del Re- 
glamento que antecede. 

Gobierno General de la Isla de Cuba. — Secretaría. — Negociado de 
Orden Público y Policía. — Por el Ministerio de Ultramar se comunica con 
fecha 18 de Junio ultimo al Excmo. Sr. Gobernador General lo que sigue: 

"Excmo. Sr.: — El Consejo de Estadp en pleno me consulta con fecha 
6 de Abril último lo siguiente: — Excmo. Sr.: Con Real Orden de 21 de Fe- 
brero próximo pasado, se ha remitido al Consejo el expediente relativo á 
una consulta del Gobernador General de la Isla de Cuba, sobre inteligen- 
cia y aplicación de varios artículos del Reglamento de r5 de Octubre de 
1886, dictado para la concesión de licencias de caza ó pesca y uso de ar- 
mas, á fin de que se informe en pleno lo que se ofrezca y parezca. — Resul- 
ta: que el Gobernador General de dicha Isla en carta de 25 de Noviembre 
de 1886, manifestó que el Gobernador Civil de la provincia le había diri- 
gido una comunicación, según la cual el Cónsul de Méjico solicitaba que 
se autorizase tanto á él como al Canciller del Consulado para llevar revól- 
ver, á causa de tener ambos q^ue transitar por calles apartadas del centro 
de la población, solicitud á que no había accediic por no consentirlo el 
Real Decreto de 15 de Octubre de 1886 sobre licencia para usar armas, 
cazar y pescar, ofreciéndosele además la. duda de si podía expedirse licen- 
cia á los extranjeros, previo el pago de los respectivos derechos, supuesto 
que el citado Reglamento sólo se refiere á los españoles en sus artículos 
4?, 5? y 6? — Preguntaba además si quedaría subsistente la autorización á 
^os campesinos para llevar machete como lo venían ejecutando de muy an- 
iguo con sujeción á los artículos 145 y 148 del bando de Gobernación y 
Policía, aprobado por Real orden de 11 de Febrero de 1843, puesto que 
>on algunas restricciones en cuanto á la forma de esa arma, siempre se les 
labía permitido llevarlas por serles de necesidad para recorrer los campos, 

ionde á veces tenían que defenderse de animales y abrirse paso en las ma- 

u 
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lezas. — Expresó así bien que con arreglo al artículo 3? 
del mencionado Decreto, podía solicitarse licencia para us 
de aimas no prohibidas; pero según el artículo :8 ¡a liden 
pesetas, cuyo valor anual está fuera del alcance, no ya sóli 
y de los arrieros, sino de la mayor parle de ios campesina 
acababa de contestar á una pregunta del Gobernador de S? 
en el sentido de que por los artículos 1? y 22 del referido 
había cjuedado derogado el 26 de la ley de caza y pesca reí 
orden de 16 de Agosto de 1884, disposiciones por las que 
ventaja de obtener licencias gratuitas para cazar y pescar 
en activo servicio, á los retirados con sueldo, á los conde 
Gran Cruz dg SaVí Fernando, á los Voluntarios, á los na 
coleccionadores; beneficio que también se hizo extensivo 
de 2o de Septiembre de 1885 á los bomberos é individuos 
todo lo cual ponía en conocimiento del Gobierno para la 
estimase procedente. — El mismo Gobernador General, e. 
Diciembre siguiente, manifestó que por las poderosas razor 
expresado el Capitán General de la Isla en comunicaciói 
dispuesto que sin perjuicio de lo que el Gobierno Suprí 
resolver, se considerase subsistente la circular de aquel Cer 
ciembre de 1869, sobre armamento de empleados de fincas 
de las mismas, por más que esa circular no estaba c 
Reglamento de 15 ce Octubre acerca de licencias para usa 
pescar, concluyendo con hacer presente que consideraba st 
en las fincas rurales continuara permitiéndose el artr.amenic 
los fines que expresa la Capitanía General, v muy espi 
contrarrestar y perseguir á los bandoleros que en partida 
numerosas recorrían diversos puntos de la Isla, — El Negoc 
terio fué de parecer: 1? Que por las prescripciones de la Lt 
de 1870 que determinan las condiciones política y civil de 
domiciliados 6 residentes en las provincias españolas de Ult 
re que, salvo prohijbición expresa en contrario, gozan aquéllc 
derechos que ios nacionales, y por tanto no había motivo 
el uso de armas y obtener licencia para cazar ó pescar co 
reglas establecidas al efecto por el Real Decreto de 1 5 
i886, — 2? Que por las razones expuestas por el Gobernadi 
el fin de demostrar que el uso del machete por la gente d 
absoluta necesidad , creía conveniente declarar que las pr 
Reglamento 110 modifican ni alteran lo establecido de anti{ 
ria. 3? Que el sentido claro y termíname de los artículo 
adicional del Real Decreto de 15 de Octubre, implica la ■ 
privilegio de que venían disfrutando determinados indivídt 
y Armada; continuación que autorizaba el artículo z6 de la 
pesca; pero tenienilo en cuenta que dicho privilegio subsís 
sula como se desprende del texto de las Reales órdenes ex[ 
tivamente por los Ministerios de Marina y de la Guerta t 
de 1883 y 31 de Marzo de 1885, creía conveniente manten) 
Cuba, y al efecto propone que se instruya el oportuno ex 
Que la declaración hecha por el Gobernador General sobre 
la circular de la Capitanía General de z de Diciembre de i 
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dejar sin efectc» el artículo lo del Real Decreto de 15 de Octubre, por el 
que se atribuye á los Alcaldes de los ptieblos dando parte á los Goberna- 
dores, la facultad de levantar somatenes con objeto de perseguir á los 
malhechores y de permitir el uso de toda clase de armas á las personas 
que hayan de prestar este servicio, con lo cual se halla suficientemente 
atendida la necesidad de proveer en circunstancias ordinarias á la defensa 
de las fincas rurales, y que sólo en el caso de hallarse declaradas las pro- 
vincias en estado de guerra podría justificarse la intervención directa de 
las autoridades militares; y terminó su informe proponiendo que antes de 
resolver se oyera al Consejo de Estado por tratarse de la aplicación de 
un Reglamento de carácter general; y de conformidad con la Sección y 
y Dirección del Ministerio, se expidió la Real orden de 21 de Febrero de 
1887, en la que se ordena que informe el Consejo. Por último, el Gober- 
nador Civil de Santiago de Cuba consulta al Gobernador. General de la 
Isla, si los Alcaldes y Tenientes de Alcalde Municipales y los Alcaldes de 
barrio pueden usar revólver sin licencia, ó si necesitándola, ha de ser expe- 
dida gratis. Añade el Gobernador General haber contestado en el sentido 
de que previstos como están por el artículo 9 p del Reglamento los casos 
en que puede concederse autorización para usar toda clase de armas á los 
funcionarios de la Administración del Estado, de la provincia y del muni- 
cipio, se sobreentiende que fuera de esos casos los referidos funcionarios 
quedan sujetos al Reglamento, pero observa que el artículo 9? se refiere 
á servicios de cierta clase interrumpidos, y el 11 del propio Reglamento 
sólo autoriza para conceder licencias gratuitas á los individuos del cuerpo 
de Orden Público, á los guardias municipales y á los de Resguardos espe- 
ciales, pL»r todo lo que creía conveniente elevar al Ministerio una consulta 
acerca de si los Alcaldes municipales y de barrio y los empleados todos de 
policía están facultados para usar armas, pues esos funcionarios se hallan 
siempre en constante servicio que, por su naturaleza requiere el uso de las 
mismas, encontrándose en iguales circunstancias aquellos Gobernadores 
Civiles que, no procediendo del Ejército, parece que tampoco pueden 
usarlas si se ha de observar estrictamente el mencionado Reglamento. 
Y por Real orden de 2 Marzo de 1887, se pasó en consulta á este Cuerpo 
para que la tenga presente al evacuar el informe que se le había pedido 
en 21 de Febrero último. El Consejo se hará cargo de las dudas expues- 
tas por el Gobernador General y las examinará detenidamente, resolvién- 
dolas por el orden en que ia& ha propuesto. — La Ley de extranjería 
dictada en 4 de Julio de 1870, dispone en su artículo 3? que los extranjeros 
tienen los derechos y deberes que esta ley establece y quedan sujetos á 
todas las leyes y Reglamentos que rijan en las provincias españolas de 
Ultramar, siendo por lo tanto indudable que se hallan facultados para so- 
licitar licencias para usar toda clase de armas, y que las Autoridades á las 
que se les ha conferido la atribución de otorgarlas, tienen el deber de 
concederlas con sujeción á las condiciones del Reglamento de j 5 de Octu- 
bre de 1886 allí vigente. — El art. 55 de la. citada Ley expresa, que las 
iisposiciones de la misma no se refieren á los representantes extranjeros ni á 
as personas que dependan de ellos como tales. Esto supuesto y dado que 
íl Cónsul y Canciller Mejicanos sean realmente subditos y representantes 
ie aquella Nación, el Consejo entiende que no les alcanzan las prescrip- 
lones vigentes en punto al uso de armas de que se trata, en cuya atención 
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procede que respecto á las personas indicadas y demás que 

drcunstancias, por lo que no se ei!cuentran comprendidas er 
generales de licencia, se les otorgue gratuitamente autorJü3cÍ( 
el Gobernador General de la Isla que, como delegado del 
Estado, se halla en el caso de aplicar con pleno conocitnieot 
contenida en el mencionado artículo ss. — El Gobernador 
bien si están autorizados ¡os canjpesinos para llevar raachet< 
tener en cuenta que lo usan frecuentemente la mayoría de 
tantes como instrumento de trabajo, y siempre se les ha pertí 
por serles de necesidad para recorrer los campos y para su 
sonal. Por eso entiende e! Consejo que el machete no está 
en las prescripciones del Reglamento, y que el uso del misr 
nuar conforme á las disposiciones que cita el Gobernador t 
Otra pregunta dirige el Gobernador General y es si debe 
beneficio de obtener licencia gratis, los militares en active 
retirados con sueldo, los condecorados con la cruz de San 
Voluntarios, los naturalistas, los coleccionadores, los bomber 
de las milicias. Kste extremo acerca del cual consulta e 
General comprende dos puntos particulares á saber: i? Si 
Generales pueden seguir usando de la facultad de conceder 
militares en activo servicio, á los retirados con sueldo y á los 
con la cruz de San Fernando, no obstante el precepto del 
Reglamento; y a ° si pueden seguir concediéndose licencia 
caza y pesca á los voluntarios, naturalistas y coleccionador! 
individuos de las Milicias. Respecto al primer punto corrt 
expediente instruido en el Ministerio de la Guerra, acerca d( 
tido informe este Cuerpo en 19 de Enero último, sin que s( 
resolución, por lo que el Consejo se refiere á lo que ha expn 
expediente. Por lo que hace al segundo punto, ó sea respeí 
cias gratuitas á los volúntanos, naturalistas, colección a dore 
individuos de las Milicias, es indudable que están sujetos á I 
nes del Reglamento, sin que en el oqiediente aparezca ( 
procedencia de restablecer la concesión gratuita con mayor : 
que la situación rentística de la Isla de Cuba aconseja que 
nen los ingresos que puedan obtenerse por este concepto, 
la declaración hecha por el Gobernador General de que su 
lar del Capitán General de 2 de Diciembre.de 1869, sobre 
empleados de fincas para la defensa de las mismas, el Consí 
cer como, el Negociado del Ministerio, que el artículo 10 del 
que facultó á los Alcaldes de los pueblos para levantar somí 
jeto de perseguir á los malhechores, y los autoriza para el usi 
de armas á las personas que presten estos servicios, satisface 
te la necesidad de defender las fincas rurales en circunstant 
For otra parte, el costo de las licencias de armas para defen! 
es sumamente módico, puesto que dichas licencias son de 
lo tanto reducido su precio á 7 pesetas 50 céntimos. Final 
sulta si los Alcaldes y Tenientes de Alcalde municipales y 1 
bariio pueden usar revólver sin licencia, y si en el caso de q 
cisa se les haya de expedir gratis, El artículo 9 del Reglar 
facción completa y terminante á la pregunta al prescribir qu 
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dores Civiles podrán conceder autorizaciones para usar toda clase de 
armas á ' los funcionarios activos de la Administración del Estado, de la 
Provincia ó del Municipio cuando el servicio lo reclame, así como los 
individuos del cuerpo de Orden Público, los guardias municipales y de 
resguardo especiales pueden usar armas blancas y de guerra con permiso 
de los Gobernadores, según clara y esplícitamente se halla mencionado 
en el artículo 1 1 del expresado Reglamento, siendo por último evidente 
que los Gobernadores Civiles como representantes del Gobierno están 
exentos de las prescripciones del Reglamento. En resumen el Consejo 
opina: i? Que todo extranjero sujeto á la Ley de Extranjería se halla 
facultado para usar armas y dedicarse al ejercicio de la caza ó de la pesca 
con arreglo al Real Decreto de. 15 de Octubre de 1886. 2? Que al Cón- 
sul y Canciller mejicanos, si se encuentran en las condiciones y circunstan- 
tancias prescritas en el artículo 55 de la citada Ley de Extranjería, así 
como á los demás extranjeros que se hallan en casos idénticos, el Gober- 
nador General de la Isla puede otorgarles gratuitamente autorización es- 
pecial para llevar armas. 3? Que el machete está fuera de las prescripciones 
del mencionado Real Decreto. 4? Que en cuanto á los militares en acti- 
vo servicio, á los retirados con sueldo y á los condecorados con la cruz dé 
San Fernando, el Consejo se refiere á lo que manifestó en el informe emi- 
tido el 19 de Enero último y se halla pendiente de resolución. 5? Que 
los voluntarios, naturalistas, coleccionadores, bomberos é individuos de las 
t milicias están sujetos á las prescripciones del Reglamento. 6? Que la 

circular del Capitán General de 2 de Diciembre de 1869 sobre armamento 
de empleados, está derogada por el artículo 10 del citado Reglamento, 
según se ha expresado en en el Cuerpo de este informe. Y 7° Que los 
artículos 9 p y 1 1 del expresado Reglamento determinan suficientemente 
^ los casos en que los funcionarios de la Administración del Estado, de la 
^ provincia y Municipio, así como los individuos del cuerpo de Orden Pú- 

blico, los guardias municipales y de resguardos especiales, pueden usar 
[ armas blancas y de guerra. V. E. no obstante acordará con S. M. lo 

I más acertado. Y habiéndose conformado el Rey (q. D. g.) y en su nom- 
bre la Reina Regente del Reino con el preinserto dictamen, ha tenido á 
bien resolver como en el mismo se propone. — De Real orden lo digo á 
V. E. para su conocimiento y efectos correspondientes." 

Lo que por disposición de S. E. se publica en la Gaceta oficial 
para su cumplimiento. 

Habana Julio 27 de 1887. — yosé Jijáis 
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Gobierno General de la Isla de Cuba, — Secreta fia, — Negociado de Or- 
den público y policía , — Por el Ministerio de Ultramar se comunica al Exce- 
lentísimo Sr. Gobernador General, con fecha 9 de Marzo último, la Peal 
orden siguiente: — "Excmo. Sr.: — En vista del expediente remitido por V. E. 
con carta oficial núm. 1659, de 22 de Julio último, consultando las refor- 
mas' introducidas en los artículos 12, 15, 22 y 38 del Reglamento orgánico 
de la policía de Gobierno de esa Isla; S. M. el Rey (q. D. g.) se ha servi- 
do disponer se manifieste á V. E., que exigiendo las que se contraen al 
artículo 15, como premisa indispensable, una trascendental reorganización 
de los Juzgados Municipales, y la importantísima reforma del estableci- 
miento de una policía judicial, se ha acordado pase el expediente á la Di- 
rección general de Gracia y Justicia de este Ministerio, para que estudie y 
proponga lo que corresponda respecto de tan importante materia, después 
de lo que, se resolverá en definitiva acerca de la reforma de dicho art. 15. 
— De Real orden lo digo á V. E. — Dios guarde á V. E. muchos años. — 
Madrid 9 de Marzo de 1 883. — Núñez de Arce." 

Y acordado por S. E, el cumplimiento de la preinserta lieat orden, con 
fecha 17 del pasado, de su orden se publica en la ***Gaceta oficial" para 
general conocimiento. — Habana 10 de Mayo de 1883. — El Secretario del 
Gobierno General, Mariano Diaz de la Quintana, 



Por el Ministerio de Ultramar, se comunica al Excmo. Sr. Gobernador 
General, con fecha 9 de Marzo último, la Real orden siguiente: — "Exce- 
lentísimo señor.- — En vista de la carta oficial de V. E. niim. 1659, fecha 22 
de Julio último, á la que acompaña copia del expediente instruido para re- 
formar los artículos 12, 15Í 22 y 38 del Reglamento orgánico de la policía 
de Gobieruo de esa Isla; w . M. el Rey (q. D. g.) teniendo en cuenta que, 
^as variantes que se introducen están perfectamente ajustadas á lo preveui- 
lo en la Real orden aprobatoria de dicho Reglamento expedido en 23 de 
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Junio de 1880, de conformidad con el Consejo de Estado en pleno, ha te- 
nido á bien aprobar las relativas á los artículos 12, 22 y 38. — De Real or- 
den lo digo á V. E., previniéndole se sirva dictar las órdenes oportunas 
para su publicación, remitiendo á este Ministerio dos ejemplares del Regla- 
mento reformado. — Dios guarde á V. E. muchos años. — Madrid 9 de Mar- 
zo de 1883. — Núñez de Arce." 

Y acord^^io por S. E, su cumplimiento en 17 del pasado, de su orden 
se publica en la "Gaceta oñcial" con inserción del Reglamento reformado, 
para conocimiento general y fines consiguientes. 

Habana 10 de Mayo de 1883. — El Secretario dol Gobierno General, 
Mariano Díaz de la Quintana. 



REGLAMENTO ORGÁNICO 



PARA LA POLICÍA DE GOBIERNO DE LA ISLA bE CUBA. 



CAPITULO I. 



De la organización del Cuerpo de Policía. 

Artículo I? La policía de la Isla de Cuba, se compondrá de dos ser- 
vicios: el primero llamado de vigilancia y seguridad á cargo del Gobierno; 
y el segundo municipal^ al de los Ayuntamientos, según los reglamentos 1 

que los mismos formarán con arreglo á las leyes. ' 

Art. 2? El servicio de vigilancia y seguridad, tendrá por inmediato 
objeto: Primero: El conocer todos los elementos del mal que existan en 
las poblaciones, con el fin de impedir en lo posible los delitos y de auxi- 
liar la acción judicial en el descubrimiento de aquéllos y en- la captura de . 
sus autores, teniendo á su cargo como importafate accesorio, el registro del 
movimiento de la población. Y 2? La protección de las personas, los do- 
micilios^ los bienes de los ciudadanos. — El mantenimiento del orden igual- 
mente en las reuniones públicas, en los paseos, en los teatros y demás di- 
' ersiones; en los cafés y en los establecimientos de bebidas y comidas, y la 
prestación de auxilio á toda autoridad y persona que lo reclame para evi- 
tar un mal, impedir un .delito, ó aprehender un delincuente. 

Art. 3? El Jefe Superior de la policía de la Isla de Cuba, lo es el 
Gobernador General, y bajo sus órdenes es Jefe inmediato en cada una de 
las seis provincias, el Gobernador civil de la misma. 

Art. 4? El servicio de vigilancia y seguridad será prestado en las po- 
blaciones, por los respectivos cuerpos de empleados civiles, la guardia de 
vigilancia de Infantería y Caballería y la fuerza militar de Orden públic( 
donde exista; y en los campos por la Guardia civil: y todos lo harán cor 
forme á sus instrucciones respectivas. 

Art. 5? Para el servicio de policía se considerarán divididas las pn 
vincias en los distritos que están señalados actualmente, por Inspección 
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ó Celadurías, y para el servicio de vigilancia y seguridad habrá en cada 
distrito un Inspector de policía ó Celador, y la fuer«a correspondiente. 

Art? 6? El cuerpo de empleados civiles que ha de prestar en la Isla 
de Cuba el servicio de seguridad y vigilancia se compondrá del número de 
Inspectores, Subinspectores y Celadores designada para cada provincia, 
en la plantilla respectiva, teniendo á su frente al Jefe de policía de la 
misma. 

Art. 7** El Jefe de policía es nomurado libremente por el Goberna- 
dor General, y puede ser declarado cesante sin formación de expediente, 
y sin que la cesantía se considere separación ni le sirva de perjuicio en su 
-carrera. 

Art. 8® Los demás empleados hasta Celador, serán nombrados por 
«I Gobernador General, y á propuesta fundada del Gobernador de la pro- 
vineia, en lo forma siguiente: 

De cada tres vacantes de cualquiera de las categorías que establece 

este Reglamento, el Gob'rrnador propondrá que se den dos por riguiosa 

» antigüedaí^ á los de la inmediata inferior, y la tercera se proveerá por 

-elección libre, entre los que reúnan las circunstancias que señala el artículo 

siguiente. 

Los Inspectores, Subinspectores y Celadores que son de los que se 
trata, no pueden ser separados sino á propuesta del Jefe de policía, apoya- 
da por el Gobernador de la provincia. 

Art. 9? Para ingresar en el Cuerpo de policía son condiciones gene- 
rales é indispensables: 

Primera. Haber observado siempre buena conducta pública y priva- 
da y ser mayor de edad. 

Segunda. Nt» estar procesado por ningún delito y en caso de haber- 
lo sido, presentar testimonio en que conste la absolución libre con pronun- 
ciamientos favorables. 

Tercera. No haber tomado nunca parte activa en sucesos políticos: 
■esto es, no haber pertenecido á juntas ni comités de ninguna especie, ni 
haber cooperado á hacer manifestaciones. 

Cuarta. Haber servido en cualquier ramo de la Administración, el 
Ejército, la Armada, Milicias y Voluntarios, con buenas notas, lo menos 
seis años. 

La primera y tercera condición la probarán por medio de certiñca- 
ción del Alcalde municipal del pueblo donde resida ó haya residido el in- 
teresado; y la cuarta, con copia autorizada de su hoja de servicios. 

Art. 10. Para ser escribiente de policía, además de la aptitud nece- 
saria, se necesita tener buena conducta y haber cumplido diez y ocho años. 

Para ser vigilante se necesita: saber leer y escribir, haber servido en el 
^ Ejército, Armada, Milicias ó Voluntarios lo menos seis años con buena no- 
ta y tener veinte y cinco años de edad. 

Lo> escribientes y vigilantes, son nombrados y declarados cesantes li- 
bremente por el Gobernador civil de la provincia, con arreglo á las dispo- 
siciones vigentes. 

En el Regimiento de Orden público y en los tercios de la Guardia 
civil, se ingresará y ascenderá con arreglo á las Ordenanzas que rigen para 
«sos cuerpos en esta Isla. 
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CAPITl'LO II. 
Disposiciones generales para la prestación del servicio. 

Artículo II. Para el servicio de vigilancia, habrá: 

I? En el Gobierno de cada provincia un negociado de Orden públi- 
co, formado por empleados del mismo y dirigido por el Secretario del Go- 
bierno, bajo las órdenes del Gobernador, y del que recibirá instrucciones 
directamente el Jefe de policía. 

2® En cada término municipal, el Alcalde ejercerá las atribuciones 
de Orden público que le delegue el Gobernador de la provincia, ( oníormc 
á la ley, y con arreglo á dichas atribuciones, estará subordinaba á su auto- 
ridad la policía de gobierno del mismo, poniendo en su conociitiento todos 
los hechos que ocurran, sometiéndole la resolución de los casos que tengan 
lugar y cumpliendo las disposiciones que adopte dentro de sus facultades^ 

Como la policía gubernativa depende inmediatamente del Jefe de po- 
licía de la provincia, todos los Inspectores y Celadores del ramo^ le darán 
parte diario de los hechos que ocurran en las últimas veinte y cuatro horas, 
sin perjuicio de hacerlo en el acto por telégrafo ó por la vía más corta, de 
aquellos que revistan carácter de urgencia ó gravedad, y al propio tiempo 
que lo den al Alcalde y al Gobernador civil. 

Art. iz. Las oficinas de policía, llevarán los registros siguientes: 

I? Padrón general del vecindario. , 

2? Registro del movimiento de la población. 

3? Registro de extranjeros transeúntes. 

4? Registro de reclamados por la autoridad. 

5? Registro de sirvientes de todas clases. 

6? Registro de casas de huéspedes, de dormir, 'de bebidas, de co- 
midas y de préstamos; cafés, billares, fondas y demás establecimientos 
análogos. 

7? Registro reservado de personas sospechosas en materia criminal. 

8? Registro de la conducta de los empleados en el servicio. 

El padrón general del vecindario, á que se refiere el inciso primero, 
sólo servirá para los efectos de mera policía, careciendo por lo tanto del 
carácter solemne que el art. 22 de la ley mv.nicipal dá al que ordenan los 
Ayuntamientos. 

Art. 13. Los registros números i? al 6v, los llevarán los Inspectores, 
Subinspectores y Celadores en sus distritos respectivos según corresponda. 
El registro número 7 lo llevará por sí mismo el Inspector del distrito y el 
número 8 el Jefe de policía de la provincia. 

Art. 14. Las noticias anotadas en los seis primeros registros, podrán 
suministrarse á las Autoridades de cualquier orden que las reclamen. Las 
anotadas en los números 7 y 8 son reservadas, y sólo podrán suministrarse 
por conducto del Gobernador de la provmcia y por el Jefe de policía. 

A los tribunales de justicia se les facilitarán directamente, cuando 
lo pidan, dándoles lo que resulte del concepto general, sin especific 
detalles. 

Art. 15. Mientras otra cosa no se resuelva, los empleados de pe 
cía habrán de conocer necesariamente de los hechos criminales qtie teng 
lugar en el radio dr; su distrito de poHcía, que le será marcado por el C 
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bernadcr de la provincia; y desde luego procederán á instruir las primeras 
diligenc'as sumarias, que conforme á lo mandado, entregarán al Juez de 
primera instancia respectivo, en^el término improrrogable de veinte y cua- 
tro horas, si no se avoca antes á su conocimiento. 

También procederá aun';ue no fuese en su demarcación, el primera 
que sepa de algún delito, mientras avisa al que le corresponde; levantan- 
do auto desde luego, dándole parte al Juez respectivo de lo sucedido y de 
haber llamado al empleado á quien le pertenece para la continuación del 
sumario. 

Art. 16. Para el servicio que preste la fuerza de guardia de vigilan- 
cia y guardias de Orden público, habrá: 

I? Un negociado en la Jefatura de Policía de la provincia, bajo las 
órdenes del Jefe, el que recibirá instrucciones directas del Gobernador de 
la misma. 

2? Una prevención en cada casa-cuartel de Orden Público del dis- 
trito, bajo el mando de la guardia de la misma, para cuando fuere menester. 

3.? Los guardias distribuidos en parejas, piquetes y rondas por las 
calles y sitios convenientes en la forma que determine el Gobernador. 

Art. 17. Para el servicio que preste la guardia civil, habrá: 

I? Una oficina central en la Jefatura ó Comandancia de Guardia 
civil de la provincia, que despachará el mismo Jefe, bajo las órdenes di- 
rectas, para el servicio, del Gobernador civil de la provincia y con arreglo 
á sus Reglamentos. 

2? Los guar<}ias distribuidos en parejas, piquetes y rondas por los 
lugares convenientes, conforme lo determinen exclusivamente el Goberna- 
dor civil de la provincia y los Reglamentos del cuerpo. 

Art. i&. En caso de alteración grave y general del orden público en 
las poblaciones, los empleados de vigilancia y seguridad permanecerán en 
sus puestos hasta recibir orden de replegarse, sin perjuicio de favorecerse 
mutuamente. 

La orden de retirada y las demás que se dicten desde ese momento 
las recibirán de sus jefes naturales. 1 

Art. 19. En Jas capitales de provincia, será Jefe del cuerpo de Or 
den Público, el que lo sea de policía de la misma, y tanto éste como el de 
la Guardia civil, llevarán un Registro personal de oficiales y tropa por or- 
den alfabético, (de guardias de Orden público, de guardias de vigilancia y 
de Guardia civil) con expresión de la fecha de ingreso en el cuerpo, distri- 
to á que pertenecen, conducta que observan y fecha de su separación con 
la causa que la haya motivado. 

Art. 20. Para la anotación en esos registros de lo que se refiera á la 
conducta de los agentes que prestan su servicio fuera de las capitales, ó sea 
en los término^ municipales, lo mismo que para los otros empleados de po- 
licía, deberá preceder el mandato del Gobernador civil, puesto que á esta 
autoridad han de dar cuenta, según corresponda en cada caso los Alcaldes 
mimicipales de los demás términos déla provincia. 

Art. 21. En las capitales de provincia estará situada la prevención 
principal en el edificio que ocupe la Jefatura de policía. Este es el punto 
de partida de la acción de la policía de vigilancia y seguridad; sirve para 
custodiar provisionalmente á los detenidos por cualquier causa hasta po- 
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nerlos en libertad ó trasladarlos á las cárceles, y para conservar los 
depositados mieotras sea necesario. 

La prevención deberá estar situada siempre en piso bajo y co 
menos di: ¡as siguientes pie;as; 

Una sala para oficina. 

Otra para cuer^io de guardia. 

Una habitación para los hombres detenidos. 

Otra distinta para las mujeres detenidas. 

Y otra especial para incomunicación. 

En las demás poblaciones de la Isla, donde por lo regular 1 
una Inspección 6 Celaduría de policía, la detención se hará en li 
del empleado respectivo, que resolverá dentro de las veinte y cuati 
acerca de la libertad del detenido ó su traslación á donde correspo 

Ari. 22. Toda persona que por cualquier concepto sea deiei 
la policía, será conducida con buenos modos, é inmediatamente, i 
{sección del distrito respectivo, en las capitales, y á la dependencia 
íicía correspondiente en los pueblos. El que haya verificado la di 
hará entrega del detenido al Jefe de la oficina, extendiéndose er 
en el libro que se llevará al efecto, la paítida correspondiente q 
prenderá: 

La filiación del detenido. 

La causa ele sa detención y autoridad que la haya dispuesto. 

La hora de la detención y de la entrega. 

Esta partida será firmada por la persona que haya hecho la d 
y por el Jefe de la oficina. 

Si no procediere la detención, el empleado respectivo pond; 
bertad en el acto al detenido, y si procediere, lo remitirá con notii 
Hada á Ifi Prevención de la Jefatura de policía en las Capitales; ; 
■ pueblos, quedará en la oficina á donde fué conducido. 

En ningún caso podrá permanecer más de veinU y cua 
sin dársele destino, y cuando comience á correr la última de ellas 
parte al Gobernador de la provincia, y por conducto del Jefe de p 
las Capitales, y á los Alcaldes respectivos, directamente, en los 
que resolverán definitivamente lo que hubiere lugar, y respecto ■ 
ponsabilídad de los aprehensores, si la hubiese. 

Con este motivo, la Guardia civil y el Orden público, que i 
virtud de reglamentos especiales, darán á su vez á sus Jefes respec 
correspondiente parte de las detenciones que hicieren y de su cu 
las oficinas de policía, para que el Gobernador civil, en las Capita 
Alcalde municipal, en los demás pueblos, puedan resolver con a 
sus atribuciones y responsabilidad, antes de las veinte y cuatro I 
referidas. 

Con el objeto de que se tenga presente el alcance de esta res 
lidad, se insertan á continuación los artículos 29, 30, 31 y 33 di 
provisional para la aplicación del Código Penal vigente, que dicei 

"Artículo 19. — El particular que detuviere á una persona det 
ducirla ó hacerla conducir inmediatamente á la Cárcel, entregandi 
caide una cédula firmada en que conste el motivo de la detención 
supiere escribir, ¿rmará la cédula el Alcaide con dos testigos. 

"Articulo 30. — La autoridad gubernativa ó agente de la mil 
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detuviere á una persona, la pondrá en libertad ó la entregará á la autori- 
dad judicial dentro de las veinte y cuatro horas siguientes al acto de la de- 
tención. 

** Artículo 31. — A las veinte y cuatro horas de haber puesto el deteni- 
do á disposición del Juez competente, deberá decretarse su prisión ó soltu- 
ra por auto motivado. 

"En los casos que así no fuere posible por la complicación de los he- 
chos, por el número de los procesados ó por otro grave motivo que deber! 
hacerse constar en el proceso, se podrá ampliar la detención por dicho 
Juez hasta tres días. Pasado este término se decretará precisamente la pri- 
sión ó soltura. 

^*E1 auto en que haya dictado el mandamiento de prisión se ratificará 
ó repondrá oído el presunto reo dentro de los setenta y dos horas siguien- 
tes al acto dé la prisión. 

"Artículo 32. — Para decretar la prisión provisional, serán necesarias 
las circunstancias siguientes: • 

"1° Que conste en la causa la existencia de un hecho que presente 
los caracteres de delito. 

"2^ Qu^j éste tenga señalada pena superior á la de prisión mayor, se- 
gún la escala general comprendida en el Código Penal, ó bien que aunque 
tenga señalada pena inferior,ifconsidere necesaria el Juez la prisión provi- 
sional, atendidas las circunstancias del hecho y los antecedentes del proce- 
sado, hasta que presente la fianza que se le señalare. 

"3^ Que aparezcan en la causa motivos bastantes para creer respon- 
sable criminalmente del delito, á la persona contra quien se haya de dictar 
el auto de prisión." 

Art. '^23. El servicio de prevención es permanente y no se interrum- 
pirá nunca, por ningún motivo ni á ninguna hora. 



CAPITULO III. 
De las atribuciones y deberes de las autoridades en materia de policía, 

Art. 24. El Gobernador General, como Autoridad superior de la Is- 
la, ejerce las funciones siguientes: 

I? Nombra á los empleados del cuerpo, desde Celador en adelante, 
y á los que compongan las Secretarías de las Jefaturas de policía de las 
provincias. 

2? Resuelve las alzadas que se eleven contra las resoluciones de los 
Gobernadores, y las quejas que se presenten por causa de las mismas reso- 
luciones ó por tardanza en dictarlas, conforme á sus atribuciones. 

3** Confiere directamente, á cualquier empleado en uno ú otro de los 
ramos de policía, las comisiones del servicio que crea necesarias. 

Art. 25. Los Gobernadores civiles de las provincias tienen las facul- 
tades y obligaciones siguientes: 

I? Nombrar, por delegación, todos los empleados del ramo que ten- 
gan menos de seiscientos pesos de haber, conforme al inciso i? del art. 24. 

2? Poner en conocimiento del Gobierno General, por conducto de 
la Secretaría del mismo, todo cuanto pueda ser de interés y se relacione con 
el orden público y en la forma que sea del caso. 
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3? Dirigir el servicio de los ramos de la policía, con el concurso y 
por medio de los jefes respectivos de la provincia. 

4? Resolver todas las cuestiones y expedientes relativos al mismo 



servicio. 



5? Visitar por sí, ó por medio d¿l Jefe de policía de la provincia, una 
vez al menos cada tres meses, las oficinas todas de policía, enterándose mi- 
nuciosamente del estado de los libros y de los servicios. ... , 

El acta de examen se extenderá sin demora en ?l libro de visitas, y lo 
autorizará el empleado que el Gobernador designe para desempeñar las 
funciones de Secretario. . . 

Art. 26. Los Jefes de policía y de la Guardia civil de las provincias, 
además cié las consignadas anteriormente, tienen ^^as facultades y obligacio- 
nes siguientes: ' \ j ^ u 

I » Llevar por personas de su confianza, el registro reservado ae la 

conducta de sus delegados. \ 1 ^ ^q 1 

2^ Corregir disciplinariamente las faltas de todds los empleados aei 
ramo, en la forma que más adelante determina este Ryeiamento, y con. 
la aprobación del Gobernador de la provincia, á quien daVá cuenta previa, 

3^ Vigilar el cumplimiento de todos los subalternos He la provincia 
recordándoles las disposiciones vigentes según sea prudente yinecesario. 

4* Recorrer los términos de la provitRia, indistintam nt\e, para vigi- 
lar é inspeccionar cómo- se presta el servicio y participar al gobernador 
civil cuanto sobre el particular observe. ^ , \ 

5* Reclamar los datos necesarios para formar el día ultimoVde cada 
mes, el estado de las novedades ocurridas en la provincia y en qué\ na in- 
tervenido la policía, para enviarlo duplicado al Gobierno civil, á ñn «le que 
éste remita un ejemplar al Gobierno^ General. 

6* Trasmitir á los Inspectores las órdenes de la Superioridad y 
dar de su estricto y rápido cumplimiento. ^ . i 

7* Dar todos los informes que sobre cuestiones de orden público jes 

pida el Gobernador. [ 

8* Vigilar á todo el cuerpo de su mando, para que sin dejar de h^ 
cerse obedecer con firmeza, use con el público de los modales más atentoíf 
oir las quejas que contra los empleados del mismo se produzcan por abu* ^ 

sos y atropellos, que nunca deberán cometerse, y previa la averiguaciói^ j 

correspondiente ponerlas en conocimiento del Gobernador de la provincia^ 
para que resuelva. * 

Art. 27. En las Capitales de provincia donde es lo general que lo| 
Gobiernos civiles ejerzan el gobierno de la localidad, se considerará á lo* j 

Alcaldes y sus Tenientes como delegados del Gobierno, cuando intervienen^ ^ 

-en asuntos de policía, en ese concepto. En los demás lugares de la Isla, lo% | 

Alcaldes y tenientes de Alcalde son la autoridad gubernativa, según la de-| 
legación de la Ley. \ 

Art. 28. Los Inspectores de. vigilancia y seguridad, y Celadores que^ 
estén al frente de distritos, tienen además de las obligaciones consignadasl 
en el art. 15, las siguientes: 

I* Llevar por sí mismos y de su propio puño el registro numer - 

que es el de los sospechosos de su distrito. 

2t Adquirir conocimiento detallado del distrito de que están enea 



POLICÍA DE GOBIERNO, 223 



I 



gados, aprendiendo con gran minuciosidad las calles y las entradas de las 
casas. 

8* Conocer igualmente á los vecinos del distrito, tomando razón 
de sus actos cuando considere que éstos deben llegar al conocimiento de 
sus superiores. 

4* Vigilar cuidadosa:Tiente á todas las perdonas acerca de las cuales 
se adquieían malos antecedentes. 

5* Vigilar ó inspeccionar toda clase de casas ó establecimientos pú- 
blicos, como cafés, tabernas, casas de dormir, etc. 

6* Procurar la captura de todo delincuente ó de toda persona que 
le designe la autoridad. 

Ant. 29. Los Subinspectores, Celadores y subalternos de policía de- 
ben ejecutar todo cuanto relativo á su ramo les encarguen los Inspectores 
Jefes de Distrito y demás superiores. 

Art. 30. Todos los empleados del cuerpo de policía se consideran 
siempre de servicio, en caso necesario, y en tal concepto, deben: 

I? Reprimir toda agresión contra la persona, el domicilio ó los bie- 
nes de cualquier ciudadano ó extranjero, deteniendo al agresor. 

2? Prestar auxilio á las personas que demanden socorro ó que se 
viesen en cualquier peligro. 

3? Prestar auxilio á toda autoridad, de cualquier orden, que lo re- 
clame. 

4? Aprehender á todo delincuente de que tengan noticia 

5? Cuidar de que no se infrinjan las ordenanzas y disposiciones vi- 
gentes. 

6? Procurar sorprender las casas de juego. 

7? Acudir á cualquier punto en que ocurrieren desórdenes, y tratar 
de contenerlos por cuantos medios de persuasión les sugieran su celo y 
experiencia, deteniendo á los que se resistan á sus advertencias. 

Art. 31. Ningún individuo del cuerpo de policía hará uso de las 
armas, ni aún amenazará con ellas, á no ser en caso de agresión armada ó 
de resistencia á viva fuerza. Entonces hará la señal convenida en deman- 
da de auxilio, y cualquiera que sea el número de los agresores se defenderá 
aún á costa de la vida, sin abandonar su puesto. 

CAPITULO IV. 

De los auxilios de la pQlicia. 

Art. 32. Los Alcaldes de barrio, los agentes municipales, los sejenos 
del Ayuntamiento y los privados del comercio, y cualesquiera otros depen- 
dientes armados que tengan los Municipios, están obligados á prestar toda 
su cooperación ó auxilio á la policía; debiendo suministrarles cuantas noti- 
cias conozcan y ellos les pidan, relativas al jervicio. 

Siempre que cualquiera de los comprendidos en el párrafo precedente, 
falte á las obligaciones que en él se establecen, lo pondrá el Gobernador 
en conocimiento del Alcalde para que éste imponga al omiso ó desobedien- 
te la corrección oportuna. 

£n caso de reincidencia, mandará el mismo Gobernador instruir ex- 
pediente gubernativo para exigir la responsabilidad á quien corresponda. 
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CAPITULO V. 
De los premios. 

Art. 33. Se establece como derecho para ct cuerpo de policía, c 
todos los años se constituirá un tribunal expreso en ca.da provincia p: 
juzgar la conducta de sus empleados; acordándose los premios que se e 
men oportunos para las clases de Inspectores, Sub-Inspectores y Celai 
res de policía; oficiales de Orden Público, Guardia Civil y Guardia de 
gilancia; y otros premios pecuniarios para los sargentos, cabos y guard 
de los últimos Se distribuirán en 'i forma siguiente: 

1? El día 2 de Enero, el Tribunal, compuesto del Secretario 
Gobierno de la provincia, de los Jefes de Policía y Guardia Civil, y pn 
dido por el Gobernador de la provincia, dará comienzo y por quince di 
al examen de los registros de conducta de los empleados respectivos, y ; 
viendo de ponentes para cada cuerpo los segundos Jefes respectivos, de 
dirá por votación secreta cuál es el individuo de cada grupo que mere; 
premio. Si ninguno lo mereciere, se declarará así, y el premio no se ad 

2? El iribunal entregará á los premiados el día 23 de Febrero, 
sesión pública, un documento en que conste la distinción que han mert.,.- 
do, el cual será autorizado por el Gobernador General de la Isla, á quien 
se habrá remitido con el expediente respectivo y con la anticipación corres- 
pondiente, para su aprobación. 

3° Para los comprendidos en el primer grupo, el Gobierno de la pro- 
vincia informará lo que le parezca, á fin de que se les recompense desde 
'uego por este Gobierno General ó se les proponga a! de S, M. para las 
distinciones que se merezcan; y para los premios pecuniarios, tendrá siem- 
pre en cuenta el estado del fondo de multas procedente de las que hayan 
abonado los mismos cuerpos con arreglo á las que establece este Regla- 
mento. 

CAPITULO VL 

De las faltas y sn castigo. 

Art. 34. Las faltas son leves ó graves. 

Son faltas leves: 

1? U=ar palabras ma! sonantes 6 indecorosas. 

2? Tratar al público sin la debida urbanidad y consideración. 

■3? Contraer deudas. 

4" Fumar estando de servici", 

$' Distraerse, estando de servicio, en conversaciones extrañas al 
mismo. 

6? Entrar en cafés, tabeas, figones, casas de prostitución y otros 
sitios análogos, á no ser por causa del servicio. 

7" No tener aseo en su persona, ó siendo militar, presentarse sin al- 
guna prenda de su vestuario ó equipo ó traerla mal colocada. 

8" No saludar á las autoridades y á ¡os oficiales del Ejército los mi- 
litares, cuando unos y otros lleven el distintivo propio de su carácter y ca- 
tegorÍK. 
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Serán también faltas leves los demás actos análogos á las indicadas 
aunque no se señalen expresamente en este Reglamento. 

Art. 35. Son faltas graves: 

I? Abandonar el puesto ó el servicio encomendado. 

2? Dar los partes más tarde de lo debido. 

3? Ser notariamente <iescuidado en el servicio. 

4? No guardar ^el respeto y la subordinación debidos á los supe- 
riores. 

5? No cumplir las órdenes de éstos en lo relativo á su instituto. 

6? No prestar auxilio al que con motivo lo reclame. 

7? Recibir en cualquier forma remuneración ó regalos por sus servi- 
cios ó por razón de su cargo. 

8? Blasfemar con escándalo. 

9? Embriagarse. 

10. Jugar á juegos prohibidos. 

11. Tener tratos con personas sospechosas ó de mal vivir. Esto no 
se considerará falta cuando lo hagan por orden de sus jefes. 

Art. 36. Los encargados de registros y libros incurren en falta leve 
por llevarlos sin la debida limpieza, y en falta grave, por llevarlos retrasa- 
dos ó con desorden ó errores. 

Art. 37. Las faltas leves se corrigen: 

I? La primera vez con reprensión privada ó multa de i á 5 pesos. 

2? La reincidencia en la misma falta, con reprensión pública ó con 
el doble de la multa. 

Art. ^S, La primera falta grave se corregirá con suspensión de suel- 
do, por espacio de cinco á quince días, si la falta es de las designadas en 
los números 8, 9, 10 y 11 del artículo 35 y la del artículo 36; y con dicha 
suspensión y además arresto en la prevención de uno ó tres días, si la falta 
es de las designadas en los demás números, excepto la del número 7, que 
cuando constituya delito, se sujetará alo que se prescribe en el artículo 42. 
A la segunda falta grave, se formará el expediente de separación de que 
habla el artículo 41. x 

Art. 39. Las faltas leves y las graves y la corrección que por ellas se 
imponga, se anotará inmediatamente en la hoja del empleado, á quien se 
dará conocimiento por escrito. 

Si el interesado no se conformase, lo manifestará respetuosamente al 
Jefe que le haya impuesto la corrección, el cual abrirá un expediente que 
se sustanciará sumarísimamente, y se resolverá por el iumediato superior 
al instructor, con apelación á la autoridad del Gobernador General. 

Art. 40. Las correcciones que establecen estos artículos, serán im- 
puestas: 

I? Por los Jefes délas fuerzas de Orden Público á todos los indivi- 
duos de este cuerpo. 

2? Por el Jefe de Policía á los Inspectores, Sub- Inspectores, Celado- 
res, escribientes y vigilantes. 

3? Por el Jefe de la Guardia Civil ^ los individuos de su coman- 
dancia. 

Art. 41. Será despedido del servicio, previa instrucción de expedien- 
te con sujeción á este Reglamento, el empleado que cometa dos faltas gra- 
ves, una grave y tres leves ó cinco leves. 

15 
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Art. 42. Ei empleado de policfa que cometa acción ú omisión califi 
cada de delito en el Código Penal, seríi suspendido de empleo y sueldo ] 
entregado á los Tribunales, conforme i los Reglamentos vigentes. 

Si el acusado es absueko, ó recae en el sumario el sobreseimiento libre 
y con pronunciamientos favorables, podrá volver a! desempeño de su em- 
pleo; pero si es condenado, ó el sobreseimiento se hace sin dichos pronun- 
ciamentcis, será separado del Cuerpo. 

Art. 43. Las prescripciones consignadas en c-ste capftulo, no soa 
aplicables á los Jefes de policfa, Orden Público y Guardia Civil. 

CAPITULO VII. 
Disposiciones generales. 

Art. 44. Los Jefes son responsables de las órdenes que dicten en ma- 
teria de policía. 

Art. 45. No se podrá distraer á ningún empleado de policía del ob- 
jeto de su instituto, y la autoridad qu^lo hiciere ó consintiere, será respon- 
sable del abuso. 

Art. 46. Los individuos de policía en general no pueden reunirse por 
su voluntad propia para ningún objeto, ni formar asociaciones, ni elevar 
peticiones colectivas, ni mezclarse para nada en política, ni hacer represen- 
taciones sobre asuntos públicos. 

Art. 47. Para la debida instrucción de los empleados de policía, se 
formarán inmediatamente por los Gobernadores de las provincias y se re- 
raitirári al Gobierno General para su aprobación, las canillas correspon- 
dientes para los servicios de policía de vigilancia y seguridad, en que con 
arreglo á las bases de este Reglamento, se especiñca'án con el mayor de- 
talle las obligaciones de cada clase y la forma de cumplirlas. 

Art. 48. Para la conveniente separación de los servicios, los emplea- 
dos de la policía de vigilancia y seguridad tendrán entendido, como tns- 
tiucciones generales, que á la /i^/ivia municipal corresponde directamente, 
y con arreglo á las ordenanzas, bandos y disposiciones de sus autoridades: 

1? Velar sobre todo lo que pueda referirse á la seguridad y libre cir- 
culación en calles, plazas, pasajes, paseos y demás vías públicas, etc. 

2* Velar sobre la limpieza, alumbrado, trasportes dentro de las po- 

3? Prohibir que en ventanas, aceras y tejados se coloquen objetos 
cuya caída pueda ocasionar daños, y que se arrojen á la vía pública obje- 
tos, despojos que molesten 6 produzcan emanaciones desagradables, etc. 

4? Inspeccionar los pesos y medidas que sirven para la venta de 
géneros, y el estado de los artículos de comer, beber y arder que se expen- 
dan al público, etc. 

5? Contribuir á que cesen las calamidades generales, como epide- 
mias, inundaciones, incendios, et¿. 

6? Evitar los accidentes que puedan ocasionar los animales dañinos 
etc., etc. Y cuantas más atribuciones marquen sus reglamentos especiales; 
y que como auxiliares de lapalieía de goéiemc estío sn el deber de intervenir: 

I? Cuando se turbe la tranquilidad del vecindario, con riñas, pen- 
dencias, tumultos, ruidos y gritos, tanto por el día como por la noche. 

2° Cuando se altere el orden en puntos en que se reúna gran con- 
currencia, como ferias, mercados, fiestas, regocijos públicos, espectáculos, 
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ceremonias, etc., y cualesquiera otros sitios en que asistan los Alcaldes de 
barrio y sus demás agentes subalternos en cumplimiento de lo que le im* 
ponen sus obligaciones. > 

Art. 49. En los casos á que se refieren los incisos anteriores, entre- 
garán los perturbadores á los Inspectores ó Celadores de policía de las 
localidades, si es que la fuerza de vigilancia y seguridad no se hizo cargo 
de ellos desde luego por haber acudido al mismo tiempo. 

Art. 50. Quedan derogadas por este Reglamento las disposiciones 
anteriores relativas á la organización del servicio de policía en esta Isla. 

Habana, Mayo 10 de 1883. — Prendergast — Es copia. — El Secreta- 
rio del Gobierno General, M, Diaz de la Qjdniana. 



Por el Ministerio de Ultramar se comunica al Excmo. Sr. Goberna- 
dor General, con fecha 9 de Marzo último, la Real orden siguiente: 

"Excmo. Sr.: — En vista de la carta oficial de V. E. número 1,493, 
fecha 5 de Julio último, consultando con remisión de expediente en copia, 
cuál sea la interpretación que deba darse al artículo 42 del Reglamento de 
Policía del Gobierno aprobado por Real orden de 23 de Junio de 1880; 
S. Mk el Rey (q. D. g.) se ha servido '^isponer se diga á V. E. que, aun 
cuando es evidentísimo el buen deseo que animó á todos cuantos enten- 
dieron en el expediente que motiva la consulta, lo es también que no se ha 
parado mucho la atención en el contexto del artículo 42 y sobre todo en 
el espíritu que ha presidido al Reglamento de Policía. Son las funcio- 
nes de policía de tal naturaleza que, si por una parte exigen conocimiento 
de lugares y personas, lo cual no se obtiene sino á beneficio de la estabili- 
dad del empleado, requieren por otra que el Jefe de la provincia tenga 
absoluta confianza en el encargado de tan importante misión como eá la 
de vigilar^ por el bien general, evitando y persiguiendo la comisión de los 
delitos y procurando el mantenimiento del orden público. De aquí que 
todas las leyes y disposiciones orgánicas del ramo de policía, en cuanto al 
personal que ha de cumplir el servicio, se hayan inspirado y deban inspi- 
rarse siempre en dos principios que, aunque antagónicos en el concepto, 
pueden hermanarse en la práctica con una prudente aplicación de ellos por 
parte de^as autoridades llamadas á ejercer las funciones de Gobierno. Son 
esos principios, el de la estabilidad, y e\ de la libre acción para nombrar y 
separar. El uno obedece á la conveniencia de crear un personal que ofrez- 
ca garantías; y el otro á la imprescindible necesidad, siempre sentida en 
los ramos de gobierno, de inutilizar rápidamente todos aquellos elementos 
que puedan ofrecer peligro, siquiera sea remoto, para el bienestar público. 
Se ha de someter, pues, .por estas altas razones de gobierno, la ventaja de 
la estabilidad á la del público sosiego; y las garantías personales de los em- 
pleados en el ramo de policía, en cuanto á la conservación de sus destinos, 
más deben fiarse á cuestión de conducta de las autoridades interesadas en 
disponer de celosos funcionarios para el mantenimiento del orden de que 
i responsables que á preceptos reglamentarios. Por esos motivos no se 
declarado la inamovüidad de los empleados del ramo, sino que, con 
y escasas trabas, pueden ser libremente declarados cesantes con arreglo 
3s preceptos de los artículos 7, 8 y 10 del citado Reglamento. De modo 
is indirecto se procura la estabilidad exigiendo condiciones para el in- 
íso en el cuerpo, también con arreglo á I02 artículos 8, 9 y 10 del mismo 
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Reglamento. Existe, pues, un principio, por decirlo así, genérico de amo- 
vilidad, y sopeña de ser ilógico el Reglamento, todas las disposiciones en 
él contenidas, han de fundarse en esa base. Y así es en efecto, y el mis- 
mo artículo 42 lo demuestra palmariamente. Dice á la letra: — Art. 42. — 
"£1 empleado de policía que cometa acción ú omisión calificada de deli- 
to en el Código Penal será suspendido de empleo y sueldo y entregado á los 
Tribunales, conforme á.los reglamentos vigentes. — Si el acusado es absuelto, 
ó recae en el sumario el sobreseimiento libre y con pronunciamientos favo- 
rables, podrá volver al desempeño de sv pmpleo; pero si es condenado, ó 
el sobreseimiento se hace sin dichos pronunciamientos^ será separado del 
cuerpo." Sólo se declara en este artículo una aptitud^ no un derecho como 
parece ser han entendido la mayoría de los que intervinieron en el expe- 
diente; y es evidente que, á pesar de la aptitud legal, puede dentro de la 
letra y espíritu de tal disposición, prescindirse por razones de alta conve- 
niencia, ya del servicio del empleado á quien se declare, ya de que conti- 
núe ejerciendo su cargo en el mismo lugar en que fuera procesado Las 
razones alegadas en pro de su propuesta por el Gobernador de la provin- 
cia de la Habana, tienen importancia efectiva, y á los mismos supuestos 
obedeció sin duda alguna la manera de redactar el artículo de que se trata, 
y en el que, si bien se parte del justísimo principio de no inferir daño al 
que lo mismo puede ser sujeto á un procedimiento por j usta causa, que 
por malevolencia, venganza ú otro móvil bastardo, se deja un medio á la 
autoridad para salvar las consecuencias de escollos que, á veces, se presen- 
tan en la comprobación de actos punibles que están, sin embargo, en la 
conciencia de todos. Ciñendo más la idea, el artículo 42 no coarta la liber- 
tad de acción para decretar la cesantía, sea cual fuere la resultancia de un 
procedimiento empleado, si para acordarlo se cumple lo prevenido en los 
artículos 7?, 8? y 10? del Reglamento, según los casos; y por consiguiente 
mucho menos la facultad de trasladar á otro punto al funcionario *que fué 
suspenso. No ofrece duda alguna la redacción del art. 42; si ha ocurrido 
que se confundió el derecho con la aptitud, y si no es preciso interpretar, se 
hace necesario manifestar á V. E. para que á su vez lo haga á las autorida- 
des de esa Isla, el error de concepto en que' incurrieron por consecuencia 
de aquella confusión, y una vez demostrado el error, ellas mismas«e per- 
suadirán de que ni es menester dictar reglas para la ejecución del Regla- 
mento en la parte que se consulta, ni se hallan desprovistos de aquella .sa- 
ludable acción que requiere el cuidado de la tranquihdad del Estado. — 
Ee Real orden lo digo á V. E., llamando su atención sobre la trascen- 
dencia que pueda tener el uso de una atribución que, empleada con acier- 
to y con sereno é imparcial juicio, conducirá á establecer un brillante cuer* 
po de policía y un tranquilo bienestar en los pueblos; pero que mal apli- 
cado, dará por resultado indefectible la mayor de las perturbaciones; esto 
es, la nacida de la desconfianza en los llamados a la guarda de personas y 
de haciendas. — Dios guarde á V. E. muchos años. — Madrid 9 de Marzo 
de 1883. — Núñez de Arce." 

Y acordado por S. E. el cumplimiento de la presente Real orden ei 
17 del pasado, de su orden se publica en la Gaceta oficial, para genera 
conocimiento. 

Habana, j^íayo 10 de 1883. — El Secretario del Gobierno General 
M. Diaz de la Quintana, 
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Gobierno General de la Isla de Cuba. — Secretaría. — Personal — ^Por 
el Ministerio de Ultramar se comunica al Excmo. Sr. Gobernador General, 
con fecha 25 de Septiembre último, y bajo el número 1326, la Real orden 
siguiente: 

"Excrao. Sr.: — S. M. el Rey (q. D. g.) y en su nombre la Reina Re- 
gente del Reino, se ha servido expedir el siguiente Decreto: — Conformán- 
dome con lo propuesto por el Ministerio de Ultramar, de acuerdo con la 
Comisión de Reformas de aquel Ramo y del Consejo de Ministros, en 
nombre de Mi Augusto Hijo el Rey Don Alfonso XIII y como Reina 
Regente del Reino, Vengo en decretar lo siguiente: 

CAPITULO I. 

Del regisifo general y de los registros de Negociados, 

Artículo I® Bajo la dependencia del Jefe ó del Secretario de toda 
Centro ó departamento Administrativo habrá un Registro general donde 
se llevarán los libros necesarios para que conste con claridad la entrada 
de los documentos que al mismo se dirijen, así como los de salida y destino 
de los que de él emanen. 

Art. 2? En el acto de presentarse cualquier documento para ser 
registrado, se pondrá en el mismo el sello del Registro con la fecha de su 
presentación y el número de orden de entrada que le corresponda, hacién- 
dose después el oportuno asiento. Toda orden ó comunicación se remitirá 
después de firmada al Registro general para el cierre, acompañándolo con 
la minuta para que se estampe en ella el sello de salida y se hagan las 
anotaciones correspondientes en el Registro del expediente. 

Art. 3® Habrá además en cada Negociado un Registro particular, 
«n el cual deberá constar la historia completa de todos los asuntos. 

Art. 4? Después de registrados los documentos de entrada, se pasará 
al Jefe ó Secretario para que sé entere, llamando su atención sobre aque- 
llos que deban fijarla inmediatamente por su urgencia ó cualquiera otra 
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circunstancia. Los documentos quedarán entregados en el mismo día 
en el Negociado correspondiente, (i) 

Art. 5® Se hará constar en el Registro general el Negociado al cual se 
remitan los documentos de entrada y el de que procedan loa de salida. 
El pase de los expedientes de un Negociado á otro se hará constar en los 
registros particulares de éstos y en el Registro general. Siendo responsable 
el Registro general y cada negociado de la pérdida ó extravío de los do- 
cumentos que reciban, deberán exigirse, para su justificación, unos á otros 
los correspondientes recibos consignados sencillamente en cuadernos á 
volantes, expresando siempre los números de' Registro. (2) 

Art. 6? Todo el que presente en el Registro general una instancia, 
solicitud, exposición, comunicación, oficio ó en general cualquier docu- 
mento abierto, podrá exigir recibo en que se exprese el asunto, documentos 
que acompaña, número de orden de entrada, fecha de su presentación y 
hasta la hora en que ésta tenga lugar, si así lo desea. El encargado del 
Registro hará constar el domicilio del interesado. Bajo ningún pretexto 
dejará de recibirse en el Registro general documento alguno que se pre- 
sente, ni de darse el oportuno recibo. 

CAPITULO IL 

D^¡ modo de incoar los expedientes administrativos, 

Art. 7? Los expedientes administrativos se incoarán de oficio ó á 
petición de parte interesada. Cuando se incoen de oficio se abrirán con 
el decreto original del Jefe que lo ordene. Cuando se incoen á petición 
de parte interesada se abriiá con la instancia ó comunicación que los mo- 
tiven, decretando que ha lugar á su formación, ó resolviendo de plano co- 
mo proceda. (3) 

Art. 8? Los escritos promoviendo un expediente administrativo es- 
tarán firmados por los mismos interesados ó por sus representantes ó apo- 
derados, acompañando en este caso los documentos públicos que acrediten 
la representación ó el mandato ó la carta ú oficio en que se les autorice 
para representante. Si el interesado no supiese firmar, lo hará otra perso- 

(i) Con lo establecido por este aatículo será ya innecesario é inoportuno el decreto- 
de rigor hasta hoy, concebido en estos ó parecidos términos: ^* Regístrese y al Negociado 

de á sus efectos,^* £1 funcionario encargado del Registro general se considerará 

obligado á inscribir los documentos que se le entreguen, con la mera presentación; pero á 
nuestro juicio la prescripción de que tales documentos quedarán entregados en el mismo- 
dia en el Negociado correspondiente, no lleva envuelta consigo la idea de que dicho fun- 
cionario designe por sí el trámite anotándolo, per se^ en los libros á su cargo. Creemos 
que una vez cumplida la formalidad de su inscripción, de acuerdo con lo que en este 
mismo artículo se previene, deberá pasarlo al Jefe ó Secretario, quien decretará entonces 
el trámite que corresponda. Al cumplimentarlo haciendo la entrega formal, el encarga- 
do del Registro lo hará constar en éL 

(2) Ha sido práctica hasta hoy en las oficinas de la Administración Civil, no hacer 
constar en los Registros generales más que la entrada y salida de documentos, anotando- 
el Negociado de que procedían ó al que se entregaban. De hoy más se tomará razón 
del pase de esos documentos ó expedientes de un Negociado á otro, dentro de la misma 
oficina. 

(3) Entendemos que podrán también incoarse á moción de funcionario subalterne 
abriéndose, no con el decreto original del Jefe, sino con la misma moción original. 
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na de la misma vecindad á su ruego. Dichos escritos se redactarán pro - 
curando distinguir los puntos de hecho y los de derecho, y expresando con 
claridad en la súplica lo que se solicita. En la parte superior de los docu- 
mentos que se acompañen, se pondrá por el interesado un número de 
orden y un epígrafe de su contenido. Si el interesado lo presentare en 
otra forma lo hará el encargado del Registro general. En el expresado 
escrito, el interesado señalará su domicilio y residencia habitual, (i) 



CAPITULO III. 

De la tramitación de ios expedientes, 

Art. 9? Recibido el escrito ó escritos en eí Negociado, el empleado 
á quien corresponda cuidará de unir los antecedentes que hubiere acerca 
de aquel asunto, haciendo su extracto, cuando éste fuere necesario, con 
claridad, exactitud y concisión, sin omitir circunstancia alguna esencial, 
y en el plazo improrrogable de veinte días. 

Art, 10, Si una sola comunicación de entrada contuviera dos ó más 
expedientes, se harán tantos extractos separados cuantos fuesen aquéllos, 
cuidando de relacionarlos entre sí por medio de notas de referencia. 

Art. II. Iguales notas se pondrán siempre que dos ó más expedientes 
tengan tal enlace, que la resolución de uno de ellos pueda influir en la de 
otro ú otros. 

Art. 12. La responsabilidad en que incurra el empleado por las 
inexactitudes que cometiere en la formación del extracto, no eximirá al 
Jefe del Negociado de la que á su vez pueda corresponderle por no haberse 
cerciorado debidamente de la fidelidad de la ejecución de aquel trabajo. 

Art. 13. A continuación del extracto el Jefe del Negociado extende- 
rá nota proponiendo la resolución que juzgue procedente, fundándola se- 
gún corresponda y citando las disposiciones que sean aplicables al caso, y 
dentro del plazo improrrogable de quince días. Podrá también proponer 
cualquier trámite previo, diligencia de prueba, escrito aclaratorio del inte- 
resado, informe ó consulta, exponiendo su necesidad ó conveniencia para 
la mejor resolución del asunto, caso de no hallarse autorizado para verifi- 
carlo ni ordenarlo por sí mismo. El informe de los altos Cuerpos Consul- 
tivos de la Administración, no será reclamado sino en los casos explícita- 
mente marcados en los decretos de su constitución y por ol Jefe que haya 
de resolver el expediente, antes de dictar la resolución. Los Jefes de 
Negociado son responsables de los informes y propuestas que emitan en 
el curso de los expedientes (2) 

(i) No exigiéndose para los asuntos de la Administración Civil la comparecencia. 

{)0r medio de Procurador, aparecería ilógico exigir de personas-que se presumen legas 
a redacción de sus escritos en la forma para las demandas prescrita en la Ley de Enjui- 
iamiento Civil; pero claro está que á ella en lo posible deberán sujetarse lof Procurado- 
es y Letrados que tuvieren que entablar reclamaciones, sin que pueda por eso exigírseles 
al formalidad. 

(2) El Oficial de un Negociado, pues, no podrá considerarse en el deber ni con el 
derecho de informar en los expedientes de su cargo proponiendo una resolución, cual- 
[uiera que ella sea. Sólo deberá hacer el extracto autorizándolo con su firma, si el asun- 
^ tuviere antecedentes, ó bien si, por la extensión del escrito, ó su obscura redacción,' 
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Art. 14. Sí el Jefe del Negociado no despachase directamente con 
quien haya de resolver en definitiva, por exigtir un Jefe intermedio, pondiá 
éste á continuación de la nota del Negociado su conformidad, ó la contra- 
nota que considere oportuna, presentando el asunto á la resolución defini- 
tiva de quien corresponda, ó resolviendo por sí en aquello para lo cual 
estuviere autorizado, sin que en uno y otro caso pueda retardar más de ocho 
dias el verificarlo. Si por causas superiores á su voluntad lo retardare, 
pondrá nota en el expediente, expresiva de aquélla, para no incurrir en 
responsabilidad. 

Art. 15. Será deber del Jefe de cada Negociado, cuidar bajo su res- 
ponsabilidad en el suyo, de que los papeles y documentos de cada expe- 
diente estén unidos, ordenados y numerados convenientemente, teniendo 
su hoj* de índice que se irá llenando á medida que se agreguen dichos 
papeles y documentos con expresión de las hojas que cada uno de éstos 
comprenda. Siempre que salga del Negociado un expediente para infor- 
me ú otro objeto, se entregará acompañado de una copia de este índice, 
que el que la reciba, podrá confrontar con la original, que permanecerá en 
el Negociado. 

Art. 16. Emitido un informe ó practicada una diligencia, se unirán 
al expediente los documentos recibidos extractándolos, si fuera preciso, y 
continuando su curso el procedimiento. 

Art. 17. Los que sean parte en un expediente podrán enterarse del 
estado del tiámite en que se encuentre, pero no del contenido de los infor- 
mes, notas y acuerdos, salvo en el caso de que por quien corresponda se or- 
dene que se le ponga de manifiesto. En cualquier estado del expediente, 
antes de que recaiga resolución definitiva, podrán presentar los documentos 
que estimen útiles á su defensa, (i) 

se considerare necesario. El informe -propuesta no podrá extenderlo sino por orden 
del Jefe. 

El plazo improrrogable de 15 dias que se concede al Jefe de Negodado para propo- 
ner resolución, deberá entenderse á contar desde la fecha en que recibió del Negociado 
el expediente, según constará del recibo dado al Registro general, interventor por la 
ley, en la entrega de documentos dentro de la oñcina por un Negociado á otro ó por un 
Negociado al Jefe, aunque en puridad, y dado lo estatuido, puede decirse, que ya no hay 
entrega de documentos dentro de ella más que de un Negociado al del Registro y de éste 
al Jefe ó á otro Negociado. 

(i) Como se vé por el texto de este artículo, existe un derecho innegable, recono- 
cido por la ley, para conocer y enterarse del estado de tramitación de un negocio. 

Este derecho del particular á enterarse del trámite en que se halla el asunto ó nego- 
cio en que está interesado, y el deber correlativo del empleado á informarle sobre lo 
mismo, por más que estuviere preceptuado en esta ley, era desconocido y hollado, ?egún 
la opinión pública, por empleados venales, que exigían dádivas por el cumplimiento de 
su deber, y por particulares débiles que consentían en esta, infracción, temerosos de los 
resultados de una queja que no se atrevían á formular. 

Tiempo há que se hacia necesaria una mano firme que hiciera cumplir las leyes y 
fustigase sin contemplaciones al empleado que, desacreditando nuestra Administración, 
hiciera un comercio del cumplimiento de sus obligaciones. Comprendiendo esto, y que- 
riéndose cortar este mal, tan antiguo aquí como la misma Administración, se ha dictad 
recientemente por la Secretaría del Gobierno General una resolución sobre el despacl 
de expedientes, insertándose en la "Gaceta" del 19 de Marzo del corriente año, y que 
la letra dice: 

^^ Gobierno Genei al de la Isla de Cuba, — Secretar (a, — Sucede con frecuencia qu 
cuantos tienen reclamación pendiente en las oficinas del Estado, juzgan necesario acuc 
á medios reprobables para conseguir noticias de cómo se liállan los asuntos cuya reso' 
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Art. 1 8. Todos los extractos, infonnes, diligencias y propuestas, lle- 
varán al pié la fecha y la ñrma del empleado que hubiere ejecutado el 
trabajo. 

Art. 19. Las providencias de mera tramitación podrán dictarse por 
decreto autorizado, con la media ñrma del que los acuerde. 

CAPITULO IV. 

Resolución definitiva y notificación al interesado» 

Art. 20. La resolución definitiva se dictará por la Autoridad á quien 
corresponda con arreglo á las leyes y reglamentos, redactándose con el ra- 
zonamiento oportuno, siempre que lo exija la índole del asunto. 

Art. 21. Las providencias que poniendo término en cualquier ins- 
tancia á \iíí expediente, sean susceptibles de recurso alguno, se notificarán 

ción agitan. Con objeto de evitar cualquiera dase de abusos que pueda cometerse, y con 
el propósito de facilitar á los interesados lo^ medios de conocer la tramitación de los 
expedientes en todas las oñcinas que dependen de este Gobierno General, y procurar al 
propio tiempo que el despacho de los negocios no sufi-a retraso injustificado, na dispues- 
to S. £. lo siguiente: 

Primero. Se crea un Registro de reclamaciones en la Secretaría de este Gobierno, 
donde se facilitará á todo el que lo pida una instancia impresa, con arreglo al modelo 
que á continuación se inserta, para reclamar noticia del estado de los asuntos pen- 
dientes. 

Segundo. Los interesados expresarán en la instancia, con toda claridad, el asunto á 
que se refieran y la fecha en que tuvo entrada en la oficina correspondiente, entregándo- 
seles en el acto el resguardo de la reclamación. 

Tercero. Dos dias después de presentada la instancia, el interesado pasará á reco- 
ger en la oficina del Registro el certificado de reclamación, en el que constará, bajo sello 
y firma del Jefe de la Sección respectiva, el estado en que se encuentra la tramitación del 
asunto reclamado, cangeándolo por el resguardo. ^ 

Cuarto. No se dará curso á instancia alguna que no contenga nn sello de 35 centa- 
vos, y no exhiba el reclamante la cédula personal. 

Quinto. Cualquiera retraso injustificado en la expedición del certificado de recla- 
mación, será debidamente corregido ó castigado, según la importancia del caso. 

Sexto. Quedan responsables del cumplimiento de esta disposición, que empezará á 
regir desde i? del próximo abril, los Jefes dé las respectivas dependencias. 

Las Secretarias de los Gobiernos Civiles quedan encargadas de este servicio en sus 
respectivas provincias. 

Lo que de orden de S. £. comunico á Y.... para su debido conocimiento, y hago 

{)úblico en el periódico oficial para que llegue á conocimiento de todos los habitantes de 
a Isla. 

-Habana 17 de Marzo de 1889. — El Secretario del Gobierno General, Pedro 
A, Toftes. 

Sres. Jefes de las dependencias del Estado. 

MODELOS QJW SE CITAN. 
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al interesado en el término de treinta dias, entregándole copia literal de 
ellas, haciéndose constar además el recurso de que puede utilizar, el 
término para interponerlo y el Centro por donde se haya de presentarse la 
alzada, (i) 

Art. 22. La notificación se hará en el domicilio del interesado, ó en 
su caso, del apoderado habilitado al efecto. Si no fuese hallado en su 
domicilio, se hará constar por cédula expresiva del objeto y circunstancias 
de la notificación con entrega del oficio ó documento que contenga (nte- 

dmientodd «stadoen qne se encuentra el expediente sobre 
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Hsbuia de 188.... 

Firma del interesado. : 
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No consUn anlecedenles..... . 

Tuvo entrada la instancia en...; 

Se decretó en 

Sin tramitación por fallar., , 

Pasó á informe de- ,,. ,.,, 

Pendiente de informe en ■ - 

Se ha dado vista del expediente í . 

Anunciado en... , ...., 

Despachada por el Negociado en. . .. .... 

Despachada por el Jefe de Sección en .. 

Pendiente de ñrma desde el 

Pendiente de consulta elevada i desde 

Resuelta en 

Circuladas las órdenes en 

Habana de 188.... 

El Jefe de la Sección de 

Torres." 

No hay que encarecer la importancia de esta disposición. Su cumplimiento dari 
resultados en que saldrán beneficiados los paiticnlares y el buen nombre y prestigio de 
las oficinas de Administración Civil. No serí ya la Administración remora del bien pú- 
blico ni calamidad del interés particular, y dejará de existir el cúmulo inmenso de expe- 
dientes por terminar, demorados quizás por la esperania del lucro, con perjuicio inmenso 
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No es esto creer que la disposición transcripta sea la panacea que cure todos los 
males qne viven con nuestra Administración, que bien sabemos que estos son hijos del 
sistema administrativo; pero al menos, debemos esperar, y esperamos, que lo adelante se 
cnmpla la ley y no se demore injustificadamente la tramitación de un expediente, coro 
tampoco se deje en la ignorancia al interesado, bajo pretexto alguno, ocultándole el esta 
do en que se encuentra el negocio en que es parte. 

(1) Este término de treinta dias para interponer el recurso empezará á correr desd 
el dia siguiente ol de la fecha de la notificación, según lo determina el art. 38 de es 
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gramente la copia de la resolución, al pariente más cercano, y en su defec- 
to al familiar, ó criados mayores de catorce años que estuvieren en la 
habitación de quien deba ser notificado. Si no se encontrare á nadie, se 
repetirá la diligencia al dia siguiente con las mismíis formalidades, y si re- 
sultare infructuosa, se hará la notificación al vecino más próximo que fuere 
habido, firmando la cédula la persona que reciba aquel oficio, ó dos testi- 
gos si no supiere firmar: ta mbién se expondrá al público copia de la resolu- 
ción en la entrada de la oficina, en la portería del edificio ó en el sitio 
acostumbrado para hacer las publicaciones, (i) 

Art. 23. Se entenderá, sin embargo, hecha la notificación adminis- 
trativa, cuando conste en el expediente por la firma del inter^^ado, ó éste 
se muestre enterado de la resolución en el mismo expediente. 

CAPITULO V. 
De los recursos y competencias, 

Art. 24. Procederá el recurso de alzada ante la Autoridad superior 
contra toda resolución de la inferior, salvo los casos en que la Ley lo 
prohiba expresamente, ó declare que el asunto es de la resolución sin ulte- 
rior recurso de la autoridad inferior, 6 establezca cualquiera otro recurso 
inmediato ó directo. 

Art. 25. Los recursos de alzada que en la vía gubernativa conceden 
las Leyes y reglamentos de la Península á los interesados, para ante los Mi- 
nistros y Directores de cada ramo, se entenderán concedidos para ante los 
Directores generales de Ultramar. Las resoluciones que en tales recursos 
dicten los iSirectores generales de las Provincias de Ultramar, darán lugar 
inmediatamente al recurso contencioso-administrativo, si procediese con 
arreglo á las leyes. En los demás asuntos que por referirse á la potestad 
discrecional de la administración, no procede el recurso contencioso- admi^ 
nistrativo, los interesados podrán alzarse de la resolución del Director ante 
el Gobernador General, y de la resolución de éste ante el Gobierno Su- 
premo. 

Art. 26. Los recursos de alzada que en la vía gubernativa conceden 
las Leyes y reglamentos de la Península, á los interesados para ante los 
Gobernadores de Provincia, se entenderán concedidas á las de Ultramar 
para ante los Directores generales de las mismas. Las resoluciones que 
en tales recursos dicten los expresados Directores, darán lugar inmediata- 
mente al recursío contencioso-administrativo, si procediese con arreglo á 
las Leyes. En los demás asuntos que por referirse á la potestad discre- 
cional de la administración no procede el recurso contencioso-administra- 
tivo, los interesados podrán alzarse de las resoluciones del Director ante el 
Gobernador general y de las resoluciones de éste ante el Gobierno Su- 
premo. 

Art. 27. El Gobernador General podrá modificar ó revocar sus pro- 



(i) Implica esto una verdadera reforma, porque en lo general puede decirse que 
se miraba este asunto con criticable abandono y como de importancia secundaria. La 
mera ñrma y rúbrica en un sobre que no expresaba más que la dirección, se ha considera- 
do las más de las veces como requisito formal bastante para hacer constar la notificación. 
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videncias, y las de sus antecesores, á no ser que hayan sido confirmadas 
por el Gobierno ó sean declaratorias ó reconocedoras de derecho ó hayan 
servido de base á algunas sentencias judiciales ó contencioso-administrati- 
vas ó hayan resuelto una cuestión de competencia. • 

Art. 28. Todo recurso de alzada se interpondrá dentro del plazo 
improrrogable de treinta dias, á contar desde el siguiente de su notificación, 
presentándose ante las autoridades que hayan dictado el acuerdo contra 
el cual se reclama. 

Art. 29. Los interesados podrán recurrir en queja ante las autorida- 
des superiores respectivas, si por la inferior no se diera curso á sus recla- 
maciones ó se sustanciasen con infracción de disposiciones aplicables al 
caso.^ 

Art. 30. Procederá el recurso de nulidad contra las providencias 
firmes que se hubiesen dictado, fundándolas en docunpentos falsos. El 
término para entablar este recurso prescribe á los cinco años de dictada la 
providencia, tanto para el particular como para la Administración. Trans- 
currido dicho término no procederá el recurso de nulidad, pero quedarán á 
salvo las acciones que puedan entablarse para perseguir ante la jurisdicción 
ordinaria el delito de falsedad y exigir la indemnización del perjuicio á los 
que aparecieren responsables. 

Art. 31 Las contiendas de competencia entrevias autoridades admi- 
nistrativas se resolverán por ]^ Autoridad superior común más inmediata 
á las autoridades que contiendan. Si la competencia fuere entre el Director 
de Administración civil y el de Hacienda, ó entre una autoridad de orden 
civil y otra de orden militar, el Gobernador general, oyendo previamente 
al Consejo de Administración, informará remitiendo el expediente para su 
resolución al Gobierno Supremo, observándose la misma tramitación cuan- 
do la competencia tuviere lugar entre una autoridad civil y otra judicial, ó 
entre ésta y otra militar. 

CAPITULO VI. 

» 
De los plazos para el procedimiento, 

Art. 32. Siempre que fuere posible, los Tefes señalarán términos para 
la ejecución de los trabajos ó la práctica de las diligencias que exigiera la 
mayor ilustración de los asuntos, sin que en ningún caso puedan exce- 
derse los marcados en los artículos nueve, trece y veinte y uno de este De- 
creto. -. 

Art. 33. El empleado que no ejecutase el trabajo dentro del término 
prefijado deberá explicar los motivos del retraso y quedará sujeto á la co* 
rrección á que pueda haberse hecho acreedor. 

Art. 34. En el despacho de los expedientes se guardará en cada Ne- 
gociado el orden riguroso de la entrada, salvo que por el Jefe de la depen- 
dencia se dé orden concreta fundada en la urgencia del servicio en con- 
trario. 

Art. 35. Transcurridos que sean treinta días desde aquel en qu( 
haya pedido informe á algún otro Cuerpo ó dependencia, sin haberlo e 
cuado, se dirigirá oficio recordatorio sin necesidad de nuevo decreto, b 
la responsalidad del empleado encargado del asunto, haciéndolo así con' 
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el extracto. Este plazo se reducirá al de quince días, si solamente se trata 
de la revisión de un documento ó expediente. Si después de un segundo 
oficio recordatorio, no se obtuviese la práctica- de las diligencias ordena- 
das, se pasará el expediente al Jefe del Negociado para que proponga lo 
que estime conveniente. En los expedientes remitidos á informe de Cor- 
poraciones que vaquen durante algunos meses del año, quedarán en sus- 
penso estos términos, mientras duren legalmente las vacaciones, (i) 

Art. ;^6. Los acuerdos de mera tramitación se ejecutarán en el pre 
ciso término de tres dias. 

Art. 37. Cuando por razones de interés público conviniese dejar en 
suspenso el curso de algún expediente, se hará en virtud de acuerdo de la 
autoridad á quien correspondiese su resolución definitiva. (2) 

Art. 38. Todos los meses presentarán los Jefes de Negociado á su 
respectivo Jefe, estados demostrativos de la situación en que se encuentran 
los expedientes por el orden de entrada en el Negociado, y con expresión 
de la fecha en que ésta hubiere tenido lugar. Cuando hubiere un retraso 
general en el despacho de los expedientes, el Jefe señalará el plazo dentro 
del cual debe desaparecer. (3) 

Art. 39. Todos los años en el mes de Febrero, se publicará en los 
periódicos oficiales, estado de los expedientes que existan en las diversas 
dependencias administrativas, con expresión de la fecha de entrada y de 
la situación en que se encuentran hasta el treinta y uno de Diciembre. 

Art. 40. Los expedientes fenecidos se remitirán al archivo á ñn de 
cada mes, ó cuando determine el Jefe de la Dependencia. Al efecto se 
formarán relaciones duplicadas, uno de cuyos ejemplares, con el recibo 
del Archivero, se custodiará en el Negociado. 

Art. 41. Se tendrá por abandonada toda reclamación, cuyo curso se 
detenga durante un año por culpa del reclamante, remitiéndose el expe- 
diente al Archivo. (4) 

Art. 42. Se considerarán hábiles todos los días para el cómputo de 

(i) Transcurridos los treinta dias desde aquel en que se haya pedido informe á 
algún otro Cuerpo ó Dependencia, ó bien la revisión de un expediente ó documento sin 
que haya sido evacuado, el oficial encargado del asunto dirigirá oficio recordatorio sin 
necesidad de que lo ordene el Jefe inmediato, procediendo con entera libertad so pena de 
incurrir en falta. 

(2) Entendemos que cuando por razones de interés público se suspende el curso 
de algún expediente, deberá, en la forma establecida en el att. 22 ó en la del 23, notifi- 
carse al interesado, cabiendo á éste el recurso de queja que consigna el art. 29, desde el 
momento que, según el 24, no se prohibe expresamente. 

(3) Aunque en este artículo no se expresa, cuando hubiere un retraso general en 
el despacho de los expedientes, no ha de ser bastante el señalamiento de plazo para que 
desaparezca, sino que habrá de exigirse del empleado causante las explicaciones necesa- 
rias, imponiendo la corrección oportuna, de acuerdo con lo que expresamente determinan 
los arts. 33 y 43. 

(4) De la declaración hecha por este artículo expresando que se tendrá por aban- 
donada toda reclamación cuando su curso se detiene durante un año por culpa del recla- 
mante, ¿se deducirá que ha prescrito el derecho del reclamante? En otra fornia, ¿podrá 
repetir la reclamación? ¿Desde cuándo empezará á contarse el año de demora? 

Ante todo consignemos que en tanto no exista una resolución que amerite la compa- 
recencia de la parte, bien para deponer acerca de cualquier particular de notable trascen- 
dencia en el asunto é bien para que acompañe al expediente documentos necesarios, no 
procederá imputar á culpa suya el retraso en la sustanciación del expediente. Las resolu- 
ciones que por el contrario lo exijan serán las que den margen á declarar por abandonada 
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los plazos y para el efecto de interponer los recursos. Los Jefes de las 
Dependencias dictarán las órdenes oportunas para que en cualquier día se 
reciban en ellas las reclamaciones y recursos. Los términos empezarán 
á correr desde e) dia siguiente al en que se hubiere hecho la notificación, 
y se contará en ellos el dia del vencimiento. 

« 

CAPITULO VIL 
De la infracción de las reglas del procedimiento. 

Art. 43. Las infracciones de las reglas del procedimiento administra- 
tivo se castigarán imponiendo á los funcionarios que las cometan, la co- 
rrespondiente corrección disciplinaría, pudiendo dar lugar por su gravedad 
ó reincidencia á la separación del servicio, con expresión de la causa que 
la ha motivado. 

Art. 44. £n igual responsabilidad incurrirá, sin perjuicio de la que 
proceda con arreglo al Código penal: 

Primero. El funcionario que por negligencia ó ignorancia proponga 
ó acuerde una resolución manifiestamente injusta. 

Segundo. El funcionario que proponga ó acuerde un trámite, que, 
innecesario manifiestamente, se encamine á demorar la resolución eludien- 
do las prescripciones reglamentarías. 

Tercero. El funcionario que no guarde la más completa reserva en 
la instrucción y resolución de los expedientes, revelando á los interesados 
aquello que éstos no tengan derecho á conocer. 

Cuarto. El funcionario que recibiese obsequio ó aceptase ofrecimien- 
to por insignificante que sea, de los interesados en los expedientes. 

Quinto. El funcionario que habiendo recibido carta de recomenda- 

la reclamación, si fuere notiñcada en forma. Entonces el año prefijado en este artículo 
empezará á correr desde el dia siguiente á la fecha de la misma. 

Mas como salvo conocida excepción, las leyes no pueden surtir efectos retroactivos, 
las reclamaciones en expedientes notificadas con antenoridad á esta ley no pueden servir 
de punto de partida para establecer esta prescripción ¿habrá por eso que repetirla? No; 
porque una vez promulgada una ley no puede, ]>or nadie, alegarse su ignorancia. Estaba 

Ía notificado de la resolución: ahora lo está, en derecho, de la expresa declaración legal, 
k modo que deberá correr el término desde el dia siguiente á aquel en que empezó á 
regir la ley. 

Pasemos ahora á resolver las dudas que en forma de preguntas estampamos al 
comienzo de esta nota: Para ello bastará sólo tener en cuenta que una cosa es la instancia 
6 feclamación y otra la acción^ el derecho» La ley común se encarga de declararnos cuán- 
do nos asiste el segundo y cuándo lo perdemos, siendo clarísimas las bases que establece 
para su prescripción. De modo que sólo se trata aquí de la caducidad de la instancia como 
medio de impedir la acumulación de expedientes sm curso en los Negociados; pero en 
manera alguna podría interpretarse por ello prescrita la acción que nos asiste para enta- 
blar nueva demanda en tanto dicha acción no haya prescrito con arreglo á derecho. 

Por último: ¿cabe establecer recurso contra la resolución de caducidad? 

£1 art. 24 dice que procederá establecerse recurso de alzada ante la autoridad superior 
contra toda resolución de la inferior, salvo los casos en que la ley lo prohiba expresamen- 
te. Si aquí no se prohibe, claro se está que há lugar á interponerlo. 

No terminaremos sin observar que, á nuestro juicio, y teniendo en cuenta lo dicta- 
minado sobre el particular en la esfera judicial, ha de ser fundamento del recurso la 
creencia de haberse procedido con equivocación al declarar transcurrido el término legal; 
la de obedecer el abandono á fuerza mayor, ó bien cualquier otra causa independiente de 
'- "oluntad del reclamante, circunstancias estas dos últimas que deberán justificarse. 
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ción para el despacho de un expediente eri un determinado sentido, las 
contestara prometiendo acceder á ellas, ó manifestara que lo había tenido 
en cuenta en la tramitación del asunto. 

Sexto. El funcionario que no pusiese en conocimiento de su Jefe 
cualquiera proposición que se le hiciera como recompensa por la ejecución 
de un trabajo que tenga á su cargo. 

Art. 45. Cuando en virtud de lo expuesto en el artículo anterior, ó 
de lo que pudiera resultar del examen de un expediente, hubiere indicios 
para presumir racionalmente que se ha cometido un hecho punible por un 
funcionario ó el interesado en un negocio, se pondrá en conocimiento de 
la autoridad judicial por el Jefe de la Dependencia. 

Art. 4 6. El Jefe de cada Dependencia tendrá á disposición del pú- 
blica, un libro en que todos podrán exponer, firmándolas, las quejas que 
tengan contra los funcionarios por faltas que éstos cometiesen en el cum- 
plimiento de sus deberes. Este libro será guardado por los indicados 
Jefes. 

CAPITULO VIII. 

Disposiciones finales, 

Art. 47. Desde i? de Enero próximo regirá el presente Decreto, y 
á lo establecido en el mismo, se atendrán las oficinas de esta Secretaría, y 
todas las de las Provincias de Cuba, Puerto Rico y Filipinas. El Gobier- 
no dictará las disposiciones oportunas para acomodar las plantillas á las 
prescripciones de este Decreto dentro de los créditos concedidos por las 
leyes económicas vigentes. 

Art. 48. Quedan derogadas las disposiciones anteriores sobre pro- 
cedimiento administrativo dictadas por Decreto.— .-Dado en San Sebastián 
á 23 de Septiembre de 1888. — María Cristina. — El Ministro de Ultramar. 
Trinitario Ruiz y Capdepón. — De Real orden lo comunico á V. E. para 
su conocimiento y demás efectos." 

Y acordado por S. E. su cumplimiento en 17 del actual, de su orden 
se publica en la Gaceta oficial para general conocimiento. 

Habana, 24 de Octubre de 1888. 

El Secretario del Gobierno General, A, de Quintana. 
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